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A 

¿rríoHea.— Las procedente* «te contrato, deben deducirse ante id Juez 
ile la sucesión del demandada. Página 206, 

.-iríiíídíwíw. — Las obradas ante el secretan» uv/ hoc y nombrado por 
inhibición del titular son válidas, aunque el nominado no ten- 
ga título de abogado 6 escribano, cuando cu el Jugar del jui- 
cio no exista persona alguna que tonga ese titulo. Pagina 377. 

Ar,usn:ton.— No probados tos hecl jos en que se funda, debe ser re- 
cbíizada ron costas. Página 101. 

Ammdo. — llene absolvérsele, no probado el delito. Página 304. 

Aduana. — Es inapelable la resolución de ella, que se refiere única- 
mente á Jíi clasili ración de la mercadería y penalidad aplica- 
ble en consecuencia. Página lüá. 

Aduana. — Lo dispuesto por el artículo 17 do la ley de Aduana de 
18'J4, es aplicable álos casos recurridos antes de su vigencia, 
siempre que 1)0 se conteste que las mercado rías de cuya ven- 
la se trata, corresponden á las regladas por dicho artículo. 
Página HI9. 

Aduana. — El remate autorizado por el artículo 17 de la ley He adua- 
na, es una medida conservatoria, y no es contrario a ningún 
precepto constitucional. Página 356, 

Agravación & pena. — Véase : Pena. 
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A\xtn~rum. — YA que no es interesado on que ta regulación exceda de 
quinientos pesos, no puede apelar del aulo que la fija eiime- 
nor &miia. Página 3S3. 

Apoderado. — Véase : Dación eit ¡najo, 

A {tremió. — Este procedimiento no tie.ne lugar sinü después de haber 
quedado firme la liquidación del crédito que se cobra, y por 
lo tanto, el aulo aprobatorio de ella, es apelable. Página 339. 

Apremio. — En este promlimiento, la decisión del Juez mandando 
llevar adelante ó revocando el auto de apremio, es iuapena- 
lile. Página '.Hit. 

A prrm io. — Véase : Multas , 

Arraigó* — Efó procede esta escepciuii f nutra el domiciliado en la Re- 
pública. Página 353. 

Articulo. — Uel aulo quo lo decide, no puede denegarse auclnciou . 
Página m. 

AulOQpelablt.— Véase: Afticmio; Articulo, tosían. 
Auto intipetnbl*\ — \'éasr : Aprvmhi. 
Arerius, — Véase : Ikpjsifntw. 

íi 

0j|||t#, — ta eaesliou solirt' propiediid df él, corresponde al conocí, 
miento <l<- l.i justicia federal. Página 3l. r >. 

Buque. — Estando en peder dé una délas parles, no puede ordenarse 
qne1i;e_'a < til rvjj:i de él la subprefVcluru que, al iniciarse la 
nn^linu sobre ni propiedad, lo detuve. Págitui !Jlíi. 

ítU'fH'-. — Los propinan».- del baque dado por ellos en arriendo, son 
respnosabli'- del Hilario del rapítau y tripulantes que pres- 
taban servicio en él antes de diebo contrato, y siguieron 
prestándolos d ura ole y después de él. Página 318. 

í: 

Viudales pÚWiéo*. — Véase : Máltármsfo» . 
Cesionario. — Véase : /Vf son cría . 
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Circulación de hitU'tes falsos. — Su entrega á sabiendas, constituye el 
• I i-Jilo previsto y penado por el articulo üí de la lev nacional 
[icnal; sin que el propósito de estator que se tuvo al elcc- 
tuarel "do, pueda caminar su naturaleza, ni atenuarlo ei 
hecho de haberlo recibido oV olías manos. Página 81. 

Clasificación de mercadería.— Véase: Aduana. 

Cobro ejecutivo de ¡usos. — Véase : Intereses vencidos. 

Comiso. — Caen en él, los frutos del país que se embarquen sin haber 
obtenido el boleto correspondiente. Página 2fí0. 

Comisa. — Por la sola declaración del empleado denunciante, no pue- 
de darse por demostrado que las mercadería^ no manifesta- 
das, vinieron encubiertas en otro arlículo manifestado, y 
declararse el comiso de éste. Página 11 8. 

Úami&t. — Caen en él, las mercadería? introducidas en baúles con ro- 
pa de uso, no manifestadas con las debidas formalidades. 
Página AU. 

Comiso. — Véase : Contrabando. 

Competencia. — La cansa sobre tobro de un crédito hipotecario, co- 
rrespondí' a! hit/, riel lugar donde están situados los bienes 
hipotecados. Pagina 181. 

Competencia. — Después di* concluido el juicio por sentencia, no pue- 
de impugnarse la del Juzgado, máxime si la causa era de fue- 
ro federal por razón de la materia. Pagina 138. 

Competencia . —Véase ; Amones; Justicia federal. 

Compulsa de libros. -Véase: hurtos. 

Condominio. — La no intervención de uno de lo^ condominos, en un 
juicio, no perjudica la validez del mismo en relación á los 
que han intervenido en él. Página 211, 

Conjtmes. — Acuerdo nombrando los de la Suprema Corte para el año 
1896. Página 10. 

Contrabando. — Constituye este delito, y auitjiza la pena de comiso, 
la falsa manifestación del sobrante de rancho y provisiones 
existentes á bordo, no reedificada dentro de cuarenta y ocho 
horas. Página OC. 

Coila, el Dr Don Eduardo.— Acuerdo disponiendo la colocación de su 
retrato en la rala de acuerdos de ta Suprema Corle. Pagina 5. 
t fin, :to 
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Cosía*.— Es just» la sentencia de primera instancia en cuanto no con- 
dena en cosías al demandado, si sólo acepta parcialmente los 
perjuicios del demandante. Pagina 147. 

Costas . — La lej de 31 de Agosto de 1894, sobre costas, por su natu- 
raleza procesal, debe aplicarse desde la Techa de su promul- 
gación á todas las causas pendientes en que su estado lo per- 
mi la. Página 195. 

Costas. — Trae gravamen y es apelable, el auto que impone el pago di: 
costas personalmente al procurador. Página 355. 

Costas. — Debe cargar coi» tas del incidente de incompetencia, el ac- 
tor que ocurrió sin derecho ¡i los tribunales federales. Pági- 
inUII. 

r 'ii/os. — Dehií cargar con las del juicio, el demandante que no ha 

tenido razón para litigar. Página 414. 
Crédito hipotecario. — Véase ! Competencia, 
Cuestiones tle competencia . — Véase : Documentos, 



I» 



Bodón en pago. — Es válida la entrega de un terreno dado en pago, 
hecha al mandatario de los acreedores, si éste se hallaba 
autorizado por ellos á otorgar las escrituras, y á dar carta de 
jiagu por las cantidades que abonara al deudor, máxime 
cuando los mi ^mosacrecilores alegan no haber instado antes por 
la entrega, en la inteligencia de que se hubiese hecho al apo- 
derado. Página ¿51 . 

Danos y perfukío». — Véase: Interdicto 

Defecto legal *>n la demanda. — No habiéndose pronunciado el inferior, 
sobre asía excepción, opuesta por el demandado, y contesta- 
da por el actor; debe ordenarse que lo haga sin más tra ' 
mi te. devolviéndole los autos. Página 323, 

Defecto legal en la demanda. — Véase : Demanda . 

Dnnanda . — No puede str objetada como defectuosa, la que se halla 
concebida con sujeción á los términos del articulo 57 de la 
ley de Procedimientos. Página 372. 
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Demandado. — Pió pueite exonerarse de sus obligaciones, por haber 
transferido á otros el contrato, si no consta que la transfe- 
rencia haya sitio aceptada por el demandante. Página 160. 

Depositario. — El de erectos, no es responsable de las averías sufridas 
por estos B causa de su colocación á la in temperie, si ésta 
se lia hedió a vista y sin oposición del dueño, y avisadose la 
irresponsabilidad del depositario por tal causa. Página 293. 

Desalojo. — Ett estos juicios, ante la justicia federal, la sentencia que 
lo ordena es apelable en ambos efectos. Página 393. 

Desalojo. — Véase: Ij/cachii. 

Descarga, — Los días concedidos para ella, si! cuentan desde que el 
buque está en el paraje designado y lisio para entregar la 
carga. Página 1 10. 

Descarga. — Cuando es uso ó se ba convenido hacerla en muelle, ios 
dias concedidos se cuentan desde el siguiente al m que el 
buque haya atracado Él muelle, con aviso ñ los consignatarios. 
Página 1111. 

Deserción de reamo, — Véase : incidente, 

/fetpojo. — Clausuradu con alambres un terreno que desdo anos ante- 
riores servía para camino vecinal, la municipalidad que, an- 
tes del año, manda restablecer el camino y remover el alam - 
brado, procede en uso de sus atribuciones, y no comete des- 
pojo; y el derecho que el particular que lo clausuró pueda 
tener al terreno, no basta para conferirle la acción posesoria 
de interdicto. Página 131. 

Migencias yrolnttorias . — Véase : Llamamiento de autos. 

Documentos. — En las cuestiones de competencia promovidas por 
inhibitoria ante los respectivos jueces, y hallándose conclusa 
la causa para la vista, nu procede la presentación de docu- 
mentos por las partes. Página 99. 

E 

Ejecución de fondo.— Véase: Luido. 

Embargo.— Ordenado el levantamiento de un embargo, y mandado 
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bacer para el efeclo y á pedido de la partí*, un reconocí- 
miento pericial sobre el estado de las cosas embargadas» no 
procede que el Juez encargado de ejecutor el desembargo 
dicte providencia declarando que éstas han sido alteradas pur 
razón del embaí go. Página 200. 
Embargo.— Véase; Fianza. 

Embargo prerentivo.— Puede pedirse con documentos fehacientes, 
bajo la responsabilidad del solicitante. Página "8. 

Encomienda pasta!. — El extravio de ella, sin intención criminal, 
importa una falta pasible de la pena establecida por el ar- 
t i ruin 1-11 de la ley de correos. Página 170. 

Enrohtiiiifiito.— Puede darse por compingada la infracción de la ley 
de la materia, con el tiempo de prisión preventiva sufrida 
por el procesado. Página 34U. 

Eximio de rwresiiomh'iirin.— Véase: Encomienda jmial. 

ÜljtprúidanoH.— La incidencia promovida por él expropiado, 4» ño 
ser comprendido en ja zona á expropiarse el terreno deman- 
dado, debe ser resuella dentro del juicio de expropiación en 
la lumia actuada y sumaria propia de este juicio. Página 70. 

E i ¡frfí¡tiaciou .— En la de terrenos paro « alies y obras de embelleci- 
miento local, (pie mjii del resorte de la Municipalidad, la 
provincia no es parte, y la Suprema Corte no es competente 
para conocer originariamente. Página 333, 

Expropiación . — Véase : Itidem n izai ion . 

Extradición — Existiendo los requisitos que, según las leyes argeli- 
nas, aulurizan la extradirion bajo promesa de reciprocidad á 
-falla de tratado, no es molivo para negarla el que el país re- 
quirenle nu baya ofrendo la reciprocidad cuando la pidió 
por primera vez, y haya vuelto á pedirla después con arreglo 
al tratado estipulado posteriormente. Página II. 

r 

FaUa de ptrtonetia.— Véase: Personería. 
Ferrocarriles.— Véase: Multo*. 
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Futntn.- El embira trabado á requisición de tercero sobre la cosa 
vendida, con posterioridad al coiiiralu de vente, oblíg» *1 
vendedor a dar lianza, si exige su cumplimiento al compra- 
dor. Pagina 100. 

Flei'tmenU).— Véase: SúbrettiatiUtS. 



II 



lionorariui.— Véase: A/j .■ífiM'mi- 

Ifonmtirios mMi> >*.- L<"5 devengado^ en las causas criminales es- 
tán sujetos á la apreciación del tribunal. 



ImpuUmoñ Úé ¡«ujh.-VJ pago lieíbO al animado para recibirlo á 
cuenta de la deuda, debe imputara » felá, aunque el que la 
recibió lo huya imputado á otra c nenia. Pagina ¿89. 

Imputación de pa§ o.- Tratándose de premiaciones de la misma na- 
luraleza, los pagos deben ¡maularse á la deuda designada en 
el ¡icio de hacerlos. Pagina 

Inadmh'.— Cuando á la acusación de rebeldía, para que se declare 
desierlo el recurso, se une un pedido de revocatoria del cual 
se confiero y se consiente el traslado & la oirá paite, queda 
formado un "ve ni adero incidente, que suspende los procedi- 
mientos del juicio principal desde el día en que se inicie. 
Página 171. 
Incidente . — Véase : Expropiación 

Indemnización. — Xo puede pedirse por terrenos que no han sido ex- 
propiados, ni hay voluntad de expropiar. Pagina 333. 

Inmueble*.- Antes de In vigencia del Código Civil, su enajenación no 
estaba sometida á requisitos de lar mu. Página 105. 

htxirucnoH criminal .— Son inapelables las medidas dictadas por el 
Juez de instrucción q*ir tÁ resuelven y tienden á estable- 
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cir los liechos indispensables para la aprobación ilel derecho 
solicitaila por el Agente fiscal, luiría 167. 
Interese* vtMÍdgs, — Uesde que existe sentencia que manda llevar 
adelante la ejecución para el pago de ellos, lo que corres- 
ponde es mandar tasar el bien embargado, sin necesidad de 
practicar previamente la liquidación de dichos intereses. 
Página 440. 

Interduto.— El acto por el cu>d no se priva ni perturba la posesión 
del actor, puede dar lugar á una acción por daños y perjui- 
cios, pero no ;tl ¿ntei dicto de recobrar la posesión, que no 
se le contesta. — Pagina 3S0. 

interdicta.— Véase: Detpójo. 

Interdicto de desojo.— Comprobada la («oseaíon del actor, y la ocu- 
pación ilegal del demandado, procede el interdicto de des- 
pojo y Iíi restitución de las cosas al estado anterior, cotí la 
iiulemiiiaacnm de pérdida* é intereses y gastos del juicio. 
Página r>G. 

Interdicto de retener — liesullamlo improbada la posesión pacifica 
de un año, no puede hacerte lugar al interdicto posesorio 
de retener. Página ¿40. 

Interventor de mina, - Véase: Afína. 

4 

JntWÉ su/dente*.— A< uerdn designando los abogadas que fíeben des- 
empeñar las funciones de tales, durante el ano 1896. Pági- 
na 6. 

Juicio ejecutivo. — Sú habiendo sido debidamente comprobadas las 
excepciones opuestas, debe llevarse adelante la ejecución. 
Página 60. 

Juicio ejecutivo,-- fjueda subsanada cualquiera nulidad que haya ha- 
bido en el procedimiento anterior á la sentencia de remate, 
si ésta ha sido consentida por el ejecutado, y se han obrado 
diligencias ulteriores del juicio, con intervención y consen* 
(¡miento de su apoderado. Página 380. 
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JniVím ejecutiva.— Véase: fófffctd Federal; Laudos arbitrales; inte- 
reti's vencido*. 

Jurisdicción.— Una vex radicada ante tes jueces locales, quédala 
misma, cualesquiera que sea ti tea modificaciones que sobre- 
vengan en relación al diimirilio ó vecindad de las parles ó 
por razón do la cesión ú traspaso á terceros de tes derechos 
de aquellas. Página 3211. 

Jurisdicción originaria. — Véase: Expropiación. 

Justicia federal.— Discutida y decía rada la competencia redera] por 
razón de la distinta vecindad de las parles, no es permitido 
¡■I ejecutado oponerla excepción de incompetencia purhab<:r 
caminado de domicilio antes du la citación de remale. Pagi- 
na «I. 

Justicia fedtnit.— No ror responde á ella, la averiguación y castigo 
del delito de defraudación de dineros de la empresa del Fe- 
rrocarril Central Argentino, cometido por tino de sus em- 
plead"" — Página 185. 

Justicia federal — No corresponde á ella por razón de las persona^ 
la causa enlabiada por un argentino contra otro argentino, 
vecinos de la misma provincia, aunque el ador obre como 
cesionario de un extranjero. Página 4; 11 

Justicia federal, — Véase: Buque; Competencia. 



L 

AuuoV— En su ejecución, ti mandamiento debe librarse contra (a 
persona contra quien lia sido pronunciado. Página 387. 

hiudus.— Los de que la parle pide ejecución, deben ejecutarse pre- 
sentándose el compromiso y sentencia signada de escribano 
público, y pareciendo que fué dada dentro del termino del 
compromiso y sobre las cosas que fueron comprometidas, 
siempre que la referida parte afiance la restilunon. Pági- 
na 7b". 

Libros . — Véase : Prueba» . 

Locación . — La de una casa» en la que el inquilino ha puesto un ne- 
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godo ile armería, no pueilc ser considerada » So- electos 
del término para el desalojo, cuino locaüun dÓ mi estableci- 
miento comercial ó industrial. Página ¡ÍÜ¿. 
Locación. — La Talla tle pago do tíos períodos consecutivos, después de 
requerido el locatario al electo, da derecho al locador para 
pedir la rescisión del roiilr<ilo de ' .ación y la iu dimití ¡na- 
ción do daños y perjuicios, sin que pueda impedirlo la con- 
situación de [os alquileres hecha con posterioridad á la de- 
manda.— P¡V¡iia : 19¡>. 

u 

I 

Uamcuniento ti' aula*.— N*o puede dejarse en suspenso, por diligen- 
cias probatorias euvn cumplimiento uu haya sido urgido opor- 
tu na mentí'. Páginas át'tf. $19 y '¿W.K 



Slah'ersaCtOH .— La aplicación de raudales públicos á usos propios, 
huclia por el empleado encargado de ellos, sin haberlos rein- 
tegrado al Kisto, constituye el delito previsto y penado por 
el articulo 80 de ta ley nacional penal. Página 127. 

Mami i/*' fiibri ra.— El propietario de una, extranjera, debidamente 
registrada, puede aeusir pin- medio de apoderado, el delito 
de falsificación de marca, sin que obste la circunstancia de 
estar ausente . Página !ít>2. 

Si 'jüt'it de twitr&a , — Vea s e : fíri H rx* > . 

Miasma.— Debe rechazarse la oposición á una mensura que no me- 
noscábalos derechos de los opositores. Página ¿I-i. 

Muta.— El propietario de ella tiene derecho, con arreglo al Código 
rigente, de remover el interventor existente, y de reempla- 
zarlo ron otro, si lo quiere. Página 51. 

Ministro tic frria. — Acuerdo mimbrándolo para la de I8'J6. Página í). 

ifcJM.— La infracción de la ley número 845 sobre sistema métrico 
decimal, hace pasible al escribano aulori/aule y á las parlés, 
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de la mulla establecida por ios artículos 14 y 15 de dicha 
ley. — Página IGO, 
Multas. — Las impuestas con arreglo á la ley número 3H13, de 24 de 
Noviembre ilc 1891, deben hacerse efectivas por la vía de 
apremio. Pagina 343. 

N 

Nuttfimaoim.— Sun nulas las liedlas sin intervención tic intérprete, 
á quien no conoce el idioma del país - Página 71. 

Amúiiiií.— N'o halándose interpuesto mas recurso que «1 de apela- 
ción, no corresponde ocuparse Je la nulidail de los procedí - 
míenlos. Página 214. 

Nulidad. — Véase; Juina ejecutivo: Notificaciones. 

I» 

Pena.— No es permitido agravar la impura |wr la sentencia de pri- 
mera instancia, cuando ésta no ha sido apelada por el Minis- 
terio fiscal Página 208. 

Pena , — Véase : Enrola mien tu . 

Personería. — La tiene para gestionar el coliro de un crédito hipote- 
cario, el cesionario por escritura pública, aunque la cesión 
no haya sido notificada precisamente al deudor. Página 181. 

Personer/n.— Es inadmisible toda obsecración contraía personería 
del mandatario de la contraparte, cuando a más de haber 
sido aceptada á su tiempo, i-I mandante ha ratificado lo obra- 
do en juicio por él. Página 28*. 

Personería . — La exceprion de Talla de personería en el actor, se re- 
tí iré á su falta de capacidad para e*iar en juicio, y no á la 
falla de Ululo en que funda la demanda. Página 312. 

p W( / (T ._ La cláusula especial de comprar y vender cualquier linca 
raíz, basta á los efectos del articulo 1881, inciso 1", del Có- 
digo Civil, que no exige la determinación del inmueble malc- 
ría del contrato. Página 358. 
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Posiciones - No es materia de ellas, el derecho; y la ioterprelacion 
y aplicación de éste pertenece á los jueces. Pagina 105. 

Prescripción.— Opuesta entre otras excepciones, y dictada sentencia 
sin sustanciarla y resolverla, procede la devolución délos 
autos al Juez a quo t para que sustancie y resuelva la excep- 
ción mencionada, Página £40. 

Prisión preventiva . — Véase : Enrolamiento 

Procurador . — Véase : Costos. 

Procurador fiscal.^ No puede apelar de un auto que no desestima 

ninguna petición suya. Página ¿81. 
Procuradores fiscales ad hoc — Acuerdo designando los abogados que 

deben desempeñar lúa funciones detales, durante elaño 189ü. 

Página Ü. 

Pruebas ~ Aún después de pasado ti término probatorio, debe man- 
darse practicar la compulsa de libros, que es el cumplimiento 
de la pedida y ordenada dentro de él. Página 350. 

Pruebas.— Véase: llamamiento de autos. 

R 

Recurso. — Debe dañe por mejorado, siempre que la mejora baja sido 
hecba antes ó al mismo tiempo de acusarse la rebeldía. Pá- 
gina 52. 

Recurso. — El establecido nara ante los Jueces de Sección, por el artí- 
culo 21 de la ley de lo de Octubre de 1862, lia *¡do deroga- 
do. Página 15(i. 

Recuno de hecho. — No procede, cuando uo resulta que se haya inter- 
puesto ante el inferior, apelación del auto reclamado. Pági- 
na 

Recurso para ante ¡a Suprema Corle. — Véase : Suprema Corte. 

Recursos. — tuÚHin declararse mal concedidos los interpuestos fuera 
de término. Página «3. 

fíecMincfoii. — Los Jueces Letrados de los territorios nacionales, no 
pueden ser recusados sin justa causa, y no probándose ésta, 
debe rechazarse la recusación. - Página 402. 



- 

s 

DE JUSTICIA NACIONAL 475 

HegtíiQcioH.— De la inferior i quinientos pesos, «o puede apelar el 
que no está interesado en que exceda tle dicha suma Pági- 
na 239. 

Regulación. — Véase : Apelación . 

Reivindicación.— Ex presándose por el actor que la superficie recla- 
mada, es ta correspondiente al puesto que se designa, queda 
con este determinada suíicieniemcnle la cosa que se reivin- 
dica. Página 233. 
Reivindicación.— La no innovación, ordenada en la cosa materia del 
liligio, debe entenderse limitada al are» que puede ocupar 
la superficie reclamada. Página 23il. 
Hemaie de mercaderías. — Véase ¡ Aduana. 

Rescisión de contrato.— Pedida ésta por el actor, por no haberlo 
cumplido el demandado, pero declarando que él está dis pues* 
to á cumplirlo, et Juez no resuelve un punto truno á la de- 
manda, si, no procediendo la rescisión, resuelve que se cum" 
pía el contrato. Página 160. 
Rescisión de locación. — Véase : Locación. 
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Salarios. — Véase : Buque . 

Secretario de feria. — Acuerdo nombrándolo para la de 189 £ . Pápi- 
na 9. 

Sistema métrico. — Véase : Multa , 

Sobreestadia*.— Se computan en ellas los dias corridos hábiles é in- 
hábiles. Página 11 3. 

Sobreestadia*. — No puede oponerse el hecho de no haberse mencio- 
nado el contrato de fletamenlo, y de no figurar en él el nom- 
bre del demandado, después de haber sido acompañada y no 
observada la copia del contrato, y de haber el demandado 
contestado la demanda y producido pruebas, sin excepción ar 
de la (alta de personería. Página 116. 

Suprttmt Carie, — No procede el recurso para ante ella, de sentencias 
de los tribunales locales, que resuelven cuestiones de der 
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dio común ó de derecho procesal, sin haberse pretendido que 
éste estuviera en pugna con la constitución ó leyes naciona- 
les. Páginas 191 y 226, 
Suprema Corte. — El auto negando al procurador de la parte, el dere- 
cho de informar m toce, es in le r locutor! o, y no está com- 
prendido entre los pronunciados por los tribunales superio- 
res de provinna, que pueden ser traidor ¡i la Suprema Curte 
por recurso de apelación. Página 374. 
Suprema Corte. - El aulo por el cual la Cámara de apelación de la 
Capital, niega el cumplimiento de un exhorto de un Juzgado 
de Provincia, sin desconocer su autenticidad, no es contrario 
á la ley nacional de 2ti Agosto de 18G3; y no importando di- 
cho aulo un caso de co atienda, ni de los previstos por la ley 
de 3 do Setiembre de 1878, la Suprema Corle carece de ju- 
risdicción para conocer en el, y no procede el recurso de 
apelación. Página 400. 
Su p rema Curte. — So procede el recurso anle ella, de autos de los 
tribunales locales, que son meramente interpretativos de su 
ley de procedimientos. Página 444. 
Suprema Curte. — Véase : Expropiación. 
Suspensión de pramí ¡míen tus. — Véase : Incidiente, 



I 

Terrería. — El haberse dado este nombre á la acción con la cual se 
reclama el dominio y desembargo de un inmueble embarga- 
do en el concurso, no es razón para no tramitar la demanda 
con arreglo á derecho. Página H4. 

Testigos — La inasistencia de aquellos cuya citación oportunamente 
pedida y ordenada dejó de hacerse, no puede perjudicar á la 
parle que los presentó. Página 408. 

Torr«, el Dr. Dtm Calino S. de la. — Acuerdo disponiendo la coloca- 
ción de su retrato en la sala de acuerdos de la Suprema Cor- 
le. Página 5. 
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Transocrion . — Deben cunsiderse suspendidos los efectos de aquella 
conlra la cual se deduce acción de nulidad - Pagina 385. 



Venta. — No puede admitirse que no sea cierta, aquella cuya realidad 
la demuestra u tía serie de licclios concordantes que se inician 
por escrituras de enajenación y se continúa por largos anos 
de posesión. Página 105. 

Físüffli— Véase: iHmttebtes. 

Vtnlaáe mercaderw$. — \éas<n Atluntm. 

Viclorica, vi Dr. Don Itenjamin,— Acuerdo disponiendo la colocación 
de su retrato ni la sala de acuerdos de U Suprema Corle. 
Página 5, 
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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo disponiendo ta colocación de los retratos de tos doctores 
don Benjamín Víctor ica, don Calixto S. de la Torre y don 
Eduardo Costa, en la sala de Acuerdos de ¡a Suprema Corte. 



En Buenos Aires, ú los cuatro días del mes de Julio de mil 
ochocientos nóvenla y cinco, reunidos en su Sala de Acuerdos 
el señor Preside ule y Ministros de l¡i Suprema Corle de Justi- 
cia Nacional, doctores don Benjamín Paz, don Luis V, Várela, 
don Abel Bazan, don Octavio Bunge y don Juan E. Torrenl, 
dijeron : Que ai. n los los importantes servicios prestados 
al Tribunal por el señor Presidente y Ministro jubilados doc- 
tores don Benjamín Vi dórica y don Calí vio S. de Ja Torre y 
por el señor Procurador (leñera I, igual men le jubilado, doclor 
don Eduardo Costa, debían acordar y acordaron colocar lou 
retratos de ellos, en la Sala de Acuerdos, 

Con lo que concluyó el acto, ü miando el señor Presidente y 
los señores Ministros. 



BENJAMIN VA'/., I.IUS V. VA HELA. — 



ABEL BAZA> • — 'OCTAVIO BL'NGI. — 



JUAN E. TOHIIKNT. 



José fc\ Domínguez. 
Secretario. 
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ACUERDOS BE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo designando los abogados <¡ue deben desempeñar duran- 
te el año JS'Jh\ las funciones de Jueces suplentes y Viséales 
ad-hoc. 

En ta dudad de liucnns Vires, a veinte y cintro de Diciem- 
bre de mil ochocientos noventa y cinco, reunidos en su Sala 
de Acuerdos los señores Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia Nacional, doctores don Luis Y. Várela, don Abel Un- 
zan, don Üriavin Jlnng» y diin Juan E. Torren!. on el objeto 
de formar la lista dé ahulados «pie con arreglo A la ley tic 
veinte v cuatro de Setiembre de mil ochocientos setenta v 
ocho, deben suplir en el a ñu de mil ochocientos noventa y 
seis, ¿i los Jueces Todera les de Sección legalmente i ni per! idos 
ó recusados y ejercer las ("unriunes de Píscales ad-hot\ acor- 
daron la formación de las siguientes listas: 

Para la Capital : doctores don Miguel (i. Meodez. don Fran- 
cisco Averza, don iiernardino Bilbao, don llavmundo Wil- 
mnrt. don Santiago Halesíra, don Federico Pinedo, don Juan 
A, Bibilone, don Enrique Y. Smilli, don Francisco Cana le, don 
Sorberlo riñere. 

Para la Sección "le Ituenos Air s: tlortores don Pedro F. 
Agote, don Emilio Carranza, don Nicolás E. Vidcla, don Josó 
N. Malienzo, don Enrique S. Quintana, don Baldomcro Gayan, 
don Mariano Puuncro, don ¡Enrique [Uva rola, don Julio Sán- 
chez Yiamonte. don Jacob Larrain. 

Para la Sección de Santa-Fe: doctores don Eugenio Pérez, 
don P. Sol asco Arias, don Joaquín l.ejarza, don Calixto Las- 
saga, don Melquíades Snlvá, don Pedro A. Echagüe, don José 
Leguizamon, don Nicanor de EIía,don José Varia Fierro, don 
Julio Rodrigue/ de lo Torre. 

Para la Sección de Kolre-Rios: doctores don Miguel M. 
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Jtuiz, don llamón Calderun. don Carlas M. ele Elfo, don Valen- 
tín A. Memes, don José del Horco, don Martin Ituiz Moreno, 
don Andrés G, Galliuo, don llamón Febre, dan Martin Mover, 
don Marciano E- Tonos. 

Para ta Sección de Conmutes : doctores don .losé M. Cuas- 
ia vino, don Juan Yalenzuela, don Pedro K. Sánchez, don Fer- 
mín E. Alsinn, don Hómulo Amade>\ dun Adulfo Con He, don 
Y. Alfredo Ferrevra, don Martin (Joiiia, chni Primo Diaz Colo- 
drero, don .Fosé F. Soler. 

Para la Sección de Córdoba : doctores don Agustín Patino, 
don Juan M. (Jarro, don Teodoiniro Paez, don José M. Kuiz, 
don Tomas Garzón, don José J . del Prado, don llafael (Jarcia 
Montano, don Julio Deheza, don Pablo Julio Kodnguez, don 
Cipriano Soria. 

Para la Seneion de Santiago del Estero: doctores don Na- 
poleón Taimada, don Manuel Argañnrás, don Benjamín (Jimé- 
nez, don José llamón Bravo, Don llamón F. Agüero, don Ra- 
món Gómez, don Hernigio Carot, don Dámaso Giménez Bel- 
trán, «Ion Adolfo Sánchez, don Mariano Sitntillán. 

Para la Sección de Tucuman : doctores don Francisco Ma- 
rina Alfn ro, don Emilio Terán. don Juan M. Terán, don José 
Frías Silva, Don Patricio /.a va lia, don Servando Viaña t don 
Rufino Cossio, don Alberto E. Padilla, don AbraLam de la 
Vega, don Felipe Bravo. 

Para la Sección de Salla : doctores don Felipe II. Arias, don 
Juan T. Frias, don Pedro I. López, don Domingo Giiemes,don 
Damián Tormo, don Aniceto la Torre, don Julio Toriuo, don 



Para la Sección de Jujuv: doctores don Pablo Carrillo, 



don Daniel Ovejero, don Teófilo*, de Buslamante, don Fran- 
cisco Acuña, don Octavio ílurbe. 
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Para la Sección de Catarnarca : doctores don ti ui II crino Co- 
rrea, don Fidel Barrían uevo. don Sun llago San la Coloma, don 
Guillermo Leguizamon, don Máximo Vera, don Simón Avella- 
neda, don Estanrófllo >¡eio. 

Para la Sección de la llioja : doctores don Marcial Culalán, 
don Félix Luna, don Segundo ¿L Colina, don Pedro Agosl, 
don José V ícenle de la Vega, don Areadio de lo Colina, don 
Wenceslao Fría*, don Serafín de la Vega, padre , don Nicolás 
González. 

Para la Sección de San Juan : d odores don Secundino .Na- 
varro, don Arístides Martínez, don Benjamín Sánchez, don 
Javier M. Garra muño, don Manuel García, don Alejandro 
Garrarnuíío, don Pedro A. Garro, don Juan M. Conlreras, don 
Doroteo iíasañez, don Pedro A, Correa. 

Para la Sección de Mendoza : doctores don Isaac Godoy, 
don Juan E. Serú.don Manuel He n nejo, don Angel D. Hojas, 
don Francisco Huisarez, don José Palma, don Pedro SI. Ortiz, 
don José R. Lencilias, don Pedro í. Anzorena, don Julián 
Barraquero. 

Para la Sección de Sao Luis : doctores don Cristóbal Pe- 
reirá, don Marcelino ojeda, don Teófilo Saa, don Domingo 
Flores, don Mamerto Gutiérrez, «Ion Francisco F. Sarmiento, 
don Juan Daniel, don Juan G. Miran. 

Todu lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regís- 
trase i ■ 11 el J ¡ b r« • de acuerdos, se publicase y se comunicase al 
Poder Ejecutivo. 

II IS V . VAflEI.A . ABKÍ- HAZA V . — 

OCTAVIO BtfKGB.— JUAN £, T0- 
liitKXT. 

Jasé A. Frías. 
.Sccrelario. 
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Acuerda nombrando Ministro y Secretario para la feria 

de tS'Jft, 

En lu ciudad de Buenos Virosa veinte y cuatro de Diciembre 
de mil ochocientos noventa y cinco, reunidos en la Sala de 
Acuerdos los señores Ministros de la Suprema Corle Nacional, 
doctores eion Luis V. Várela, don Abel Ba/.an, don Octavio 
Buuge y don Juan K. Torrent, con objeto de nombrar al Juez 
de Feria con arrecio al artículo t° del rcglamenlu para el or- 
den interno de la Supremo (lorie, acordaron nombrar al se- 
ñor Ministro doctor don Octavio llunge, fiara desempeñar las 
funciones de tal, actuando como Secretario el doctor don .losé 
E. Domínguez, quien deberá designar lus empleados que du- 
rante la Feria tengan que concurrir á la Secretaria para el 
servicio de ella . 

Así lo dispusieron y manfla ron. ordena mío se registrase en 
el libro correspondiente y se publicase. 

LUS V. VA II EL A . — ABEt, BUA*.— 
OCTAVIO Bl NGE.— Jt'AS E. TO- 
RttEffTi 

Jo.sc A . Frias. 
Secretario. 
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¿cuerda nombrando Condeces de ta Suprema Corle 
para elaüQ i$#js 

En Ir ciudad ilo Buenos Aires, a primero de Febrero de mij 
ochocientos nóvenla y seis, reunidos en su Sala de Acuerdos 
tos señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia ^Nacio- 
nal, doctores don Luis V. Varefa, don Abel Bazari y don Oeta-- 
vio Bunge, ron el oh jeto de nombrar Conjueees para el co- 
rriente año, en ruin pl i miento del artículo veintitrés de la Lev 
de Procedimientos, acordaron nombrar á los señores doctores 
don Manuel M. Escalada, Eze.piiel [Vrejra, Manuel Obarrío» 
Juan José Montes de Uea, Honorio Marlel, Enrique Martínez, 
luán S. Fernandez, .losé Muría Gutiérrez. Juan Manuel Te- 
rrero, Rafael Kuíz de tos Llanos, Luis Lagos García, Antonio 
E. Malaver, Juan E. Barra, Daniel J.JIónovan, Luis Saenz 
Peña, Manuel Un i uta na, Leopoldo Basa vil baso, Juan C.arbn- 
llido, Wenceslao Escalante, José María Hosa, Luis Beláuste- 
gui, Mariano Castellanos, José V. Zapata, Baldomcro Llerena, 
Pascual Berocochea. 

Todo Jo mal dispusieron y manda ron, ordenando se pu- 
blicase y se remirase en el Libro correspondiente. 

IXÍS V. VARELA, — ABEL BA2AN. — 
OCTAVIO M St'.E. 

José .t. Frías, 
SeiTL'tnrio. 
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Contra Don Jahez S/*enrer lhtlfum\ prore&ado en Intjtaterra, 
por delito fh estafa tj demudaciones ; sobre twtradiaon. 

Sumario. — Exístíenrfn los requisitos que, según las leyes 
argentinas, autorizan la extradición Unjo promesa de recipro- 
cidad á falta de tratado, no es ni'itiro para negarla el que el 
país reauirento no baya ofrecido la reciprocidad cuando la pidió 
por primera vez, y !i*ya vuelto ú pedirla después, con arreglo 
al trotado estipulado posteriormente. 
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Caso. — Resulta de Jas siguientes piezas : 



Fallo del Juez Federal 



Saltó, Agoslo 18 de 189-1. 

T vistos * los autos- sobre extradición del subdito inglés Ja- 
bez Spemer Ralfour, demandada por el representante del go- 
bierno británico al de la República, y sometida á ta decisión 
de este Juzgado por resolución del Ejecutivo Nacional dofecba 
23 de Febrero último, con tas gestiones diplomáticas que la 
precedieron y los n-raudos judiciales que la instruyen, re- 
sulta : 

Que en nota particular di 2i de Febrero de 1893, el Encar- 
gado de negocios del gobierno britáimo, entonéi s, señor George 
K. Welby, pidió a S. K. el Ministro de Relaciones Interiores, 
la captura del nombrado subdito inglés, basta tanto se aprobase 
el tratado celebrado sohre la materia, ofreciendo, en su caso, 
formalizar el pedido de extradición con los anexos necesarios. 

Al siguiente día, el Ministro du Retacones Exteriores con- 
testó: Que no existiendo por ci momento tratado sobre la ma- 
teria, no sería posible dar curso á un pedido de esta naturaleza 
si no se ofrecía 1¡l eondii ion de reciprocidad, impuesta por las 
leyes argentinas; pero prometía dar curse á la solicitud, si se 
cumplía con aquel requisito, y se la presentaba ion los recau- 
dos necesarios. 

En carta de fojas 7 y 8, el Ministro inglés, después de soli- 
citar que se ordenase cierta vigilancia sobre el refugiado, insi- 
núa la conveniencia de la pronta sanción del tratado de extra- 
dición propuesto y pendiente del Congreso Argentino. 
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Que canjeadas las ratificaciones del tratado referido, aquella 
Legación reprodujo el pedido, en oficio de 22 de Diciembre del 
mismo a fio, corriente á foja 25 de) primer cuerpo de autos, ex- 
presado: qu- como liabía desaparecido ladiücultad que hasta 
entonces impidiera al gobierno británico ofrecer al argentino, 
iguales condiciones de reciprocidad, mediante el tratadu, pedía 
se llevase á efecto la demanda de extradición de Balfour, inter- 
puesta por el señor Wiífcy., ordenándose, desde luego, la prisión 
preventiva del fugitivo. 

Que aceptado el podido, va esta forma, y ordenada la captura 
de J. Spencer Balfour, por resolución corriente á foja 43 del 
citado cuerpo de autos, el 31 de Enero último, el Poder Kjecu- 
tivo nacional resolvió mantener en arresto provisorio al sindi- 
cado por el termino de mes y medio, comunicándolo á la Lega- 
ción requirente el 1" de Febrero próximo pasado, según copia 
de foja 70. 

Que el 7 del mismo mes, la legación inglesa formalizó la 
deminda, remitiendo los recaudos judiciales ¡pe la fundan, y 
lue¡¿o copia legalizada de las disposiciones penales de la ley bri- 
tánica (año 21 y 25 del reinado de Victoria), aplicables ú los 
crímenes de que es acusado Jíalfonr, y de las leyes de 1870 y 
1873 que rigen la extradiciun en la Gran Bretaña, con cuyo 
mérito y de conformidad con el dictamen del señor Procurador 
General de la Nación, S. K. el Presidente de la República, acep- 
tando la reciprocidad pactada en el tratado Anglo-Argentino, 
J considerando suficientemente documentada la requisitoria] 
mando remitirlo ú este Juagado, con los recaudos anexos, á los 
efectos do la ley, por la citada resolución de 23 de Febrero úl- 
timo. 

.Que poi telegramas de fi y 9 de Marzo (fojas 142 y 158), 
S.'E. el señor Mim^tru de Relaciones Interiores hizo oonstnr 
hl Juzgado que el gobierno nacional, hubía recibido de la lega- 
ción británica, en la primera fecba, los nuevos documentos que 
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forman los otros cuatro cuerpos recibidor en el Ju/.gado el 22 de 
dicho mes. 

Los documentos enunciados son : 

i° Tres órdenes de prisión expedidas el 8 de Febrero de i 893 
por el señor James Vanyhan, magist railo de los tribunales de 
policía de Londres, fundadas en la querella y declaración jura- 
das del señor Wallcr Bramnl, examinador ml-latcre del síndico 
de liquidación de compañías, y del señor Tomás Wallnce Gal- 
di iug, quienes, por eunoeimiento propio y rt-firiíndose á libros 
y papeles d ü las sociedades fine actuaron en esta negociación, 
afirman: que siendo Balfour uno délos directores de la sociedad 
JlOUSe a/itl Imwí htrrstittenf trust, simulando el nombre de un 
tal O. Greig, por medio de f.tlsas y engañosas negociaciones, 
que coubinó en confabulación conHenry (.! ra u vi lie Wright y Ja- 
Hits Wíllaius Jlalbs, ubi uto y tomó parte di' [asuma de £20.000 
abusando de la representación de la Huilttimj Sccitriiits Vourt 
CompuDf/, en la compra de una finca perteneciente a la Mftiíú 
ilítlí foitrl Omtimny, haciendo tignrar el precio de £ 77.500, 
en Tez de £ 57,500 que realmente importó la compra, desde el 
\ 2 de Ivnero de 188ü al 18 de Marzo del mwuo año. 

2' Dvis órdenes ib- prisión expedidas el 20 de Abril de 1803, 
por el magistrado Sr. John Bridge, fundadas en queja é in- 
formación juradas de Williaiu IV rey Bowyer, dependiente del 
síndico olicial de liquidación de compañías, y declaración do 
Jlerbert iolwasd Juryes, de las cuales resulta: 

Que Balfour fue" presidente del directorio di* la compañíaanó- 
nima iUtUUtuj Secundes* desde mucho antes de 1889, hasta 
Diciembre de 1892, 

Que el 3 de Ahí il de 1889, la compañía autorizó á Balfour 
para asegurar las susenciones y pago de acciones, dándole» de 
Tez en cuando, sum:is de dinero para esc objeto ; así del 1i do 
Agosto de 1 890 al 16 de Julio de 1891 , se lo pagaron £ i0.58i.39 
para invertirlas en acciones de Ja sociedad /Ve/ Investmeni and 
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Improvement, en 17 cheques firmados, excepto; «Jos por Bal- 
four como Director, pero asentados todas en los libros de la 
HnHtliii(f Scntvttit'x, (Mino pagados a la Pcet InueslmeHi and C fl ; 
que exigido Halfnur por los certificados Je dichas mociones, 
expresó que ataban depositados bajo su nombre y el de. Lord 
Súdele?, en garantía de un préstamo contraído en el llanca 
Slmitn para completar el pago de aquella.-; acciones y á órden 
del Buitdwff Seciirític, lo erial se continua por cartas que líal- 
four dtririgió al secretario de esta compañía, en SJ de febrero 
de 1 80 1 , reconociendo ademán haber recibido di- la nombrada 
sociedad diversas suma* para invertirlas en el objeto indicado, 
sin que nunca entregase los títulos ni el certificado del depó- 
sito. 

Que por declaraciones del muy honorable Charles Richard 
Uounglas, Lord Sudeh-y y Lucas Uansard, gerente <h-I Manco de 
Martin, consta: 

Qoe en Abril ó Mayo de 1889 líalfour y Lord Sudeley tomaron 
parteen la í'cpI ¡nvntMmt aml Itnjirovet/ipnt adjudicándose 
míís tarde al primero, por neci.ui» s <[,- Ésta un valor de € 
7.458.10.11, y que el 15 de Mayo siguiente, ambos tomaron 
prestados en c omún, del Hunco <fc Martin £ 17,400 para pagar 
esas acciones que habían sido adjudicadas á Balfour, á Lord Su- 
dcley y á James líalfour, prest.inio que fué renovado el 5 de 
Noviembre d«- aquel ano, dejándose en garantía los eertilicados 
de fas acciones y pagndo por Lord Súdele? y Lucas Hansard, 
excepto £ 2.500 y algo que por intereses pagó Jsibez S. Balfour 
y que, el 23 de Setiembre do 1892, éste vendió á aquel la ex- 
presada partí' de acciones ¡según lo demuestra su carta á foj;i 46 
(tercer cuerpo de autos) y el recibo de Lord Sudeley, por 3000 
acciones, suscrito sobre la órdeu de ílalfour al Hanco Martin, 
para que las entregase ai comprador; que por cartas de foja 41, 
en Febrero de 1892, el sindicado aconsejó al secretario de la 
Buitding Securities, pusiese en los libros un asiento do 
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£815.12.8, por internaos del tola) paludo por ésta para compra 
de aquellas acciones, cantidad, que se acreditó á ganancias v 
pc*rdidas t como utilidad efectiva de dichas acciones, cuando en 
verdad era simulada, para hacer figurar ganancias que no exis- 
tían, puesto que la l'cel Itwestment nunca diú dividendo alguno 
á sus accionistas. 

Que Balfour nunca descubrió a" la sociedad que hubiese ena- 
jenado su parte en las acciones de l.i l'eel hwestment, ó que por 
su órden se hubiese entregado los eertiíiead-ia á Lord Sudeley, 
y ni á éste, ni al Banco Martin, que esas acciones ú otr¡is las 
poseía en nombre de la Ituildiny Secan' lies ó de otra persona ; 
finalmente, que durante el añude 18ÍH se payaron a liilfour 
3 cheques por £ 4260 por la lluildwy Securiticx al propio oh jeto 
y en Febrero de 1892, exigiéndole ponnenures d« la inversión, 
Balfour ordenó al secretario de la sociedad diese entrada i\ di- 
cha suma con fecha 31 de Diciembre de 18í)1, como empleada en 
acciones de la compañía Waurittus States and Assets, y al mis- 
mo tiempo arregl > transferirá la Huiidimj Sicurittcs accionef 
de aquella, en cambio de ciertas acciones de otras dos diferentes 
compañías, que había comprado el año anterior, con dinero de 
) . fíuiidiua, á la cual se entregaron después, los certificados de 
las acciones de la tíauntius States aml Asset A nombre de J. S. 
Balfour y de su hijo, contando que en la fecha en que el nom- 
brado Director de la fíuilding hizo aquel arreglo, las acciones 
de la Mattritiua States aml Asscts estaban en baja, mientras 
que las otras dos compañías estaban en suba. 

3° Una orden del magistrado señor John líi idge, según ley 
de Bancarrota, para aprehender ú Balfour, expedida el 20 de 
Abril de 1893, per haber abandonado la Inglaterra, dentro de 
los cmttro meses anteriores á la solicitud y declaratoria do 
quiebra recaída contra él, llevando con>Ígo parte de sus bienes, 
que ascendían á más de £ 20, que debían distribuirse entre 
sus acreedores, fundada en la información rendida bajo de ju- 
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ramento, por Egertau Speucer Groy. en la misma fecha, y de la 
cual resulta: 

Que por solicitud de baucarota presentada contra Bíiifour, 
por Charles John Stewart, síndico oficial de la liquidación de 
sociedades, actuando como liquidador de la intuían and (¡cncral 
Búfíkj el tribunal, en materia de quiebras, libró mandamiento 
d«> procesar al fugitivo, y averiguado que, con ánimo de defrau- 
dar, abandonó su domicilio y salió ríe Inglaterra el 16 de Di- 
ciembre de 1892, se le declaró fallido por sentencia de 1G de 
Enero de 1893. 

Que el 30 de Noviembre de 1802, Balfour n-tiró de su Banco 
k 5<K) f con un cheque ú favor de sí misino, que le fué pagado en 
5 billetes del Banco de Inglaterra'de ü JOO cada uno, fichados 
el 27 fie Abril deí89'2, hujo los números 15.802, 15.803, 1 5,801 
-15.833 y 15,834. 

Que endosados los billetes de los primero* cuatro números á 
la sucursal del Banco del Kío de la Plata en Unenos Aires, con 
el nombre de Samuel Butler, fueran p;igados por el Banco de 
Inglaterra, el 15 de Febrero de 1803, apareciendo los endosos 
de puño y leftade Balfour. 

Que informado el tribunal competente, por el síndico oficial, 
de eston bei líos, de ser la suma (h> i 400 parte de los bienes de 
Balfour, que debía distribuirse entre sus acreedores, de haber 
abandonado su domicilio y salido de Inglaterra fraudulenta- 
mente, llevando consigo la expresada suma, y de que por tanto 
era reo de crimen, según la ley de quiebras, declaró fallido á 
Balfour, por la citada sentencia de 10 de Enero de 1803. 

4" Tres mandatos de prisión expedidos por el honorable Lord 
Mayorde Londres, G. Ii. Tylor, en 20 de Enero de 1894, fun- 
dadas: 1 J En haber sido acusado Balfour, bajo de juramento, 
de qne siendo miembro de la sociedad Uhvrator Pmnanént /te- 
nefií ttuiUiiuj, con ánimo de defraudar, entre Mayo de 1886 y 
Enero de 1802, hizo y concurrió á hacer falsos asientos, omitió 

T. VIH a 
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y concurrió ¿omitir detalles importantes en los libros de aque- 
lla, contra la ley 2ty25, Victoria, capítulo 96. sección 
2' En que durante el mismo período, ayudo, incité, 
aconsejó y procuró que los directores de dicha compañía come- 
tieran aquel di-lito, participando él en su perpetración, en los 
libros y otros documentos de la sociedad, contra la citada ley, 
capítulo 96, secciones 83 y 98 ; y 3 o Kn que durante la misma 
época, y por iguales medio*, hiz >quc los directores cometieran 
y participó en la comisión del delito de hacer circular y publi- 
car exposiciones escritas, que él y sus cómplices sabían eran 
falsos sus detalles importantes para engañar y defraudar á los 
miembros, accionistas y acreedores de la corporación, y para 
inducir á personas á hacerse accionistas ó socios, y cotitiarla j 
adelantarla bienes, centra la ley citada V upítulo 93, secciones 
8ty 98i. 

Instruyen estas tres órdenes la queja y declararion juradas 
de Samuel Weeler, síndicoolicial en la liquidación de compañías 
y de llerbert Temple, etuoleado y después t ecretario (desde 
Abril de 1890 i Febrero 10 de 1892) de ta compañía LiheraU>r 
Vermanent Henrfit $uMm l*^ nea aürman; 

Que la empresa se formó por los directores de la Umd AÜQt- 
menl. siendo lialfour uno di? ellos, con el objeto de una cons- 
tructora ordinaria, y que los fondos de la compañía se obtuvie- 
ran casi en su totalidad por agentes de todo el Reino Unido, 
mediante copias de las memorias anuales de los directores, cen 
ínser iou de las- uentas, balances, asambleas anuales y pros- 
pectos de almanaques, que circulaban por órden permanente 
del Directorio, cuyos vocales sabían cómo se formaban, á fin de 
atraer nueva- susrrieiones de acciones y depósitos, 

Qtie mn-rbns anos antes de la liquidación, la compañía haUa 
iiecho t,ir^mosi crto plazo» alas sociedades siguient.s : 
lamí Alhtmet f om¡iantj t Hottsñ and i.nnd hwcstmcnt Trust, 
kml States Company, J. f, lb>l>kyC Limited y tieorrje .Ven- 
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tandodelus declaraciones juradas de J. H. Havke, G. Dibly, 
Sr. Mordí Theobald y Ricbard liooth: 

Q 1Je los prospectos, mcmorms y cuentas anuales fueron ori- 
ginariamente preparados por rlalFour, quiea sugirió la inserción 
en el almanaque de 1N89 de un informe del encargado del re- 
gistro de Compañías Constructoras, para mostrar que la entrada 
anual de ta Liberato? era más alto que la de cualquiera olra so- 
ciedad, que también la contenía el balance correspondiente íí 
1891 wa p-der del síndico oficial) ; e n me n daturas y aditamen- 
tos de puño y letra de Balfour. 

Que Balfour, después de haber cesado de ser Director Gnren te. 
pagado, continuo de Vice-Presidentc y Director bouora-n, 
siendo consultado -ietnpre para las operaciones financieras y 
fué miembro de una comilón de hipotecas irredimibles; que el 
balance y cuentas de 1886 son falftft*. porque eu Marzo de ese 
año, la Liberator cu la Buitding Se< urit¡es Company convi- 
nieron en adelantar dinero á la Umm aml Unid hwcstmctU 
Trust , para que ésta 1 > adelantase ú .L Witlian) Hobh y £> con 
el objeto de adquirir y edificar en la propiedad Whitehall Court 
(en compensación del anticipo la Lihcrator *\ehta, recibir €35.500 
y una cuarta parte délo que ganasen la Buitding Securihc* y 
!a Trust sin aparecer garantía ninguna hipotecaria por los ade- 
lantos!; basta el 30 de Junio de ese año, ta sociedad adelantó 
a ./. IT. Itóbls y T- £ I0.350, péfo entre las i 139 022 de be- 
nelicios brutos que arrojan las enrulas, figura la partida de 
* Premio Wkmk&ll Court*, £ 35.500 como ganado y percibido 
*n 1885, cuando num-a se recibió tal premio, pues de los bene- 
ficios brutos del año, no entraron en dinero sino € 30 000, y 
considerable parte dfl éstas por medio de deducciones rtb las 
sumas que la sociedad adelantara, sobre otTus rúen tas. 

Quede los mismos libros y declaraciones resultü falso ti ba- 
lance para 1887; en ese ¡«ño la propiedad htrant, fué adquirida 
por un tal Steel, p*r i 200.000, pero é*te negoció con Batfuur 
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y Henry Graimlle Wright, procurador de la sociedad, y la 
reudiú á J. W. Uobls y O por £ 2» 3.000. Para que ésto* pa- 
garan | mejoraran la propiedad la Liberato? Sovtehj convi- 
no en adelantarles 1 220.000, debiendo recibir un premio de 
t 50,000 por el anticipo, á cuenta de cuyo adelanLo se en- 
tregaron basta el 31 de Diciembre de ese uno sólo 11.000, 
¡un embargo los directores bícieron acreditar las £ 50.000 
como ganadas y percibidas, y para simular que II . ifabU 
y O habían pagado el premio, giraron un cheque por su impor- 
te, cargándolo como adelanto sobre el Strant r lo canjearon 
á mm y C\ por un cheque de éstos de igual importe, 
dando así entrada en los libros .le la socalad á las £50.000 
como recibidas en dinero cuando solo £ 11 .000 del préstamo se 
habían adelantado, y cuando J. W t ¡Mis y O sólo habían 
oblado una parte del precio del terreno, dando después una hi- 
poteca, que en la asamblea de ese año aseguró BaTfotir ser el 
mejor de los gravámenes que pudieran darse ú la sociedad; que 
por los mismos elemento* de instrucción y libros* de ios señores 
J. W. Ilubtstj C\ se demuestra ser falso el ba'nnce de 1888 
porque se incluyen en las cuentas £ 18.000, contó premio reci- 
bido por adelantos que la sociedad so había obligado á hacer 
sobre varias propiedades de esa compañía, que entonces estaban 
para edificarse, poro que no habiéndolos hecho la Libi-rator, nun- 
ca gano tal premio, ni Hobls y O io pigaron; qoc iguales fal- 
sedades se descubren en los balances para 1889 y 1890, por ios 
libros y papeles de la sociedad y los de (¡eorge \etvman y £> 
Latid, en operaciones financieras c >n estos señores, siendo igual- 
mente falso el relativo al año 1891, según ciertos reclamos, y 
las declaraciones de los directores, por cuanto figuran en activo 
los arrendatarios del lucal de lu sociedad por su valor íntegro 
cuando entonces y desde ranchos ano* antes habían sido afec-^ 
tado>al « National Provincial Bank of Eugland », por 1 15.000 
que debía la Sociedad, 
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El síndico oficial certifica además, que los balances y cuentas 
para cada uno de los años de á 1801, contienen otra* mu- 
chas falsas manifestaciones de ganancia* ficticias» y consta» en 
las deeh raciones, que el contador Teobald renunció por no ad- 
mitir el asiento de las £ 50.000, que los directores hicieron con- 
signar como premio pagado por Hobls y C n , y la renuncia del 
secutarlo Temple por los grandes adelantos hechos á esos se- 
ñores , 

Sigue el sumario sobre los negocios de la compañía üiiprntor 
Veramnenl Ikwnt liuitUing Socict*/^ en 4 de Octubre de i89¿, 
las observaciones del síndico oficial al respecto y copias de Ion 
balances expresados y de la ley soOre latrocinio de li de Agosto 
de ltitit ^¿i y 2r», Victoria, capítulo ÍKi) á que se refieren las 
anteriores órdenes de prisión. 

5° Dos órdenes de prisiondel Lord Mayor de Londres, Robert 
Tylor. espedidas el 29 de Enero último; la primera por cuanto 
■J. S. Balfour ba sido anisado bajo de juramento de que en la 
ciudad du Lúmlres, siendo el reo Director de la compañía pú- 
blica Lamí Mhtmvut, ¡legalmente, con ánimo de defraudar, 
entre Marzo 30 de 188fí y Abril t ■ de 1892, hizo y concurrió á 
baeer falsos asientos en los libros y otros documenlos de dicha 
compañía eunira la ley 2i y 25, ( Victoria, capitulo 9fi, sección 
83 ; y la segunda, por cuento al mismo reo se le acusa de que 
siendo Director de aquella compañía, ¡legalmente, en el mismo 
período, hizo, eirculó, publico y concurrió á hacer ó circular y 
á publicar ciertas exposiciones, cuentas y balances de la com- 
pañía, correspondientes á los años de 1886al 1892 inclusives, 
sabiendo que erán! falsos en detalles importantes, con ánimo de 
engañar y defraudar a lo* miembros accionistas y acreedores do 
dicha sociedad, y de inducir á pegonas á que se hicieran accio- 
nistas y iaconüeran bienes contra la citada ley (sección 84). 

Estas ordene- tienen por fundamento el informe y declara- 
ción jurada de Samuel Wheeler, síndico ó receptor oficial de U 
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sociedad Umd Attotmenl Company, presentada en la misma 
fecha con una exposición sumaria délos negocios de la sociedad 
investigados en cumplimiento de su mandato, como las obser- 
vaciones del síndico oficial, señor J. Stewart, afirmando: 
que ] Jal fon r lig tiraba entre los directores de la compañía siendo 
después Director-Gerente, Vice-Presidente hasta 1885 y desdo 
entonces Director, basta la orden de liquidación. 

Que recibió por sueldos, bonificaciones, honorarios y partici- 
pación de Directoren los beneficios, la suiua de £ 12.129,1 1,5, 
siendo accionista deja misma compañía. 

Que en el libro de actas consta que Balfour asistió cada año 
á varias sesiones del directorio, en las cuales se pronta ron 
las memorias y cuentas aúnales, que se adjuntan, v *e resol rid 
aprobarlas, tomando llalfonr parte en la preparación de las 
mismas, 

t¿ue del examen de aquellos antecedentes y declaración ju~ 
rada de los directores y empleados, resultan falsas y fraudu- 
lentas las cuentas de 1887, porque se agregan JE 22 . 500 al 
valor de ta finca Heersbroofc, imputándolas á intereses, no en 
razón de haber sido antes apreciada en menos, ú porque su renta 
justificase el aditamento, sídó sólo por figurar un falso bene- 
ficio. 

Que en el « Diaiio > un asiento de Marzo del 87) dice: 
* fincade Meersbrook, por mayor valor, según informe del va- 
íüftdor», sin que baya vestigio del informe ; que es falsa la 
cuenta de ganancias y pérdidas en el uño de 1888 porquu en el 
hendiuo bruto de £ 67.027,52, en la partida de « ganancia so- 
bre ventas * de i 33.500, se hace figurar la de £ 20.800 por 
venta de un terreno en Kumfort, referente á los asientos del 
folio 53 del « Diario X o 4 », con fecha de Mam do 1888, por 
25 acres vendidas á Heorije Nmmjtn y €\ en £ 17.500, dé Jas 
que se llevaron á ganancias y pérdidas £ 10.000 arbitraria- 
mente, y al del folio 55 por 42 acres vendidos i los mismos por 
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* 16.800 «le 1» misma minera, asiento que puso el secretario 
Miller, pnrtnstruc looes de uno ó más directores; que según 
el contraía v»'vman y O debían deportar t 4.690 al ejecutar 
el convenio, 3 ti 31 de Mario de 1888, esta suma su adelantó a 
Xewman por la Uberalor ttuiiding Socicty, que levan tú los 
fondos bajo condición de que la compañía Lattd Allotmettt depo- 
sitara igual suma en la sociedad, para retirarla sólo á medida 
que tteunnan y C n pagasen á la Uberalor, pero nunca le paga- 
ron nada de la suma adelantada, ni parte del precio, por lo cual 
ol deposito continuó hasta la fecha áa la liquidación, resultando 
que la Lnnd AUotinetU y C\ jamas recibió las £ 20.800, que 
suman aquellas do» partidas de ganancias. 

Por análogas simutacionesrteinuestra la falsedad en las cuen- 
tas y balances de 1889 á 1802 inclusive, haciendo notar en el 
correspondiente a 1890. que ¡i más déla falsedad de asienta, 
aparece un adelanto do libras 150.000 á Newman y C u f y de 
110. 000a\/, W, Hobbs y í"\ debiendo pagar el premio de li- 
bras 30.000 los primeros y de libras 20.000 los segundos, ha- 
biendo la Compañía Trust provisto el total de la suma, sin que 
nunca se hiciera pago alguno relacionado con estos adelantos, ni 
se realizara ]a operación. 

Hace constar la fecha de ¡os asientos y demás operaciones y 
termina demostrando que el quinto en el excedente de benefi- 
cios, después de pagar un dividendo de 5 por ciento, asignado en 
id artículo BU de los estatutos primitivos de la Compañía, que 
en 1888 no pasú do libras 500, mediante la simulación de ope- 
raciones y ganancias que forjaron J, S. Balfour y los otros di- 
rectores, apropiáronse grandes sumas de dinero, que nos se les 
adeudaba ni les pertenecían. 

.6° Tres certificados de los magistrados que eipidierou la ór- 
denes de prisión contra Balfour, testificando que las ofensas in- 
dicadas en ellas, son delitos graves ante las leyes inglesas, res- 
pecto de las cuales la exención de ser procesados ó castigados, 
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no ha sido adquirida por prescripción ni de otra minera, según 
esas leyes. 

7* Finalmente, tres órdenes del Procurador General d e S. M 
Británicas-. Charles Em^ll, al Curador Fiscal, Director 
de procesos públicos, intimándole haga todas las di ligencias ne- 
cesarias á obtener del Gobierno Argentino la extradición de 
Balfour, ú los euale. adjunta copia de los mmdatus de prisión 
e informaciones ya relacionadas. 

Todos loa documentos referidos encuéntrame certificados y 
autenticados en debida forma. 

La Legación Británica remite los documentos expresados por 
notas de 27 de Febrero y I i de M ir zo f.ltim >, manifestando que 
lo liace dentro del término lijado m U resolución del Ejecuti- 
vo Nacional, y pidiendo la atención del Gobierno aquerido 
sobre la declaración que tenía hecha respecto de la reciproci- 
dad ofrecida y convenida para la extradición de criminales en- 
tre la Gran Bretaña y la Kepública Argentina, « v que en cuan- 
to concerne al Reino luido, el tratado de Diciembre de 1893 se- 
ría aplicado á crímenes y delito, cometido* tunta ante, como 
después de entrar a |uel en vigor * . 

Y considerando : 1 J Que gj bien Puffendorf, Jtartena Sto- 
ry,Weaton,y otras autoridades en la ciencia internacional 
conformando su criterio á la diversidad y contradicción délas 
legislaciones en el orden penal, que hoy tiende á desaparecer 
sientan como único principio regulador de las relaciones inter- 
nábales al derecho particular de los estados comprometidos 
nir-gnn que el deber de acordar la extradición de criminales es- 
té impuesto a Jas naciones por los príueipios del derecho de gen- 
tes, y subordiuar. aquella facultad á las consideraciones de con- 
veniencia y de utilidad recíproca, diciendo que el fugitivo de la 
justicia extranjera no ba violado el órden público del estado 
que Je ofrece asilo. 

Qne otros no menos autorizados, como Grotíus, Henéelas, 
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Wttttel, Kent y los más modernos, miran en la diversidad y 
contrariedad de las leyes un efecto necesario de la división del 
género humano en naciones independientes y soberanas, pero 
vinculadas ¡i un fin común, cuyos intereses, en Ins múltiplos es- 
feras de la actividad humana, pueden desarrollarse libremente 
dentro de la limplia órbitadel derecho; uoadmiten la convenien- 
cia v utilidad particular de países dadas como única razón de 
las relaciones internacionales, fundados en que el derecho de- 
riva de la naturaleza humana, y en que es anterior á la ley y á 
tos usos, sostienen que la extradirion de criminales es un de- 
ber recíproco, impuesto & lns soberanías por la ley suprema é 
inmutable di' la Justicia y del sentimiento de solidaridad, que 
empleando la expresión de M. Fíiustin llelie, hace « que et cri- 
men queeslalla en una nación repercuta dentro de los otrasi; la 
discusión de estas doctrinas y sf la extradición sólo se aplica á 
los delitos llamados atrocísimos, en <1 derecho criminal, es iri~ 
conducente á nuestro caso, porque la ley de 1885 autorizó al 
Gobii-ruo Nación:! I á entregar á los Gobiernos extranjeros los 
fugitivos de la Justicia en ía cúiuiicúm derec¡pwcidatl,yv\ artí- 
culo (H(3 del Código de Procedimientos en lo Criminal, que de- 
roga á la primern, r. conoce en tudas las naciones el derecho á 
la extradición de auscriminales refugiados en la República, ba- 
jo el mismo principio, en todos los casos y delitos que compren- 
de sin otra restrieciou que la de e^ar aseguradas por la legisla- 
ción de la potencia requirente, la libertad de la defensa y la 
proporciomiíiflad de) castigo con el delito punible, según los 
principios dominantes en el Derecho Penal. 

2" t|ue en la fi>rr«'spomh'itcia diplomática anterior á la re- 
qiiUituria, consta que la Legación inglesa pidió la detención 
preventiva de Jabez Spencer ilalfour, y ofreció presentar la 
demanda de su entrega , refiriéndose al tratado de extradición 
de criminales concluido por Jos representantes de ambos go- 
bierno-, cu el año t8ÍK), ruya ral ideación definitiva sólo depon* 
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fecha «protocolo .nser.o en diel.o tratado; mas como ,,or s» 
% -I, extrañen (de «70 , 1873). „„ &«„ posiule ;|1 o 
Jt .mico usegurnr | a recípro.a entrega do fugiliros de la jus- 
tina arg ei , tl „a. i „,., 5 „ ,„ f 0rluj(¡e „ ¿ „ 

Ñauo, representado por ol M¡„¡ !lr0 del ramo, rehusiel pedido 
.-royendo dar curso i Ja demanda fstrad¡c¡( „, „ P ' 

££££ brili ' ,nica " b » - - « y ™ 

uo> ehtubU-cidojj jK»r nuestra ley. 

-W ul ,,dó reconocida ca el gobierno de S. 31. Británica I. f.. 
c I ad legal de re.ternr el pedido «.ore la buso de reciprocidad. 

ha de , rad0 prMri<Btei „ se uac(a |t nfcru 
<lad c,i la forma que el gobierno rrqmrento quisic r 
segurarla, puesto que nuestra ley no exclnve ninguna \J2 
te expresamente la de tratado. 

Tenemos, entóneos, oue el inu..,.. : i- 

. , . . * H c 01 S l ">" ) rno ingles al reproducir la 

n,anda ofrecendo enmplir en e.ta furma la e„„dL„ «J* 
la. ejerco un derecho perfecto 6 reconocido y q M Kjecutiro 
* * \* e,m aI «fWl, en la reeiprooidad pactada en | 1 

eon rain. qL HloLporta Ir ^a 
ciou, p UÍ ,to que aún no si tmLZ'^^^^ 
a-tenor do los comprendidos en ,l| a , 8Íllü SÚIo d(!SI1 J e ' „ ,° 
como MHM de, cumplimiento de ,a condición re M , d ¡ 



que enumera la misma ley. 
su aceptación e» un bocho 



Luego la promesa de reciprocidad y 

consumado »„esdado rerocar á lo 5 tribunales federaleVsiñ 

****** facultad p tinm ^ xa ^ S ' " 

■ loobscrcaensu i,u s ,rnda rista el señor Procurador Fis- 
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En ufecto : el Código de Procedimientos en lo Criminal, ajus- 
tándose ú Lft representación constitucional que el Poder Ejecu- 
tivo Federal ejerce ante las potencias extranjeras, le confiere 
la atribución privativa de resolver si la demanda de extradición 
y la p romo su de reciprocidad están ó no ajustadas á la ley y á 
las n-glus del derecho de gentes, y consecuente con esta disposi- 

que enumera. 

Por U demás, la perfecta reciprocidad, en cnsos iguales, está 
asegurada por «1 pacto ron la Oran Bretaña y la ley inglesa del 
año 33 y 34 del reinado de Victoria, capítulo 52, sección ti\ 
(1870 y 1813, vertida A foja 152 del segundo cuerpo de autos), 
según ia cual la extradición puede acordarse por dilitoa ante- 
riores ó pusteriorea á la fecha del tratado ú úrden de extradi- 
ción. 

3" Que el tratado angln-argentino es aplicable al caso:!* 
porque ni en doctrina ni por la Constitución Nacional se asegu- 
ra a los prófugos de la justicia extranjera, refugiados en la Re- 
pública, la libre permauen:ia en su territerio sino en los casos 
expresamente exceptuados en la ley de extradición: quien lia co- 
metido un crimen en otra nación, no solamente ha perturbado 
allí el orden público infringiendo las leyes internas, siuú que 
también ha violado un precepto de justicia universal éntrelas 
naílones cristianas, que impone ú todos ios, hombres el respeto 
recíproco á la persona, derechos y bienes de sus semejantes y 
al penetraren la frontera argentina, trae consigo la represen- 
tación del crimen, cuya impunidad estimulada por la perspectiva 
del rápido transporte sería en caso contrario, un nuevo in.-en- 
tivo á l is malas pasiones del criminal y una amenaza constante 
al úrden social de la Kcpública (Ulunschli, UroU Internatio- 
nal Codtfié, libro 5", párrafo 5\ número 307; Becaria, ta de- 
lito et des peines , comentaire par Helie, párrafo XXI, al fin); 
de manera que, si la entrega del fugitivo en los oasos compren- 
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didos en aquella ley, es reclamada por la vindicta pública de la 
sociedad, en el estado directamente ofendido porel crimen óde- 
Jitoque Ja demanda, por razón de su competencia para juzgar- 
lo ó castigarlo, el mm f la moral pública afectados por la 
presencia de la impunidad y la amenaza de nuevos crímenes en 
el lugar del asilo, exigt-n igualmente que el criminal sea some- 
tido á sus jueces propias, y sería absurdo alegar que laley fun- 
damental, que aparte de los magnos fines que tiene por objeto 
proponiéndose garanlizar las personas, derechos y bienes de to- 
dos los habitantes de la licpública, ordena á los poderes del 
Hoburno entre otros mrdios, provenir y mantener el órden pú- 
blico interno, hubiese incurrido en la torpe inconsecuencia da 
segurar á la en la impunidad de los fugitivo* de la justi- 
cia extranjera, una ofensa a la moral y buenas costumbres y un 
el-mento latente «le perturbación al órdftu que su propone ga- 
rantizar; no Ja constitución no asegura la libre permanencia 
en elterritorio argentino, si.ló a todos los hombres honrados 
q«e qu.eran habitarlo, y, bien, si el artículo H, invocado en 
defensa de Halfour, declara terminantemente que garantiza los 
derechos que enuncia, conforme á tas leyes aue reglamenten su 
ejerctein, resulta que e! prófugo de la justicia extranjera no 
goza del derecho de pernunecer en la República, sinó cuando el 
aeitto por el cual se le persigue no motiva la extradición según 
I' '.V que la reglamenta, y, comparando la instrucción adjunta 
con las disposiciones de esta ley, es manifiesto que los delitos 
•montados ú Mfmt están comprendidos entre los qué motivan 
1;. extradición. 2" Porque, nadie puede tener derechos trreuo 
rtiblemente «duuiri dos contra ma tey de orden público (Códi- 
ff«*',vll, ar.fn.ln 5"; Fallos déla Suprema Curte, serie 2', t»mo 

tnerha.te la mípmca entrega de los proc esados Ó condenados 
" Iin,í>,M,en 1:1 r ^ rt '* io " Í criminalidad, y tienden a lá 
segundad pública 6 individuaren las potencias signatarias S0ll 
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por excelencia leves de orden público, en cumplimiento de estas 
disposiciones, rigen los hechos anteriores sujetos u extradición, 
sin que el refugiado pueda oponer contra ellos ningún derecho 
adquirido, porque el interés de todos, la justicia y las buenas 
costumbres, exigen la inmediata aplicación de rsas leyes, salvo 
disposición contraria Montes de Oca, introducción Heno tul ni 
líittttlio del Derecha, I" edición, X" 121 ; Uoussel, Encictopedte 
ú ti Dorit* páginalOI). 3" Porque es doctrina de jurisprudencia 
universal que los tratados de- extradición se aplican t tanto alus 
delitos anteriores como á Ilk cometidos después de ser puestos 
en vigencia ( tiard, ttruil ínter nal ionat Vénal, N" 30; KivIjx, 
thoít Interna! tonal Privó, v. 2", libro II, título IX, X o 011; 
Hjus, Droit Venal lietije, v. II, libro III, título IV, X" 95i>; y 
eomo el Código de Procedimientos en lo Criminal, en el artículo 
Glti, inciso Í ü , en los casos de extradición, manda aplicar el tra- 
tado existente, sin distinguir los delitos cometidos antes de los 
perpetrados después de entrar d regir id tratado, sígnese: que en 
conformidad con la jurisprudencia de tudas las naciones civili- 
zada-:, más ajustada á la justicia general y al principio de soli- 
daridad humana, na sancionado la misma regla, sin dejar al 
juez la facultad de distinguir uno de otro en la aplicaron de] 
tratado existente. 4 a Porque su aplicación no está comprendida 
onla prohibición del artículo 18 de la Constitución nacional, en 
que se funda la defensa del reclamado; este artículo dispone : 
«Que ningún balitante de la Nación Argentina puede ser 
penado sin juicio prévio, fundado en ley anterior al indio del 
proceso»; se refiere, pues, á leyes penales en cuanto puedan de- 
clarar punible un acto que no lo era cuando se cometió, ócus- 
tigablc de una manera en que no lo era en el tiempo de su eje- 
cuci'Oií por consiguiente, para que una ley esté comprendida • u 
esta prohibición se requiere: que s¿u penal, que agrave el casti- 
go del delito impuesto por ¡a ley anterior, ú empeorar la >itua- 
eion del acusado ó preven ido {Tallo* de la Suprema Corte, serie 3", 
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tomo I*. pagina «¡ 3mmm Kent. 6oi/eniI) y J^^^ 
Jiiuuiumnal ¡le los l-Mados-Vniitos, página 28»; X. Calvo 

aapflulo XX U\ . V 078); pero os evidente q„ u ,1 tratu „ ' 
«os ocupa „„ e8 «afam* tí puede, por lo mismo, gravar 
«.»gu« castigo. »i en tai WUtWo. empeorar la situado» del 
a<n S .do; el, como todos los de ,. especie, es uua conveíciou por 
la cual las potencias contratantes, «catando sus respectivas le- 
flacones penales, determinan los casos en los coales poetan la 
entrega rec.proca de criminales fugitivos, y Bj.. U s regtas < 
que esta ha do ajustarse, j e. lio de la extradición „„ es coli- 
gar ningun delito, sino solo facilitar el eficaz cumplimiento de 
la justicia, cuya acción persigne al delincuente, .„„ ó truvfa de 
as fronteras n.ter.mciouales, dando ó cada gobierno con la po- 
es ad de aprehenderle , 6 „ nlet erle ó sus jueces propios, el de- 
recho de obtener su entrega del estado en euy„ territorio se en- 
centra va sea por la ley do las «aciones 6 por pactos sobre la 
m» tena ( laus, Uroit Penal /W ff e, v. II, X°»5I); luego, „¡ ,„, 
rutados de extradición son leyes penales, niel acto de la extra- 
dición ... pea , como tj , n|10M , cs u ^ M ^ 

por tanto la apheacion del tratado concluido con la «ra,, B ¿ 
tana.el Iñdc diciembre último, no estd prohibido en el citado 



, „ i'u'uiuiuv CI| 

í í Tí!l CUnSt . ÍtUCÍOnal 7 Sí ^P'ícitammla ordenóla par el Cú- 

Up! ÍCat'Íf>H 

Achico fie esta pala. 

' 4 W • > i m í HW * Jel «ínjiad, : puraque la aplicLn 



— j * ^apiiuiiuuK-Diü orueua-1, 

Higa de P„, Cimientos en lo Criminal 5» Porque su aplicad, 
no produce efecto retroactivo, en el sentido ti 



" na lev P 1!e,U ,ltíC,rse />™' jttSHÜ retroactiva, es masaría 
uosólQquü tome al hecho anterior aún pendienf,, T \ u s „ met , ¿ 
*u régimen, sino m Tuelra sobre él qndjjflffttfc s,. e»eiHíia 
yvanauao el efecto jurídico que tuníu por una leyantari.r dé 
j o q „ e prive á «as personas de un d,reel,ó WU¡*¿¿i 

Mm y el de Procedimientos en loCriminaf n„í 
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dereclio de extradición a todos loa gobiernos extranjeros, rn los 
casos de delitos punible* con no menos de un año fie prisión, no 
siendo políticos ó conexos con ésto», y como losdelitosdc que se 
acusa á Balfour estín comprendidos entre los que motivan la 
extradición, según bis leyes citadas, al entraren territorio ar- 
gentino quedó sujeto á ser extradieionado en el momento que 
su soberano lo demandase con las instrucciones necesarias de 
los hechos, y asegurase la condiciondc la reciprocidad; no tenia, 
pues, ningún derecho adquirirlo áonntinuur vncl Kstadn, por las 
leves vigentes al tÁmpo de su aiTÜo;ahora bien, el tratado con 
la Gran Bretaña no extiende la entrega de criminales f upiti vos 
á casos de delitos castigabas con monos de un año de prisión, 
es decir, á ninguno que no e-te" comprendido en las citadas leyes 
anteriores (artículo 5" del tratarlo), luego aplicándolo al caso 
presente, no se le retrotrae sobre un liedlo pasado, no sujeto á 
extradición por la ley anterior, ni en consecuencia se empeora 

i> Que demostrada la rigurosa aplicación del tratarlo por el 
prcci pto claro del Código de Procedimientos en lo Crininal. y 
las conclusiones que Huyen He su esnneia, las demás excepcio- 
nes opuestas por el demandado se reasumen así: 1« que los de- 
litos ¡montados á lialfour no lo son s<gnn las leyes de la Re- 
pública; 2" que por la ley inglesa <M¿ proscripta í» acción 
para procesarle por osas inf rabiones; S" que no se lijan las fi- 
chas ciertas en que se com-tieron tales delitos ; y, lina I mente, 
que gran parte de los recaudos relativos á las úllimas órdenes 
de prisión se recibieron en el juzgado después dn vetn ido #0 
término fijado al efecto en ta res-.lucion del Kj.outivu Na- 
cional. 

5" Que los delitos imputólos á Bal Ton r son : f 1 que sien- 
do Director de una Sociedad, y abusando de la represen! a- 
eién de otra, confabulado Cfifl llenrry Grauvill»- WíigÜt y Ja- 
mes WillLim Hnbbs, por medio de nn nombre supuesto y do 
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falsas negociaciones, obtuvo, para tos tres confabulados, la 
suma de £ 20.000 esterlinas, desdo el 12 de Enero de 1886, al 
18 de Marzo siguiente ; 2° haber salido de Inglaterra de- 
fraudando á sus acreedores en la suma de £ 40O, que trajo 
consigo ol 10 de Diciembre de 1892, dentro de los cuatro meses 
anteriores* la declaración de su quiebra, á infringiendo la ley 
sobre bancarrota, vigente en Inglaterra ; y 3» haber coope- 
rado y concurrido á hacer figurar negociaciones simuladas, á 
poner asientos falsos y a omitir maliciosamente detalles impor- 
tantes, en los libros y cuentas de diferentes compañías públicas 
ya como Director de unas, ya como encargado de otras con el 
Pasito de engañar, pura atrair capitales y apropiarse' sumas 

ti" Que los delitos déla primera y segunda especie de estafas 
y defraudaciones, ¡í los cuales se refieren las diversas órdenes de 
prisión relacionadas, por Ja importancia de las sumas, consta- 
tadas con j as informaciones, caerían bajóla sanción de los artí- 
culo. 202 y 203, inciso 6", del Código Penal, cuyo mínimum de 
castjgo (tres años de penitenciaría) no es menor que el fijado 
por la l*j inglesa de 6 de Agosto de 1861 (24 y 25 del iieinado 
de Victoria, sobr* latrocinio, traducida de fojas 75 A 105 del 

c,lí r P° de autos \ y «» m& delito, ñ m , el haber salido del 
pajs, defraudando en parte á sus acreedores, estaría compren- 
dido en el inciso 1° del artículo ÍM del citado Código, siendo 
punible con tres á seis años de prisión en la República, y por 
predio de no menos de dos años en la Gran Bretaña, según la 
Seecion 12, de la ley de deudores de 1809 (32y 33 de Victoria 
capítulo 62), parte segunda, traducida á f„ja 84 d.I tercer 
cuerpo de autos, 

7° Que es un axioma en jurisprudencia, que á quien afirma 
. hecho menmbe su prueba, y la parte de Balfour no ha pro- 
bado estar cumplida la prescripción, según la ley argentina „i 
m. nos con relación á la ley británica; lo primero, porque, 
t, Tin 

3 
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correspondiendo á los delitos de la primara y segunda categoría 
la pena de presidio ó penitenciaría, por tiempo determinado, 
nuestro Código Penal, en el articulo 89, inciso 2 o exige el tras- 
curso de diez años para prescribir el derecho de acusar, y desde 
el 12 de Enero de Í886, en que Halfour principió la comisión de 
aquellos delitos, hasta el 24 de Febrero de 1893, en que se ini- 
ció la demanda, no ha vencido dicho término, ni podido correr, 
de conformidad al artículo 02 del mismo Código, pues está pro- 
bado que B.ilfour continuó cometiendo ¡a misma especie de de- 
litos, hasta el año de IH92; lo segundo, porque respecto de los 
delitos imputados á Halfour, )a ley inglesa no establece la 
prescripción del derecho de acusar ni de la |>enu, según lo com- 
prueban los curtí íicados auténticos de los magistrados del pro- 
ceso {traducción de fojas 45 á 257), confirmados por la decla- 
ración de S, K. Lord Kimberley, Secretario de Estado de S. M. 
Británica en el Departamento de Relaciones Exteriores, contes- 
tando al pedidu del testimonio de la parte relativa de la legis- 
lación inglesa, que hizo este Juzgado, para mejor proveer, y en 
vista de la afirmación contraria, no obstante los primeros cer- 
tificados. 

8° Que la fecha en que Uatfuur incurrió en la defraudación á 
"sus acreedores, alzándose con parte de sus bienes, esta fij.ida 
en el día de su salida de Inglaterra (Ni de Diciembre de 1892], 
por el Triljunal competente, en la sentencia que declara su 
quiebra, pronunciada el 1 f > d^ Enero de 1893, traducida á foja 
70 del tercer cuerpo. La comisión de los demás delitos, con- 
siste en negociaci ues infríenles y sucesivas, op< radas en el 
trascurso de más ó menos tiempo ; pero las fechas de las mani- 
festaciones engañosas y la falsedad de los asientos constan en 
los libros y pápelo de bis dif"r»oit*-> eump;uií;i-., en que actuó 
el proce>ado, y á l ^ que se refieren l<>> inlorne s de los síndicos 
liquidadoras y demás test i ¡nomos ; ivqin*ito que no exige el tra- 
tado, rero que es de riguroso cumplimiento en estos casos, como 
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lo dispone el inciso i° del artículo 651 del Código de Procedí- 
m e ii tos en lo Criminal. 

9" Que la resolución del Ejecutivo Nacional, fijando el tér- 
mino de mes y medio para que el gobierno requirente formali- 
zara el pedido de extradición, con los recaudos necesarios, se 
comunicó el i° de Febrero último, según lo acredita el recibo de 
la Legación de S. M. Británica, primer cuerpo; luego, sin 
coatar el dia del aviso, el término venció el 16 de Marzo si- 
guiente, y á fojas 142 y 158, por telegrama de S. £. el Ministro 
de Relaciones Exteriores, consta que nuestro gobierno recibió 
el ü de dicho Marzo, loa anexos últimos que, eu cuatro volúme- 
nes, forman el tercer cuerpo ; de manera que fueron remitidos 
oportunamente, pues con sujeción al Tratado y á la Ley de 
extradición, debían ser remitidos al Poder Ejecutivo y no direc- 
tamente al Juez. 

IÜ' J Que en cuanto á lus escusas y demás explicaciones alega- 
das por el demandado, no es de la competencia de este Juzgado 
considerar, porque su jurisdicción se limita, en este caso, al 
inciden^ de la extradición; ellas pertenecen a) juicio principal, 
y sólo podrán ser juzgados por los magistrados d« la causa. 

1 1 U Que el demandado no lia intentado siquiera la prueba de 
une se le pretenda extradici-mar por motivos políticos, ni ella 
sería aceptable tratándose de un gobierno culto, celoso de su 
d- coro y buen nombre, quo expresamente pacto esa prohibición 
eu los artículos * y 7° del Tratado angt-wirgeutino, curas es- 
tipulaciones aseguran al reclamado la más completa garautú 
á este respecto. 

12' Que por el artículo 12 del Trátalo, las capias do los do- 
cumentos judiciales, anexos á la requisitoria, son auténticos, y 
la* indicaciones que arrojan constituirían la semi-plena prueba 
requerida en los artículos f* y 2* del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, para determinar la prosecución de un juicio, y 
la prisión preventiva del encausado, si los delitos hubiesen sido 
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cometidos en la República; por consiguientu, está cumplida la 
comlicion preceptuada en el artículo ü, é inciso 2' 1 del artículo 
8° del Tratado. 

Que está comprobada también la identidad del reclamado por 
su propia confesión. 

Forestas razones, las cowordantes di' la vista fiscal, íi nom- 
bre de la Nación, y en ejercicio do la jurisdicción que por ella 
ejerzo, definitivamente fallo, de el ti raudo procedente la extra- 
dición del subdito inglés Jabez Spenccr Balfuur, y ordeno sea 
éste, puesto á disposición del represe ntante del Gobierno de 
S. 31. Uritnnica. para que sea sometido á sus jueces, y juzgado 
por los delitos fjue motivan su entrega,, d- conformidad ¡i las 
estipulaciones del Tratado de 15 de Diciembre de 1893. Eje- 
cutoriada que sea esta sentencia, remítanse originales á H. K. 
el señor Ministro «le Relaciones Exteriores, para su cumpli- 
miento, dejándose cópia en el libro correspondiente. 

Y considerando: que atribuir la aceptación de la requisi- 
toria, á débil condescendencia en el Ejecutivo Nacional, cuando 
el Gobierno de la República, soberana y libremente, decide lo 
que cree justo, si gun sus leyes, tenii ndo como siempre, el 
poder de mantener ilesa su independencia, T de bacer n spetar 
sus derechos, importa, sino un de-acato á la Nación, por lo me- 
nos una grave falta de respeto á los magistrados que la repre- 
sentan, se apercibe al autor de Ja defensa del reclamado, doctor 



don Abrabam Echazú, por el referido concepto. Tómese razón 
del apercibimiento, y uotiffquese con el original. 



/Jar mí Zambrano. 



VISTA DEL SEÑOR PRÜCUIUOOK CEHEHAL 



Buenos Aires, Solitífuhre ^1 de 1894. 

Suprema Corle : 

Elseñor encargado de negocios de Inglaterra, invocando un 
telegrama de su gobierno, solicitó del do U Xaeion Argentina, 
áfoja I del primer cuerpo de autos, la extradición del subdito 
inglés J. Buifour. 

El señor Ministro de Relaciones Exteriores de esta República 
denegó aqueí pedido de extradición á foja 4 por no ofrecerse en 
él la condición de reciprocidad, impuesta por el artículo i° de la 
ley de extradición de 1885, ratificado posteriormente por el ar- 
tículo 6*i del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Pero en U misma comunicación denegatoria, ul señor Mi- 
nistro Argentino agregaba áfoja 5 : « Sí Su Señoría presenta la 
solicitud de extradición con la oferta de la reciprocidad, este 
ministerio se apresurará á darle curso, siempre que ella venga 
acompañada de Jos recaudos necesarios ». 

El Poder Ejecutivo reconoció t »a principio, según estos ante- 
cedentes, el derecho solicitado por Inglaterra : sólo difería su 
ejecución ul cumplimiento de las condiciones y procedimientos 
establecidos en las tejes especiales de la Nación. Y el gobierno 
británico, aceptando esa declaración, expuso en nota corriente 
á foja 25 : < Como las dificultades que hasta ahora han impe- 
dido que el gobierno de S. M. ofreciera at gobierno argentino 
iguales condiciones de reciprocidad en losemos de extradición, 
ya han desaparecido mediante la celebración de un tratado cu- 
yas ratiuencione* fueron canjeadas el 15 del corriente, tengo 
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el honor de pedir, de conformidad i las instrucción*" que he 
recibido del señor Conde de RoBberry, que & V. E. le sea dado 
poner en efecto la demanda interpuesta por el señor Welly, en- 
cargado de negocios de S. M., sobre extradición de un subdito 
británico, JabezSpenctT Balfour, residente actualmente en esta 
República ». 

Llevan tales preceden ti 1 s, estas convicciones al espíritu : 
que el tratado no creó para los contratnntes, el principio de la 
extradición de criminales, que ese principio preexistía procla- 
mado y legislado en ambos países ; que respecto de la Repú- 
blica Argentina emana su ejercicio de la ley especial de 25 de 
Agosto de 1885. y disposiciones del capítulo 1", título 5° del 
Código de Procedimientos en lo criminal. 

Cuando el procesado Balfour ha tocado c! territorio de la 
República, ha quedado por el hecho, sujeto al imperio de sus 
instituciones. 

Entre ellas, la ley de extradición autoriza al gobierno de la 
República Argentina, según su artículo i% para entregar á los 
gobiernos extranjcr s en la condición de reciprocidad, á todo 
individuo perseguido, acusado ó condenado por los tribunales 
de la potencia requirente, siempre qne se trate de un crimen ú 
delito de los que sr indicar, en la presente ley. 

El procesido, entonces, al tocar el territurio de la República, 
quedaba bajo el régimen de sus leyes vigentes, sujeto á extra- 
dición, siempre que fuest reclamado por delito de pena corporal 
no menor de un año de prisión, y se cumpliesen ó su respecto 
las condiciona del artículo 12 de la ley de extradición. Quedaba 
también sujeto al procedimiento establecido en el Código de 
Procedimientos en lo criminal, no sólo con sujeción á los tratados 
en los cubos en que sea procedente Ja extradición, según el prin- 
cipio de reciprocidad á la práctica uniforme de las naciones (ar- 
tículo (i40). 

Esta legislación es de 1885 y 1888, muy anterior a la época 



DE JUSTICIA NACIONAL 30 

ae los delitos imputados, regía y obligaba al imputado como 
108 demás de la República, úuaU el momento de pisar su suelo. 

No puede entóneos invocarse contra su aplicaeion el artículo 
18 de la Constitución nacional . 

Sogun sus cláusulas : * ningún habitante do la Nación Ar- 
gentina puede ser penada sin juicio prévio, fundado en lej 
anterior al hecho del proceso >. Pero si resulta evidente que el 
hecho que motiva el actual, es muy posterior á la vigencia de 
la* que rigen la extradici m en la República, lo garantía cons- 
titucional invocada por la defensa, no procede en el caso, Y si 
la obligación se aplica al tratado recientemente ajustado, tam- 
poco procede, porque ese tratado no altéralas relaciones jurí- 
dicas establecidas por las leyes nacionales contra el criminal 
refugiado en el país, ni modifica de una manera perjudicial los 
derechos que hubiera adquirido al colocarse bajo el régimen de 
su legislación, porque ese tratado sólo enumera los delitos rela- 
cionados con nuestra ley, y las condiciones de esigibilidad de 
la extradición, que la misma ley imponía. Xo quita ni altera 
derechos adquiridos por el ¡Hilado; no le impone responsabili- 
dades que «o le afectaran precedentemente, según las leyes del 
país, y no puede sostenerse, en consecuencia, que prive de de- 
rechos adquiridos bajo la garantía de la Constitución ó leyes 
del Congreso Argentino. 

La defraudación, malversaciones y estafas de que se preocupa 
el "artículo*", incisos 16, 17, 18 y 19 del tratado, siendo deli- 
tos que en nnestro Código tienen pena mayor de un año de 
prisión, estaban comprendidos antre los que autorizan la extra- 
dición, según el artículo 2 U do la ley nacional de 1885; y la 
condición de reciprocidad determinada eu .el trotado, era tam- 
bién punto prescrito en nuestras leyes, y si esa condición era 
ofrecida por el gubíerno británico, cualquiera que fuese la for- 
ma de constatación, obligaba al gobierno argentino, según sus 
leyes. 
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Ante la demostración deque el tratado no produce efecto 
alguno retractivo contra los derechns asegurados a) procesado 
por las leyes de la República, innecesario creo detener la aten- 
ción de V, E. sobre el principio de la retroactmdad en abs- 
tracto, de los tratados sobre extradición. 

Si ese principio puede requerir una solución judicial en el 
caso de crearse recien por el tratado, el üerecho de extradición 
ó de establecerse recien en él los delito» porque debe luicersu 
efectiva, desaparece el objeto práctico de tal decisión, cuando, 
como en el caso, el tratado no altera y sólo ratifica por convenio 
entre las altas partes contratantes, lo establecido al respecto 
por Uyes especiales de esta República, anteriores al hecho del 
proceso. 

Pero la sentencia recurrida liase ocupado también de esa 
cuestión y ampliando las demostraciones de la ilustrada vista 
del señor Procurador Fiscal al respecto, ha demostrólo de un 
modo inequívoco, que los tratados de extradición, según prin- 
cipios dominantes un la legislación moderna, la doctrina de sus 
comentadores y la práctica de las naciones, producen efectos 
retroactivos, salvo disposiciones en contrario, 

Esos principios y doctrina deben aplicarse al tratado en cues- 
tión. Nuestra Constitución no lo prohibe, cuando por su artí- 
culo 18 previene: que ningún habitante déla Nación /juc^c 
ser penado ün juicio previ", etc., etc. », porque el tratado de 
extradición, no impone penas ni inflige condenas, determina 
los procedimientos para la entrega recíproca de criminales a) 
Kstado que haya de juzgarlo según sus leyes, lo que en nada 
contradice garantía alguna de la Constitución. 

Cuando las potencias extranjeras y la Nación Argentina han 
querido, en raros casos, que los tratados no se apliquen á los 
hechos anteriores á su vigencia, lo han consignado expresa- 
mente, como lo ha comprobado el señor Procurador Fiscal á 
foja 55 de su luminosa vista. 
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Cuando esa excepción á la regla no fuero expresamente pac- 
tada, la rctroaclividad surge de Ia naturales* y carácter de la 
convención (Bellot, Tratados de extradición, página 261). 

La extradición celebraba con Inglaterra así lo prevée, cuan- 
do en su preámbulo se refiere á individua acusados ó con- 
victos de delitos y que hayan hu ido dé ta justicia, y en el artí- 
culo 1* estiendj ei compromiso de extradición « á aquellas 
personas que acusadas 6 convictas de cualquiera de lo* crí- 
menes ó delitos enuméralos en el artículo 2" cometidos en 
territorios de una de las partes, fueran bailadas dentro del te- 
rritorio de la otra*. 

Tales expresiones, que huyan futido, delitos cometidos, se 
refieren en el tratado de extradición á hechos del pasado : si 
a Mu quisieran significar lo* del porvenir hobiérasy necesaria- 
mente cambiado la forma gramatical. 

El gobierno de Inglaterra, u<í lo hn declarado al Poder Ilje- 
cutivo, expresándola en nota testimoniada a foja 145, que no 
existe cláusula en el tratado que limite ó restrinja su acción, 
J que según la ley del Parlamento de IM70 que lia servido de 
base para todos los tratados de esa intu raleza, el c .lebrada con 
la República, es igualmente aplicable en Inglaterra á crímenes 
y Mitos cometidos ya sea anti s, ya sea después úv entrar aquel 
en vigor. 

Esta» declaraciones, unidas á Jas de la ductrina consignada 
en la sentencia, demuestran la b-galidad de sus conclusiones. 

Inútil parece reproducirlos sólidos fundamentos del rechazo 
de las excepciones opuestas sobre prescripciones y demás que ha 
dirigido la defensa contra la procedencia ¡la los recaudos traidos 
contra el procesado. 

Basta examinar la naturaleza & los hechos que han dado 
fundamento á las diversas órdenes de prisión dictadas por auto- 
ridad competente, basta examinar su penalidad, bujolas pres- 
cripciones de nuestro Código y de la ley inglesa, para formar 
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el convencimiento de la procedencia de la extradición, tanto 
con sujeción ú las cláusulas del tratado comoá las prescripcio- 
nes de nuestra ley vigente, 

Por ello, invocando los sólidos fundamentos de la sentencia 
recurrida, corriente A foj is 574 á6IO, pido á V, E. su conflr- 
macion . 

Sabmiatio Kier. 



Falle de tm ^uprrm» C«rte 

Hítenos Aires» >ovieiubre ¡1 de 1894. 

Vistos y considerando: La apelación interpuesta para auto 
esla Suprema Corte, de la sentencia úv\ jue7 de sección de la 
provincia de Salta, dictada en el proceso de a&tradii ion pro- 
movido contra el subdito inglés Jabez Spencer Balfour, á 
requisición de las autoridades competentes de Inglaterra, 
es precedida de los antecedentes <iue obran en autos, cuyos 
puntos más sustanciales conviene mencionar. 

VA expresado Jabez Spencer líalfour llegó á la República Ar- 
gentina, pr^.-edeute de Inglaterra, en mil ochocientos noventa 
y dos, bajo otro nombre que el suyo, trasladándose ii la provin- 
cia de Salla, donde permanece basta hoy. 

Conocido su paradero pnr las autoridades de su país, adopta- 
ron ellas las medidas competentes para gestionar su captura y 
extradición, á objeto de que fuese debidamente juzgado por de- 
litos cometidos en él, previstos y penados por sus, leyes. 

Con tal propósito, el encargado de negocios de Su Magestad 
Británica acreditado ante el gobierno de esta república, inició 
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por la vin diplomática laeitradiciou dadicho Balíour, dirigién- 
dose al ministro do relaciones exteriores en veinticuatro de fe- 
brero de mil ocho cientos noventa y tn-s. 

La nota de requisición referida fué contestada por el ministro 
de relaciones exteriores con fecha veinticinco del mismo mes y 
huo, expresando textualmente: «que no existiendo por el mo- 
mento tratarlo quo autorice la entrega de Balfour, no sería posi- 
ble dar curso á un pedido de e*a naturaleza, sí no se ofrece la 
condición d.« la reciprocidad impuesta por el artículo primero 
de la ley de mil ochocientos ochenta y cinco ratificada poste- 
riormente por el artículo seiscientos cuarenta y seis del código 
de procedimientos en lo criminal; pero que, si ln legislación 
británica presentanse la solicitud de extradición con la oferta 
de la reciprocidad, el ministro de relaciones exteriores se apre- 
suraría á darle cur^o, siempre que ella fuese acompañada con 
los recaudos necesarios ». 

La gestión por parte de la legación británica no fué reno- 
vada, simi después de aprobado competentemente el tratado de 
extradición celebrado con Inglaterra , el cual entró en vigencia 
en viuud del canje de las ratificaciones de ambos gobiernos, que 
tuvo lugar el día quince del expresado año mil ochocientos 
noventa y tres y de su publicación, conforme ó lo estipulado en 
el artículo diez y orho. 

En fecha veintidós de dicho mes, el ministro de Su Magestad 
Británica solicitó del de relaciones exteriores de ia república el 
arresto provisional de Jabez SpencerBalfour, hasta tanto llega- 
sen Ioí papeles para presentar la requisitorio en forma, habien- 
do quedado removidas por el tratado, las dificultades que obsta- 
ban á la oferta de reciprocidad por parte de Inglaterra, que se 
halla expresamente convenida en éh 

Con fecha diez de Enero de mil ochocientos noventa y cuatro 
el Poder Ejecutivo, con audiencia previa del señor procu- 
rador general de la nación, ordenó la captura de Jialfour, defi- 
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riendo ii lo solicitado por la legación británica, la cual presen- 
tó el pulido firmal de extradición en siete de febrero del mismo 



El diez y seis del mismo mes, la expresada legación pasó al 
ministerio de relacionen exteriores copia de las disposiciones de 



muníeándiile una ..rilen del procurador general sir Charles líus- 
Éitt, por la que se dispone que sean practicadas ías diligencias 
de) caso, para obtenerse la extradición de Ualfmir. 



El veinte y tres de Febrero, el Poder Ejecutivo, después 
de oído debidamente el señor procurador general, sometió á 
la disposición del juez federal de Salla, el pedido británico, cotí 
los recaudos basta ent mees acompañados, y la p-.rsnua del de- 
tenido para la instauración y decisión del juicio de extradición 
correspondiente. 

Con posterioridad, se presentaron por la minina legación nue- 
vos documento-; y nuevas órdenes de prisión expedida* por las 
autoridades judiciales de Inglaterra, que fueran agregados 
oportunamente al proceso^ iniciado ante el Jaez de sección . 

De la documentación mencionada, resulta que el pedido de 
extradición se funda en juicios iniciados en Inglaterra contra 
Jabez Spencer Halfour, á quien se I* 1 imputa los delitos de de- 
f nodación y estala, que con su penalidad establecida en las le- 
yes de amb -s países, se detallan en la sentencia apelada. 

Los bechos delictuosos atribuidos al asilado, se encuentran 
calificados y penados por la legislación penal inglesa y la ar- 
gentina, con penas corporales que exceden en uiucbo las que 
con arreglo d las estipulaciones del tratado y la ley nacional de 
mil bcliu. ient.is ochenta y cinco, dan lugar á la extrndirion, 
Seguido el juicio con las solemnidades legales inte el juez 
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nacional de la sección de Salta, y debidamente sustanciado con 
audiencia liscal y la del interesad-i, se dictó la sentenciada foja 
quinientas setenta y cuatro, mandandoque el subdito inglés Ja- 
bez Spencer Balfoor sea entregado á la nación requ ¡rente bajo 
las reservas establecidas en et tratado. 

Apelada la sentencia para ante esta Suprema forte, y oido el 
señor Procurador general, ti defensor de) deteni o Ttalfour ha 
liecho valer en el informe in voce las razones en que funda la 
apelación interpuesta: todo lo cual se ba tenido presente por 
este tribunal para la resolución que debe pronunciar. 

Los fundamentos principales de la defensa del refugiado lial- 
four pueden condensarse en las siguientes conclusiones: que 
no habiendo ofrecido el gobierno inglés la reciprocidad, cuando 
requirió por v< z primera la extradición de su expresado subdi- 
to, no debe ser admitida la que resulta convenida en el tratado 
concluido cmi fecha posterior, no puniendo darse á éste efecto 
retroactivo; rjue la cmistitiicion ampara ú Ualfour contra el pe- 
dido de extradición, la cual no ha podido ser alterada porlas'le- 
yes sobre Ij materia de mi) ochocientos ochenta y cinco y mil 
ochocientos ochenta y nueve; y que no han sido llenados los 
requintos establecidos en estas últimas, para que pueda conce- 
derle la extradición soliciluda. 

Es notorio que con untjrioridad á las leyes dictadas on la Re- 
pública en mil ochoeiíütos ochenta y cinco y mil ochocientos 
ochenta y nueve, regían en ella estipulaciones internacionales 
que determinaban los principios aceptadosen el país en materia 
de extradición, y es i< 
sufrido < 

reto las bases y reglas primordiales 
áque debían sujetárselos pedidos de extradición que se presen- 
tasen á Ja república 

Como es racional y fácil de comprender, fundándose las leyes 
posteriores en principios y doctrinas que se consideraron más 
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conformes con la moral, el derecho, la justicia y las convenicn- 
cias públicas, son estas disposiciones y las leyes que con pos- 
ter ioridad se sancionaron, tas que deben aplicarle il los casos 
ocurrentes, así en su letra como un su espíritu; n < reglas ante- 
riores que resultaron derogadas por las nueras leyes y trata- 
dos, 

Según los principios definitivamente adoptados en nuestra 
legislación, corresponde á esta fijar hs derechos que defienden 
t am":irau ta libertad personal de cuantos llegan á su territo- 
rio, conforma á la constitución política, que es su ley funda- 
mental . 

Respecto de ta extradición, las naciones se encuentran igual- 
mente interesadas en que tos criminales prófugos de bus respec- 
tivos territorios puedan ser capturados y sometidos á juicio 
conforme ú >us leyes procediendo de esta común conveniencia 
y de tus deberes morales de los gobiernos, el que las conven- 
ciones Internacionales ajusten la entrega reciprocado los delin- 
cuentes asilados en sus territorios respectivos, 

Xo se puede cuntestar ¡i las naciones la facultad de entregar- 
se recíprocamente los delincuentes ordinarios asilados en sus 
dominios, porque esta facultad emana de su soberanía, no de 
ningún derecho individual del culpable; si éste tuviera algún 
derecho preexistente a ser protegido en su asilo, su extnnli- 
rigu no podría ser estipulada. 

Kl extranjera qiu- 11* ga al tt-rrilorío argentino, gu?n de todos 
ios derechos civile*» -le sus habitantes ; peí o no de mayores de- 
nchns qm» estos mismos que, cuando delinquen , están someti- 
dos.! juicio y castigo por sík leyes, las que no le dispensando 1 1 
lespuiisabilidad de su delito por t i lu cho de buscar eludirlo con 
la fuga; de la misma manera, es moralmente insostenible quo 
el delincuente de un país extranjeio pueda quedar exento de 
toda responsabilidad ante la r.izon penal de nuestras leyes, per 
el mero hecho de penetrar en el territorio de h República. 
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Ninguna ley, ninguna doctrina ú opinión autorizada se cono- 
ce que incluyan entre los modos de extinguirse la responsabili- 
dad criminal el refugio del culpable en el territorio extraño; 
por consiguiente, no es posible fundar una negativa de extra Ji- 
dicion en derecho alguno de inmunidad del delincuente, de- 
rivado del hecho de su arribo al país. 

Por elcontrario, es deber del poder público en toda nación ci- 
vilizada, procurar que Jos delitos no. queden impunes jamás, 
buscando que los criminales escapados de su jurisdicción le sean 
devueltos mediante estipulaciones fl de recíproca igualdad y mu- 
tua conveniencia, 

LaConstitucionylasIeyes déla República Argentina amparan 
U libertad de todos y cadauno de sus habitantes, en cuanto son 
inocentes 6 presuntos inocentes ; yen protección de estas inmu- 
nidades, que alcanza á los asilados también, no permiten ceder 
ala requisición de su entrega, sino bajo la comprobación legal 
de haberse iniciado contra ellos en el país de su procedencia un 
juicio criminal y decretádose su captura ; procedimiento ana- 
logo at que se observa respecto de los ^delincuentes dentro del 
propio país. 

Así, pues, ningún derecho efec tiro , ningunagarantíaocordu- 
da por. las leyes á tos que habiten el suelo argentino pueden ser 
atacados por la extradición efectuada con Us formalidades y 
precauciones establecidas en las mismas, ni alterada la perfecta 
igualdad entre todos ellos. 

La propia alirmacion Lecha en los autos, de parte de Balfour, 
de que éste al venir a la República conocía sus leyes, que auto- 
rizaban la extradición, aun no existiendo tratado, ú cambio de 
la oferta de reciprocidad, establece claramente que bu-scü asilo 
en el territorio nacional, bajo esa restricción que afectaba su 
seguridad y conJionza que fundó en las leyes de su p¡ifs natal, 
que no permitían ofrecer la reciprocidad sinó en forma de tra- 
tado, no resulta frustrada en cuanto & Jas leyes argentinas, que 
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no excluyen esa forma solemne de convención, ni podrían ex- 
cluirla razonablemente. 

Con referencia at carácter, alcance, furnia y efectos de la re- 
ciprocidad ajustada coti la Inglaterra en el tratado de extra- 
dición* las cuestiones planteadas en este proceso ofrecen tér- 
minos de soUcio'i n,uc satisfacen completamente. 

Las leyes especiales de mil ochocientos ochenta y cinco y mil 
ochocientos ochenta y nueve, lijan (le una manera precisa el 
principio de la responsabilidad personal de los extranjeros que 
llegan á las playas argentinas, por crímenes ó delitos cometidos 
en jos países de su procedencia estableciendo virtualmentc 
que ninguna ley les ampara y que pueden ser entregados para 
su juzgamiento, á requisición de los respectivos gobiernos, que 
podrán obtener la extradición sin otro requisito, á falta de 
tratados, que la promesa de reciprocidad. 

En estas disposic iones queda fijada la condición legal di* todo 
delincuente, ú presunto delincuente, refugiado en el país. 

Los tratados que se celebrasen con posterioridad á esas leyes 
no necesitaban estipular lo* efectos referentes á delitos ante- 
riores, salvo el caso en que fuese expresa voluntad de las partes 
negar á las nuevas convenciones toda aplicación A ellas; puesto 
que la entrega de los refugiados, sin otra condición que la pro- 
mesa de reciprocidad, no podía referirse á delitos futuros, te- 
niéndola requisitoria p¡>r causa, delitos ya cometidos. 

Autorizada, pues, larntiega de delincuentes bajo tales con- 
diciones, 00 puede suscitarse cuestión fundada en la retroacti- 
vidad de la estipulación que la determina : las leyes lo tienen 
resuelto anticipadamente, y de perfecta conformidad con los 
verdaderos principios d<- moral y de justicia. 

Kl refugiado no puede quejarse de que se le aplique una ley 
posterior á su delito, que no tiene por v jjeto caliticarlo 6 casti- 
garlo, porque nada de estose rm&e ; puesto que su extradición 
no puede piudü.i» ui,iu electo que someterlo al juicio iniciado, 
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para que pruebe en él su iuoecncia, ó responda de so culpa 
con sujeción á las km ^ anticipadamente tenía» pena, esta- 
blecidas contra sus infractores. Tampoco puede sostener Ja 
partedc lialfour qu« se dé aplicación retrouetira ñ tas hms 
argentmas do mil ochocientos ochenta y cinco y mil «tafe* 
tos ochenta y nueve, que regían el caso, desde untes de haber 
iemdo lugar los hecho, r,ue han dadofundaüfento al pedidle su 
«strad.cion. y mucho antes de su llegada al país ; circunstan- 
cia que hace inconducente toda mvcstiguciou sobre la natura- 
l^jun Jica de dichas disposiciones, ya fueren citas conside- 
radas como leyes de fondo ó de forma; la retroaetividad de su 
aplicación no,. x i>te ni es discutible. 

Si fumi preciso aelar.ir alguna obscuridad del tratado por 
medi.,de ta interpretación fundada en sus antecedentes r eu U 
J.Uenr.ondesu^siguutarios. no sería posible prescindir* délas 
arcun^Uneiase» que fué concluido, aunque su, estipulaciones 
se hubiesen concertado con anterioridad. 

I^íiendode part.de Inglaten un pedido de extradición 
t-udieule de la enduionde reciprocidad que k había sido ex- 
présamete exigida por el gobierno argentino, cuando turo lu- 
gar la aprobación del tratado por el Congres, y su raliliearion 
no podta suponerse Ja intención en las partes contratantes de 
<Lmmare<a gestión de las obligaciones contraídas; como lo 
mnl.rma la inmediata ren^adon de su solicitud por el repre- 
sentante de la Inglaterra y la contestación deferente del mi- 
nisterio de ilaciones Interiores, que no opuso diticullad ni 
observación de ningún género y proced » J -i -ríe el curso legal 
correspondiente 

1>i mando la entrega de los delincuentes, entre las naciones, 
de la cancón y de la reciprocidad, y celebrado un .juste 
,nf, * ^,, ■ i '■ , "''""'dábase nntur.il de justicia, los casos ei- 

i, Como los delitos políticos y demás que 
amenté las excepciones, su»íi jados siempre 

i. mi 

i 
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explícito, como lo demuestran las cláusulas cornu- 
da convenciones ¡ y esta consideración mas ale- 
jaría la ¡utcligeneiainterpretativ;idel tratado quese ha escogido 
por la parte de líalfuur. La falta de un tratado no fué motivo 
para rechazar la solicitud de extradición, porque el asenti- 
miento á illa no dependía de er,ta circunstancia; su celebra- 
ción, por consiguiente, no puede servir para fundar una negativa 
que, ni del tratado ni de las leyes se deriva. Las leyes argen- 
tinas ya citadas, como ta miden las leyes inglesas, permiten la 
extradición con efectos retroactivos, mediando la reciprocidad; 
una estipulación diplomática entre estas «los naciones que vi- 
niese á constituir restricción ú excepción de ambas legislacio- 
nes, sólo podría comprenderle coand.» fu— e ajustada en térmi- 
nos muy expresos. 

Complementan esta manera de entender y aplicar las leyes 
argentinas de mil ochocientos ochenta y cinroy mil ochocientos 
ochenta y nueve, bis principios que sirvieron de fundamento á 
hi sanción, y que aparecen luminosamente consignados en las 
netas legislativas del Congreso nacional, Ksos principios son 
ciertamente opuestos i los que ha^u entónci s firmaban la 
doctrina c jnsignada en alguno de bis tratados ant< nup's que 
tuvo todavía sostenedores decididos; pero que fué abandonada 
j sustituida deliberadamente por esas leyes. 

El interés y el deber de las naciones civilizadas en el mundo, 
respecto á la represión dejos delitos, son. como queda dicho, 
comunes á todas ellas; nada les manda ni aconseja amparar 
criminales ó encubrir crímenes; y desde que los principios 4* 
justicia misma reservan su conocimiento y castigo a las autori- 
dades de aquella en cuyo territorio fueron cometidos, la entre- 
ga recíproca de los culpables se impone á rodas, en defensa de 
la moral y de la sociedad. 

Ks que el crimen sigue a! criminal :id n le quiera que vaya : 
la deuda pemil por él contraída subsiste mientras no haya siUo 
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redimida legalmente, y su asilo en tierra extranjera noim orrn 

nunca tM* la obligación de libertarle de e«*r« 8 ^n«biS 

m le coniiere á él el derecho Je exigir m protección contra las* 

leyes que violara en su mism;i p itria y los m „|„ que eil el |_ 
causó, 

Kn turnen: Jabes Spencer Balfour pretende | M sea ne- 
gada su entrega a las autoridades de su pnlrí» que lo redaman 
para someterlo á juicio, sin haber demostrado.que tiene derecho 
a a protección que invoc*. existiendo leyes vigentes que anto- 

'T' 1 ™ l ' ltradi * ion > a,,n ^ tríltadü ^[emne, y m&hnth 
ademas u„ tratado que obliga ,u entr.-a bajóla fe de la IWi- 
bhca, en condiciona de perfecta igualdadcon la nación requi- 
ronte. 1 

i:» la sentencia recurrida y, nía exposición del ministerio 
Bh*V, se ha demostrado cumplidamente, asi la inexistencia de 
la prt* ripcion invocada por la defensa, como también que I* 
gestión diplomática ha s j. Ití acompañada de Jos recaudos suíi 
nentes, couform, i lo estipulado y á lo estatuido en las leves 
de la materia; la, objeciones que se han reproducido ante esta 
Corle al respecto, no destruya los dato, del proceso, ni los 
establecidos en la citada si-ntencia. 

m la misma parte nárrente ha puesto en duda que sean 
los jueces competentes de su país quienes envenden en la causa 
contra í\ .u.eiada y qui-nes han dictado el mandamiento de su 
prisión. 

ha forma diplomática de la gestión, según lo comprueban loa 
documentos procesales agredios, se I. ajustado á lo estable- 
cidn en el artículo octavo dei tratado con Inglaterra, válodis- 
PUMtaM el art.culo seiscientos cincuenta y uno del Códigodo 
I rocedumcntos en Jo crimina!, no habiendo el apelante, cuva 
iJenudad personal está Tuera de cuestión, probado ni «legado 
do que le comprenda Jas «-ansas únicas de acepción e.nteni- 
das en loá artÍGI,Ios LU ^o, quinto y sexto de dicho tratad. 
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Por esto, de acuerdo con lo pedida por el aónor Procurador 
General y fundamentos concordantes déla sentencia apelada de 
Ma quinientas setenta y cuatro : a<* coniirma ísta, con cortas. 

Hágase saber, librándose al efecto el correspondiente oficio, 
para la notificación de! di tenido; y i«úses& original osln procesa 
el Ministerio dé Relaciones Exteriores, d<* conformidad í lo 
díspiu-sto por ti articulo seiscientos cincuenta y nueve del CÍH 
digo de Procedimientos en lo criminal, dejándose de ello la 
¿aliciente constancia. Notifique* con el original. 

BtMAMÍN f'AZ. — ABEL RAZAN, 

-oiTAVio m:>r,E.- h an e. 

TOKUEST. 



« ALNA M IAXll 



Don José I". Iteniíez ron t ra el Frrmcarril tH W, pttf c©6ro 
í/f xtjhv mi jora Je recurso. 

Sumario, — Oebe datas psí mejorado <1 recurro, siempre 
que la mejora haya sido lie- ha antes 6 al mismo tiempo de acu- 
sarse la rebeldía. 
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tallo de | M «Hii|ir4>niA Corte 



Um tif>> \ire>, Vitvif milirc ti ih> 1804. 



Vistió en el acuerdo y considerando: Primera . Que eu ma- 
teria de mejora lie recursos, la Jaris prudencia de esta Suprema 
Corte tiene establecido pe cualquiera qut* sea la fecha en que 
se introduzca al acuerdo del Tribunal el escrito en que el ape- 
lante haga la mejora de la apelación, siempre que sea antes de 
que se le acuse rebeldía ú simultaneara, nte con la acusación, 
debe darse por mejorado i i recurso, per cuanto las leves ten- 
dentes á negar m adelante toda andi-ncia deben interpretarse 
restrictivamente (l-'alUs, serie segunda, tumo tercero, página 
cincuenta y siete). 

Setjnndo: Que en el caso suh-jmltcc el escrito con que el re- 
presentante del Ferrocarril del Sud mejoraba la apelación con- 
cedida en cuatro rie Setiembre, fué presentado y proveído en el 
a cuerdo de esta Suprema Corte de fecha une» de Setiembre, se- 
gún consta sí foja ciento treinta y cuatro vm-lM, y cuando no 
se había acusado rebeldía alguna por parte de! apelado Henitez, 
que sólo dedujo su oposición de foja tiento treinta y ocho, en 
diez y ocho del mencionado mes de Setiembre. 

Tercero: Que, por otra parte, la presentación en el acuerdo 
del escrito de mejorase realizó dentro del termino del empla- 
zamiento señalado por el Juez, 

os fundamentos : no ha lugar á la revocatoria inter- 
y exprese agravios el apelante como está mandado. Re- 
papel . 




KEJSJAMIS PAZ.— LUIS V. VARELA. 

BAÍAN . — OCTAVIO 
- JUAN E. TORHEKT. 
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Don Federiro Á* Tretoar contra I aldea y Lana taina, por eoérc 
de pesos ; sobre remoción de interventor de minas. 



Sumario, — El propietario Jo la mina tiene derecho, con 



i al Código vigente, de remover el interventor existente, 



Caso. — En el junio gruido por Treloar. se manió por sen- 
tencias ejecutoriada*, que la mina * Uuuluugos » y estableci- 
miento de fundición e El Progreso», de propiedad de los de- 
mandado*. se entngara al acreedor jura pagarse el crédito con 
sus pruduaos líquidos, y m le nombró un interventor para que 
representara á los deudores. 

En Agosto de 1892, se presentó ante el Juez Don Ricardo 
Valdes, exponiendo : 

Que cuando el Juez mandü entregar la mina y el estableci- 
miento citado rfnja 157, séptimo ctíerpo), se le citó para que 
nombrara interventor, y como no concurriese el acreedor Tre- 
loar, pidió que se diera pnr decaído su derecho, A lo que no se 




y de reemplazarlo con otro, si lo quiire. 
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bÍZ0 UiS ' iT ^ 3,8 J- limitándose el Juzgado á nombrarle uu 
interventor de oüciu, M mismo modo que se nombra defensor 
a un ausente ; 

Que tal nombramiento no se hizo á termino fijo ni con el ca- 
ráeter de permanente y forzoso, y, así como cuando él ausente 
se presenta á defender por sí mísmosu derecho, queda ip$0-faclO 
terminada Ja misión de su defensor de oficio, así también cuan- 
do el dueño de una mina se presunta á ejercer en persona los 
derechos de intervención que le da la lev, cesa la intervención 
deoüv.o.y con más razón cuando esos derechos han sido de- 
clarados .lesos por la resolución antes citad,, que no hizo lugar 
« los efectos que ol acreedor quería dar á la rebeldía en que el 
dueño de la mina incurrió; 

QueelCÓ ligüde minería no ree noce interventores perma- 
nente:* hasta que el negocio á intervenir concluya; si los dueños 
de minas ó los ¿viadores no tuvieran el derecho de suprimir 
retirar, m.dar ó cambiar el interventor que les permite la ley' 
esta quedaría burlada en su propósito, explicado claramente en 
la nota al artículo 319 del Código de Mjnería ; 

Quede acuerdo C u n todo esto, la representación que ejerce el 
interventor nombrado, q „,. lo es Don Federico Silke, cesa desdo 
que él (Yaldés)se presenta en persona á asumir la dirección y 
el gobierno de sus negocios, y á ejercerlas facultades de garan- 
tía que le acuerda h ley de minas; 

Que el nombramiento y remoción de interventores, son actos 
puramente administrativos que pueden ejecutarse legalmente; 
y así, si él (Valdcs) hubiera nombrado por sí mismo É Silkflt 
podría retirarlo ante el Diputado de Minas, sin necesidad de 
más trámites; pero, como el nombramiento ha sido hecho de 
ofic-io, es ante el Juez que debe manifestar, como lo hace, que 
asume la dirección de los negocios y el derecho pleno y facul- 
tativo pe te conliere el artículo 309 del Código de minería pi- 
diendo que se declare terminado el mandato de Silke, pues él 
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í Víitdcs^ no noci'sitii q^uc 8ilke continúe, ui le conviene que con- 
tinúo por las razones que anteriormente esposo, es decir, nor- 
quu es desastrosa iTojaG vuelta) mi intervención, desde que se ha 
contraído ¡í de^pedaz ir inti>rturmuntfs la mina en beneücio de 
Tíeloar, sin rendir cuenta de sus trabajos y de sos actos. 

Que no ríene á promover juicio ni demanda centra Siljte ni 
contra Treloar, si nú á pedir que se declare terminada la l omi- 
sión conferirla al primern, pues le contiene más, y es su volun- 
tad, hacerse representar por Don Tristán II. Dávila, quien 
'lobera intervenir en ].i otplotaeion que haca Treloar. 

Pidió que se dieri por terminado ei mándale de Silfce y se tu- 
viera por nombrado en su lug ir A Den Tristán tí. Dávila, iodo 
en uso del derecho q^tti le acuerda o! irticulo 300 del Código de 
minería. 



Fitlto del Jiin Frdprnl 



Rk&h Agosto 3<i oV IK92. 

Aut s y vistes : la solicitud del señor Don Uieardo Valdés, 
en laque pide, reproduciendo un escrito anterior de Fojas !híi á 
321 í, la remoción del administrador ¿ interventor, Don Federic o 
Silke, nombrado, en su rebeldía, de olí ció por id Juzgado á foja 
253 (séptimo cuerpo de Jos autos) en la explotación de lamina 
« Upulungo* * en su establecimiento * Kl Progrese * , por cuan- 
to es dueño de curiar ó de suprimir esa intervención, cuando 
bien le parezca, tanto mas, si se tiene en cuenta que nunca el 
interventor so ha visto con el solicitante para darle menta ú 
informarle de su administración, siendo por otra parte la ex- 
plotación de la mina desastrosa para sus intereses, porque 
lejos de ajustarse á la forma de trabajos mineros establecido 
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por ln>ordenenzas anteriores y el Oódigod.. mS^n vi-ente, se lia 
contraído á despedazar interio; nmite la miui, un que el intcr- 
venlorhaya cumplido . nimia con su rielj.fr, debiendo sobre todo 
ello, cuando crea conmuté, dffft-uei'r la» acciones que le co- 
rresp.mden(párr. t fo<5-\ 6- y 7- de 'licli . n,rrit ( . ;; que el interven- 
tor no habiendo sido nombrado por un término dado, ni con él 
carácter de permanente, debo aquel cesar desde que .so presenta 
el internado á asumir la dirección y el gobierno de sus nego- 
cios; pero din quede su paríe importo creerse que viene á pro- 
mover juicio ni demanda contra el interventor señor Silke, 3inó 
simplemente que, dáu tos» p , r terminado A man íalo conferido 
ú éste, se noml.re m su remplazo ;i Don Tristáu B. Dévilaen 
v\ mismo cann-ter. 

Y considerando; | Que el Juzgado en su auto de fecha 25 
de Julio de 1887, recaído en mentode la solicitud de fojas 25G 
á 258 vuelta, en el considerando primero dijo; por resolución 
de fecha 18 de Marzo próximo pasado, corriente á foja se 
declaró improcedente !n rebeldía que acusó la parte de Treloar 
á Valdés, para que se diese por caduco el derecho que tenía 
para nombrar un interventor en la explotación do ta mina 
iTpolungos. y establecimiento de fundición t El Proceso» 
fundado en consideraciones que, sefttnel texto literal de las orde- 
nanzas, atribuyen al Juez (artículo 23, título 3') exclusiva- 
mente el ejercicio de dicha facultad, con acuerdo de la una ó de 
la otra parte, y que por lo tanto, tiene jurisdicción para hacerlo 
eureheldía de la parte interesada; pues que no puede inter- 
pretarse ra. ioriulmente que la ejecución de las resoluciones de 
este Juzgado, confirmadas por la Suprema Corte, quedaran li- 
bradas á la voluntad de la parte de Vi.ldés, por el hedió de no 
querer nombrar un interventor, dejando vencer con exceso los 
plazos que se k-s lijaron para ello. Y en el Considerando segun- 
do: Que aunque así no fuese, citando subsistente la rebeldía 
causada por (aparte de Treloar á foja 217 que dió origen á la 
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resolución citada, que también esú tj. -culada, el peticionante 
Valdcs no tiene derecho pura pretender, segnn se deduce de su 
pí posición «análoga en el caso sub-judicc a la presente}, para 
nombrar interventor; pues que ai su propósito fuera el renunciar 
todo den cho ú ser representado, lo habría así manifestado, 

2' t¿ue untes. al contrario, el peticionante señor Taláis, al 
misino tiempo i¡ue manifiesta ser completamente contraria á 
bus intereses la administración é intervención il el señor SUke, 
porque no cumple con sus deberes de tal, renuncia toda acción 
p»r los hechos de que >e queja, limitándose solamente á su re- 
moción, 0011 reserva do sus derechos y acciones para hacerlo va- 
lí r cuando orea convenirle. 

;í° Que en el considerando 3" del autude focha 25 de Julio del 
año 1887, de foja 258 vuelta á foj¡i2lÍ0, el Juzgado declaró : que 
aceptada la representación do Vuldés consoló los efectos que ex- 
presa el auto de fecha 29 de Abril próximo pasado, dejó nueva- 
mente vencer el término para nombrar interventor, dundo lugar 
ú que so le acusase una tercera lebeblfa por id representante del 
señor Treloar si foja 22Gy se le declarase, por «1 citado auto, 
e. ntiimaz y rebelde, uombrándosi- de oficio el interventor, 
ÍCst" nombramiento fué hecho por auto do fecha 6 de Julio deí 
año 1887. á foja 253 vuelta, y la fijación del sueldo de inter- 
ventor, en la cantidad de 100 pesos m n, por auto de focha 20 de 
O -t ubre de 1887 en su parte dispositiva, corriente a fojas 277 
a 278 vih lia. 

i - Que jurídicjmente el interv.iitor, señor Silke, desempeña 
ftfnptonea con liad as mediante un contrato de locación de ser- 
vios, definido jh' por el artículo I62:i del (.'¿digo Civil, cuyos 
efectos deben jugarse por las disposiciones concernientes a las 
obligaciones de liacer del mismo ¡Código. Al hacerse el nombra- 
miento de inUrvi-ut-T como para la lijaeíi n del sueldo ftfflf el 
Juzgado, se han tenido en cuenta sus deberes y responsabili- 
dades. 
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5-Qub renunciando ¿ toda acción p,r su parte, el p,t¡.-ioiia..te 
señor \ aldes, con relación a! interventor T ,e 1, representa sus 
reclamos careen de base y se hallan fuera de todo propósito de- 
finido que caracterice en derecho su, pretensiones. 

6' Que la sola manifestación del peticionante, de no querer 

smip.emente que el interventor si ñor Siike continúe prestando 

sus servicios para que ha sido oonibradn, desnudad, cargos por 

responsabilidades en que se funde, no instituyen un derecho 

porcuaut, se renuncia á aquellos, lo que implica una falta de 
eiactitud en ios hechos invo. ados. 

Por estas considera- iones, no ha lugar á la remoción del in- 
terrent ot señor Don Federico Silke, dejando á salvo al peticio- 
nante las acciones que contra.! mismo crea hacer valer Jlág^e 
saber y repónganse los sellos. 



Fallo de I» Suprem, C o Pt , 



lÍueno> Aires, .VotÍHiuLre 'i .i« Iwil. 

Vistas j considerando : Que cualquiera que m la inteligen- 
cia que deba darse á las disposiciones de las ordénanos de mi- 
ñas. es indudable que con arreglo ¿nuestro derecho vig,„te el 
propietaria de la mina aviada cuya administración se ha eu¿re- 
g«*e al anadur, tiene el derceho y no el deber d, nombrar un 
interventor en la administración. 

Que asi resulta de los términos apresos del artículo trecien- 
tos nueva del Código de minería, quo se hace aun más pree.so y 
conclujcnte, relacionado con el artículo trecientos ocho W £ 
precede. 
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Que esas <1 isp .si. ion é s legales convencen, nu ta» sólo que el 
aviador y el propietario tío la mina aviada respeetivam'-nte, 
puedo» nombrar i nter ventor en su caso, sinú que están en sus 
derechos para ejercer esa facultad aunque uu la iiuMesun ante- 
rior tntn te ejercido, 

Por estos fundamentos : se revoea el auto apelado 'le foja 
once, declarándose que lo* propietarios de la mina tienen el 
derecho de remover el interventor ( lístente y dt» reemplazarlo 
por otro, si lo quieren. Repuestos los ¡sellos, devm-lvause. 

HEKJAMIN t'A/.. — LUIS Y. 11 AltE* 
LA, — Alt EL IJAZAX. — OCTAVIO 
BL'XCF.— JUAN ¥.. TOllllENT. 



U&n Luis UkheHi contra J. Hay, Chávame .y C"; 
snhre robra ejerutii'tt de pesos 

Sumario.— "So habiendo sitio debidamente comprobadas las 
excepciones opuestas, debe llevarse adelante la ejecución. 
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fimr-í»Íl de Jimio de 18U3, Don Andrés llarbieri, por 
Bichen, *< prestititó al Juagado acompañando el siguiente do- 
cumento; 

-Vale por la suma de nnntro rail quinientos pesos nacionales 
<Je curso ,e S al » 1"* P^reums a Don Luis Kicberi.ó á suórden 
el .Ha 8 de Uctuhre .1, IW, cuando este satisfecha la hípoUcá 
otorgarla a favor de nuestro señor Kay, por la señorita K. Gar- 
cía Cortina, por hacer parte de día esta cantidad. 



V • V- ¿ ftftf/J'/uit annv y C'. 



mmpm también testimonio d- U escritura de protesto e-i 
la que se dice, que constituido el e<eribauo al domicilio i„di"- 
cado por el tenedor, cahe Chunas número 13311, v encontrando 
al lirmanto del pagaré, se requirió el pago y contestó une arre- 
glará. 

Oiio : Que e„ su virtud promueve Jui.-io ejecutivo contra los 
sen ores J. Hay, Chava une y C\ 

Qu 3 la condición del referido pagaré esta cumplida, como se 
deduce del pr.ae.tu, en cuyo acto el deudor manifestó que i re 
glaríü, y resulta también del juicio seguido por |„ B deudores 
contra Don Francisco García Cortina ante el Juzgado del Doc- 
tor l'eyret, ^retaría de Sieonret, el qw hn terminado por ad- 
judicación de ln propiedad á faw de I > u J f ,s{> Jí Jtv 

«.. q ™m", m , r,:"'" m| ' , ' r ' u ' 10 " s """ ,rtr «* ; ™«wo 

WloMll, Co.1,,» .1, í ,mró,>,v ,,roc, .l,b necio,, ejeotiva con 
arreglo al arbolo 249, ¡m iso 5-, de la fe, de lWi«i„„, 
porloqucpi,!, », libre ».i,.,.| a i.,t..„to de embargo v ejecución" 
1 cr primer otro*!, ofrec e información p.n acreditar elfaero 
por ser argent I actor v naranjeros todos los miembros de la 
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razón social demandada, y por un segundo pide embargo preven- 
ti vii de tina finca perteneciente á Don Simón Chavanne, miembro 
de dicha sociedad y deudor solidario, fundado en el temor de que 
lo- deudores traten de ocultar sus bienes. 

Citado de remate, el deudor opuso las excepciones de pres- 
cripción, nulidad, espera ú inhabilidad de título. 

Dijo : Que del documento acompañado resulta que no hay 
obligación directa entre ejecutante y ejecutado, sinó á condición 
de qtu- la 5''ñnra Cortina chancelara su deuda, lo que no lia su- 
cedido, y resulta falso, por consiguiente, el hecho aseverado por 
el actor. 

Que el citado documento contiene t>las > lijo y con arreglo á 
U> di-pnesto en el artículo 8ÍS, ittoiso 2", fiel Código de Comer- 
fio, aplicable por tratarse de un pagaré á la orden, la deuda, 
dado q xistiera, se encontraría preseripta por haber trans- 
currido in;Í3 de tres años desde el vencimiento basta su presen- 
tación en juicio. 

Que la condición no se encuentra cumplida, como lo compro- 
bará oportunamente, y siendo así lia debido esperar á que se 
Cumplir, justificar al iniciar 1¡i acción, que la condición suspen- 
siva DO existe. 

<¿ue el procedimiento seguid.* es nulo por haberse despacha 
,) ., mu mas tramite, la ejecución de un documento firmada por 
poder, sin la justíhVa<ion di- • ste hecho ; y es nulo también por 
Iriberse de réta lo unbargo preventivo c«»n la ratificación de los 
testigos que no han podida declarar que la lirma M-a auténtica. 

nne estando subordinado ti cobro a una condición no cum- 
plí-la. y admitido que e] actor no es a reedor directo de la 
Tirina social demandada, procede la excepción de inhabilidüd do 
titulo. 

Tote no se bnpa lugar á la eje-orion, ci n costas. 
YA apoderado del actor, evacuando el traslado conferido de 
la*: excepciones opuestas, pidió su rechazo con costas. 



BE JUSTICIA KAUOXAL 6 ;, 

«¡jo: «Se el pa S ará ,„„ se ejecuta y la obligación r,ue * él 
n»c. no esta regida p„ r ,.. nncro Codi w de Coercí d-.de 
^;™« Octubre * '88«y fue contraída con i¡í 

Q». !a disposición aplicable sería ,adel artículo 1003 inciso 

,ko * Com - rci °- >■ - «*• a ..i, , ha- 
cu ;; , ;," leSCr "; ¡ ™- *P I« cuatro años quc oso 

- ¡¿¡JT* "° "ocurrid., desdo el vendmiento 

a >»Jj bastas., presentación en junio (junio 1S 03 ). 
Q««n U hrpotoai, de ,„e |, pr esi!n p C io„ sea regida J .1 

Ea c2 r 1 '; ' lü " tor ' " J'« 

,orraga (Código titil, artículo 5U80 . 

Que esta ei,ep ci0n y ,, de , S p era ' st! 4 
demuestra ^ término d , p „ sf ^ » ^ ™ * I 

Que en la hipótesi» d. que tuvn t< „ condi ,. ¡OJ1 ^ fa 
pido como .o demostrara oportunamente, v p„ r tanto, 1 e - 
cepcon de espera es improcedente. 

Que la circunstancia alegada de no haberse uc-editado „„. , i 
fiante de. pagaré tenía poder de la sociedad deman 
o es causa da nnl.dad, pu,,s só„, está obügudo „ pr „ bar B , 
ho s se mega, 6 so manifiesta ser falso, |„ que ,1 deudor so 

l , "riiini<¡. lu justificar/mué liruiisson tenía el uso de la lir 
Que lo mismo puede decirse sobre la ramificación llTU. 
Sus. ,„« „o ,ra necesaria para el embargo preventivo, desde 
«51 ""'t '"I""" C " i ™" a "eglo al rlíeulo 

a re'd 't'lrl ™ M <W « i »' » « ~ 

acreditar fo urina que cuuteiía el pag^é, 
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r»llo <Irl Jur* rrtlrrnl 

Humos Airfs, Julia :tl ilc InmI. 

Y vistos: Para resolver tíñav las excepción^ üftiestas poro! 
(I. mandado 011 su escrito de foja 18. 

t considerando: i" liespKtu di- ia pn-srrioeion : qu. A do- 
pnmeíito de foja 1 fui- extendido antas de la promiilgaeinii del 
nuevo Código de Comercio y r-tá regido por t i artículo 10113 de! 
Báterior 09H la aplicación del 1013 del que se halla en vi^nna 
y 405 1 d(l Código Civil, 

ti n m > los procedimientos observados en el presentí' juicio se 

rija-tan á his prescripciones «te la ier. 

;¡' tjut- la exrepn-ui de i-fiiT.i no li i sido probada en ferina. 

4" Que la inhabilidad 0>1 título se funda en el hecha de que 
<1 rubro del papará está subordinado i una condición no cum- 
plida, y 'i 1 '" H domandsuilft no es acreedor directo de la linua 
SocM demandad a: todo le « nal <e llalla d^tnndo por la pruetía 
producía i-n autos y d<-mo>trado eTi<J<>uMnente por el actor en 
su nlcg.it o ile foj.i . „ . 

p.-r^sto y lo» íu udii tii^n traducidos en el pserito d" foja 21 
T el referido alegato;, n« lia tildar, <*on costas, á las excepciones 
apuestas p»r * 1 deutandad0>$ llévele U ejecución adelanta hítete 
hacerle pago * l nere-dor del rapilal, intenses y las costar del 
juicio, líepóngasr la foja. 



Juan tlel Campillo. 
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Humos Aires, Noviembre <J de IW. 

' Vist<>8 : H«wHi""Io ile I», constancias de autos que laseicep- 
ciones opuestas pnr el ejecuta no han sido debidamente com- 
probadas, como s«- demuestra en la sentencia del Juez a se 
confirma con costas t! airU apelado de foja ciento diez y nuevej 
j repuestos los sellos, devuélvanse. 



UENJAMIN PAZ. — I.UJS V. VARELA.— . 
ABtL BAZAN. — OCTAVIO DttíCE.— 
JUAN E . TÜHRENT, 



T. VIL] 
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(AINA « «XXXXII 



Don José film C hoque contra don Celestino Tejerina ; sobre 

despojo 



Suma rio.— Comprobad a la posesión del actor, y la ocupación 
¡lo^al dfWemamlado, pmcido W hUerdirU *U- «l-spojo y la n-a- 
titudon de las cosas «1 estado anterior, cun la indemnización de 
pérdidas é intereses y ga^tua d» I j ni io. 



giraa. — ll< sal ta del 



tullo del Jum Fetleriil 

S.iltn, Novii inlm 1 de 

VUtos esto, uní .s. n- th i : n i- •!.>■■ M 1 M il<t"<n¿nl(», . n 

r 'pri-sentacion de ÚW iféliJi líhnae, itrg*»tU n». >MuC* i" J er- 
tli.-to de. ivrobnir eunlr.i c.-l «tiro T j rirn. Iin'ivian . expo- 
niendo: Que por ¿UpajirtUa d*¡ padre i: mm dmi IVI^llno 
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¡S^" ™-^'o Poseo pública y pacíficamente M , aee . 
£*• 61 aBüa « - sir " al r *60 i- «« heredad y ,„. « t "„ e M 
ta. terrenos poseído, en eom.n, m ,„ heredero, ,| e Mto o 
Choque, una de las cuales V.rr..r.. ni «'«ferino 
demandado. ¿¿ trnnc ¡, ¡gj " «Hj * *** «on el 
j flntn «Juqma, privando así Á su poder- 

dúo . tur t** á s,is te " pn ' ís ' ** - »"* ¿£ 

d«elo , por lo q„ 9 lnterpone u ^ ^ » 

eoe a despojante .restituir e , acueducto / C J 
de eo ,a „ s y ' £*¿¿»£ 

reemplazar! <1 "" 1 ,eila *" <1 ° rv » s . fc«t 

Que el .) * P* r otr « r«:ta t sin perjurficar ul predio dominante. 

T.2.Í, . k". l ¿ Pr< " >,,r qUC ' a aM "" k P° 
1 ejerina es la que lo ha s ,rrid siempre, y «V | 8 CUil , „ ta . P .„ 

actual posesión y tos perjuicio* „.,« , i 1 " 6,1 

pojo. P'fjuiuo» que le ha causado eu el des- 

V considerando: Quedespojo es el neto violento 4 elande.tino 
por e, en., uno es privado de nna ,„ „. pose(a> « ^ J 
nodo nn dereeho ,„ B0zal)¡l (l , „ J0 " W 

para que proceda este interdiet. no „ ,„,' J ¿f* 

M eiHMta con la ¡„tenc¡„„ de apropiarse el despojan,, „ 2 & 

ÍÍÜK'^ prirú a ' desp " jado: 

habí, tenido lo posesión 4 tenencia de la cosa demand I 
haber defectivamente despojado de esta posesión 4tene,?,'u 

e«lih. ,1» • l 'J'rina ¡a posesión en qi,e ('hoque 

c ara ! ^ "^"^ Prescindiendo .,,1, 

d.claracunes concordantes, en la inspección neniar, fuemos 

t " raij,on r s ° 1 * ¡£r¡z 

I» Que en el trayecto de los terrenos de I.indor ( „„„„, has . 
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ta el callejón que los separa de los poseídos por el demandado, el 
acueducto lia sido completamente borrado en mi parte inferior 
j reem pialado por otro nuevo, sobre nu nivel más alto queba- 
ce imposible el curso del agua sin el costo de un pequeño te- 
rraplén. 

2" Que desde dicho callejón, en ta distancia de una ruad ra y 
cuarto, más 6 menos, ha sido Igualmente borrado, cruzado por 
otras acequias f ocupado su c moe con sembradíos hasta dar 
con un manantial. 

3 a Quelu nuera «cequia abierta por Tejí-Tina, desde este 
manantial, lo está a" una altura tal, que es imposible el « urso 
del agua del antiguo *we »l niiefe sin un puente, por cuya 
fult-i aún no se ha podido levantar el agua á la nuera acequia. 

4* Qutr ota cae á una zunj-i impropia a la corriente necesaria 
en una acequia, v la mal al s .lir al e:tado callejón queda tan 
baja respecto de la que servía al d. mandante, que no puede ha- 
cer p.«s;tr id agua á e\ta m» v\ trabajo expresado en el acta de 
la inspección. 

Qu.- con <ütos hechos, coi feSadoa por Tejerina, éste, de pro- 
pia autoridad ó fiolentame..U'. abusando de la posesión del pre- 
dio sirviente, privó á i'boqu-- del libre uso y goce del acueducto 
que servía al riego de su lien -du ¡ y eq consecuencia e*tá ubliga* 
do a restituirle en su pleno gm-e, indemnizándole l»> perjuicios 
causados por el despojo, y al pago d« las costas d<l juicio con 
sujeción a la ley 10, título 10, Partida 1\ concordante con el 
artículo r> i I d"d Código di- Procedimientos de la Provincia, 
aplicables como sup'emouta i ia 'de la ley nacional, M'guii el ar- 
tículo 21 de la ley s«bre jui ísdiecion y competencia de los Tri- 
bu niles na ionales. 

Por estos fundamentos, deliuitivamente fallo : condenando ú 
don C destino Tejei iua : primero á res; ituir en el térmi no de die z 
diastoiael agua di- que goiUba ( hoqm , basta ponerla en los 
terrenos de éste pire! feap- uto acueducto, que puede ser e¡ 
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nuevo, siomj.re que «o can.e p.Tj.iic-io alguno al demandante; 
stgm.do, á indemnizar á éste loa perjuieioscausados con e | des- 
pojo, que se justificarán y apr, ciarán por nuevo juicio i y Urce- 
re. al pago délas costas del juicio, de conformidad á las leves 
citadas. Ilep uigase y notí1ique<e original. 



David Xamhrann 



t-'nllv de J» *upremitt'«i*ie 



ÜmMM-í Aires, Noviembre 8 d« 1891. 

Vistos y considerando: Primero: Que como lo establee la 
sentencia apelada, de acuerdo cmi laa constancias de autos, e^lá 
plenamente comprobada aun por la confesión deld*niaudado,la 
posesión que invoca el actor, de la acequia y goce del agua á 
que e> ta cansa ,e refiere. 

Seyuntto: Que se halla ig.ulments acreditado tanto por la 
prueba testimonial producid.., .orno por el mérito de la inspec- 
' í0,i (,e Sq ^ tros vuelta, que el demandado de pn.pia 

autoridad, ha destruido una parte de la mencionada acequia 
aprovechando en su interés del suelo que ocupaba, ai,, reempla- 
zarla como lo pretende con otro cauce en condiciones apropia- 
das para dejar eipedito el derecho del demandante, que ha estado 
privado del uso del agua á consecuencia de las obras 
por aquel. 

Tercero: Que con tales antecedentes la acción ^ 
ducidayque ha sido iut ntada dentro del lérmin7 le^al Ts 
ciertamente procedente, con arreglo a lo dispuesto por los a'rtí- 
culos dos mil cuatrocientos noventa j ocho del Código Civil y 
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trescientos veintiocbo de la ley de procedimiento* y doctrina 
basada en tas leyes procesales preexistentes, declaradas suple- 
torias por el artículo trescientos setenta y cuatro de la citada 
ley de procedimientos. 

Cuarto: Que en consecuencia t el demandad o debe ser conde- 
nado á restablecer las cosas J su estado anterior, con la indem- 
nización al demandante, délas pérdidas é intereses y gastos del 
juicio, de conformidad con los artículos dos mil cuatrocientos 
noventa y cuatro y dos mil cuatrocientos noventa y ocho de^ 
Código Civil . 

Por esto, y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja sesenta y seis, se continua cotí costas. Repuestos 
Jos sellos, devuélvanse. 

BEfíJAMIX PAZ. — LUIS V. VAltELA. 

— ABEL RAZAN . — OCTAVIO BUSGE. 

— JUAN E. TORREKT. 



( AINA CCXXXXIII 



El Ferro-Carril Central Argentina contra el doctor don Pedro 
Rueda, por expropiación; sobre desglose de actuaciones y nu- 
lidad de notificaciones. 

Sumano. — l 9 La incidencia promovida por el expropiado de 
no ser comprendido en la zona á expropiarse el terreno di man- 
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dado, debe ser resuelta flentro del juicio de expropiación en la 
formi actuada y sumaria propia de este juicio. 

2 o Son nulas las notificaciones hei-has sin interyencion de in- 
térprete, á quien no conoce el idjoma de! país. 



Caso, — Kn los autos seguidos por la empresa contra el doc- 
tor Rueda sobre expropiación de un terreno, para la construcción 
de la vía del Rosario al Pergamino, se convocó i las partes á 
juicio vernal para oirías sobre los informes de ios peritos que 
avaluaron el terreno despropiarse. 

En el juicio verbal el doctor Rueda espuso: que prescindiendo 
por completo di- la cuestión principal, en virtud de haber llega- 
do re cien á su conocimiento Ja existencia de la solicitud y pla- 
nos de la concesión Wuodgate en la secretaría del senado, y de 
los cuales resulta que la empresa constructora había llevado su 
línea férrea en una trayectoria diversa á la que se te había 
acordado en su concesión, pasando por puntos distintos y per- 
judicando así la propinad del doctor Rueda, pedía la nulidad 
del juicio de expropiación y que se obligase á Ja empresa á llevar 
su línea por donde marcaba su concesión y que recien entonces 
procedía entrar al juicio de expropiación. Que, además, Ja em- 
presa había denunciado una área menor que la que en realidad 
tomaba, lo que constituía una mala fé departe de laetnpresi, 
que debía ser penada con una multa de 1000 pesos. 

Pomo hallarse presen te en el juicio verbal el abogado de la 
empresa expropiante, se confirió vista a ésta de la petición del 
doctor Rueda. 

Evacuando esta vista, la parte de la empresa expuso: que le 
es imposible contestar á la demanda de nulidad deducida por el 
doctor Rueda en el juicio verbal, tanto porgue no se le han 



72 



FALLOS 1>E LA SUPItfcMA COHTB 



dado los nueve días déla ley. cuanto porque necesita y exijo las 
Copias y reculillos para hacerlo. Que por otra parte esa nueva 
demanda no pin de ni debe correr conjunta y confusamente 
mezclada con el juicio de expropiación y que sería entorpecida y 
retardada en su tramitación sumaria por ese nuevo litis que 
debe sustanciarse por la vía ordinaria. Pidió con el objeto de 
regularizar el procedimiento: primero, que se furme expediente 
por separado con todas las piezas originales que obran de fojas 
i 41 y 200 1 con exclusión dt¿ su informe escrito da foja M8, copia 
del acta de foja 151 V del escrit-)en que esto pide; y secundo, que 
formailoquü sea el nuevo expediéntese le corra traslado por el 
término y con los recaudos de ley. 

Durante la tramitación del juicio la parte de Rueda pidió que 
se hicieran dos notificaciones directamente al administrador de 
la empresa expropiante, señor Clark, la una p ira que manifes- 
tara si cousidera legitima la actual traza y construcción del ra- 
mal del Rosario al Pergamino, concedida según la ley N° 2374, 
Íeeha6 de Noviembre de 1888; y la otra para que manifestara si 
se liabfa solicitado del Honorable Congrese modificación á este 
respecto. En las diligencias de notificaciones, que se negó á 
suscribir al administrador, se negó hacer las manifestaciones 
ordenadas, fundándose en la primera, en que tenía constituido 
apoderado en los aut-s. 

El apoderado de la empresa pidió que las citadas notificacio- 
nes se declararan sin valor ni efecto legal, por cuanto el admi- 
nistrador ignora el idioma nanon al como le consta al juzgado, 
y es completamente ajeno al estado de la causa, teniendo repre- 
sentante en ella, y tanto mis caant» que las uotiQcaciones se 
hicieron sin la intervención de un intérprete. 



DE justicia iucuonal 73 



F«ll» del Jun redi-r.l 



lto>iirio, Dteivnitin* líidt- \mX 

Al primer punto, tratándose, como en efecto se trató de un 
nuevo y distinto juicio, como va se insinuó en ti decreto de fa- 
cha 21 de Nonomlire próximo pasado, corriente á foja 170, 
hágase comu se solicita. Al tcgunriii, que establecido lo anterior 
y queda Aceptado por las partos, aegun se comprueba por la 
diligencia de notificación corriente ¡i foja 17l t la pn-scripcioii 
de los articula 8 y 59 de la ley nacional da Procedimientos, 
son de ajustada aplicación al caso, debiéud en tal concepto 
prourderse en el sentido que se solicita, por lo cual se hace 
lugar asimismo á lo en este punto pedido, Al tercero, !o ya 
proveído. Al uír.isi y en razan de la notoriedad de los hechos 
allí aducidos, déjese si infecto las notificaciones de fojas 185 y 
192, las que deberán practicarse oportunamente y conforme i 
derecho, nombrándose i sus efectos intérprete al señor Pedro 
L, /avalla, quien deberá aceptar el car^o por ante el secreta- 
rio. Repóngase. 
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í «lio d« Ia MuprentH Corle 

. tifíenos Aires, .Novirirjbre 10 de lÜ9i, 

Vistos: Considerando, que en la exposición de fuja ciento cin- 
cuenta y cuatro la parte del Ductor Rueda contestad la empre- 
sa del Ferro-Carril Central Argentino el derecho de expropiar 
la zoriii de terreno á que esta causase refiere, pretendiendo que 
la autorización concedida n la citada empresa afecta una zona 
diferente, 

Que como en todos los juicios, también cu el de expropiación 
la cosa que se demanda constituye uno de sus elementos, con 
tunta mayor razón cuanto que la expropiación es una venta for- 
zosa (articulo mil trescientos veinticuatro, inciso primero, Có- 
digo Civil ) que mi pone cosa y precio. 

Que por consiguiente, L;i declaración de ser ó no ser expro- 
piaba la eosn que se quiere sacar del dominio de un tercero, de- 
be formar parte de una resolución á pronunciarse. 

Que eato no obsta a la sumaridad del juicio de expropiación, 
dentro de cuyos trámites breves deben ventilarse ¡as diferentes 
cuestiones que hacen la materia de la causa y sus incidencias. 

Que lejos de est: r esto en pugna con la ley de expropiación y 
con los prmeipios generales que reglan la forma de los juicios, es 
a la inversa, opuesto áesa ley y principios, U división de la con- 
tinencia de Ja causa, dando ásus elementos componentes diver- 
sas formas y sometiéndolos aisladamente á procedimientos in- 
dependientes. 

Que dada la naturaleza del juicio y los objetos de la expro- 
piación, no puede sustanciarse enferma ordinaria, ni con pre- 
sentación de alegatos escritos, ninguna de sus incidencias, por 
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cuanto le quitarían la brevedad indispensable en su tramitación 
conviniéndolo en un procedo do Uto examen, do lentu y dispen- 
dioso curso. 

Por estos fundamentos : av revoca el auto apelado de foja 
doscientas diez vuelta eti cuanto manda formar expediente sepa- 
rado con la incidencia promovida por el expropiado, y sedada- 
ra que ésta debe ser resuelta dentro del juicio do expropiación 
en la forma actuada y sumaria que < orri'spond?, y sa confir- 
ma en cuanto resuelve la nulidad de las notificaciones de fojas 
ciento ochen tn y cinco y dentó noventa y dos. Repuestos los 
sl'IIos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VAHE- 
LA. — ABELBAZAN. — OCTAVIO 
BUNC.E. — JUAN E. TOItHENT. 



CAIMA <J<JLX\AIV 



Don Francisco Francioni contra Don Cártos lindel; sobre 

ejecución de lamió. 

Sumario. — Los laudos arbitrales de que la parte pide eje- 
cución, deben ejecutarse presentándose el compromiso y sen- 
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tenciasiguada de escribano público, y pareciendo que fué dada 
dentro del término de! compromiso y sobro las cosas que fue 
comprometido, siempre que la referida parte afiance la resti- 
tución. 



Caso. — Dictado el laudo la parte de Zindel dedujo los tp- 
cursos de apelación y nulidad, y la parte de Francioni pidió 
man lamiente de ejecución por la suma que el laudo mandaba 
pagar. 

rail* del Jurr Federal 



Bul'üos Aires. Julio IT Jo 1«Ü4. 

Y vistos: No tenien lo el título en virtud por el cual se de- 
duce el presente juicio de apmnio, los requisitos de derecho. 
p«r cuanto el laudo arbitral en.que se funda no se baila homolo- 
gado, estando por el contrario pendente de la resolución del 
Juzgado en mi recurso deducido ante él sobre nulidad dil mis- 
ino i no lia lugar por ubora á lo solicitado por el representante 
de Don Francisco Francioni en los escritos de Junio 15 y Julio 
2 del corriente ano. 

Juan del Campillo, 
Falla de la Bu|iFeam Caeí* 

(lóenos Aires, Noviei* hre 10 di 1894. 

Vistos: Considerando que según consta de U escritura pú- 
blica de foja una, Don Francisco Francioni, por una parte, y 
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por ü otra, Don Cárlos Zindel, capitán del buque i* de Mayo 
eu representación de la suciedad lfowuldtsiverke, convienen en 
someter á juicio de arbitros arbitradores las diferencias surgi- 
das entre ellos con motivo del contrata á que se refiere dicha 
escrituri, especificados en los artículos tercero, cuarto y quinto 
del documento transcrito en la misma. 

Que constituido el tribunal arbitral se ha pronunciado el laudo 
correspondiente.. 

Que comparando ese Jando con el compromiso, aparece oslen- 
siblemente que él ba recaído sobre la materia comprometida. 

Que no se pone en duda que el laudo, que se halla signado por 
escribano público, ha sido dictado dentro del termino acordado 
al efecto. 

Que fon arreglo a la h y marta, título veintiuno, librocuarto 
liecopilacion f amilana, que debe observarse conio supletoria* 
de la ley de procedimientos, de conformidad al artículo doscien- 
tos setenta y cuatro de esta ley. los laudas arbitrales de que la 
parte pidiera ejecución, deben ejecutarse libremente « pare- 
ciendo y pronta, dose el compr-misn y sentencia signad* de 
e^-ribanu públiroy pareciendo que fué dada dentro del término 
del compromiso y sobre la, cosas que fué comprometido 
siempre que la referida parte aliance la restitución. 

Que conforme á esa misma ley de Recopilación Castellana, 
la apelación contra las sentencias arbitrales, así como las nuli- 
dades que i-ontra ella seopoii£ t i, que no se funden eu la omisión 
de algunos de los requisitos expresados, lo mismo que cualquier 
otro remedio que se baga valer para enervar sus efectos, no 
pueden obstaculizar la ejecución de ellas. 

Quede conformidad con esos principios y con lo dispuesto 
por el ai tirulo doscientos cuarenta y nueve, inciso segundo, y 
el tr-srientos nueve, en la parte referente á los laudos de ami- 
gables componedores, asi lo tiene declarado esta Suprema Corto 
en varios casos, entre otros eu los que *e registran eu el tomo 
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lentos setenta, y série cuar- 
os veinticuatro desus fallos. 



ta, tomo primem, 




Que por consiguiente, la apelación interpuesta por Don Cir- 
ial Üindel, y tas nulidades* que invoca contra el laudo, en cuanto 
no afectan al término acordado para laudar, y á la materia 
comprometida, no pueden oostar i la ejecución pedida por 
Fruudoni, que ha ofrecido la lianza correspondiente, sin que 
esto prive A hiparle de la sociedad llowaldtwerke, de hacer va- 
ler sus medios de defensa, cuando y en la forma de derecho, 

l'or cntoi fun iameut >s t se revocan los autos apelados de 
fojas diez y veintidós y se declara que, fijada por el Juez de 
Sección la lianza que debe dar la |»arte de Francioni, debe proce- 
de, .-e á la ejecución del taudn. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 



BENJAMIN PA2» — LUIS V. VAUELA.— 
A DEL BmW, -OCTAVIO Bl\GE. — 
JUAN E . TOMIENT. 



I AINA C € I j \ \ )4" \ 



Ihn Fraunsrn Franciuni nmlm la soctpttfitf UawQtdtSWerke ; 

$o(tn> embargo preventivo, 



Sunmriú. — (\<n doctiiwmroa fehacientes puede pedirse em- 
irg-i preventivo, bajo Ja n '.sponsabilídad del solicitante. 
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Caso. — Acompañando los documentos relativos Don Fran- 
cisco Francioni se presentó al Juzgudo exponiendo: Que para 
solucionar las dilicultades creadas por la entrega del bnq^ne 
r dv Mayo, celebró un convenio con Don Carlos Zindel, ca- 
pitán di l buque y representante de la sociedad constructora 
€ llosweldtswerke», habiendo resultado después, que el gobierno 
nacional no admite el carbón, cuyo importe se aprecia en 30.000 
franco*; qu* hs diferencias del inventario del buque alcanzan 
á 50.000 f raucos, que las sumas entregadas al capitán, para sus 
gastos y los de la tripulación durante en estadía en nuestro 
puerto, alcanzan á 10.000 francos; que hay una diferencia en 
el precio del oro que atiende ú 30.000 trancos, y por último 
que existe otra partida de 57.000 francos ocasionada por la 
falta de entrega lí tiempo del buque. 

Que toda* estas cantidades hacen un total de 177.000 fran- 
cos, y atando para depositar en el Banco Alemán Traslántico la 
cantidad que le corresponde segun el convenio, quiere garan- 
tirse de la remisión de los fondos á Kurcpa para no quedar 
burlado en sus derechos, tratándose sobro todo de personas no 
radicadas en el país y venidas solamente á efectuar la entr.-ga 
del buque ; y pide, en consecuencia, se ordene al citado Banco 
la retención, bajo su responsabilidad de 177.000 francos, hasta 
tanto los arbitros resuelvan el monto exicto de las diferencias 
A que tiene derecho. 



Fallo del Juri Federal 

BiM-ij»& .Virt'>. Ahril "i de lKl-i. 

Por presentado en cuanto ha lugar por derecho con loa do- 
cumentos ucompafiados y \,ot constituido el domicilio que se 



su 
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indica, líbrese bajo la responsabilidad fiel solicitante oficio al 
señor Gerente del Banco Alemán Traslántin», pura o,ne n-tenga 
á ta orden de este Juzgado la eantid.id di* 177.000 f rímeos, de la 
suma de 385.000 franca, que deberá recibir dicho Itanco del 
gobierno nado mil y del señor Francisco F rancio» i. 

Campillo, 



Fallo ile I* ttu|irrm» «'«irli- 

Ruenos x'iTfi, Nnvicmltn: 10 de 

Vistos: Atento el mérito de los dmmnmtos exhibidos por la 
partí' de Fruncí o» i par» fundar el embargo preventivo que ha 
solicitado, y de conformidad á lo di-pm^to en '1 ¡irlícul" cin- 
cuenta y cineo, inciso tercero.de la li*y de prncnlimienl-'S, <e 
nonlirma, con costas, el auto apelado do foja treinta y uno. lie- 
puesto* los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ.-LIIS V. VARELA.— 
ABEL BAZ*fí.— OCTAVIO UU>CE.— 
JUAN R. TORUEST. 



DE JUSTICIA HAClÜJiAl, 



CAUSA 4«I,X\\VVI 



Ihm Wuitcr V. Fursf contra don Tomas íí. Pita, por cobro eje- 
cutivo líe f tesos; sobre excepción de incompetencia 



Sumario. — Discutida y declarada la competencia federal por 
raaou «le ta distinta vecindad de las partes, no es permitido al 
ejecutado oponer la excepción de incompetencia por haber cam- 
biado de dnniieilin antes de ía eitadoude remate. 



Caso. — En el juicio ejecutivo promovido por Furst contra 
Pita, éste promovió cuestión de incompetencia, que fué recha- 
zada, declarándose que la causa correspondía al juez federal par 
razón do la distinta vecindad de las partes. 

Citado de remate, el demandado, alegando que había cesado su 
distinta vecindad por hallarse domiciliado en la Capital, lo mis- 
mo que el ejecutante, opuso hí excepción de incompetencia. 

El actor conti-stú que >obrc Ja competencia existía cosa 
juzgada. 
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Fallo del Jurw. Federal 



I.íi l'lal.i, ítllio il 00 1KÍIL 

Autos y vistos: de conformidad con lo expuesto tu el prece- 
dente est rito, no ha lugar con costas á la excepción opuesta ; y 
se penteneitt Pstfl etusfi trance y remate, mandando en sa 
coas 1 euencia so II* *e la ejecución adelante hasta hacerle efecti- 
vo pago al arp .-lor secutante, 'luí capital, interese*)- costas , 
con el producto de los bienes embargados. 

lí. S. de Áyrrwüeehm 



Vlür* DEL SEStítt PHOCUlUDÜIt HESE» AL 



Iludió* Aires. S+lii iiibrt- 11 üV IWU. 

* 

Suprema (forte : 

[ tía ves establecida la competencia del juez y sustanciado el 
proceso m puede quedar al arbitrio de las partes, modificar esa 
competencia eun súbi cambiar arbitrariamente de domicilio. 
Tal procedimiento ^e^íaatClltalo^io de Inestabilidad de los pro- 
cedimientos y de las disposiciones legales que los rigen. Pido á 
Y. K, por ello la coníinnacion del auto recurrido de foja soten- 



í>e jwtiku Xah jonal 8;i 
la y cuatro en la parte que no hace lu-ir A h , n • 

-w.^. t foja <rtn ,,¡;;:, epe,on du '"■ 



Sntjttiiutm AVer. 



*'»M<» de h, Nupr^mi. ron* 



liut>iio»AÍR£, .NavÍL>mlin> 13 di I89¡ 



í-ertor 



/ se * 0lllirmi1 c,) » **U* el auto «pelado de 

foja setenta y cuatn, I íef >o,t,s ios «, K devuélvanse 



ABELI»*ZA«, — OCTAVIO BUSGE. 
— JUAN E. TOIMEKT. 
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<< L\\\UI 



Criminal, contra Juan Merlo ; por circulación de billrtes de 

curso letjal falsos 



Sumario. — 1" La entrega 1 sabiendas de billetes falsos do 
(mitmí It'ga), constituye el delito previsto y pinado por el artículo 
ti¿ de la ley nacional penal. 

2* YA propósito de ■ stafar queso tuvo al efectuar el acto, no 
puede cambiar su naturales», ni atenuarlo el Urdió de haber- 
las recibido de otr¡is manos. 



Casa. — Lo explica el 



ralla d>l Jurx ledml 

La PlMa, Setiembre 7 de 1894, 

Y vistos: los seguidos contra Juan Merlo, acusado de circula- 
ción debiUetes de banco falsificados y adulterados 

Y resultando: i ' Que en 17 de Marzo de 18ÍÍ3, se dió cuenta 
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al ¡omisariodeChacabuco que don Pedro Sorio había sido 
estafado por un individuo que Je había hecho una compra 
delriyo, entregándole cien pesos en sena con un papel de 500 
pesos moneda nacional, devolviéndole 400 pesos en dos billetes 
de 200 pesos moneda nacional 

2» Que ana ves conocida la filiación del individuo que había 
ejercitado tal hecho, se impartieron las órdenes del caso, habien- 
do sido aprehendido por la policía del Pilar el sospechado 
Juan Merlo, quien fué puesto á disposición del .Tuez de Paí del 
Partido (véase foja 2). * 

3* Que seguida la investigación, resultó haber entregado 

en Chivilcoy al individuo Lorenzo Martínez otro billete, igual 

al dado á Sorío. valor du 500 pesus moneda nacional, üili-te 
adulterado en su valor 

4" Que prestando indagación ante este tribunal confiesa el 
encausado su delincuencia, exponiendo :« que el 17 do Marzo 
último, se encontraba ene! partido de Chacabueo, donde fué de- 
tenido por la policía por haber dado en pago un billete de oOO 
pesos á Pedro Sorio, como seña de 100 pesos moneda nacional 
por la compra de 150 fauegus de trigo, dándole de vuelto éste 
dos billetesde 200 pesos moneda nacional cada uno ; y también 
en Chivilcoy á un chacarero Martínez á quien dió otro billete 
qua representaba igual t alor para que se Jo cambiara habiendo 
ambos billetes resultado adulterado* Jo que ¿l ignoraba». 

5 o Que las demás constancias de Ja sumaria son concu- 
rrentes j demuestran que et único autor de la estafa es Juan 
Merlo; tanto cuando se trata de P. Sorio, como de L. Martínez 
(véase foja 4 i foja 43 vuelta). 

6" Que examinados los billetes por la Caja de Conversión, 
resulta que el billete de foja 66 es de curso legal y kijitimo 
emitido por esa institución por su valor nominal de cien pesos 
moneda nacional, j tddefojaOó es falsificado, 

7" Que tanto el uno como el otro billete» han sidoadul- 
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íerados en su valor escrito, superponiéndoseles Húmeros que 
aparentaban el fufar real tic ~>tm pesos. 

8" Que instruida ta su mar i», y una vez en plenario, pro- 
iluj i el Procurador Kneal su acusación ( véase foja SÍ vuelta), 
la cual termina solicitarme para Juan Merlo, la pena de siete 
años de tr.iluijos forzados, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo fi2 tit la Jey de 1 i de Setiembre «le 1803. 

9 o 4 ¿ii i? tórrido trabado al defensor, este so expide (véa- 
>e f ija 5 i) declarando que en nfeeto, >u defendido se en- 
cuentra confeso y convicto del delito fínese le imputa, pero 
ijue tan sólo corresponde aplicarse la pena impuesta por el ar- 
tículo 285 del Código Penal y no el artículo &2 de ta ley fede- 
ral citada. 

Y considerando: i <>ue se lia > otnprobado sulioientemente 
la existencia del <lrh{n t como igualmente la identificación de 
ia perdona del autor qm» no en otro que Juan Merlo, <1 que c,-tá 
- oiili'fu y l" nv j'l ii -1. 1 itnftu mu |.> imputa i Tóase l'oja :>U 
vuelta). 

2" Que si cube alguna -luda sobre la aplicación de la finta, 
ello es tan sólo por ¡a propia rínnifirurion th>i deíito t¡tta fia 
fjo't itarfn, pu* s"¿ se t rata de una cxhtfa n qu- Merlo se lia 
valido de dos billetes de ítitt pesos moneda nacional uno 
legal y "tro falsificado y cuyos valores lia ¡idulterado. ó se trata 
propiumentede la circulación de un AiV/We /tiis/firml»? Cues- 
tión es ésl i á la que ha de cínun-eri uir lúteamente su atención 
el juzgado. 

3° Que tanto la acusación, como la defensa, acept an la con- 
fesión del encausado como rttaltftmtla y desprenden de ella 
ta dmifíatriott tlt l iMiío do cimtlaritm de billetes fttlst /¡cadas 
tjiitm ttiiitltertufa, mas ,;puede existir conjuntamente « orno causa 
agravante al hoeha de la circulación el de la estafa ó tan sólo e%os 
billetes han servido al aÚMr como vehículo para ejercitar una 
estafa y 
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4" Que de la mnnera qu*- 80 ha procedido, resulta eviden- 
temente, fe tmtú sutó de ejercitar ei hecho de una estafa y 
no se perpetró el delito n> circulación de billetes falsificados ; 
si se empbó un billete falso, fué porque se ti isponít de él, usan- 
do uno legal para id mismo heclio, loque presupone no so tenía 
á la muño otro falsificado, pnes quit u dispone da billetes, falsos 
no adultera « I /tu/al, empleándole al lia propicio de estufar, 
hubiera tmnpmH do los ilegitimo*. 

5 1 Qui! esto dem-iestri precisamente que en el autor de! he- 
cho iMicttiOH! predomino la idea de la rxfafu y i,j la Je cir- 
culación (Je moneda f¡il*a; y tanto más en. do los antecedentes 
del encausado ims indican que su inclinación delictuosa habitual, 
es la del estafador y no la de circo ¡«dar. 

0" IJue examinados U» antecedentes de la sumaria, resul- 
ta : que los dos papeles secuestrados muestran lian sido adul- 
terado* en su valor, superponiendo numeraciones tomadas de 
otros faliemi las que fueron adheridas á lusejomplares dgffega. 
ilos "íi autos. 

7" Que propiamente lublando, el delito que caracteriza 
esta iiiMtrucHon, soguillas constancias acumuladas, no es otro 
que -"I de estafa; auiiuj..- pueda apnronlem.-nte deeirse que exis- 
ta una circulación de ffil&e, /ais, ¡irados, ello no liace al fondo 
del hecho, desde el momento qtie tan s.'do uno de los billetes pré- 
senla ese carácter, lo q 1)e no caracteriza el acto delictuoso ni le 
hace prosperar. 

8- tjue delito es la inmsgrcsion de la ley (véase instruc- 
ción criminal, libro f* titula 1*; Vía, too» S\ libro 4" 1)1 
$m reta Sinistrau de Ameno, loino2\ página 402)0 .Hola- 
ckm é ifWitrmmmmtü ikl derecho por artos delibre voluntad* 
(véase L, Kilvela, Derecho penal, libro S', capítulo 1", § XXIX, 
pifítífl liB), Luego el delito propiamente dicho se encuentra 
calibeado por el áiiWtó y mluutwt de transgredir la ley véase 
J>. Matth de tlerrún. cont. f,:i\ si no es así no se delinque; mas 
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debe ir á rilo unido, anexo, el dolo que precisa la responsabili- 
dad criminal, de otra manera diríamos que sólo hubo simple 
culpa o culpa leve. 

íl r> Que de ln dicho se desprende, consiste el delito en la 
facultad mental del hombre *j patencia del alma raciona/, cuan- 
do un hecho es ejercitado por el libre atbedrfo del delincuente, 
voluntad que presupone la comisión positiva del delito; entóneos 
i' su per pe trucioti signe la responsabilidad criminal que se gra- 
dúa por los actos externos dolosos, no por los puros é indiferen- 
tes, ni por los malos obstautemente intrínsecos (véase Miau, 
números 5 y 6, página 414; número 20. página 442, tomo 1", 
obs, 10, capítulo 6 y sig., página 414, tomo 2 rt |. 

10' Que desde luego, la gradarían de la pena debe ne- 
cesariamente estar sujeta ala gravedad del delitos ésta varía 
según las circunstancias que han mediado y hechos que se han 
ejercitado desde el momento déla concepción del neto crimino- 
yo, hasta después de su perpetración 6 mejor de su ejecución, sin 
olvidar las circunstancias notadas por la ley 8", título 31, par- 
tida 7. 

li 1 Que encuadrando el caso sub-judice dentro de los 
caracteres es aciales ó caracteríceos de todo delito, tendremos 
la estafa, la riratteeion de monedas falsas, la falsificación, 
aunque todos son delitos tienen necesariamente sus caracteres 
especiales; luego hay delito porque el hecho tranagresor de la 
ley comprende una violación del derecho; fué ejercitado el acto 
doloso por la libre voluntad y con entera conciencia en el in- 
fractor de que era el derecho lo que se infringía, de otra manera 
no sería ni remoto presuponer el quebrantamiento del derecho. 

12* Que aplicando estos principios á los hechos desarro- 
llados, réntanos únicamente averiguar si deben clasificarse 
de circulación de billetes falsificados los actos delictuosos ejer- 
citados, ¿aplicársela pena determinada por el artículo ti02 inci- 
so 3" del Código vigente, al autor de estafa. 
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13" Que siendo «Intuito los delitos do circular billetes 
de banco falso* y el de la petu del uno no corres- 

ponde al autor «1- la otra y en cuanto á su aplicación, dice 
mostró rodilicadur, debe obstarse estrictamente lo dispuso 
en los artículos M, 17 y el principio iuconcusode derechoque 
nin-una c.iusa autoriza ai juez para separarse de la pena 
teyal, cambiar su clase, prolongar <> abreviar su duración; de 
d.mde <e deduce que ha de dasiliairse y penarse tan s.Jo el <te~ 
hto ejercitado y no otro. 

I* Que únicamente ha de pensara un e.ror en la clasifi- 
cación hecha por el Procurador Fiscal sosteniendo el delito 
de circulación de billetes [unificadas en vez de! de estafa apli- 
cado una pena distinta a la .pie trae aparejada la dicha infrac- 
ción, de donde se deduce que se ha separado de la pena legal y 
cambiado su clase. 

15° Que se entiende por hechos constitutivos, lo* que forman 
las condiciones, lo* elementos indispensables para la eiiston- 
cia misma del delito y se entiende por circunstancias, los he- 
chos, que distiendo el delito se colocan, se agrupan en su n- 
dedor { de circum ciare) en calidad de hechos accesorios (de ad 
cederé) y f.»nnan sus modalidades. 

16* Que igualmente se dice circunstancias constitutivas, 
cuando b aliándose el delit, formado de elementos complejos, uno 
de ellos es considerado locamente como el hecho principal y 
los demás como hechos accesorios, aunque la reunión de todos 
sea indispensable p;«ra la existencia del d^'ito (réase M, 
Ortolan, Derecho t*enul, números \\\ al U3, página 152 
tomo f*J¡ 

17" Que siguiendo una regla practica para discernir esos he- 
chas ha de aeuriirso í la definición del dehto, haciendo que gal- 
ga de ella todo lo que es condición sine y«« non de la existencia 
drtdehto, esos son los hechos ó los elementos constitutivos. 

iW Que según nuestra ley penal, cometen el delito de circu.- 
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lacion, los que expendan moneda falsa de especie que tféiíg'a 
curso legal en la nación (víase articula 60, ley de t i de Setiem- 
bre de v todo el que ron nombre supuesto, entidad simu- 
lada.. , defraude ú otro, aparentando biene**... 6 valien- 
dase para i-I i-f.-clode cualquier otro ardid ú engallo* . . come- 
terá el delito de estafa (réase artículo Sü?, '" ligo renal). 

f 9 o Que para que exista et tklfco de ei ira fariña dr moneda 
falstfaada, es necesario, segnn la delinieion, que ha va cirrula- 
eioa t que ésta si* hfi««i de billetes de Imiten falsificados y que el 
billete no se renga de buena fd y aún si se tiene de mala fé y él lia 
siílo refiíbiflu m gajgft, en tunees meramente se reputa el Ae<*¿<>tnu 
súk punible con multa, I.u.go la r, r rufaemti de billetes nopiu - 
de recaer sino sobre aquélla* que san fakm y «o sobre los legí- 
tima ., pomo aucede en el sub-judice, 

"H\ Que vínon-loá la mofa, lia de teñese en cuenta qm> 
nm-slra by no la ib-iin» propiamente, reduciéndose A enumerar 
lo> actos que deben ser coiisídt radie* cnnio tal delttao defrauda - 
mntvs y entre i-Ilos « ncontramns que toda el tftte defraude á otro 
ttjitirentfwdn bienes... ú entiéndase ¡tata el efecto de cual- 
quier otro ardid ó engaño, s.<ra castigado eoum estafador. 

%\ «Repara peni tramos de] espíritu del legislador, hemos de 
ocurrir a! texto primitivo de nuestro túdi^oPenal, donoj el Dr. 
Tejedor, c-Miii'-nt indo .-I articulo 321 en SU ilustrativa obra di- 
ee: la calificación t\e estofa la aplicaba ta antigua jurisprudencia 
a fado harta ifi/r remetieran por destreza fu layares públicos... 
indieidinis... bajo diferentes pret»->tos. I'Mp delito abraza mti- 
ehos fraudes: t/'er e.nattpfo HOUpódriú mne euntar en canatos 
a i anéeos fosen los untes mr/auas los uñosa titeos* (véase Te- 
jedor, n«la al artículo U' del proyecto de iKtKi, página 308, y 
ley 7\ título Iti, Partida 7\ conel. ley <i' f título T, libro íi', y 
leve-* Ü 1 y 3 1 , título i, libro íí 1 de la Novísima Recopilación), 

22 tjue en el safi-jitdice sella hecho uso de un ardid. ., 
parasupl mtar ta cosa ajena engañando á>u due.iQ, deque con- 
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servaba el valor legitimo y corriente, sin embargo - ti so poder 
y <|«ir en verdad, en sustitución se le había dejado uti valor ile- 
yi tinta, que no era el legítimo ni el legal, 

<¿»e es necesario no perder de vista, íjiic nnlid, na es 
otro cosa que la treta, mtmtagema, arttficnt, medio ó recurso 
conducente, á aparenta* un luí real y legítimo ; y así es la <ts- 
tttria ó arte ron r/ue se pretende el logro de ahjun ¡atento co- 
mo ha sueedidu en el caso presente, donde por medio de nniue- 
raciom-s superpuestas, se lia representado un valor aparente 

d«' IUi WA'/f de haitro. 

24 n Qu.' h í*,\/(//f( es un hecho ejecutado para obtener 
un lucro con perjuii-íu d- h.s intereses de otra perdona, 
y así, se comete este delito cuando valiéndose el a-ente de un 
Urdid, defrauda por este medio Jos intercede! engañada y co- 
mo ni lodo delito de esta naturali za existe un verdadero, enga- 
ño ó ardid t on ánimo y voluntad de eji-eutnrlu, su autor cae 
bajo el imperio iicl artículo 202 del Código Penal, penado < on 
Ja inlliccion tle la designada por el inciso 3* del misma artículo, 
desde el momento que la suma defraudada no alcanza á 500 
pesos ni ic 

1'or estos fundamentos, Tallo ; condenando á .luán Mirlo á 
sufrirla pena de doce meses de arresto, poi ti delito de estafa 
(véase artículo 202, inciso 3", Código Pe nal), devolución de 
los 500 pesos moneda nacional estufados á Juan Martínez, 
y de los 500 pesos moneda nacional estafados á Pedro Sorio, 
con más las costas del juicio. Y encontrándose consumida con 
exceso la pena legal, dilso p«.r compurgado el delito ton la 
sefrida, li otándose olicio al J.-fe de Policía para que sea puesto 
en libertad el dicho reo. Notifíquese con el original, regístrese 
en el libro de sentencias y repónganselas foja^. 



Mor ta no ,S\ de Aurrecoee/tea. 
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VISTA DEL SESOK PROÍU'UAUOH CEXElUf, 



Bueiws Airt's, ' icUihre l«i de lt^i. 



Suprema Corte: 

La sentencia corriente á foja t>9 declara al procesado roo 
del delito de estafa, imponiéndole coiuu pena la prisión sufridu. 

Debo apart:irmi> de las abstrac^iunes jurídicas di* esa sen- 
tvncia. que pn Irían envolver el ln i cho imputado al procesado 
Merln en nebulosidades insondable^ ; y bust-ar sencillamente 
en Jas constancias de autos la naturali za del deliio porque se 
Le procesa y la pena que le es aplicable. 

La sentencia, en su vigísinio cuarto considerando, recordan- 
do las condicione-; generales de engaño, ardido fraude, que 
caracteriza el delito de, estufa, caliiic:i de tal al del procesado 
en cuestión, 

Fen» muchos, la generalidad de los delitos, so desenvuelven 
bajo el mó>U de aquellas condiciones, siendo, no obstante, el 
medio empleado lo que determina su naturaleza, 

Aun cuando el homicidio, el incendio, la falaíncaeion, el ro- 
bu, se ejecuten c *n ardid y engaño, para outi-ner un lucro del 
engañado, no pierden su naturaleza, Así también, aun cuando 
la falsificación de billetes de banco, la alteración de la nrnne- 
da legal constituyen una estafa, respecto del individuo estafa- 
do, ese delito tiene los caracteres y respetabilidades que le 
n tribuyen las leyes especiales de la Nación. 

Toda falsiticaciou do moneda tiene por objeto una defrauda- 
ción y una estafa, porque biere el interés privado, pero ofende 
y atenía muy principalmente contra el interés y la autoridad 
nacional. 
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Por ello, cuando la estafa se sirve de la falsificación 6 circu- 
lación de moneda falsa, para conseguir su objeto, y produce 
billetes falsos di- los bancos garantidos por la nación, el delito 
cae unjo la calificación y penalidad del artículo 62 de la 1er so- 
bre crímenes contra la ruicton, de M de Setiembre de i8{J3, 
como los mismo, bill.-tes UU jileados lo reconocen y proclaman 
al transcribir al dorso las referencias de aquella ley. 

Resulta de mito*, que el procedido, sin olicio, ni capital, ni 
domicilio conocido, fragua negocios en la eumpaiia de la pro- 
Tiucia de fiuenos Aires, y entrega a cuenta de pago billetes 
falsificados en su totalidiuK eoniu el de foja 65, ó falsilicados 
en la parte design.ifiva de su valor, conio el de foja 66. En 
uno y otro caso, la falsificación de billete garantido por la Jía- 
cjoii, con un valor fijo r determinado, se lia producido, y su 

¿ Puede admitirse la buena tt invocada ? 

No resulta apoyada en nin-mia «le las . o n3 lancias de autos. 
Muy al contrario, las condiciones personaos del procesado, su 
vida uúiuadM, y la falta de comprobación de recursos propios, 
los n.-goeios fi;iguad-»s para producir el hecho, su repetición, la 
ocultación de domicilio á los engañados, sus negativas á la au- 
tnridad, la falta de verdad y contradicción..* maliciosas en que 
incurre después, todo revela un plan urdido y llevado á cabo 
dos veces, en el transcurso de un corto intermedio, para consu- 
mar la c i re n Ilición de los billetes falsiiVados. 

La posesión de buena fe*, respecto de los billetes cambiados, 
que se liace derivar de la confesion.no puede aprovechar al 
procesado, cuando resulta desvirtuada por las constancias de 
autos, y nada ha lucho la defensa durante el termino para jus- 
tifiearla. 

El delito es, pues, de circulación de Billetes del Banco Xa- 
cioual falsilicados, cae por ello, bajo la pena del artículo62 de 
la ley de Como esa pena varía entre cuatro y siete años 
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de trabajos forzados, y el hecho no es, en sus consecuencia, 
de m&T importancia, pido á V. E. sb sirva aplj.-ar el iníni- 
mum tanto de la pena corporal como de la pctfniariii, re voc ¡ni- 
do en consecuencia la sentencia recurrida, 

BaMniano $ícr. 



I Hilo rit* la *ii|>remu ( orle 

Victos : Juan Merlo, acos;idu criminalmente por adulteración 
y fálsijfithieioa de billetes de latino roníh-sa, los hechas que 
m h- imputan y *on los siguientes : que t n M irzo de mil ocho- 
cientos noventa y tres efectuó tina compra de trigosá Don Pedro 
iS-trio, i ti « l partido do í'liiie.thueu, entregándote en seña cien 
pesos moneda legal en un billete de quinientos pesos devolvién- 
dole id Vendedor cuatrocientos pesos do la misma moneda; que 
también en < h ¡v i ícov entregó;! I>.«n Lorenzo Mar t i nez T eo paludo 
cien pesos, olro billete de quinientos peses de la misma moneda, 
rii-Y(dv¡éiidid<- i ; stc cu.ii r«. <-i< iA<>-, peses; que id btlJele d;id» .1 
Sotíd es falMi.y el dado á .Martille?, es adulterado en su valor 
(fojas secuta y cinco y sesenta y m-ís); que el acusado sólo 
alega en su defensa que reeiljiú dichos billetes de manos estru- 
uas ; que tanto él, como su defens ir, reconocen que se ha come- 
tido il delito de estafa, negando que Hubiere comcti'lo los deli- 
tos de falsilicai-iony circulación de billetes falsos que le imputa 
el Ministerio Fiscal. VA Juez tt tjnn, en su sentencia de f. Ja se- 
senta y nueve, acepta la defensa del acusado y le condena como 
autor del delito de estafa, imponiéndole las penas establecidas 
ene! artículo doscientos do<, inciso tercero del Código Penal, y 
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absolviéndolo de la aett^ekro pm falsilieacion y eÍíftul*eion de 
billetes falsos. Apelada dicha sentencia por el Ministerio Fiscal, 
el señor Procura lur General, en su vUbi ñu foja w |u<n ta y cuatro 
|>iile la revo ación de la sentencia y que sen condenado Juan 
Merlo al iuíiiíiihiii de la pena (lesionada un el urtíeuh- sesenta y 
dos ele la ley dí ateme de Setiembre rJ mil echüoitnioa ausen- 
ta y tn-s, por el dftllto de circulación di- billete* falsificados 
del lianco Nacional. Réetfnecido y confesado qm> Merln entre- 
gó ti los expresados in.livjduos Sorio y M.trtinuz lo* -los bille- 
tes im neionados, falso el uno y ndult-iad» . I .,tr... r,,,, el pru- 
pisilorle estafarlos, queda evidenciado que puso en circula- 
ción maliciosamente di< l,os billetes, sin que el designio frau- 
dulento qtie le moriÓ á efectuar el ario, fyteáú cambur so na- 
turaleza, m atenúa* tump .ci, el delito 1 1 excusa alegada por el 
rende haber recibido á <u veá de otras manes dichos bilíet.-s, 
sin expresar cuúudo ni de quién los recibió, ni «Micho mml 
probado su alirmaeion. VA articule sesenta y dúde la ley d e 
catorce de .Setiembre establece que comete el delit» de circula- 
ción de billete* falsos el que los expendiese á sabiendas de sti 
falsedad. Ijtie estas circunstancias que. wmmwtl de la crimi- 
nalidad del acosado, no resultan desvirtuadas por ningún otro 
antecedente del proceso que le sea favorable, para aplicarle la 
disposición del artículo sesenta y tres de la Citad* ley. Por 
estos fundamentos y de conformidad con lo pedido por el señor 
Procurador Genera] y lo dispuesto por el articulo tremta de la 
ley número dos mil doscientos once : se revoca ¡a sentencia de 
foja sesenta y nueve en la parte ape adu, condenándose á Juan 
Merlo á cuatro aín-s años de trabajos forzados, con multa de 
quinientos pesos, con costas; y devuélvanse. 



HK>JAMIN PAZ.~1.LIS V. VA UBI. A.— 
AUEl. IM&ÁN.' — OCTAVIO ISLM.E.— 
JUAS E. TOlllíEST. 
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f- ntra Casi i lío ¡¡ £?■ sobre falsa mntii [esturión tlct tfbmtíte de 
rtmchn íj provisimics ej-tstmies á bordo 



Sumario, — La falsa manifestación $eí sobrante de ranHio 
y provisiones existentes ú bordo, no verificada dentro 'le -18 
lloran, constituye el delito de contrabando, y autoriza la penu 

(te H*nii>0. 



Cojo. — R^ulta de las siguientes piezas : 



REMHIXIOX DE ADUANA 

llwnos-Aíres, Mar/o II de 

Visto lo actuado, y atento lo expuesto en el informo que an- 
teceile, de lo que resulta comprobado lo denunciado en el par- 
te «le fojit primera, con arreglo a lo dispuesto pq? los artículos 
ytla y Í05i de las Ordenanzas de Aduana, declaro raido en co_ 
nuio el exceso de (805) ochocientos sesenta y cinco kilos aceite 
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de olivo, de que se trata, debiendo manifestar el interesado en 
el acto de la noJifieaeimi si está conforme en abonar el importe 
del comiso, ó hace abandono del exceso. 

Hayase saber. A sus efectos pase á Contaduría y repóngase 
los sello*. 



Vnllo M Jur/ Ft»il<»ri«l 



Buenos Aires, Jiniin Hi ,\ v 1H9Í. 

Tristes: Considerando ¿¿a es esencial ú toda manifesta- 
ción, hecha en mñuú .le le dispuesto por las Ordenanzas de 
Aduana, que sea Ja exi>re*i.»n de la verdad ; que en tal virtud 
es que el articulo 1025 de esas ordenanzas establece que ha- 
brá de considerarse come fraude, y por tanto como materia de 
nena, toda falsa manifestación " omisión de requisito que pue- 
da originar una disminución de la renta fiscal ; que en el pre- 
sente caso está constatado haber manifestado con falsedad el 
peso contenido de los 53 cajones de aceite pertenecientes al 
rancho de la barca € Giuseppe Accamei, falsa manifestador, 
¡í favor de la cual ha podido defraudarse al iisco déla renta que 
legítimamente debía percibir. Por ésto y .us fundamentos : se 
conlirma la resol ui-ion apelada de foja 10. con costas. Notifí- 
queso con el origina!, y en oportunidad devuélvanse estos autos 
á la Aduana á los ef ecto:» correspondientes, y repóngase el pgggjL 



J, V. Lülnnnc. 
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vista m:i. seSoi» puoclhahoh guiíeiul 

Unenos Aires Julio lü del»U. 

Suprema forte: 

Todas las preseripriones de ta Ordenanza de Aduana, sobre 
manifiesto de carga de un buque, tienen por ohjetu evitar el 
contrabando, y con él la defraudación de la renta pública. 

No es por mera forma que el artículo de !as ordenanza* 
prescribe el deber de entregar al olicinl de visita tu anotación 
del sobran!** de rancho y provisiones que ten^a á su burdo, 
jf el 41 ••! do entregar al ooiisiyiiatario (1 manifiesto general 
de ear(«íi y reJaeion del sobrante «le rancho, y que el 51 sólo con- 
cede un plazo perentorio de cuarenta y ocho horas para que 
el capitán pin la salvar sitt n-u/o cualquier error cúmel ido 
en el maniliestn. 

La infracción de está disposiciones difiere esencialmente de 
las previstas ni jos articulo-- ítit» y siguientes délas ordenanzas; 
que sólo se reli-'ren á los efectos manifestados por el capitán en 
el sobrante de rancho, y no á ios ocultados 6 reservados bajo 
una falsa manif-^t :fion. 

Si en el caso mb-jutüce ha existido, como es evidente y resul- 
ta reconocido, Falsa inanias tai ion del sobraniu de rancho, le es 
aplicable la pena establecida en el artículo 903 de las ordenan- 
za, que no distingue ni limita su aplicación, y til contrario, la 
extiende y generaliza á los errores cometidos en el raaniliesto 
gniieral, ó su traducción, siempre que no se hayan salvado den- 
tro de las AH horas que concede al efecto el articulo 51 , l'or 
ello, y los fundamentos déla sentencia recurrida de foja 37 
vuelta, pido á V. K. su confirmación. 

Subí tu ano kicr. 
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I «lio |« »u|irem« Corte 



Ihieno* Aires. KoVíen&fC 13 de IKN 

Vistos : Por s„s fundamentos y <Je rnnformidad con lo ffeft. 
'i- P«r el señor Procurador General: ,e coafirmt con costas la 
^tenrmap^ía^Mojitrcriik y míe ruelta, y repuesta 
los sellos, devuélvanse. 



t»AZ. - AB£L BAZA». 
OCTAVIO DOCE, — JUAK E. 
TOItíítNT. 



< A1SA t < rv> VI V 



BtetaiA ^ touiiviencía entre /„, y M(W< f / c /« r V|| , rf(J 

/ ; fi nata } mm «moccr en ta sucesión de Don Marcelino 
Sitares. 



Sanano. — Iiu Ja» cuestiones do competencia promovías 
por inli.b.toru ante los respectivos jueces, y bailándose con- 
clusa íacansa para la vista, no procede la presentación de docu- 
mentos por las partes. 



ion 
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Casa, — Ka aquella caur-a, una de la-i partes presentó, a*és- 
pucs de pagados los autos al relator, varios documentos pidíen- 
do que f uerao ftgf ígadtói 



Fiillo I» Hupmnn l'orlt 



Buenos Aires, Noviembre 15 do ÍSfM, 

Habiéndose sentenciado la presente cuestión de competencia 
por inhibitoria ante los respectivos jueces, y hallándose conclu- 
sa la causa para la vista, en cuyo estado no procede la presen- 
tación délos documentos acompañados : no ha lugar ála agre- 
gación que se solicita y devuélvanse, sin perjuicio de las facul- 
ta les f|ue con la calidad de para mejor proveer, pude oportu- 
namente usar el Tribunal. 

BENJAMIN PAZ. — * AREL MAZAN, — 
OCTAVIO BUS GE. — JUAN E. 
TÜHUENÍ. 
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< ti sí vew 



Criminal de thm Vedm 0. iarrosa contra ¡fon Emilio Cnsaw- 

(jü T por sustracción de e.rped ¿entes y wtu Iteración de nom- 
bre. 



Sumano. —Xq probado* los hechos en que- se funda la acu- 
sación, debe rsta *er rechazada con costas. 



Caso. — líesulta del 



Fallo del Jum Federal 



Üuruos A iros, Diciembre 19 de l89:i. 
Y vistos: Estos autos seguidos por Don Francisco Berdier 
en representación de Pedro Q. Lirrosa, contra Don Kmilo Ca- 
sanga, por sutraeeion de expediente* y adulteración de nom- 
bre, resulta: 

Que Don Francisco Berdier en ta representación expresada 
se presentó exponiendo : Que su representado, Jrr\de la escri- 
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banía de Marina, había nóta lo la desaparición de su archivo 
de vnrios expedientes que ex privó, y gran número de ejempla- 
res de carpetas, y n,ue según cmista Úá la sumaria información 
qui acompaña, los expedientes de la referencia se encuentran en 
poder de Don Kmilio Casanga, el cual además, en tina carpeta 
que acompaña, los ha suplantado con Su áombre el del señor 
barrosa; 

Que esto* hechos constituyen los delitos de sustracción de 
expedientes y adultraeion de nombres, y eti consecuencia en- 
tabla contra el referido Ca^ivega la acusación criminal corres- 
pondiente, pidiendo k* sean aplicados, con arrean al artículo 5i 
de la lev nacional pena I, tres años de trabajos forzudos, condenán- 
dole además á la restitución de [o* efectos sustraídos, 

tórrido traslado de ta acuMicion la contesta Don Emilio Ca- 
savega exponiendo: Que él es Escribano de Marina en la IWa 
del liiaehuelo; que el señor Larrosa no tiene archivo deexpedieti* 
t s *inú protocolo rumo todos ios escribanos y el archivo pert. - 
ucee ála Prefectura; 

Que una vez que tus expedientes .-n Iramitacjon ante la Pre- 
fectura se encuentran en estado de hacerse las escrituras res- 
pectivas, los interesados eligen el escribano que ha de exten- 
derlas. Que es así cómo los expedientes que el señor L ir rosa 
di-e haberle si. lo sustraídos, fuer-a llevados ;í su Ks.-ribanía 
por lo a mismos interesados para que él hiciera las escrituras uV 
la refermeia ; 

Que acompaña com>> justificativos de su afirmación, cinc» 
cartas de los cinco interesados á cuyos expedientes se relíete 
T.arrosa en >u acusación, cartas en las que esas personas expre- 
san fine ha sido un acto espontáneo de su parte, aquel por el 
cual llevaron los expedientes ála Escribanía del Riachuelo; 

Que en cuanto á la sustracción de carpetas, es folso que él 
haya Mist ruido, teniéndolas con su propionombre: y que no cons- 
tituye dt-lit-i alguno de que en una carpeta que tenía el noto* 
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liri' de T^iirrosu él haya borrado é*¡te y puesto i*t suyo para indi- 
car que el que hacía la (^rriturncion no era Lurrosa siria Casa* 
vega; por tolo ello pide el r rehizo de la acusación, con expresa 
condeniiciofl on costas. 

Recibida la cansa á prueba. La unirá agregada es el sumario 
solicitado uit cfféMtmi riilcHtü, que corre de fojas i8 á 78. 

Y eniMderando: o U i* el actnr m» lia comprobado Í»Í8 hechos 
sobre que fundaba su acimcioa, esto es, que Do» Emilio Ca*¡*- 
voga lo hubiese mi -t raido bs carpetas y lo* expelientes de que 
hace mención en su eseriío «le demanda, pur-s toda la prueba 
producida consiMV en el sumario agn-ga.ln, ol nial n ada <iiee de 
los expedientes ile la r ( ferencia, y cu vez de comprobar la sus- 
iraceinn atribuida á íVunga, justifica que los diversos inte* 
rosa-Ios que allí derla rao han llevado expontáneamuete sus 
asuntos ¡i ¡a Kserib-inía del Hiuchuef", á car<;o del referido 

Por estos fundamentos, fallodi clarando improbarla la acusa- 
ción instaurada contra Don Emilio I 'asavcga, al cual absuelvo 
}M.r tanto de culpa y car^o, condenando en las costas del juicio 
al .;iimdl:iiite señor Lar rosa. Notiliquese ron el original, repo- 
niéndose los si- líos. 

-/. I . Ln Inane. 



VISTA ti EL SlíSOB PBOCLIlADOIt GENERA l 

lluemi* Aires, Niivieiiibre 5 de 

Su /trema forte: 



La acusación del Escribano Lar rosa contra el Escribano Ca- 
suvega t afirmaba, a foja 14 vuelta, dos detitos: sustracción de 
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espedientes y suplantación de nombre. Ellos debieron ser mate- 
ria de la prueba. 

Pero pm>s delitos imputados no se luir comprobado durante 
el término asignado al eferto á foja vuelta. 

El sumario levantado por la Prefectura Marítima, acompaña- 
do á foja f8, no eonlirma tampoco los hechos de ta acusación, 
al contrario, muestra que los espedientes que se dicn sustraí- 
dos fueron llevados por lus inten sados, usando de un derecho 
propio, ai Escribano Casavega, para que otorgara las es. -Mu- 
ras, como lo hizo en su protocolo, devolviéndose al archivo de la 
Prefectura. La raya pasada sobre el nombre del escribano La- 
rrosa, impreso en las carpetas.de cuando era único escribano 
de Marina, sólo conduce á determinar el hecho cierto, de que 
no .>s él quien ha otorgado la escritura. 

No constituyendo un delito los hechos producidos, y no ha- 
biéndose justiCcad o los denunciados que sólo ponen en tras- 
parencia rivalidades de oficio entre una y otra escribanía de 
Marina, corresponde, y á V. K. lo pido, se sirva conlirmar por 
. us fundamentos, la sentencia absolutoria corriente á fnja87. 

Subimano Kicr, 

Fallo de l» Suprema Corle 

JJucuos Aires. Noviembre 17 tlr> lKt-t. 

Vistos : Por sus fundamentos y de acuerdo coü lo «puesto y 
pedido por el señor Procurador (¿eiter.il : se confirma con costas 
la sentencia apelada de foja ochenta y siete. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

HLMAMIM l*AI.— LUIS V. VARELA. — 
ABEL DAZAS.— OCTAVIO DUSGE.— 
JLAK E. TORftEHT, 
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Doña Trinidad Vanee tle Leon t contra Ihn 4mé Keegan ; 
sohre reivindicación . 



Sumario. — I" No puede admitirse que no sea cierta muí 
x* nta, enya realidad demuestra tina serie fie heehos concordan- 
tes, que se inician por escrituras <le enaje»a<:ion y se continúa 
por largos años fie puse>iun. 

2' Antes de la vigencia del f:.id¡«jn Civil, la enajenación tle 
inmuebles no estaba sometida á requisitos de forma. 

S" Kl derecho no es materia de posición* s» y su interpreta- 
ción y aplicación pertenece ti los jueces. 



Caso. — Lo indica el 



tallo drl Juez Feileriil 

Vistos: los seguidos por D" Trinidad Pon ce de León, contra 
Uon JoséKeegan, sobre reivindicación, y resultando: 



W FALLON Ü* LA HJ'IUSIA COKTK 

i° Qüe I)" Trinidad Ponce de León, se presentó en 7 rfe 
.D/os/o í/e ms deduciendo contra dicho Keegun ion wWií- 
*/í«í/«r/fi ile un c;:inpo simado en el pnrtido íle la Kxaltucion 
de la Cruz, compuesto de ÜOG metros 200 milímetros, mus ú mr- 
nu.suV frente pnr 3000 m. tr u> próximamente de fondo, que lin~ 
da poT el tornéale cffn las feüftmnentarks de Homero y Gasiro j 
por el Noreste, con Don .losé Keegun y Don Agustín Ponce 
de Leo»; por,] Sudeste, .-un Ins sucesores de Don Francisco 
Buífosj > por el Sudoeste con ü' Hosaiía Punce lie León. 

2" Que <-l actor, en su esorítoié demanda, expone los anteee- 
0>iltea en que funda la necitm utvovwh en la siguiente forma : 
Que Don Francisco Ponce de L-un, antiguo poseedor y propie- 
tario del terreno en euestíw, fué casado tres veo B, quedando 
del primer matrimonio con b* Lu¡*aM.-i.. cinco hij ■ y del se- 
gundo e.,,, UM'a^euala Meto sólo turo uno iqne c > el deman- 
dante !, eontray. ndo terceras nupcias cu D« Victoria Hallada- 
res, la qut; falleció >iu dejar sucesión. 

3 " Que el terrfrnodMfl recién fué comprado por su padre, 
Don Francisco Ponce de L,on, ;¡ D ui José Mariano Meló, cuan- 
do casó con Doña Pascuala Meló, poseyéndolo j disponiendo 
do él o l'ttufa «V (tuerto basta su muerte en J87:í. 

i* Que d.-spu-s de ijcurriiín ésto, sti hermano paterno Don Isi- 
dro Ponce de León y Meló (hijo de D ' Luisa Meló) ;,legú hah-r 
comprado ese campo á so padre, fuminmh su pretensión en un 
documento simple, extendido mié mi .hwz ttt> Ihtz en isrrj ¡ 
documento que era nulo p-r su forma y por no estar lirmado 
por el enajéname, que no podría tr iarse de una venta seria-- 
porque nunca le liizo tradición del campo, 

h a Que fallecido su hermano paterno Dmi Isidro, sus suce- 
sores, sin citación alguna de sus coherederos, por parte de Don 
Francisco Punce de Leou, protocolizaron es.- documento y ven- 
dieron el campo á Don José" Keegan, por los nuosde 18S0a 1881, 
quien, conocedor de losantecedentcs, acepto el título y ocupo el 
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campo, sin que ví* puetíft llamar su propietario, romo no lo 

fueron quienes se lo vendieron. 
6' Que fiiiwJüda en éxitos hechos, pi«!o el actor se le obligue 

á rlirho José Kecgan á /« devolución M campo vendido con 
más sus frutos basta la fecha, y las cosías. 

7" Que el doman tí adi», contestándola acción deducida, sostie- 
ne; Que el documento de Ti nta protocolizado en el Iiogistro 
dil escribo no Don Augusto Kspinosu, m i» de Juíin de /vs/. 
fué otorgado ante el Juez de Paz del Pilar, Don Vicente Castro, 
en 1851, y por ¿ilion Francisco Punce de León vendió á su 
hijo D.ki Isidro Ponen de León y Meló este terreno, que tiene 

8* Que el diebo documento fué otorgado en presencia de toa 
testigos Don Pascual Hurtos. Don Luis Ponce de l.eou fotro 
de los hijos di< Don Francisco), Don Santiago líeguira y Don 
Timoti-o Marcado. 

D* Que de ese título resulta queel vendi-dor bubo vi terreno de 
la ni in-ra siguiente : tH8 metros, por haberlo 
.Tose" María Meló, en 1839, y el resto por su legitima paterna. 

10" Que el dicho terreno fué comprado por Don Pedro M. 
Cernadas en remate público, ordenado por el Junde la testa- 
mentaría de Don Isidro Poncc de León y Meló, Dr. D. Martin 
Bustos, y por este mismo Jui z se le otorgó la respectiva escrito 
ra en VJ de Agosto de 1871. en el Registro del escribano señor- 
Augusto fcapjno.<a y fué el misino í'ernndas quien produjo la 
información para protocolizar la escritura otorgada en 1851 
ante el Juez de Paz del Pilar, y más tarde vendió el terreno. 

II" Qne de aquí resulta negar, que Don Francisco Pouee de 
León tuviera la posesión del terreno basta 1863, y pide so re- 
chace la demanda con costar. 

12" Que recibida la causa á prueba, esto Juzgado ordenó la 
de foja 23, debiendo Tersar la testimonial sobre los siguientes 
puntos : 
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'O Si el i-ampo en euestion fué adquirido durante el matri- 
monio ile Don Francisco Pon ce de Leoji con Doña Pascuala Meló; 

fn Bi Don Francisco Ponce fie León tirmú el instrumento de 
renta á favor de Don Isidro l J once de León ante el Juez de Paz 
del Pilar el ano ife 1851; 

v > Si Don Francisco Punce de Lean poseyó ese campo á tí- 
tulo de dueño hasta 1873, época de su muerte; 

di Si al comprar el campo el demandado Keegan a los here- 
deros de Don Isidru Ponce de León, sabía í|«e no era éste su 
dueño, sinó Don Francisco Ponce deL< on. 

DI' Que en untos curre hi producida por el artor.y ella cun- 
si-teen la testimonial que obra de foja #3 á foja 30 y posiciones 
puestas al demandado de foja 40, foja 101, foja 02 y foja 73. 

ti Que igualmente consta en untos, pur parte del deman- 
dado, la que resulta de l»s títulos que ha exhibido, en cumpli- 
miento de la providencia üefnja Ti), 

$ considerando; J" Queta acción reivindieatoria nace del 
dominio rjue se tiene en lasromi /turtiititarcs, de dende resulta 
que para poder utilizar esta acción para reclamarlas cuando se 
ha perdido la posesión, ha de tenerse por un junto título la cosa 
demandad;! (véase artículo 2758, Código Civil, y leyes 2" y 
3\ título 16. partida 3). 

2 Que la parte demandante no ha alegado ui justificado que 

invocando solamente un título hereditario que acreditado te da 
derecho á la sucesión, de la cual no puede conocer el Juez Fe- 
deral, pues los jnieius sucesorios ó universales corresponden 
á la justicia ordinaria de la Provincia en que debe abrírsela 
sucesión (véase artículo 270-t del Cüdigo Civil, y artículo 2", 
inciso l*de la ley de U de Setiembre de 1863). 

3' Que prendiendo de lo establecido eu tos considerandos 
precedentes, hay nn /techa indudable, y ese hecho es, que Don 
Francisco Ponce de León concurrió á la otorgaciou de la escri- 
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t tj t ii fecha \\ de Setiembre de lKr>l ante el Juez de Paz del 
Pilar, (i miando la á su ruego «no de los testigos por no saber 
firmar. 

I" (¿ue cuando la acción que sí intenta se funda en \an\tli- 
ilwl ilt> un actu it obligación, lo primero que debe pedirse es 
la decíamos OH de aquella fitíUÚáil, y como consecuencia la de 
los derechos A quede origen, lo que no lia sucedido en el eflso 
sub-judttc, piios esa escritura no ha sido argüida Ajo felfa y 
mi autenticidad se lia establecido ant-- Juez competente, que lia 
ordenado su protocolización. 

o° QuO tampoco se ha argüido el acto de simnlarinn, y se lia 
limitado la parte demandante á oponer á ese acto, el defecto de 
seriedad que podría consistir en hacer figurar un precio sin in- 
tención de reclamarlo, ó bien en uno irrisorio, para darle carácter 
de un arto «meroso, loque no se ha justificado, 

Ü° Que el heelio de haUer vivido «mi el campo Don Francisco 
Punce de León, lusta el año de IKÍi:i, en el supuesto de que se 
huUieia justilicado que habla ejercido arto f/e dominio hasta 
0si tiempo, lo que no si* ha probado, pues los testigos presen- 
tados >e han limitado á declarar que lo íeuiati por dueña, es- 
tablecería solamente una vehementísima presunción de simu- 
lación. 

Por estas consideraciones y demás resultantes de autos fallo: 
nohaeieiidolugará la-iceiou de reivindicación deducida por Don 
Francisco Ponce de Lton contra Don José Keegan, sin perjuicio 
del derecho del primero á establecer ante el Juez que correspon- 
da su titula hereditario y acciones que de él deriven. Notifí- 
quesecon el original. Regístrese en el liliro de sentencias y 
repónganse las fojas. 

Dado y lirtnado en la sala del Júzga lo, en la ciudad de La 
Plata á los l(i días del mes de Julio de 1891 . 



Mariano S. de Aurreeoeehea . 
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FmIIo de u% Mupretnn €'orl« 



Buenos Airc¿. Noviembre !7 de 1801. 

Considerando: f rimero: Que Don Francisco Ponno de León 
adquirió el terreno en cuestión, en primero de Agosto de mil 
ochocientos treinti y nm ve, medíante compra hecha i Don José 
Mariano Mein, como consta «te la escritura que lleva el Eolio 
cuarenta y cinco del primer cuerpo do autos, acompañado, 
otorgada ante el Juez de Paz del Pilar y dos testigos. 

Sryumfa: Que de la escritura protocolizada que corre agre- 
gada al lina! del citado cuerpo de autos, resulta que el ineucio- 
nado Dun Francisco Punce de León vendió ante el mismo Jm z 
de Taz del mismo lugar (del Pilar) y cuatro testigos, tí Don Isi- 
dro Pólice de León, en once de Setiembre de mil ochocientos 
cincuenta y uno, una superítele que comprende así tierras ha- 
bidas por herencia paterna, como el terreoo comprado ú Molo, 
según se expresa en la referida escritura. 

teñen* : Que no se desconoce por el demandante, que esta 
escriturase otorgó efectivamente, lo que pone fuera de cuestión 
eso hecho. que,pr otra parte, aparece demostrado por Jas cons- 
tancias do autos. 

Cutirlo: Que el terreno á que se refiere lacscritura de ena- 
jenai-ioii otorgada por Don Francisco Pom e de León, íiguraui 
los bienes testamentarios de Don Isidro Ponce de León, divi- 
diéndose entre su viudaé hijos, como se prueba por las hijuelas 
que, con el auto aprobatorio déla división dictado en veintí- 
euatro de Noviembre de mil ochocientos setenta y seis, co- 
rren en testimonio de fojas tres á doce del primer expediente 
agregado, 

Qxiinio: Que judicialmente vendido el enunciado terreno, 
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lo adquirióen remate Don Pedro M. Cernadas, según la escri- 
tura del diez j nueve .le Agosto de mil och -cientos setenta y 
nueve, corriente foja cuarenta y tr^s del segundo expediente 
acompañado, rj «¡en, previa protocolización de U ese-riu, n 
ntorgadapor Don Francisco Ponce de León auto el Juez de 
Paz del Pjlar y mensura judicial del inmueble aprobada por 
auto de foj.i trece de Julio de mil ochocientos ochenta f fríes 
(foja sotena y d-s, segundo cuerpo), lo Tendió á su vgg.UI 
Agosto diez y seis del mismo ano «le mil ochocientas ochenta y 
tres á Don José Keegau, contra el que se intentó la acción en 
litigio, en Agosto de mil ochocientos odíenla y ociio, no por él 
todo del terreno comprendido en la venta, sino tan sólo por la 
parte que procede de la emanación hecha por S£ew á favor do 
Don Francisco Ponce de León. 

Si'.iío: Que la serie mencionada de hechos eoncordantps y 
ligados entre ?f f n>e se inician por escritura de enajemicion y 
se continúan por largos años de pose-ion demostrada p„r aca- 
tos públicos de valor incontestable, y la circunstancia inicia 
de dirigirse la acción sólo por una parte del bien comprado por 
Keegan, cuandu, si el ae or puede invocar título hereditario, 
ese título se extendería á los derechos procedentes tanto de Ja 
madre como del padre, convencen, dado su mérito en conjunto, 
que Don Francisco Punce de Leas vendió iealmentod.su hijo" 
Don Isidro Ponce de Leen, la co.a eu cuestión, |„ que ap3recy 
además en ia prueba testimonial producida por el demandante, 
pues que, al decir sus testigos contestando a la cuarta pregunta 
del interrogatorio de foja treinta y siete en la hipótesis que se 
refieran al acto celebrado entre Don Francisco y Don Isidro Ponce 
de León, que Don Trinidad Ponce de León era menor de edad 
en la época en que fué vendido el terreno, alirman que hubo 
venta. 

Sétimo: Que habiendo tenido lug.ir el contrato de compra- 
Don Isidro Punce de León el año 
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tu i i oelioeieutos rinenenla y uno, lies derechos resultantes deben 
juzgara con arreglo á la ley en videncia ni e-a ¿pora, de con- 
formidad con los principias generales y con lo dispuesto en los 
artículos tres y cuatro mil cuarenta y cuatro del Código Civil. 

Octavo: Que conforme al derecho vidente en esa ('pora, la 
perfección del referido contrato para prod ucir sus efectos pro- 
pios, no estaba sonn tida n requisitos de forma, sinó cuando las 
partes lo hubieran asi estipulado, según lo disponen las leyes 
seis y veintitrés, título quinto, partida ^ninfea, que se reiteren 
ta ut«i á las cosas muebles como inmuebles, b* que resulta espe- 
cialmente de la últimn, cuando balda de cosa t¡ue se derribase 
toda ó partt' de ctltt. 

.\<trt i ntt : i J m e un contradice á esas disposiciones la ley ciento 
Catorce, título diez y ocho, partida terrera, invocada por el ape- 
lante, pues ésta solo estatuye sobre el mérito probatorio de 
los instrumentos, como lo ex presa terminantemente, loque fig- 
í i i li ra establecer un requisito para la existencia del contrato 
indino. 

ttrcimo: Que de acuerdo con las citadas prescripciones le- 
gales. i\-Í lo to*ne lesiu-ito esta Suprema Corte ■ n varios MtgoÉ¡ 

Undécimo: Que el demandante no ha presentado partida al- 
guna de matrimonio, defunción y nacimiento, ni producido prue- 
ba supletoria dinria en su defecto, que sirvan á comprobar que 
Hou Francisco Pouce de León fué rasado ron 1>* Pascuala Meló, 
que el matrimonio era anterior á la venta hecha por M<lo, á 
favor del citado Don Francisco, que estaba disuelto en la fecha 
del contrato de compra-venta entre Don Francisca y Don Isidro; 
.que él es hijo de ese matrimonio, siendo do notar que ui si- 
quiera ha dicho cuándo *fl realizaron esos acontecimientos; no 
habiendo tampoco presentado documentos que acrediten haber 
sido declarado neredero de dicha D" Pascuala, y adjudicándo- 
sele en la liquida ion del* sociedad conyugal de ésta, el bien 
que ha tratado de reivindicar en su totalidad. 
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Bmdééitító : Que aún admitiendo qti" el demandante hubiese 
probado que el año mil ochocientos treinta y nueve, en que Meló 
Tendió ei terreno cuestionado ¡í Don Francisco I' once de León, 
éste estaba casado con Doña Pascuala Meto, y que él procedía 
de ese matrimonio, es i-vidente que mi hay prueba alguna de que 
tal matrimonio se hallara disuelto en el año de mil ochocientos 
cincuenta v un-*, en que se realizó H contrato de venta entre 
Don Francisco y Don isidro Ponce de León, disolución que sería 
necesaria para contestar el derecho de aquél para Celebrarle 
(ley cinco, líi tilo mu re, libro cinco, Keci.pilacioa Castellana). 

Ifectuw terrero; (Jut lo cntrario resultaría de las declara- 
ciones de los testigos del aetor, si eilos, ni ulirmar que era me- 
nor di.- edad -X la i'j, (-a do la venta, s<; r* (i riesen a" la venta hecha 
á Keegan ile que habla la pregnnia cuarta á que responden, pues 
que, desde Setiembre de mil ochocientos cincuenta y uno hasta 
Agosto de mil ochaulsafcas ochenta y tres, en que tuvo lugar esa 
euij-naeion, ran tianscurridos poco menos de treinta y dos 
años. 

lukimo cuarto: Qgi? las posiciones ahsueltus por Keegun á 
foja sesenta y uno, no tienen la importancia que les atribuye 
el actor, porque no se refieren ¡í hechos personales al absolvente 
6 que hayan podido constarle, sino mediante pruebas que, & 
existir, ligurarían - n autos; y porque en estos hay elementos 
sulicienlespara laudar el derecho cuj a interpretación y aplica- 
ción pertenece ú los jueces, y no es materia de posiciones. 

Por estos fundamentos : se confirma, con costas, la sentencia 
apelada de foja ochenta y siete ; y repuestos ios sellos, devuél- 
vanse, pudiendo notificarse con el original. 

rehjamik paz. — luis y. vakua, 
— auel dazan. — octavio 

BUKGE. — JUAa K. TOBHENT» 



t. viu 
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CAUSA 4 4 X« II 



Doña Mauncta Tibbet de Carmans, contra el concurto de Don 
Arturo L Cormans; sobrr laceria de dominio. 

Sumario, — El nombre de tero- ría dado á ¡a acción con la 
cual se reclama el dominio y desembargo de un inmueble em- 
bargado en el concurso, no es razón para no tramitar la de- 
manda con arre* lo á derecho. 



Caso, — La señora Corma na se presentó al Juzgado exponien- 
do : Que tiene conocimiento haberse trabado embargo en el es- 
tablecimiento denominado t La Portefia », deque es propietaria, 
según los documentos que acompaña, por lo quo interpone ter- 
cería de dominio, y pide se mande levantar dicho embargo y se 
le ponga en posesión de sus bienes, dejando á salvo las accio- 
nes por perjuicios. 

Fallo d«l Jucs Eielrad» 

General Acha, Junto 15 de 1894. 

No procediendo la deducción de tercerías en juicios de carác- 
ter universal como el presente, ni siendo arreglada á derecho 
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la forma en que la peticionante deduce su acción, fundada en el 
dominio de los bienes concursados, no ha lugar, concostaa, álo 
que solicita, y repuestos loa sellos, devuélvanse. 

Ctirdassy . 



Falla de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Noviembre 1? de 189 ¡. 

Vistos y considerando : Que según resulta de estas actuacio- 
nes, en el concurso formado á Don Arturo L. Cor man 3 se han 
embargado bienes que la actora pretende que son de su exclu- 
siva propiedad. 

Que no habiéndose desconocido et hecho del embargo por el 
Juez de la causa, y reconociéndole expresamente el síndico del 
concurso en su escrito de foja cinco, es indiscutible el derecho 
que tiene Ja parte demandante para hacer valer sus acciones ante 
el mismo Juez que ha decretado ese embargo, 

Que cualquiera que sea el nombre que se haya dado en la 
demanda, á la acción deducida, ella es perfectamente clara y 
expresa en cuanto á los propósitos que persigue y los derechos 
que reclama. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto apelado de foja seis 
y repuestos los sellos, devuélvanse, para que el inferior dé á la 
causa el tramite que corresponda. 

BENJAMIN PAX. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAR. — OCTAVIO 
BUftCE. — JUAfl E. TORREÍ1T. 
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Alberto llom/is 1/ C> contra Huyen tu Mi rey y C' , ¡tur cubro de 

sobre estudias 

Sumario.— í* Los días concedidos p¡ir;i lu descarga, so cuen- 
tan desdo que ti buque está en el pareja designado y listo para 
entregar h ttfgi* 

2" Cuando es uso ó se ha convertido hacer la descarga en 
mm-lle, los día- se cuentan desde el siguiente en que el buque 
haya atracado ni muelle, con aviso á los consignatarios. 

:t" En las sqbw estadías se computan los días corridos hábiles 
é inhábiles. 

4 No puede oponerse el hecho de no haberse mencionad.» el 
Contrato do llctamento, y de m» figurar en el el nombre del de- 
mandad», después de haber sido acompañada y no observada la 
copia del contrato, y de haber el rf> mandado contestado la de- 
manda y producido pruebas, sin exeepcionar su falta de perso- 
nería. 



Caso. — Resulta del 

Fallo Jun Federal 

Bunios Airee, .Noviembre 8 de 189á. 

Y vistes : los presentes autos promovidos p..r lo señores Al- 
berto Hompsy <.'*, como cesionarios del rapitan de la barca 
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francesa mtaea, Don A. Martín, contra los señores ICti^enio 
Mhey y C-, por rol.ro de 2895 pea* oro sellado, con 90 < enta- 
vos, pruced entes (Je sobreestad ías. 

ltesultade autos: I** Quh la expresada barca fué fletada n sus 
ai madores en el puerfci de Rouen, por los señores Lefrere y C" 
pura tomir en dicho puerto y en el de Saint-Nazaire, un comple- 
to cargamento de mercadería* generales con destino A Humos 
Aires, Boca del KiucliuHo, bajo las cláusulas estipuladas en el 
contrato de fletamento, que original obra A foja $, traducidas 
al idioma nacional ¿foja 5, debiendo consignarse el buque en j 
puerto de de-Uno :i los agentes de lo> fletadores. 

2 Que el .SVí rara recibió el rutero cargamento, de Mmtm 
caladores, entre los que tigura Don Alfredo Lorióos f|uien car- 
gó en Saint-Xaza.re la* mercadería que expresan los conoci- 
miento,, mmmn ti fojas f y 4 del expediente agregado, cu- 
los señores Mi rey y C« de esta plaza. cimtento, 
¿° Que el buque lle^ó al puerto tíoea del Riachuelo en el 
mes de Mayo de 1890, doudp entrego una paTte det cargamen- 
to, procediendo en seguida á barracas un virtud de órdenes de 
los señores & Mirey y C% p ara atracar al muelle frenfedel 
d. pó-ito .le estos señores, donde querían recibir su carga, y al 
efecto, los señores llomps y C consignatarios del buque, les 
comunicaron con fecha 17 dejunío (foja IGj que debiendo subir 
a dicho puoto se sirvieran proveerlo del muelle necesario, pa- 
ra poder atracar y dar principié la descarga de sus mercade- 
ría, previniéndoles que les harían responsables de las demoras 
que pudiera haber, 

4* Que con fecha 21 del mismo, Homps y O se dirijieron 
nuevamente á Mirey y O manifestándoles qne desde el día 
anterior el buque se encontraba fondeado frente á su depósito, 
sin que hubiese sido provisto d t d muelle correspondiente y pre- 
viniéndoles que en vista de los perjuicios qne pudiera originar 
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dicha demora se permitían recordarles que serían 16 días 
les, á contar desde el 20, paia efectuar la descarga, vencidos 
loa cuales Ies cobrarían 14 libras esterlinas, segtin contrat j d* 
lletameiito, por cada dia de demora, comunicación que fué con- 
testada el día 23 en los términos que expresa la copia de foja 
18, sosteniendo que correspondía al buque hacer tas diligen- 
cias necesarias para conseguir acceso al muelle ; que sólo po- 
drían empezar la descarga, después que el buque haya atraca- 
do al muelle de su depósito ; que no tendría inconveniente en 
pagar el líete, siempre que se les presente la cuenta, con el 
conforme del capitán y que no aceptaban plazo alguno para la 
descarga, porque sus conocimientos no estipulan nada al res- 



5^ l,fue habiendo transcurrido, ajuicie fiel capitán, hasta el 10 
de Julio, los t(¡ días deque podían disponer los señores K. Mi- 
rey y C" para recibir las 650 toneladas de q ue se componía su 
cargamento, sin haberlo efectuado, el mismo capitán se presen- 
tó at Juzgado el 12 de Octubre exponiendo este hecho, y pi- 
diendo autorización para efectuarla descarga y almacenar en 
lugar seguro el referido cargam-nto, con citación de aquellos, á 
loque el Juzgado proveyó de conformidad el día 18, y en con- 
secuencia, el capitán procedió á veriücar dicha operación por 
cuenta de los dueños, terminándola el día 20 de Agosto. 

6° (¿ue fundado en rstos antecedentes sostiene el espitan, 
hoy sus cesionarios, señores llomps y C, que con motivo de 
btg hechos enunciados se le causaron 41 días de demora, impu- 
tables eiclusiramente á culpa ó negligencia de los demandados, 
los cuales deben serle abonados á razón de 50 céntimos de fran- 
co por cada una délas 700 toueladas de arqueo del buque, con- 
forme á lo estipulado en el contrato de tletamento, entablando 
al efecto la correspondiente demanda para que se les condene 
ásu pago, así como al de los intereses de la suma resultante y 
al de Us costas del juicio* 
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I a Que contestando la demanda manifiestan los demandad os: 
que con fecha 17 de Junio, les avisaron los señores llonips j 
O subiría el Saraca frente a su depósito y les pedían 
muelle, pero que no lo hizo, no obstante estar los muelles 
desocupados : que el 23 fueron avisados de que el buque se 
hallaba fondeado en Barracas desde el 20 y esperaba la desig- 
nación do muelle, que en virtud de sus conocimientos, el cupi- 
tan estaba obligado á descargar en el lugar que ellos (los de- 
mandados) le designaran, sin más condición que la de estar se- 
guro el buque en dicho lugar, y habieudo hecho esa designa- 
ción le incumbía a aquel atracar, de cuya obligación no podía 
exonerarse, jior el hecho de estar el muelle momentáneamente 
ocupado por otras embarcaciones, siendo esta dificultad inde- 
pendiente de la voluntad de los dueños déla carga, y que por 
otra parte lia podido y debido ser prevista por los del buque, 
cuando lo fletaron ; que por consiguiente, con arreglo ;1 la ley 
y a* lo convenido, no debe contarse el término para la descarga, 
desde que el buque llegó a Barracas, sino desde el momento 
que atracó al punto señalado para la descarga. Que suponien* 
do que estuviesen obligados á dar muelle inmediatamente y 
que lu demora por falta de éste les fuera imputable, no podría 
recaer sobre ellos solos todo el perjuicio de la demora, pues los 
mismos demandantes y otros comerciantes tenían numerosa car- 
ga que estaba estivada arriba de la de ellos. Que por carta de 
fecha 23 de Junio y en muchas otras ocasiones, solicitaron de 
los señores liomps y O que pusieran el conforme, como con- 
signatarios del buque, á bu manifiesto, para obtener el despa- 
cho de sus mercadea fas en la Aduana, pidiéndoles a! mismo 
tiempo la cuenta del lleto visada por el rapitan para pagarla, 
á lo que se negaron, impidiéndoles asi ser despachado en aque- 
lla repartición, siendo, por esta razón, evidente que no puedo 
contar desde el día 20 de Junio, pues el conforme fué puesto 
recien después del \ de Julio, Que por otra m te habiendo so- 



Í20 



FALLOS 1>E LA SLPKEMA CílHTfc 



brc esa carga mercaderías de muchos otros dueños, sin cuya 
pieria descarga no podía empezar la suya, y habiéndose ter- 
minado la descarga do esas otras mercaderías el f"J de Julio, 
recién desde este día puede considerarse el buque listo para en- 
tregar, lo que titubien debió avisarlo el capitán. Que siendo 
su cargamento dt- t TjO toneladas y debiendo dése. triarse a ra- 
zón de 40 toneladas por día, según lisodel puerto, tenían lü 
días de plancha, de modo que dicha operación debía quedar ter- 
minada el 7du Agosto, desde cuya fecha recién habrían incurri- 
do en sobre estadías. Que el 12 de Julio cuuenzarun la descar- 
ga y la eontiiiuaeiou hasta el 15, en cuyo espacio de tiempo 
descargaron 10:t.5ÜO kilos alambre; pero el misino día 12 el 
capitán del Su mea, fundándose en que había transcurrido 
por completo «1 término para la descarga, siendo manifiesta H 
negativa de los consignatarios de la carga á efectuarla (lo que 
según estos es inexacto) solicito autorización judicial para des- 

so- 




í, pues aún 

en el supuesto de que hubiese cualquier demora de 3, 4 ó 5 
días, era fácil recuperarla en el curso de la operación, activán- 
dola, cuya medida vino á interrumpir la descarga y en rigor 
suspendió el término. <¿ue habiendo empezado el capitán á 
descargar el resto del cargamento (540. 500 kilo- debió termi- 
naren lidias á razón de 40 ton dadas por día, no sucediendo 
así, sin embargo, porque el capitán no la come ti z '■ el 19 sitió el 
22 de Julio y lu terminó el 20de Agosto, por n*i h¡iber proce- 
dido con la debida diligencia, pues la tripulación no trabaja- 
ba sinó hasta l is 3 de la tarde y generalmente empezaban álas 
9 antemeridiano, cuando debió hacerlo según el uso de plaza. 

8' Que dados los términos de la contestación se recibió la 
cansa á prueba para que se justifique los hcfhos alegados en ello 
(auto de foja 30 vuelU), habiéndose producido por ambas 
partes, dentro del término legal, laque, expresa el certificado de 
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foja 138, sobre cuyo mérito han presentado los correspondien- 
tes alegato. 

Y considerando : 1" Que según lo demuestran con toda evi- 
dencia las constancias do «utos* ,-1 buque Snrara llegó ai 
puerto de Buenos Aires en id mes de Mayo de 18Í10, y princi- 
pió la descarga en los muidles de la lloea del Riachuelo, desdo 
íiuesdeese mesa primeros rifas de Junio, sobre lo cual por otra 
parte no hay discusión, y entregó allí unq gran parte de mí 
cargamento, pasando en seguida á Barracas eou la que le que- 
daba ;á bordo, perteneciente á los siguientes cons%Jiatarios¡ 
además de la de E. Mi rey r O: Higolleau 100.000 kilos arena 
blanca ; Me lara y M:»rt¡ ITk 510 kilos pizarras y dos cañetes 
claros; A, l'rat, 70 cajunes ácidos; Homps y f'\ 20 cajones 
vidrios, 20 cajones ferretería, 3 cajones barniz, \ rasco* ajen- 
jo y 5 cuñetes puntas, y Ciandolli. Moas y C ', \ cajonea mercan- 
cía (informe de foja vuelta), adonde lle^ó "d 20 de Junio, 

2" Que al efectuar este movimiento el Suruca indudable- 
mente lia obedecido órdenes de los señoras 31 i rey y C\ expedi- 
das en virtud de la facultad que les acuerda la cláusula fie los 
conocimientos de hacer ka descarga en el lugar designado por 
ell »s á condición de que el buque esté seguro en dicho lugar, lo 
que se conlirmu por el memorándum de \ <* m ñores Hotnps y 
C u , de foja 16, Techa 17 de Junio, en que éstos les comunican 
que debiendo subir el buque el «lía 19, frente á su depósito, se 
sirvieran proveerlo del muelle necesario para atracar. 

3" Que debe aceptarse como un hecho comprobado é indis- 
cutible que el buque llegó frente al depósito cié Mirey y 0" el 
día 20 de Junio, encontrándose sin muelle p;ir& atracar por es- 
tar ocupado por otras embarcaciones llegadas con anterioridad, 
permaneciendo así hasta el día 25, enque recién consiguió mue- 
lle, no habiéndose sin embargo alegado ni probado que á la fe- 
cha del memorándum de foja i ti hubiese estado libre el muelle 
indicado para imputar la falta 6 negligencia de los demandados. 



I Que no puí-de desconocerse que éstos han estado dentro ile 
su derecho al elegir ese, como cualquier otro muelle, para veri- 
ficar la dtsearga de sus mercaderías, y si bien es seguro que al 
indicarlo lian consultado exclusivamente sus intereses y como- 
didad, no por eso nace de allí la obligación exclusiva de pro- 
porcionarlo y menos el derecho para el capitán del buque de 
contar días de plancha antes de haber atracado el buque rtl 
muelle, pues la jurisprudencia constante de la 

Je esi 





>, que los días concedidos para la descarga 
solo se cuentan desdo que el buque este* en el paraje designado 
y listo paro entregar la carga, lu que no se cumple con sólo lle- 
gar á dicho paraje, cuando el uso del puerto y la mente del 
contrato es que la descarga se haga en muelle. 

5* Que, por otra parte, según la cláusula antes recordada de 
los conocimientos, los consignatarios debían estar prontos pa- 
ra recibir su carga dentro de las 48 horas después que el bu- 
que hubiese empezado A descargar, los que para los señores E. 
Mi rey y C" no deben OOütarso desde que principió la descarga 
en la ltoea, sin > en barracas, y los demandantes no han pro- 
hado que hubt sen entregado carga antes del 25, resultando, 
por el contrario, del informe de fnja 120 vuelta, que la primera 
carga extraída en dicho punto fui' el 26 de Junio. 

(i" Que no obstan»*? lo expuesto, siendo un hecho incontesta- 
ble qtte el buque atracó al muelle el 25 de Junio, quedando por 
consiguiente li>to para entregar carjja, y estando los demanda- 
dos prevenidos con anticipación para que fueran á recibirla, 
los días de plancha deben contarse desde el día siguiente 26, de 
acuerdo con los usos del puerto y jurisprudencia establecida, 
no habiendo mérito para descontar Jos días empleados en des- 
cargar las mercaderías de otros consignatarios, porque no se ha 
probado legalmente que éstos hubiesen sido un estorbo insupe- 
ble para la descarga de la de los demandados. 
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7 o Que siendo la carga de loa demandados de 650 toneladas, 
ÁVbió descargarse en 10 días y medio hábiles, tomando como 
término medio el de 40 toneladas diarias, según el nso del 
puerto, sobre cuyo punto están ambas partes conforme, dt ma- 
nera que osa operación debió quedar terminada ol día 16 de 
Julio del que fué medio dia hábil, según el cómputo de días in- 
hábiles que expresa el informe de foja H8. 

8" Que entretanto, de autos resulta que hasta el II de Jiilio 
los demandados no habían dado paso alguno en el sentido de 
efectuar la descarga, la que, por otra parte, estaban inhabilita- 
dos para verificar antes de esa fecha por no tener listos los do- 
cumentos de Aduana, pues consta de los informes de fojas 58 y 
59, que en ese día hicieron liquidar el despacho correspondieu- 
te á la partida do alambre y el 12 el de los tirantes de fierro. 

9" Que rst¡i igualmente probado por confesión de los deman- 
dados que desde el 12 al 15 de Julio sólo descargaron la refe- 
rida partida de alambre (9 a pregunta del pliego de foja M) 
abandonando por completo dicha operación en cuanto á la de- 
mas carga. 

10 J Que si bien es cierto que el capitán del Saraea se presen- 
tó al Juagado IVderal solicitando la autorizaron necesaria 
para verificar la descarga por cuenta y riesgo de ¡os demanda- 
dos cuatro días antes de expirar los días de plancha, en vista 
de la incuria y negligencia de estos para efectuarla, debe ob- 
servarse : que la autorización fué concedida recien el 18 y no- 
tificada á Mirey y & el 25, que el solo hecho de ocurrir el ca- 
pitán del buque eon ese objeto al Juzgado, no constituía un 
impedimento de hecho ni de derecho para practicar los deman- 
dados la descarga, como lo demuestra el Lecho de haber efec- 
tuado la del alambre desdo el 12 al 15 de Julio sin inconve- 
niente alguno. Que aún después de concedida la autorización, 
lian podido legalmente continuarla aquellos, turnando las cosas 
en el estado en que se hallaban, debiendo imputarse á sí mis- 
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mus !a culpa, si así no lo hicieran, en virtud Je lo que proscri- 
to el artí ulo 9*23 dd Código Civil. 

1 1 " ne los demandados no pueden alegar tat poco en su de- 
fensa la demora que dicen haber sufrí lo en el despacho de 
sus documentos, aun suponiéndola dtotf^ácilüaa déla negativa 
di- lus señores Homps y C 1 A poner su coufonue á dichos docu- 
mentos» como consignatarios del buque, fundado en la falta de 
¡wgo del Hete, desde que según resulta de los conocí tinentos 
presen tallos, el pago del flete debía hacerse untes de la entrega 
d-* ta carjja y, en consecuencia, aquellos no hacían sinó ejerci- 
lar el derecho que les acuerda id articulo Oiiíí de! Código de f-u- 
inercio. no retando en manera alguna j unificada la exigencia, 
para efectuar es* 1 paga del conforme del capitán en la cuenta 
del llet", puesto que tío desconocían á los señores Homps y C* 
ti carácter de agentes ú consignatarios del buque, lo que basta 
para estaldecer su personería como representantes de los fleia- 
dores de Kuropa ; y el proceder de éstos se ¡ijustaba exactamen- 
te al observado por Mi rey y C n en ese mismo carácter de con- 
signatarios con aquellos respecto á los lletes del buque h'tf, 
según lo revela el doro mentó de foja iO. Por otra parte y ad- 
mitiendo que la pretensión de Homps y C" á este respecto hu- 
biese sido completamente destituida de fundamento, los de- 
maiid.idm pudieron y deb^ ron hacer desaparecer .1 inconve- 
niente, consignando el importe del líete ante la misma autori- 
dad judicial que decretó •*! embargo, con lo cual había quedado 
eip edito su despacho en pocas horas. 

12" Que tampoco han probado los demandados que la exis- 
tencia á bordo del Snmca de la carga ¿ que se haee refe- 
rencia en el considerando 2", les haya impedido estraer la suya, 
no mereciendo á este respecto ninguna fe la prueba testifical 
producida, por las evidentes contradicciones en que incurren 
loa testigos, y por el contrario, resulta del informe de foja J2tt 
vuelta, que toda esa carga fué extraída antes del 12 de Julio, 
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en cuya fecha se j> re sentaron por ¡trímera vez á retirar la que á 
ellos les pertenecía, según se ha establecido antes, lo que de- 
muestra que la existencia de «lidia carga no les lia afectado en 
nada, y que por consiguiente debe prescindirá de ella pura rom- 
putar las sobreestadas. 

13" Que habiendo terminado la descarga el 2fl de Agosto, y 
siendo de regla establecida por la jurisprudencia do la Corto 
Suprema, computar en las sohri-estadías los días corridas hábi- 
les é in!iáljile¡> como que todos ellos constituyen un perjuicio 
que sufre el buque p«»r la culpa 6 negligencia de los dueños de 
la carga, resultan 35 días de sobreestndías, los que á raz m 
de 50 céntimos de franco diarios por tonelada de registro, so- 
bro las 836 toneladas que lo asigna al buque el contrato de 
lletamento, hacen la suma de 2926 pesos oro sellado, 

f4 l Que aparte de que nada hay que autorice ¿suponer que 
el capitán procedió negligentemente en la descarga que efec- 
tuó por autorización judicial, debe observarse que ella coinoi- 
dió con los días de la revolución d-> Julio y agitaciones subsi- 
rimerns dias do Agosto, y que debiendo remi- 
Gscales situados á larga distancia del 
fondeadero del buque, los cuales se cerraban á las 4 p. m. 
según lo establece el informe de foja. . , , esa operación necesa- 

descarga se baya hecho á menos de 40 toneladas por día. 

Por esto* fundamentos y concordantes del corito do foja 
151, fallo condenando á los señores Mi rey y (l" al pago de la 
suma de 21120 pesos oro, con sus intereses moratorias á e-tito de 
lianco y las costas del Juicio, Notifíquuse con el origina!. 




Virgilio ,\t. Tt'diti . 



Fallo de la Suprrmm Corle 



Oueiiu» Airo». Noviembre 17 de mi. 

■ 

Vistos y considerando : Que lo alegado por la parte deman- 
dada en su expresión de agravios objetando b-obrado en primera 
instancia, por el hecho de no mencionarse en la demanda el 
enntrato del UeUmento, queda destituido de toda importancia 
ante la consideración deque se ha acompañado copia del citado 
contrato al deducirse la demanda, sin que los demandados hu- 
yan hecho observación alguna por su presentación en esa for- 
ma, ni al contestar aquella, ni en otro momento del juicio en 
primera instancia. 




leí demandado que parecen deducir al decir en la 
expresión de agrarios, que su nombre no ügura en el contrato 
cié fletamento, pues habiendo ellos recibido la carga, contea^ 
tado la demanda y tramitado el juicio produciendo prueba, sin 
manifestación de que no fuesen parte en aquel, no es proceden- 
te venir á hacerlo después de dictarse sentencia. 

Por eBtoa fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
ciento sesenta y ocho, so confirma ésta, con costas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VARELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. —JUAN E. TOKBEKT. 



CAUSA < < XtIV 



Crimwat contra Don Octavia l'renmi, sobre malversación Ue 

cauda Íes públicos. 



Sumario. — La aplicación de caudales públicos á usos pro- 
pios hecha por el empleado encargado de ellos, sin haberlos 
reintegrado al Fisco, constituye el delito previsto y penado por 
el artículo 80 de la ley nacional penal. 



Caso. — Aparece del 



Fftilo del Ju«s Federal 

Córdoba. Junio 6 de lí©4. 

T Tutos: esta causa seguida contra el ei-encargado de la 
Oficina de Correos y Telégrafos de Villa Dolores, Octavio 
Frennd, á quien se imputan los siguientes hechos delictuosos; 

«) Haber aplicado a usos propios la sumado quinientos cita- 
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la ntieina á su c.trgu en los mesc^de Noviembre J Diciembre de 
18ü2y Enero «le 1893, á más la habilitaciim de timbres; 



señor Jíufo Moreno. 

Y considerando: 1 ■ Que de. declaraciones de t reuml, foja 
^vuelta V 1 3, y documento tle fojas I á 9, consta que el jiro- 

y cuatro pesos t cuarentü y cuatro centavos nacionales, f roce- 
dente:* del producido y hnbitit icimi de timbres de la Oficina tle 
Correo* y Telégrafos villa Dolores. 

2° *J<"' este In dio está apresamente incriminado por el ar- 
tículo 83 de la ley penal del 03, en estos términos: * Kl emplea- 
do de 1¡) A Juiiuhtraciuu que ton daño ó entorpecimiento del 
s- rviei.. público, aplicar*! á os >s propios ó ajt-nos los caudales 
ó lo^eferUo puestos á su cargo, será castigado con la pérdida 
iiel empl'-ít, inhabilitación pT i ú i> años para obtener otro y 
una multa que no pase de *í(K)0 pi^os. Si nu verificare el rein- 
tegro, se le aplicará la pena del artículo 80», es decir de 5 ú 10 
años ib- trabajos forzados. 

3" Que no está sulíeienteinenti comprobado el delito de aper- 
tura y sustraer ion de correspondencia pública, por haber reci- 
bida la ■ dita na "ii mal estado y desorganización tal que no so 
podría impntir >'l esa- irregularidades que se le atribuyen, 

4° <¿ue en cnanto a la certilicada número 18, si bien aparece 
ha feer llegado la guía á Villa Dolores, lo que induce á creer que 
llego la earta, no esiá constatado que l-'reund la Laya sustrni- 
do y de>truid-i desde que él meya haberla recibido, ni se induce 
qm' él lo sea. 

5" Que la necesidad que es lo invocado por I'reund para dis- 
culp;ir su delito, como el hecho de no haberlo ocultado y ofre- 
cerse á pagar el dinero distraído y otros, bou circunstancias 
que deberán atenuar su responsabilidad criminal. 
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Presto, fundamento, j omiten, delinitiramenlo 

Correo, , Telégrafo, de Vi„. |j„,„ ros „ e " es(t ™g" * 

>■««.!. ¿sufrir la pena üe6 (r , r , ' 

C 'r'; '" riS¡ °" ^ PorH.berdfrtr.H. 

m Nauonal, en la f orill a Mwtos.lM., eon fijac d¡1 , 

en que del» empezarse ,¡ contar m n,.n, n • . 
oriuinil ir,,. Jr, V 1 Hagnsc snker con el 

al Jefe d C^f Lil " U " i Wtí»4«M.M 



C. J%mio (iactttut. 



vista OKi, SE5on mocuiuÍmh gokiul 



LM l.echos imputado, a | procesado Octavio Krennd, han ,¡do 
compro ad os y confesado, en lo referente á apróp X' 

Uücna de Correo» y Telégrafos de qTO e>tal,a encargado 
EM soma no ha si j. reintegrada al Bw o, „„ „ 

j t "" ni "' ** la ^««u 

Corresponde entonces, según el artículo 81 de I. fc r „,,,„ 
-«menea contra la «ación, la aplicación de la pena prescrita 

o 
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en el artículo 80 que en su mínimum lia impuesto la sentencia. 

Por severa que ella sea, ntenta Ja poca importancia de lo 
sustraído y las excusas alegadas por el procesado, no encuen- 
tro en las leyes el medio de sustituirla, y por t- lio pido á Y, K. 
ta coulirmacion de la sentencia recurrida, corriente á foja 59. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de tu Niiprcin» t'arfe 

Bueuos Aires, Noviembre 20 de 1x91. 

Vistos: I*or sus fundamentos y de conformidad con lo ex- 
puesto y pedido por el señor Procurador <íeneral, se ron tirina 
con costas la sentencia apelada de foja cincuenta y oclio vuel- 
ta. Devuélvanse. 

DEXJAMÍN PAZ. — IXIS V. VAI1ELA. 
— ABEL RAÍAIS. — JtA> fc. Tü- 
RRENT. 



[>£ JCSTH.H PÍACIOSAL 



i 31 



/Voíí J/íV/ííW V. tU> { rihelamm contra la Municipalidad de Lobos, 
sobre interdicto de recobrar tu ¡toses ion. 



Sumario. — §• Cluti surada con alambres un terreno que desde 
arlos anteriores servía para camino vecina!, la Municipalidad 
qué ¿otes del año ni.mli restablecer el camino y remover el 
alambrado, procede en uso de sus atribuciones y no comete 
despojo. 

2" El derecho que el particular que lo clausuró, puede tener 
del terreno no basta pura conferirle la acción posesoria de in- 
terdicto. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juez Federal 

La Plata, Diciembre Í9 de 1B93. 

V vistos: los seguidos por el señor don Miguel N. deUribela- 
rrea contra la Municipalidad de Lobos» sobre interdicto de re- 
cobrar una posueión. 
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Y resultando: 1" Que en 4 de Marzo del año corriente (foja 
35 vuelta) se presentó por apoderado el señor don Miguel X. 
Uribelarrea entablando interdicto (le recobrar la posesión, de 
una fracción de campo, ubicada en el partido de Lobos.de la 
qu<> había sido violentamente de-pojado p«»r el Intendente de la 
Municipalidad d.- dicho partido. 

2" Que como fundamento de hecho agrega el actor : que con 
fecha iOde noviembre de 1892, recibimn aviso del citado inten- 
dente m ouc le trdenaha une m el plazo de 3 días* procedería 
á deshacer un alambrad*,» construido en el deslinde de sus pro- 
piedades, do acuerdo con el plano de un Venir j Agrícola que le 
fin'- concedido por el Superior Oobii-ruo de la Provincia, orden 
qué se fundaba en ser necesario ese terrean para un camino 
vecinal. 

3* Que el actor contestó que si había removido el alambrado 
hiisia el liante de su campo, lo había heehn para «ompletar el 
área de las ehueras, •[iie con arreglo al plano debía cercar, y 
que, pnr otra parte, allí 110 habla habido nunnt camino reci- 
nal, pues si Wfoeé su alambrado cinco raras dentro de sus 
mojones, lo hilo para evitar cuestiones con los linderos; r ( iie 
tr.it nudosa ademas de tierras afectadas ¡il ltam-o Hipotecario, 
nada podía hacer sin autorización de éste. 

A" Que á pesar de todas fdtas observaciones el Intendente de 
la Municipalidad de Lobos, en vez de ^ morar la ejecución de 
la libra, preürió el atropello violento, ordenando quo el alam- 
bradu fuera cebado al suelo, como en efecto sucedió. 

3 1 Que para instruir ilo la manera eomo pasaron los hechos 
acompaña una protesta otorgada ante el escribano Acevedo, de 
Lobos, concluyendo pnr aiirmar que en una extensión lineal de 
550 metros, las chacras sembradas lian quedado abiertas y su- 
friendo los perjuicios consiguientes, por existir contiguo á ellos 
un campo de pastoreo. 

G" Que el Intendente Municipal de Lobos invocaba en su avi- 
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so t ta ley ríe cercos y caminos, pretendiendo que el actor obstruía 
un e»m¡no vecinal ; que -¡ bh'ii es cierto que uno fin sus artícu- 
los establece una petn pecuniaria para el que los obstruyese, ó 
desvíase los caminos existentes, ninguno autoriza el procedi- 
miento agresivo y violento empleado por el Intendente. 

7* Que si bien el actor no solicitó permiso para remover el 
alambrado, era porque se creía su licien ¡emento autorizado por 
l;i ley de Centros i <f ricotas y por desrelo de concesión del esta- 
blecido en tierras de su propiedad, puesel Departamento de In- 
genieros, al levantar el ulano, prescindió del callejón é que so 
da t-1 nombre de camino r.rinnt, loque equivale a decir que no 
lo consideró tal. 

8 <¿ue la misma lev d<- erreos y cami . h establece excepcio- 
nes á favor de los Centros Agrícolas, principalmente el artículo 
18 que dispone que, cuando un camino publico llegase á un 
Centro Aí/rirota, desaparecerá para seguir el trazado que ten- 
ga elegido. 

9* Que el caso presente está regido por el artículo 328 de ta 
ley de Justicia Nacional, y la competencia del Juzgado por el 
artículo 8" de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
juzgados federales, y concluye pidiendo se ordene al demanda- 
do ó reponer las cosas á su rnterior estado, reintegrándole la 
posesión del úrea de campo que reclama, c*m especial condena- 
ción en costas. 

10° Que Convocadas las partes A juicio verbal (véase foja 3G 
vuelta) fué nolilieado el Intendente Municipal de Lt.bos, por in- 
termedio del Juez de Paz local, presentándose por mandatario 
(véase foja 47) el diebo intendente, solicitándola entrega de las 
copias de la dimanda y ser tenido por parte, lo que se proveyó 
de conformidad. 

11° Que celebrado el juicio verbal de que instruye el acta 
(foja 50 vuelta) corriente en autos, el actor reprodujo su escrito 
de demanda. 



FALLOS DE LA SLTRt.MA COATE 



12° Que concedida la palabra al representante del demanda- 
do, el doctor Fonrouge dijo : que el artículo 33 de la ley orgá- 
nica de las municipalidades de la provincia, establece que es fa- 
cultad de las municipalidades, la apertura, ensanche, conserva- 
ción y mejoramiento de las calles, plazas, caminos, etc., etc., y 
que el artículo 11 de la ley de cercos, caminos y tranque- 
ras, declara que son caminos municipales los reconocidos cuma 
tales que dentro de un municipio crucen varias propiedades, 
dando accesos á caminos generales, estaciones de ferrocarriles, 
etc. , etc. 

13* Que el artículo 14 de la misma ley citada, atribuye la 
jurisdicción y vigilancia délos caminos, i las respectivas mu- 
nicipalidades délos partidos que gozan del gobierno comunul, 
en cuyo caso se encuentra el de Lobos. 

U° Que el señor Vribelarrea ha cerrado un camino municí- 
violando el artículo 22 dé la ley recordada, que prohibe 
cerrar los caminos abiertos al servicio público, sin peTraiso de 
Ja autoridad competente ojm es la municipalidad. 

15" Que el artículo 25 de la mencionada ley faculta u las 
municipalidades para restablecer el ancho de los caminos qu" 
hubiesen sido disminuidos y para aplicar niiilt t ú. los propieta- 
rios que cercasen >in el permiso correspondiente 

16* Que el articulo 59 dispone que si Lis municipalidades 
determinasen abrir caminos en el deslinde de dos propiedades, 
lo-; permiso* para cercar se otorgarán r*i< mpre que los propie- 
tarios dejen el espacio necesario para fomiíirlos; como igual- 
mente dispone qu<» los caminos municipales existentes y que 
>e construyan t-n adelante, son propiedad municipal. 

17" Que es por ronviguieuteel demandante qui>n li;i cometido 
un acto clandestino de despose-ion, apoderándose sin dar aviso, 
de un camino municipal. 

18" Que la arción de despojo no procede contra la municipa- 
lidad, porque ésta ha procedido en uso de atribuciones propias 
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y privativas, como autoridad con jurisdicción excluyente y á 
requisición .le parte, como lo comprueba el expediente admi- 
nistrativu que acompaña. 

19* Que las provincias tienen facultad de dictar leyes do 
procedimientos, y la de Unenos- Ai res ha atribuido á sus muni- 
cipalidades, jurisdicción exclusiva en miteria de caminos mu- 
nicipales, y que la jurisdicción federal es incompetente para 
entender en cuestiones promovidas contra las municipalidades, 
cuando éstas proceden como autoridad en cuestiones de su com- 
pete ne i a. 

20* Que de todas maneras faltan dos requisitos indispeusa- 
bles á Ea aecton, para que pueda prosperar, pues la posesión de 
l'ribi-larrea es clandestina y no es anual. 

"21 Que, (¡nulineiitt*, corriendo el camino gÜtUxl pot la línea 
mareádacon tiutacanuín del plano (véase foja67) acompaña- 
do, la propiedad de Francisco Pérez Blanco se encuentra sin 
salida á la vía pública. 

l 22" Que aunque el camino de que se trata no hubiese existi- 
do, el vecino nombrado babría tenido el derecho de pedir una 
aalidaá la vía pública y la Municipalidad .se la habría aenrdado, 
siendo el lugar más aparente para i l efecto, el deslinde de las 
propiedades de t iibelarreay Garrigós. 

23" Que en mérito de lo expuesto pide ;l | Juzgado se declare 
incompetente, para entender en este asunto, y S ño ser así, de- 
clare improcedente el interdicto, con costas, 

Y considerando: \ " Que vn cuanto á la excepción tic incompe- 
tencia si bien es ciertoque la ley orgánica de las munii ipalidades 
de la provincia de Jluenos-Aires, atribuye á las municipalida- 
des, la jurisdicción, vigilancia y cunservacion de los caminos 
municipales, no lo es menos que la Ju>ticia Federal es compe- 
tente para entender en las demandas promovidas por los parti- 
culares, en razón de los perjuicios que les causan medidas ad- 
ministrativas de aquellas corp.iraci^es, con tanta mayor ra- 
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zoucunnto existe divergencia soba- el hecho fundamental de la 
controversia, que es el relativo á la existencia de un camino 
municipal, en el paraje que fui' currado por el actor. 

2- Que el actor funda la denuindn en la precisa circunstancia 
de no existir tal camino público en la fracción de terreno cuyo 
cerramiento hizu, en cumplimiento de la ley de Veniros Atjriro- 
ÍOíj de donde se deduce que no existiendo conformidad eu lu ri- 
faren te a !a existencia del camino, no es aplicable la ley que 
atribuye jurisdicción exclusiva ¡i dicha municipalidad, pues si 
no se desconoce el derecho que t'ntas tienen de ahrir caminos en 
donde sean necesarios, no es posible reconocerles la facultad 
de atribuir ese carácter á terrenos de propiedad particular que 
no hayan sido entregados al servicio públicu en la forma y con 
los requisitos que las mismas leyes establecen. 

3" Que aún aceptando que la Municipalidad de Lobos, haya 
obrado con sujeción á sus leyes orgánl as y reglamentarias, tal 
circunstancia no justiiiearía la incompetencia de la justicia 
para conocer de asuntos sobre festones al derecho parlícttfar, 
cuando concurran los requisitos establecidos por la ley para 
que surta el fuero federal, cuino sucede en el sub-jmtice t en 
que la competencia se funda en la distinta residencia de arfar 
y demandado, uuu de los cuales es vecino de la Capital de la 
República, y el otro de la provincia de Buenos-. \ires, la com- 
petencia de la Justicia Federal, eu este caso, se encuentra esta- 
blecida por el artículo 2°, inciso 3", de la ley de \ i de Setiembre 
de 1863 sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
Nacionales, pues los vecinos de la Capital la República se 
Consideran comprendidos en los artículo* V\ inc'so I o , y artículo 
■ 2\ inciso 2\ de la ley recordada, por la de 18 de Setiembre de 
1884, que lleva el uúmero Í4C7. 

¥ Que la corrección de los procederes de la 
demandada, no pu»de fundar la im umpÉtu 
pues no modifica las circunstancias especiales que hacen surtir 
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l fuero federal, y desdo que no se lia nejado que en el sub-ju- 
dice exista residencia en distinta provincia de las partes que in- 
tervienen ni el juicio, las rtizoucs aducidas por el representante 
de la municipalidad, podrán servir para j usti ficar el rechazo de 
la demanda, y en modo alguna para fundar una excepción de 
competencia : por ésto y de acuerdo eun ía jurisprudencia esta- 
blecida por la Suprema Corte de Justicia Nacional en los fallo-i 
que se regieran en el tomo 5-, páginas 169 y 28 i; tomo 6", pá- 
gina 18*2; tamo 17, página 878 y tomo 20, página 178, todos 
de la segunda séri*-, rcattelvit no hacer tugar <í ta excepción de 
incompetencia de jurisdicción en el presente, con cusías. 

5 Ü (Jue un cuautu al fundo del asunto, pa:u que el Interdicto 
de despojo pueda prosperar, es nec esario que el que lo intento 
lifiya tenido la posesión y sillo despojado de ella, debiendo 
justilicar el hecho de la posesión, ei despojo, y el tiempo en que 
el demandólo lo cometió (víase artículos 2t¡)0 y 2 YJi del Códi- 
go Civil). 

6 1 í¿ue respecto del despojo, l.i parte demandóla expresa- 
mente lo reconoce, tratándose de escudar su responsabilidad en 
las facultades que tiene por la ley orgánica de las rnuniciuali- 
dades y en el he-lio de tratarse de uu camino existente que no 
ha podido ser variado, ni c-rradu pur autoridad propia de los 
propietarios colindantes. 

7* Que por Consiguiente, la cuestión de la prueba ba debido 
Tersar sobre la existenc ia ó inexistencia del camino de la refe- 
rencia. Resuello este punto, la solución del punto se impone. 
Ahora bieji: el actor sostiene que la lonja de terreno que dejó 
fuera de sus alambrados, le pertenece en propiedad, y fué deja- 
da para evitar cuestiones con los vecinos. Este hecho no ha si- 
do negado y al contrario se ha reconocido que la línea de los 
mojones, coincide con aquella en que fué colocado el alambrado 
mandado derribar por la Municipalidad, 

8» Que las testigos don Jos-c M. Casal (víase foja 6i>), don 
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fcrinfn liíw (víase foja 72), «Ion Francisco Martínez Conde 
(véase foja don Modesto Siiuaus (véase foja 80) aiirmau 
contestemente, que nunca han conocido camina al/juno eu el 
deslinde de las propiedades de Uribelurrea y (¡arrigós, lo que 
s¿i hi'ii por ]jab> r sidu vecinos antiguos. 

ÍJ" Que si bien los testigos Don Pedro Rivas y Don Ricardo 
Castro, presentados por el m*ii> tildado, afirman lo contrario, 
sus dichos no pueden prevalecer eu i - ootra de los anteriores ya 
porque ar|U ellos son mis numerosos ja porque sus contesta- 
ciones s<m niiis precisas y concretas siendo de notar que sólo 
el primer^ de los testigos del demandado, da muí razón que ha- 
re vero-i mil su dicho, pues c-l otro alirma qiv 1 existü el cami- 
ní» por htibi r pa-ado algunas veces por allí, circunstancia que 
en nuda perjudica la afirmación del actot\ pues que la lonja d«* 
terreno en cuestión >e vii< éntrala libre y ningún reparo su 
oponía A que se transitase por ella. 

10' Que todas las defensas aducidas yn T el dt mandudo, y 
aun su misma prueba, arranea de dar por supm sto lo que de- 
bía probar, es decir, la existencia del camino: que es claro, que 
si el terreno ni cuestión Mimé estado afectado al uso púbii- 
f/j y fu.Ta dd dctmiuiu p¡irti«nlir di> l'ribelarna, este, al re- 
mover su alambrado habría eom-tido un abuso ••'incurrido 
en las penalidades que establece la ley de Céreos y de caminos 
y en tal caso las medidas adoptadas por la Municipalidad para 
restablecer Jas tosan ¿í su estado anterior y evitar la usurpa- 
ción de un bien publico, se emiuitraria perfectamente ajnstada 
Í las leve* cuy. i rijinpliniienlo le lia sido encomendado, 

1 1" Que ha de notarse no es este el caso, desde que el señor 
Uribelarrea niega la existencia de caminoé invoca su $iúptef\nú 
particular sobre el lerr.>i,o de que se trata, habiendo justílici- 
do por el testimonio de 5 testigos, mayores de toda excepción 
y vecinos del lu^ar, ta falsedad del hecho une sirve de pretexto 
á la .Vmiripalidail para justificar sus procederes. 
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1*2' Que establecido q.m no existía tal camino tecina], toda 
ta argumentación del demandado falla por su base. Pero se dice 
que i-l interdicto es improcedente porque k posesión de Cribe- 
larrea es clandestina, y noreuue lascircunstancias de seranual. 

t3'' Que á este respecto conviene tener presente que la clan- 
de&tifiiáftd fie la posesión, no puede existir sinó en el i-aso de 
haber otra posesión que pueda ser usurpada por medios ocultos, 
yon elsuti-jutli™, ninguna persona lia pretendido e^tar en 
posesión de la fracción de terreno de que se trata y ta Munici- 
palidad misma que la consideraba fuera del comercio, ha reco- 
nucido por ese hecho que era insusecpÜble de posesión. 

1 i" Que prescindiendo de que la posesión no tenía necesidad 
d.- <*t am.al, ruando es t urh i la pnr el que nfl es puseed-ir 
anual, y que no tiene sobre la co<a ningún derecho de posesión 
véase artículo 2177 del Código Civil), la posesión se retiene y 
se conserva p»r la sola voluntad de continuar en ella, aunque 
na se tetiífft la msa /jor ai ú ) t or otro, voluntad que se presume 
mientras no se haya manifestado una voluntad contraria «véase 
artírulo 2455 del fúdigo Civil). 

15° Que no se ha puesto en cuestión el dominio de Uríbeta- 
rrea sobre la lonja de terreno de que se traía, y antes pur el 
contrario ella resulta de la mensura practicada al levantar e] 
plano del Centro Ai/ricota, que le da pnr lindero can ese rumbo 
el campo de (¡arriyosy de ta existencia de los mojones, cuya 
situación coincide con la línea en que fué aducido el cerco 
derribado, á lo que debe agregarse que. el representante de la 
Municipalidad lia reconocido expresamente que los alambrados 
del eampo de Cribe] arrea, .se enlutaron .7 rama mas mientra de 
ha mojanes, por todos sus rumbos, y por consiguiente, es fuerade 
cuestión que Cribe larrea es dueño de la frarciuu de terreno en 
litigio y .i tal título tiene el derecho de poseerlo y efectuar á 
su respecto todoí los actos jurídicos de que ella es 
(véase artículos 2513 y 2515 del Código Civil). 
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16* Quo ú título !e propietario ha podido uruiitir que otros 
que ningún derecho tenían ¿obre ei terreno, aprovechasen do 
las ventajas que. pudieran resultarle de su Iriasíta por el, sin 
que esto constituya un derecho en su favor y sin que puedan 
oponérseles, para cort n su derecho d»- propietariu, las razone* 
do comodidad ü placer duque si veían privados por el ejercicio 
de lo- derechos del propietaria (véa^e artículo 251-4, Código Ci- 
vil, corroborado por el artículo quu da al propietario la 
farultad do excluir á terceros del uso ó goce de su cosa, ó que 
se <-iitro ú paso por ella ó de cerrar su heredad con pozos, cercos, 
etc., etc. 

17° <_¿oe la posesión de Uriln larrea, reviste lu* caracteres ne- 
ctarios para ocurrir al amparo judicial, pues es pública y >in 
ser precaria, violenta ó clandestina, ejercida a título de propie- 
tario, y sin qu« ninguna otni persona haya invocado una pose- 
sión oxclnyeutede la suya. 

i8 l Que el despojo, que es otro de los requísiios del interdic- 
to, basiio plenamente justificado por la prueba testimonial 
producida por el íic/or y por el reconocimiento hecho por el des- 
pojante, pues demostrado que no existía ningún camino veci- 
nal en el desli de de las propiedades de Uribidarn a y Garri- 
gós, la Municipalidad carecía de facultades para invadir la pro- 
piedad particular y destruir los cercos construidos, con tanta 
mayor razón cuanto ia ley de los Ceñiros Agrícolas reservo ul 
Poder Kje^utivo de la Provincia la aprobación de los planos de 
los mismos, sustrayendo así i la jurisdicción de las municipa- 
lidades délos partidos, lo relativo á tos candil s, calles, etc., 
etc., que debían trazarlo en esos centros. 

10* Que e¡ tiempo en que el despojo se consumó, también ha 
sido acreditado por la protesta véase foja 27) acompañada y 
por el expediente administrativo {véase foja 59) agregado. 

Kl despojo tuvo lugar el Í5de Novie ubre de 1892, y la de- 
manda fué presentada eu Marzo del año siguiente y por lo tan- 
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lo )a demanda ruó *it>(Í u*-i*J :i m tiempo hábil (víase artículo 
2-fi3dcl Código Civil). 

20" t¿ue á todo lo expuesto debe agregar- 1 *' el resultado fie 
la inspección ocular, de instruya (véa-c f-j i líí)) • I acta co- 
rriente en untos, de la que resalta «pu- el antiguo camino gene- 
ral era 4 ona fio para La ví.i férrea, lubiéi.dose removido después 
al lugar donde actualmente *c encuentra, siendo di» tenerse en 
cu' rita especialmente, qtu* el inspector de calles y caminos se- 
fi >t Zanetti, declaró que el alambrarlo destruido estaba aparen - 
tórnente Mibn* la línea de los mojones, y que tío se en-outró 
liutdla alguna del camino materia de e-ta cuestión. !o que co- 
rroboró coa su dicho el vc-iuo lindero, Don Carlos I*. «¡arrigfs. 

21" Qiic* no desvirtúa loque antecede la circunstancia de quu 
la remoción del alambrado del campo de I'ribelarn-n, priva do 
üalída al crimino g -neral, á nao de los vecinos, como lo diets el 
representante de la Municipalidad, porque tal hecho no puede 
cri ar un eamiaod.mde no ha existido, y sólo daría derecho á la 
Municipalidad para decretar la apertura de los * a minos que 
fuesen necesarios, sujetándose A las disposiciones del artículo 
2f) de la ley de cercos y catuinos, y á la ley general de expro- 
piación de i 887. 

22" Que en tales condiciones, la Municipalidad ha procedido 
arbitrariamente y atacado el derecho de propiedad, incurrierais 
on las reponsabilidades de las que se nacen pasibles los que 
despojan á otro de la posesión que les pertenece. 

Por estas consideraciones y las concordantes del actor i véase 
T'ja 101 ) : fallo hacienda iíttjtirttl interdicto tle recobrar promo- 
vido poi- Don Miguel N. de L'ribelarre.i, mandando en su const- 
en encia que la Municipalidad de Lobos le restituya en la pose- 
sión de la fracción tic campo de que ha sido despojado, en el 
perentorio término de 3 días, condenándola á la vez al pago de 
las costas, daños y perjuicios, de acuerdo con lo que previene 
el artículo 2494 del Código Cml¡ 
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VistüS y considerando: <>u.> el interdicto deducido en estos 
autos por Don Miguel N. Iribelurrea contra la M LinicipAlitJml 
do tobos, tiene por objeto que se le restituya á la jiosesion de 
un terreno de que «1 ice lo ha despojado dicha corporación, man- 
dando arrancar un alambrado existente en la lima divisoria en- 
tre las chacras ochenta y uno y ochenta y dos del Centra Agrí- 
cola denominado «Uribelarr**as de su propiedad, y el campo de 
Iton Francisco Ganigós, en el partido de Lobos, aloja' riólo que 
se lia arrancado pura dejar expedito al tránsito de los vecinos 
de la localidad, un callejón de cinco varas de demancdio, por 
quinientos cincuenta metros de largo, que el undante había 
dan -mudo con el alambrado de la referencia. 

Que aunque el arlar t fundando su demaudü, ha alegado que 
ese callejón nunca ha sido un camino vecinal, y que el terreno 
que ocupaba siempre le ha pertenecido en propiedad y lo hipo- 
tecó al Banco Hipotecario de la provincia de Buenos-Aires 
cuando se le acordó elCenlro Agrícola que lleva su noml n *»* 
sin embargo, un hecho reconoció u por el mismo demandante y 
acreditado con la declaración de varios de loa testigos presenta- 
dos, que la extensión de terreno que comprende el callejón 
ha sido usada libremente por quien quería cruzar por ella, sin 
que á nadie le hubiere impedido el tránsito de la misma, como 
se vé por la absolución de las posiciones quinta y decimonovena 
de foja noventa y cuatro. 
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Que .si este hecho puede ¡10 ser bastante por sí solo para de- 
clarar que ese callejón es un camino vecinal de propiedad mu- 
nicipal, por ciuiutu pudiera ser precario eí uso que de él huyan 
tu cito los vecinos y carecer la Muui ñpalidad de Ututos para 
atribuirse su propiedad, es cuando menos fuera de dud¡i, que él 
basta para considerar pruna faca' ¡i dicho callejón como un ca- 
mino vecinal, desdo que ha servido de tal á cuantos han querido 
transitar por él para salir al camino rea) de Lobos á Cañuelas, 
ú lU'pí.r á ¡as propiedad*** de lo* vecinos qo" han solicitado .i la 
Municipalidad que lo restablezca después que lo clausuró L'ri- 
belarrea. 

Que con tal motivo y correspondiendo alas municipalidades 
de la provincia de Buenos-Aires, tantu por su ley orgánica, 
como por la ley de cercos y caminos de la misma provincia, todo 
lo relativo á apertura, ensanche, jurisdicción, vigilancia y man- 
tenimiento de los caminos públicos en el respectivo mu oicip;o( ar- 
tículo treinta y tres de la ley orgánica de veinte y finco de Marzo 
de mil ochocientos ochenta y seis y catorce de la ley He cercos 
y caminos), no es, ni puede ser cuestión, ible La facultad couque 
ha procedido la Municipalidad de Lobos á dejar espedítü el 
camino de que se tnita, mandando remover con 'a fuerza pública 
el alambrado con que lo había suprimido l'ribelarrea, faltando 
á la prescripción del artículo treinta y tres de la ley de cercos 
y caminos y resistiéndose á dar cumplimientoá la órdeu de resta- 
blecer esa vía que &e le comunicó por dicha corporación, cu ejer- 
cicio de la jurisdicción con que la ley la ha investido para ello. 

Que en tal caso el hecho de la Intendencia de ordenar la rea- 
pertura del camino y hacer efectivo su mandato no puede hacer 
surgir una acción contra la Municipalidad, que no tendría por 

io de un derecho 
, nu puede 



cumplimiento de una 
constituir como ilícito ningún acto {artículo mil setenta y uno 
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<¿ue r-i la M uuiripahdad n o se hubiera limitado al ejercicio 
regular de sus facultades y a) i-n molimiento *ir ¡<us deberes, si- 
no que hubiera lesionado con sn-s tu-to-í derechos particulares, 
sería procedente );i deducción de la acción puse su ría de reco- 
brar y nada impediría que juzgándola, t'ribi larrea fuesn resti- 
tuido ¡í la |insi>sion del terreno que se cuestiona, si raímente 
hubiese tenido la posesión tranquila y un interrumpida fie él 
por el tiempo á ln menos de un ano, sin los virios de precaria, 
violenta ó clandestina, como lo dUpotie <d artículo dos mil cua- 
troi-i^nto- si t, ut ¡i y tve* del Código Civil. 

Que según ¡resulta de las constancias de autos, Vribeíarrea 
no na justificado el lu cho de esa posesión <*n la* c m liciones es- 
tablecidas por diclio artículo para que s> declare la procedencia 
líe su d< manda, siendo evidente que á éste liu no ha podido ha- 
cer vaícr ni debido tomarse en consideración la prueba que ha 
rendido sobre el derecho que se atribuye á la posesión de ta co- 
dj materia del juicio^ eomo propietario de ella, porque según la 
espresa deposición del art Vub. dos mil mialroi ieiitos setenta y 
dos del fVjdiffo i'ivil : t Fuera del caüo del artículo anterior, la 
posesión nada liene de común con id derecho de poseer, y es 
ilii'üil la prueba, en las acriolles posesorias, del derecho de po- 
seer pur parte del d< mandante ó demandado». 

Que <'U el caso sufi-jttitin; no se ha pretendido ni pin-de pre- 
tenderle por algunas de las pai tes, que si a dudoso el último 
e.-tado de la posesión del terreno en litigio, para que pudiera 
serle aplicable )a excepción á la reíala que consagra el artículo 
dos mil cuatrocientos >eM)ta y dos ya citad", s* a con relación 
al tii tupo transcurrido desde que Cribelarrea removió el alam- 
brad i, tli jando dentro de las cimeras números ochenta y uno y 
ochenta y do; del ('miro A ij ricota el terreno del callejón, >ea 
con relación al li< nip ■ anterior á este hecho. No lo primero 
porque mientras bu durado la clausura del « allejon con et alam- 
brado que remurió Uribelarr» a hasta el límite del campo de 
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Garrig'is, nadie sin í $1 ha estado en posesión de las cinco va- 
ras de terreno que formaba el .iillejon ; y ni \o segundo, parque 
habiendo estado dicho terreno fuera del alambrado que r ircun- 
Ja el Centro .igricola del actor, y simando durante años sin 
reparo alguno do su parte al tránsito de los vecinos que querían 
¡indar por ¿I, según su propia confesión y la declaración de 
muchos de los testigos presentados es indudable que (al lucho 
sirve para demostrar el de ¡a posesión que e:i calidad de vía pú- 
blica, ha tenido la Manir ipolidad de dicho callejón; pues nin- 
gnu tiei bu puede ser más carnet* fistieu de la posesimi que co- 
rresponde á dicha corporación, de los caminos generales Ó par- 
cíales elidientes en un municipio, que id del libre tránsito de 
sus vecinos por ellos; -irvicudo á la vez para probar que Uribe- 
larrea no la tuvo durante esos años, porque si anteriormente la 
hubiera tenida, la hubo ra perdido, aun usurpada por terceros 
pues que, como lodiee *1 ai líenlo dus mil cuatrocientos cincuen- 
ta y seis del Código Civil, la posesión se pierde cuando se deja 
que alguno la usurpe, entre en 
durante un uño, sin 
) acto alguno ñe ¡«Oí 

Que sentados estos antecedentes, no puede haber duda deque 
procede el rechazo de la acción posesoria intentada por el oilor, 
porque como antes se lia dicho, no ha justificado que baya teni- 
do la posesión tranquila y no interrumpida, por un año cuando 
menos, del terreno en cuestión; antes bii i consta por su propia 
declaración, absolviendo posiciones á fijas noventa y siete 
vuelta, y resulta de los términos de su demanda y de la protes- 
ta < f e foja veinte y siete, que la mudanza del alambrado por 
cuyo medio se apoderó del terreno que comprende el callejón, 
dejándolo dentro de las chacras de su propiedad, tuvo lugar en 
el año mil ochocientos noventa y dos, y qne en Noviembre del 
mismo año fué removido por orden de la Municipalidad dicho 
alambrado con que impedía el tránsito por el callejón, lo quo 

T. VIII l0 
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basta pora probar que no tenía Un helar rea la posesión anual 
que podía hacer prosperar la arción posesoria deducida por su 
parte. 

(Jue tampoco pueden invocarse para tomar dicha posesión las 
declaraciones de sus testigos, cuando dicen que uu han conocido 
que existiera comino público en dicho callejón, porque nada 
vale que nieguen la -urdad del nombre que corresponde ul he- 
cho reconocido por ellos mismos y por el propio demandante, 
como ser el do que la lonja de terreno existente desde muchos 
años atrás entre el alambrado de Urihelarrea y el límite del 
campo de GarrigOs, ha servido para el tránsito y comunicación 
de los vecinos de la localidad, circunstancia quo basta para ca- 
racterizar el hecho de la posesión de un camino público, como 
tal camino, aunque por otra parte la Municipalidad i quien fa- 
vorece el hecho de esa posesión, pueda carecer de títulu á la 
propiedad dd terreno ocupado por ¡a vía, cuya cueation no co- 
rresponde ventilarse ni resolverse en los juicios sumarios de po- 
sesión . 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja ciento quince y se absuelve, en consecuencia, á la Municipa- 
lidad de Lobos de la demanda interpuesta, confirmándose en 
cuanto declara de la competencia de la justicia federal el cono- 
cimiento de la causa. 

Repuestos los sellos, devuélvanse, pud i endo notifica rae con el 
original, 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. va HELA. 
—ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUfICE. — JUAS E. 10RHENT. 
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CAIN A rcxcvi 



Ihn Domingo Itey Soto contra ta Sociedad de Crédito del lio- 
sano de Santa-lc, por cobro de m seguro; sobre costas 



Sumario, — lis justa la sentó ocia de i" instancia en rinanto 
no condena en costas al demandado, si sólo acepta parcialmente 
Jos perjuicios del demandante. 



Caso. — Resulta del 



Wmm del Juei Federal 

Rosario, Julio -I dv 189.1, 

Autos y ristos : los presentes iniciados por don Domingo 
Rey Soto contra la Sociedad General de Crédito del Rosario de 
Sauta-Fé, por cobro de pesos. 

Resulta : i* Que lasoeiedad indicada, en21 de Juliodei890 t 
aseguro por un ano y por la cantidad de tres mil pesos, la car- 
pintería del demandante, establecida en la ciudad del Rosario, 



1 iX 



faiuis [>K i.a si r. ¡ si a conrp. 



todo de acuerdo ion iu* -suiutus corrientes á foja 30 v póliza 



2" íjue e ii la madrugada fiel día 3 de Setiembre del mis- 
mo año, y en 0fftatM|ancias de encontrarse Uey Soto enfermo 
en su domicilio fuera di' ta earpintétiá* éata se incendió, sin 
poder descubrirse U causa del siniestro; consumiendo el in- 
cendio parte de los enseres de dicha carpinteri l. 

3 o Que dudo pur el asegurado el aviso correspondiente :i ta 
Suciedad Aseguradora (telegrama de foja 7lh T solicitado de 
ésta M reconocimiento drl daño producido (c.irhis di» l\ 31 y 
33), la Sociedad evadió por varios meses toin;ir la participa- 
eiim que debiera ejercitar, conforme ¡i los estatuios y en casos 
de ¿«te géueru, 

4" Que en vista de este procedimiento tardío de parte de la 
Suciedad, (pi' 1 p- rju'li'-aba al actor, liizo practicar éste último 
la avaluación del siniestro, en la torma que Id expresa el docu- 
mento de foja 25 y el que arroja la sum í dedos mil quinientos 
pesos, ennin valor de los perjuicios producidos. 

,V i¿ue con estos antecedentes es que l(- y Suo inicia este liti- 
gio, pidiendo en su demanda de foja -i sea condenada la € Sacie- 
dad General de t rédito di I liosariude Saiita-IY* , al pago de los 
indicados dos mil quinientos pesos, con más los costos y co-tas. 

tí* Que cuntí atándose la demanda á foja 15, se pido sea ella 
rechazada, fundándose la parle de la Sociedad en que si hasta 
esa fecha no había satisfecho ú liey Solo lo que pudiera de- 



berle, había sido por no haber este procedido de coufornii- 



obligaeion de dar parle del siniestro dentro de las veinte y 
cuatro horas de haber sucedido, con los demás detalles del 
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cripciom-!. y sí procedido á avaluar aquellas de una numera 
inaceptable por su elevación. 

7- Abierta ta musa aprueba por el decreto de foja 18 vuel- 
ta, se product* la que consta en auto*. 

V considera nfl o ; 1" (¿ue el contrato de seguro ?e encuentra 
reconocido por las partes, como también el siniestro acaecido, 
debiéndose en su consecuencia dar como válido il primero y 
existente ti segundo (artículo 506, Código de Comercio). 

2 o Que no es exacto no hubiera Rey Soto dado cuenta del 
siniestro á ta Compañía dentro délas 24 horas do haberse pro- 
ducido, pues ese aviso se encuentra constatado en el telegrama 
que corre ¡i foja 70; y e n cnanto á los demás detalles á que 
se rollere el artículo 16 de los Estatutos, si bien es cierto no 
aparecen haber sido trasmii idus a" la Compañía, se debe em- 
pero tener presente en equidad y justicia las circunstancias 
extraordinarias de U enfernu'ii.td del actor, cti,md.i<-l desastre 
sucedió, y el di terso domicilio de los contratantes á tan largas 
distancias, pues i I primero lo tiene en la capital de la provin- 
cia de Eotre-Ri-.s, y la segunda se halla radicada en ésta ciu- 
dad del Rosana, según su mismo nombre lo indica y lo 
confírmala data que llévala pdliia de foja 20, S lo que se 
agrega la dificultad consiguiente de poder en tan breve plazo, 
como el de fc 24 horas, dar cuenta con exactitud cómo tuvo lugar 
el incendio, testigos que lo presenciaron, elementos que se uti- 
lizaron para extinguir aquel, imuito del valor en que se estimase 
la pérdid'i. y demás minuciosidades que establece el artículo 10 
de los Estatutos , 

3* Que, por otra parte, es de costumbre correcta y notoria, 
el de que un agente de la misma compañía aseguradora se tras- 
lade para adquirir detalles del asegurado y otras personas, al 
sitio mismo del siniestro é investigue éste de vistt las causas 
que hayan producido dicho siniestro, las pérdidas sufridas en 
él y demás detal'es que el artículo Ift consigna; precediéndose 
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dr esta manera por las compañías de seguro hasta con J objeto 
de no ser defraudadas sin perder tos datos necesarios para for- 
mar incontinente, un juicio ctaro y exacto del hecho, pues ai 
con esa prontitud é inmediata asistencia no se procede de parte 
de las compañías aseguradora», éstas se exponen á perder múl- 
tiples y necesarios elementos que le son necesarios para formar 
un criterio exacto y cabal de sus responsabilidades ; y perfecta- 
mente constatado un antes, por las cartas de fojas 31 , 33, i9, 
50 y 51, se encuentra la desidia enn que al respecto procedió 
la compañía aseguradora, unas veces por la ausencia de su pre- 
sidente y otras por )a falta del empleado que debía mandarse 
al Paraná al objeto indicado. 

4? Que además, losdetalles consignados en el artículo Iti han 
sido hechos constar por el actor, como se demuestra por las 
diligencias á que se refieren los documentos de fojas 21 á 27» 
llenándose así la prescripción del artículo 16 predicho, 

5 o Que aún dado el caso de que estas formalidades mt s«- hu- 
bieran llevado á cabo por parte de Rey Soto, su seguro no hu- 
biera caducado, pues las faltas de aquellas no son causa de 
caducidad, siéndolo tan súlo, las circunstancias que en sus cua- 
tro números enuncia el artículo 17 de sus estatutos, no habien- 
do en ninguno de ellos incurrido el asegurado, pues la avalua- 
ción de fuja 2b, que^e llama exagerada por lu parte contraria, 
di be supouerse respondí.! , más á dejar llenada la prescripción 
del artf. ulo lü, referente a la investigación preliminar, que al 
jas. ¡precio definitivo de l<-s perjuicios; basándose esta suposi- 
ción en la falta absoluta de referencia que en las cartas de fojas 
■SI y 33 se haga á tal avaluación, pues que, al contrario, en di- 
chas cartas, y Jas que también figuran de fojas 1 á 3, ninguna 
relación s" hace á aquel justiprecio, reduciéndose i exigir en 
e!las f de parte del asegurado, el enrío del representante de la 
Compañía, á ubjeto naturalmente de proceder en la forma que 
establecen los artículos 18, 19 y 20 le los estatutos. 
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0" Que dalo el hecho innegable de la vigencia de U póliza de 
foja20, y la misma de la Compañía asegurad 01 a, cuadraba íí 
Rey So tu el derecho perfecto de exigir judicialmente el reco- 
nocimiento del daño sufrido, derecho que aquel ejercita en la 
presente demanda. 

7 o t¿ue habiéndose procedido en la avaluación de Toja 25, 
sin el concurso ile la Compañía, como lo establecen los artículos 
18, 19 y 20 de los estatutos,; habiéndose negado por parte de 
ésta última la exactitud de esa avaluación, — ella no puede ser 
aceptada por ei Ti ibunal, — quien debe mandar se practique 
de conformidad á la convención celebrada entre las partea. 

Por tanto : Se declara que la Compañía General de Crédito 
del Rosario de Santa-Fé, se encuentra obligada á abonar al 
actor, don Domingo Rey Soto, el importe de 1-ts perjuicios su- 
fridos por éste euel siniestro de U carpintería de su propiedad 
asegurada en aquella, y cuyo justo importo se designará por 
peritos arbitros, de conformidad á lo establecido en loa artícu- 



los 18, Ifí y 20 de los Kstatutos de la Compañía , debiendo las 
partes, bajo apercibimiento, concurrir á la audiencia del quinto 
dia hábil posterior al de la ejecutoria de esta sentencia ó á 
aquel en que estos autos vuelvan á este Juzgado, en caso de 
haber sido apelados, y esta resolución sea notificada, á practi- 
car el nombramiento referido. Notifíquese con el original y re- 
pónganse los sellos. 



il. Escalora y Zuviria. 



rnllo de l« : 




Buenos Aires, Noviembre 20 dé 1894, 



Vistos : considerando eu cuanto ¿1 la apelación deducida 
a foja ciento cuarenta y cuatro, que la sentencia «le primera 
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instancia, con cuya ¿Vision de fondo se ha conformado el re- 
currente, acepta súlo parcialmente las peticiones de la de man- 
dil, en cuyo caso no lia debido contener condenación en costas. 
Por ello, se conlinha la sentencia de foja ciento treinta y 
cinco en cuanto nu condena en costas al demandante, depues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

■ * 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. YA II EL A. — 
ABEL B A ZAÍÍ. — OCTAVIO BLSCE. — 
JLAJÍ E. TOUIIKST, 



caí;»a ttxcvn 



Contra ./. Ihiergny C; mitre diferencia de calidad de artículos 
tj derecho de ceder las mercancías penadas. 



Sumario. — l j Es inapelable la resolución de la aduana que 
be refiere únicamente á ia clasificación de ta mercadería y ne- 
na lidad aplicable en consecuencia. 

í' 1 Si el interesado pretendo tener el derecbo de desligarse 
de bus obligación vs para ctm el Fisco, cediéndole las mercad e- 
ríaa, putde hacerlo valer ante la Aduana, 
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Caso. — Resulta de las siguientes piezas 
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HESOLLCÍON DE LA ADUANA 

Buenos Aires. Julio 21 du 189-1. 

Visto lo resucito por la Dirección General ile lientas, de lo 
que resulta que la mercadería de que se trata, se encuentra 
comprendida en la partida 1 182 le la Tarifa vigente, corifir- 
niundo así la clasificación ln cha por el Vista en el parte de fo- 
ja 1, con arreglo A Lo dispuesto por los artículos 930 y 1054 de 
las Ordenanzas de Aduana, resuelvo se paguen dobles derechos 
sobre la diferencia de valor entre la mercadería pedida á des- 
pacho y la que resultó de la vcriíieacion practicada. Hágase 
saber á sus efectos, pase ¡i Cunta 1 ! liria y repónganse los sellos 
por el interesado. 

5*. tíaibtme. 



HESOLUCION (>£ |.A ADUANA 




Unenos Aires, Agosto 7 de 18ítfL 

de la Dirección General de 
I , son inapelables con arreglo 

en dicha resolución el fallo de esta Administración, no ha 
lugar á lo solicitado, y estése á l<> resuelto á foja... Hágase sa- 
ber, a sus efectos pase ú Contaduría y repónganse los sellos. 
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Fnllo del Jufi l>drr»l 

Humos Aires, Si- lio mitro JG de 189-i. 

Autos y vistos: Resultando del precedente informe de la 
Aduana, así como de la propia exposición del recurrente, que 
el único punto discutido en la causa de referencia ha sido el de 
saber ¿qué partida de la tarifa do avalúos corresponde la mer- 
cadería pedida á despacho, y siendo inapelables en estos casos, 
las resoluciones de la Dirección General de Rentas, según los 
artículos 135 y 137 de las, Ordenanzas de Aduana, lo son tam- 
l«ien las decisiones del Administrador que en aquellas se fan- 
dan: se declara bien denota*! i el rucurso, con costas. Repóngase 
el papel. 

\\ Lalanue. 



VISTA DEL SEfiüH PllOGUKAlMMt GESEÍUL 

Buenos Aire*, Novkmki 1 1* dv 18H4. 

Su f n ema Curte : 

La ley es esplícita y exime de todo comentario. 

£i se suscitasen dudflji, prescribe el artículo 135 de las Orde- 
nanzas, sobrt- la tarifa que corresponda á algún artículo, ó 
>obre la fiase, calidad ó estado de algún género, se suspenderá 
el despacho para que la Dirección General de lientas, resuelva 
las dudas La Dirección General, prescribe el artículo 137, 
fallará sin apelación y sin necesidad de audiencias de la parte, 
por los datos privados que ella crea conveniente tomar. 
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Este Tocedimierito lega], se ha llenado, estrictamente ; ta 
resolución no puede entonces reverse bajo ningún aspecto, 
porque paradlo no existe Tribunal con jurisdicción apropiada. 
Por dio pMo Á V. E. fa confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano AVer. 



I «lio de la Suprei \m Corte 

ttucuos Atriií, N'ovú'tutjr.' 22 di: 1M¡»1. 

Vistos: Considerando que la resolución de foja oHio vuelta 
pronunciada por la Aduana, se refiere únicamente á la olasib- 
cacion de la mercadería y penalidad en consecuencia aplicable, 
sin contener declaración alguna sobre la manera ó LormacúVno 
el apelante pueda desligarse de sus obligaciones para con el 
Fisco. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador Genero! y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja diez vuelta, sin perjuicio de 
que el recurrente pu»ída hacer valer ante la Aduana los dere- 
chos que tuviese y que no lian sido materia de la resolución que 
por la presente se confirma. Repuestos loa sellos, devuélvanse. 

UENJAMIfl l*AZ. - — LUIS V. VA HELA. — 
ABEL HAZAS. — OCTAVIO BUKGE. — 
JUAS E. TOHItEN T. 
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4'AUNA « H VIII 



/í/ ¡tortor (hm Adolfo Salidas m recurso de un decreto del 
Juez Criminal de instrucción de la CapiOtí. 

Sumario. — Ki recurso pura sote los jueces de Sección ¡i 
o.ue se refiere el artículo 21 de la le* de Ití de Octubre de 1862, 
ba sido derogado. 



Cato. — Lo explica el siguiente 



llECLASO 

Buenos Air*s, Agosio lo de \m. 

Señor Juez de Sección : 

Adolfo SaltlírtM, de este vecindario, constitu3"endo domicilio á 
los erectos de este juicio en la calle Suipncha número 780, 
ante Y. S. respetuosamente expongo : Que según resulta de 
las notas originales y copia de la contestación de la demanda 
que acornpitio, el Juez de Instrucción en lo Criminal de la Ca- 
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pital, doctor Gallegos, se dirijió á mí. pidiendo declaración enn 
respecto A tres capítulos de preguntas en un siun trui que dñv 
estar i nstr 115 éndosc á petición del Agente Fiscal para escla- 
recer la verdad de las afirmaciones contenidas en el número 
1212 del diario /;/ ArQimtniQ. 

Como las preguntas, >c^un podrá constatarlo V. S. per ve- 
nir insertas en la nota acompañada se refieren todas tilas d 
aetos personales del que suscribe, y de su contestación podrían 
resultar cargos contra él mismo, por cuanto en las notas se ulir- 
ma que soy yo el que dirijo el diario El \r<jcHtiiw y es bajo 
este supuesto y con relación ú publicaciones de este diario ojie 
están formulad as los preguntas, hice presente al señor Juez 
du tastruccimi, entre otros motivos, que me impedía contestar 
directamente el principio eonsiitoeional del artículo iÜ, por el 
que nadie puede ser obligado ¿declarar contra sí mismo. 

Cuino no fuese aceptada estadefensa constitucional, apeló de 
eslu resolución para ante V, S., fundado en la expresa disposi- 
ción del artículo 21 dota ley *obre justicia nacional, de Octu- 
bre ffíde J8Ü2. 

No habiéndoseme acordado este recurso, según se constata 
por la última nota acompañada, d i la que lYMjlta la denegación 
del recurso, Tengo en grado de apelación directa, de acuerdo al 
artículo 229 de la ley de Procedimientos. 

En esta virtud, a V. 8. pido que habiéndome por presentado 
ron los documentos acompañados y por deducido en forma ol 
recurso de apelación directa, proveer librando oficio al Jto-z de 
Instrucción en lo Criminal de la Capital, pidiendo I-t remisión 
de los nulos, y con su vista conceder la apelación entablada. 
Es justicia, etc, 



Adolfn Salthm. 
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Buenos Airrs. Setiembre 28 Je 

Autos y vistos: Considerando que el presente recurso se 
funda in la disposición contenida en el artículo 21 de la ley- 
sobre justicia nacional de Octubre 10 de Í8Ü2, disposición que 
ha sido reformada por el artículo 14 de la ley sobre jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales nacionales de 14 de Se- 
tiembre de 1803, estableciendo qu« una Tez radicado un juicio 
ante los tribunales de Provincia será sentenciado y fenecido 
en la juridiccion provincial, salvo el recurso que otorga para 
ante la Suprema Corte en los casos que el mismo artículo enu- 
mera. Y no puede haber duda respecto de que este artículo 
corrige lo que aquel disponía, atento lo que expresamente esta- 
tuye ei artículo 23 de la citada ley de Setiembre 1H63. 

Considerandu que, por lo demás, Hiendo criminal el asunto 
en que se interpone el presente recurso, está especialmente 
regido por el Código de Procedimientos de la materia y en este 
Código no se encuentra disposición alguna que pueda hacer 
prosperar dicho recurso. 

Por esto, se declara improcedente la apelación presente, traí- 
da unte este Juzgado. 



J. V, Lulanne. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCUIUDOlí GENERAL 



Buenos A iros, Noviembre 13 u> 1894. 

Suprema Corte : 

Dd auto del Juez de Instrucción Criminal en la Capital, que 
prescribe una diligencia de carácter prévio, no procede recurso 
para ante la jurisdicción del Juez de Sección Nacional. 

El que autorizaba el artículo 21 de la ley de iG de Octubre 
de 18GÜ para los casos regidos por la Constitución y leyes na- 
cionales, quedó derrocado, por et artículo 14 de la ley de U 
de Setiembre de 18(53, confirmado después por el artículo 73 
de la ley orgánica de los Tribunales de la Capital de 1881 y 
artículos íi5yG7de la ley de 12 de Noviembre de 1880. Por 
ello, V. K. soba de servir confirmar el uuto recurrido de fo- 
ja 15. 

* 

Sabintarto AVer, 



Falla úm la Suprema Carie 

BuedOd Aires, Noviembre 24 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos y de acuerdo con lo eipuesto 
y pedido por el señor Procurador General, se confirma con cos- 
t«. el auto apilado de foja quince. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 



IlEiSJAlllíí PAI. — LUIS \ t VAHE- 

i — OCTAVIO 
E, TORBEftT, 




FAM.OS DE LA SLPHtllA COUTE 



C AINA ( C \4 l\ 

hm tíiestvr Fernandez eontm don Atfuites Fnmchittí; .voAre 

rméton tte cuatrín» 

Sumario. — \ IVdida por e] actor la remisión del contrato, 
por no babéiío cumpíjiio el demasío, declarando que é¡ 
está dispuso 4 cumplirlo, el .Imz np resuelto un punto ü- 
truno ¡i la demanda, si, no precediendo la rescisión, resuelve 
que se mí mp la el contrato. 

Él demandado no puede exonerar-e de sus obligaciones, 
por haber transferí do á otros el contrato, si un ron, ta que la 
transferencia haya sido aceptada por el demandante. 

3' KUnil;ar^j trabado á requisición de Ututo sobre la cosa 
tendida, con posterioridad ul contrato di- tvnia, obliga al ven- 
dedor a dar lianza, si exiye su cuiiípífriiiéijto al comprad.*. 

i" La infracción de la ley número sobre sistema mí trico 
decimal hace pa»iuk- al escribano nnt.-mante y á las partes de 
la multa establecida por los artículos 14 y 15 de dicha ley. 



Caso. — Resolta del 

Fallo «VI Jmmt*. Federal 

Hosnrio, M.iyo K¡ Jel89íí. 

V vistos: los seguidos por don Néstor Fernandez contra don 
Aquilea Pramhini, sobre rescisión de un contrato de compra- 
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El 4ema»danté se funda rii qiie con fecha 8 de Agosto de 
1889, vendió á Francbini un terreno en esta ciudad, compuesto 
de m metros (tO centímetros de frente por i m t\ metros 75 centí- 
metros de fondo, por el precio de cinco pesos de curso legal cada 
medida de pagadero su importe, la mitad á ios cuatro meses 
de aquella fecha, y la otra mitad á los cuatro meses posteriores, 
<;ii cuya época ho firmaría la escritura del caso, sin que hasta 
el dta de la demanda, en que van vencidos más de nueve meses, 
el comprador haya pagado Ja suma convenida, por lo cual de- 
manda la rescisión de esa venta con daños y perjuicios y más 
la* cosUsdel juicio, manifestando que él, por su parte, estaba 
dispuesto á cumplir con sus obligaciones de vendedor. 

Contestando la demanda, expresa Francbini sel improce- 
dente la solicitud de rescisión, por cuanto lo que debió deman- 
darse era el cumplimiento del contrato ; que éste cumplimiento 
no se le pudría eligir tampoco en mérito de que al día siguien- 
te decelerado el convenio de foja 3, él (Franchini) transfirió 
el boleto á Toslasco, Sirtoii y Sigoletti, hecho que se le hizo 
saber ú F. rnandez y que fué aceptado por éste ; que ademas el 
terreno en euestion, después que le fué vendido, y antes de ven- 
cerse el primer plazo para el pago de la mitad de su importe le 
fué embargado al vendedor, por lo que le deducía reconveneion, 
pidiendo que, no haciéndose lugar á lademanda se condenase al 
actor como reo del delito de estelionato al pago de los daños y 
perjuicios causados, intereses respectivos y costas del juicio. 

Evacuándose el traslado de la reconvención, Fernandez niega 
los hechos en que ella se apoya > objétala fecha que pretende 
darse de contrario al boleto privado de foja 13. - 

Abierta la causa á prueba por el auto de foja 27 se han pro- 
ducido únicamente las posiciones de fojas 78, 79, Si, 85 y 80. 

reconocida la firma y contenido del docu- 
demandante antes de vencerse el primer 
plazo concedido á Franchini para el pago de parte del terreno 
r. m. u 
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tendido, tuvo conocimiento directo del compromiso de foja 13; 
que algún tiempo después que Fernandez compró el terreno en 
cuestión, pero antea de enajenarlo al demandado, el doctor Qui- 
roga vio á aquél pidiéndole le hiciera partícipe en la negociación, 
loque fue aceptado, pero que no habiendo introducido como 
capital siuó la suma de trescientos pesos, el referido Fernandez 
creyó que el nombrado doctur Quiroga no tenía en el inmut óle 
más que una parte prop^cic-al ; V finamente, que la propiedad 
fué embargada por el mismo Quiroga ú poco de haber sido 
vendida á Franchini. 

Con lii alegado por los interesados en los escritos de fojas 2S 
y 108, y considerando: 1" Que es regla en materia de proce- 
dimientos que el Juez debe fallar el pleito sometido d su deci- 
sión cun arreglo á los hechos alegados y prueba producida, sin 
consideración alguna á la clasificación que las partes hayan 
dado á la acción instauróla. 

2 U Que su-ndo terminante la disposición contenida en el 
articulo 1201 del Código Civil, y no habiendo en el contrato de 
foja 3 pacto expreso que autorize á uiüi de las partes á disol- 
verlo si la otra no lo cumple, es evidente que la acción que co- 
rresponde es la de cumplimiento del referido contrato. 

3" Que é-íta y no otra es la verdadera intención del deman- 
dante, atenta la inanifasUeion hecha en el escrito de demanda 
de estar dispuesto á cumplir ron mí obligación, llenando así 
con ésto el extremo requerido por el urlímlo 1201 del código 
citado, a lo que deben agreg-ir^e las manifestaciones no inte- 
rrumpidas posteriores tendentes al mismo fin, entendiéndolo 
así también el demandado como se demuestra por los capítulos 
111, 24, 34, 43, 44, 73 y 77 de su escrito de f... aún cuando u\ 
otros eiprese que el pleito verse feobre la rescisión, 

4 ' Que la venta de Fernandez a Franchini, habiendo tenido 
lugar con anterioridad á la fecha del embargo que trabó en el 
inmueble objeto de aquella, a=í como también que lo vendido 
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era de propinad del primero, aun cuando el doctor Quiroga 
se considerase con derechos ríe propietario, que son todavía 
probk-mátieos por no haber resolución al respecto, no puede 
reputarse jurídicamente comprendido en ninguno de losartícu- 
los f I78y 1179 del expresado código. 

5" Que el traspalo hech.i por Francbini, y que menciona el 
documento do foja 13 desde el momento que no le ha sido noti- 
ficado ni hecho saber en forma al rendedor Fernandez, no ha 
podido, según es de ley, producir h, efectos de una cesión á * 
objeto de exonerar al doman !a-lo de sus respectivas obligacio- 
nes para con el di madarite. 

6 " Q' ie si bien se *»a comprobado pb na-jiente qu.-el compra- 
dor no h i cumplido al vencimiento d* I primer plazo, ni tam- 
poco al del segundo con las obligaciones que le imponía el con- 
trato úo foja,., también lo es que u,a omisión obedece pura y 
necesariamente A la circunstancia de encontrarse embargado 
por un tercero el terreno vendido. 

7" Que el he ho did embargo por persona que Teclama dere- 
chos sobre el bien enajenado constituye el motivo suficiente 
autoriz ido del artículo H23 del mismo Código, para que el 
comprador pueda suspender ti pago del precio hasta tanto se 
le aQau v por el vendedor su restitución. Por estos fundamen- 
tos, fallo definitivamente, que ¡os signatarios del contrato de 
foja 3, deben cumplirlo, debiendu previamente el actor alian- 
zar U restitución del precio que perciba por aquel ; sin especial 

llágase saber con el original, repónganse los sellos y ejecu- 
toriada ésta sentencia, archívese el expediente. 



J/. Salva 



l6i FAtLOS UK [,A SW'IlbMA MHtTfc 



Fallo de la Siiprenm Corle 

Hu«'it'í?* «Utos, Noviembre iíl de I s* 1 1 . 

Vistos y considerando : Prni/tem, Que si bien es di- ley que 
la sentencia debe recaer sobr<- las acriolles deducidas en el 
- juicio (artí« ulo trece de ia Itfj de Procedimientos, y lej diez 
y sois, títitlo veiute y dos t partida tres), do es menos cierto 
también rju ■■ conforme á lo dispuesto en la ley die?, título diez 
y üicte, libro ruarlo de la Uecopilacion Castellana, las eaosas 
deben resolverse, sabida la verdad, sin ubservar escrupulosas 
solemnidades, aunque fuesen de las que se llaman fiel órdciiy 
sustan -ía de los juicios, por lo nial enseñan los autores prácti- 
cos, que el Juez no debe ligarse á las palabras de la conclusión 
de la demanda, que es la que generalmente determina la acción, 
para conceder ú negar lo qm- en ella *e pide, antes debe suplirla, 
convirtieudo el juicio en bem lieio de las partes y de la 
justicia, si de él resulta manifiesto el derecho que corresponde 
al netor y no es ajeno á la materia de la demanda. 

Segando. Que en ! caso sith-judíce, es de correcta aplica- 
ción ésta doctrina, en cuanto el Juez al fallar la demanda fie 
foja cuatru no se ba limitado á desechar la uscision del con- 
trato de foja tres, y la indemnización de daños y perjuicios 
que le pedía eJ a- tor en aquella, antes bien convirtiendo el 
juicio en benelieio del derecha de las partes y de la justicia que 
rstá enear- ida de administrar, lia ordenado el cumplimiento de 
dicho contrato. 

Tercero. IJuc al hacerlo así es evidente que no ha resuelto 
Un punto extraño á la demanda, desde que por los términos de 
esta se ve claramente que la intención del actor es que íl se 
cumpla, ya como expresamente lo invoca como fundamento del 
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pAÜum iltí su d-'inanda, ja cuando categóricamente declara á 
continuación del minino petitiifít, que está dispuesto por su 
parte á cumplir las obligaciones que te impone, ú lo que debe 
agregarse para que no quede dudaul respecto, que un la misma 
instancia, al alegar de bien probado corrobora dicha intención, 
pidiendo claramente la ejecución del contrato, lo que basta para 
saltar la antinomia que hay en tos términos de la conclusión 
de la demanda y para que no ai' diga como lo pretende el ape- 
lante, que la sentencia no ha r tenido sobre la acción deducida 
en el juicio. 

Cuarto. Que la cuestión de rescisión no lia Tenido para la 
resolución de esta Suprema Curte, por no haber sido apelada 
en ese punto la sentencia, ú si lo fué por eJ demandante >'n su 
escrito de foja ciento treinta, por haber desistido del recurso 
á foja ciento setenta y cuatro. 

Quínla. t¿ue estando reconocido el contrato de foja tres, no 
puede ponerse en duda la eticaría de las obligaciones que él 
impone, porque las convenciones hechas en los contratos for- 
man para la parte una regla á la cual deben someterse como i 
la ley misma (artículo mil ciento noventa y siete del código 
civil). 

Se&tO* Que el demandado no puede sustraerse al cumpli- 
miento de sus deberes, pretendiendo, como lo hace, que ha 
cedido á terceros el contrato de foja tres, pues que, si el 
an-rrdor puede ceder sus derechos, no puede el deudor exone- 
rarse de sus obligaciones, traspasándolas á otros, sinó con el 
consentimiento del acreedor, con su declaración expresa de vo- 
luntad d^ exonerar al deudor primitivo (artículo ochocientos 
catorce del Bodigo civil), lo que constituiría no una cesión de 
créditos, sinó una extinción de obligaciones por efecto de la 
novación. 

Sétimo. Que el demandado no ha probado que la novación 
se haya efectuado. 
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(tetado. Que no se desconoce que el demandante estaba en la 
libre posesión de la cosa prometida en renta á la época del 
contrato, resultando de la escritora pública de foja noventa, 
que caá posesión se basaba en título traslativo do dominio á 
favor de aquel, loque tampoco se contesta. 

Noveno. Quo el embargo del terreno decretado en éste jui- 
cio, uo puede constituir el caso previsto por el artículo miJ 
ciento setenta y nueve del Código Civil, porque esc embargo, 
como el litigio que lo ha motivado, son de fecha posterior al 
contrato entre el actor y demandado, 

Por estos fundamentos y concordantes de foja ciento veinte 
y tres de la sentencia apelada, se confirma ésta sin especial 
condenación cu costas por haber apelado ambas partes, Y no- 
tando esta Suprema Corte que en la escritura de foja una y 
documentos de fojas tres y trece, se. ha infringido la ley núme- 
ro ochocientos cuarenta y cinco, sobre sistema métrico deci- 
mal, se impone al escribano que autorizó la primera, la multa 
que establece el artículo quince de la citada ley, y á los 
otorgantes de los mencionados documentos la^ue fija el artículo 
catorce de la misma, á cuyas mullas se dará el destino previsto 
en el artículo diez y ocho, debiendo hacerse efectivas porelJuez 
de Sección. Repuestos los sellos, devuélvanse ; pudiendo notifi- 
carse ton el origina!. 

DFMAMIS IMZ. — LUIS V. VAIlE- 
LA. — Alt EL BAZAS. — OCTAVIO 
CLNGE. — JUAJÍ E, TORREftT, 
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CAUSA CX'C! 

Criminal contra Estanislao Fernández y otros, por robo de iíiíi- 
dera en territorio nacional; sobre medidas relativas á % iiw- 
truccion, 

Sumano. — Son inapelables las medidas dictadas por il 
Juez de Instrucción, que nada resuelven y tienden á estableen 
los luchos indispensables para la aprobación del derecho, soli- 
citada por el agente fiscal. 



Caso, — Resulta de las siguí en tes piezas : 

Falla del Juca Letrado 

Posadas, AgoMo 10 de 1891. 

Siendo notorio que la Colonia Grané es un territorio nacio- 
nal, concedido ala empresa de colonización, al cual ea aplica- 
ble las disposiciones sobre explotación de bosques nacionales, 
aprobado por ley de Octubre 9 de 1880, según el artículo 10 de 
dicho reglamento, y no constando que la Empresa baya cum- 
plido las estipulaciones y cláusulas de su contrato, vuelva al 
Fiscal para que pida lo que corresponda. 

Ouiroya* 

Ante mí : 

Augusto V. Illanco. 
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VISTA FISCAL 



Potadas, Agosto U de 

Señor Juez: 

Ki agente Fiscal en las actuaciones producidas con motivo de 
las denuncias de Don Carmelo h. Cabrera, sobre robo do mnde- 
ras y leña,á V. S. dice : que no consta en autos que la Colo- 
nia denominada Grané, y administrada por Don Carmelo L. Ca- 
brera, revista las condiciones de las concesiones do tierra otor- 
gadas por el gobierno nacional y á que se refiere el Tegumento 
sobro explotación de bosques, aprobado por la l* y de 9 do Octu- 
bre de 1880, ni tampoco s^ ha alegado ¡>or ninguno de los que 
deponen en este sumario .semejante hedió. 

Por el contrario, señor Juez, estáde bidamente acreditado por 
las declaraciones! que obran en autos que el señor Cabrera ad- 
ministra dii-bo campo ó colonia. 6 sea, que ejercita actualmente 
actos posesorios y de dominio en los términos de lo dispuesto 
por el Código Civil. 

A»i t pues, encontrándose el señor Cabrera en ejercicio y uso 
del inmueble que se trata, tiene á su favor las garantías de 
respeto que expresamente le acuerda la ley, y contra las cuales 
no es lícito á nadie atentar sin incurrir evidentemente en un 
delito, que engendra, como es natural, las responsabilidades 

Los individuo- Kstunislao Fernandez y Juan Castillo, se 
mauiUestan y reconocen autorea del delito de robo de m ideras 
y leñas, pretendiendo excusar su acción delictuosa en virtud de 
mandato que dicen les fué necho por don Yictor Arribas. 

El individuo Faustino Pérez {%} gato moro, afirma del mis- 
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mo modo que los ya citados Fernandez y Castillo, sustrajeron 
los objetos mencionados y los entregaron á Arribas, manifes- 
tando también que dichos individuos eran peonen suyos. 

Resulta, pues, plenamente comprobada la delincuencia de los 
dos primeros, y con fuertes presunciones I' de ios segundos, lo 
queda mérito suficiente para la prisión preventiva de todos és- 
tos, de conformidad á lo prescrito por los artículos i, 184 y 
3ül, inciso! ,del Código de Procedimientos en lo criminal, come 
va tuvo oportunidad de demostrarlo este Ministerio Fiscal á 
foja 13. 

La notoriedad de ser la colonia Grané territorio nacional 
concedido a" la empresa de rulunizaeicm, al que son aplicable las 
disposiciones del reglamento sobrr explotación de bosques na- 
cionales, como lo dice V. 8. en su auto ti- foja 15, no la ve ni 
puede verla esto Ministerio, ni V . s. tampoco mientras este 
becho se alegue, y se pruebe en autos por quien deba hacerlo. 

Ks por lo expuesto que este ministerio reproduce nuevamen- 
te su pedido de foja l i por ser asi de justicia, 

//. I/. Sarmiento, 



Afilo del Jum ff>d> rH l 



Poluto*, Sclinnbrtí U dvldUl. 



Habiendo sido presentado el precedente escrito fuera del tér- 
mino en que pudo ser recurrida la providencia de foja li vuel- 
ta, no corresponde ser tomado eu consideración, sin embargo 
informe la Gobernación si la colonia Grané es 4 no territorio 
nacional concedido á empresa de colonización, y comparezca el 



denunciante Cabrera ¿formalizar su denuncia en la audiencia 
del día Í5 del corriente á las 9 a. m. ; oficíese al vfecto á U po- 
li ta. 

Quiroga. 



VJSTA DEL SESOH I^OCUUDOR GENEI1AL 

BoeOOS Aires, Noviembre y de 1884; 

Suprema Corle : 

Según el artículo 501 del Código de Procedimientos en lo 
criminal, la apelación sólo procedí? di' las sentencias definitivas 
y délas interlocutores que decidan algún artículo ó causen 
gravamen ti reparable. 

El auto recurrido de foja i 7 no se comprende en ninguno 
de los extremos de la ley, no obstante establecer que el pedido 
del agente fiscal no correspondí' ser t imado ^n consideración, 
por estar deducido fuera de tiempo, sin embargo, dispone dili- 
gencias previas tendentes á la adopción de medidas conducen- 
tes á la averiguación de Jos hecho- denunciados. 

Esas medidas son de atribución del juzgado, y no son sucep- 
tiblej derucurso, según el artículo 128 del Código de Procedi- 
mientos: nada resuelven sobre el fondo, y no causan gravamen 
irreparable, tundiendo, al contrario, al establecimiento de los he- 
chos indispensables para la apreciación del derecho solicitado 
por el agente liscal en su escrito de f. ja 16. 

Por ello, no creo.deber sustentar el recurso instaurado á fo- 
ja 17 vuelta, y pi lo á V, E. se sirva declarar su improceden- 
cia. 



Stibiitiano A'ier. 
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tu II» tte I» 9u pretil* Corte 

flui'üos Aires, NoviiTubre 21 de 1894. 

Vistas: de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y teuiendoen consideración que se tra- 
ta de una providencia que no causa gravámen irreparable, y 
que i 8 por su naturaleza inapelable, se declara mal concedido ti 
recurso. Devuélvanse. 

BEJUAHIS PAZ. — LUIS V. VARELA. 

— AlífcL DAZAX. — OCTAVIO DUMGE. 

— JUAN E. TOMIEXT 



CAUSA CCCI 



l fon Jasé I . ítem tez contra el Ferrocarril del S mi, por puyo 
de un terreno ; sobre desenwn del recurso de apelación 

Sumario, — Cuando á la acusación de rebeldía, para que se 
declare desierto el rccuiso, se une un pedido de revocatoria, del 
cual so confiere y se cousíe ¡te el traslado á la otra parte, queda 
formado ua verdadero huí lente; que suspende los procedi- 
mientos del juitÍ J princ ipal desde 1 1 día en que se inicia. 



FALLOS I1B LA SU'IIEI COKTE 



Fallo de ln Suprema « orlr 

Vistos en el acuerdo; í 'oiuiderando: Qup lu parte de lienitez 
al acusar rel>*?Id íii al l-er/oi .i/r..l JlI SihÍ , en su escrito de foja 
cient-t treinta y ocho, pidfjy se dejase sin afecto el auto do foja 
ciento treinta y ¡>eis, en que se manda expresar agravios al 
apelante. 

Que si bien, el simple acuse de rebeldía es un trámite ordi- 
nario del procedimiento, en los casos autorizados por la ley, y 
por lo tautu nu pue Je por sí formar un incidente déla demanda 
principal, no sucede lo mismo cuando á la rebeldía se uno un 
pedido de revocatoria que, por su naturaleza, debe sustanciarse 
oon audiencia de Ja otra parte, formando así un verdadero 
incidente. 

Que asi lo entendió esta Supreaia ('orto il imprimir tramita- 
ción al escrito de Benita de foja ciento treinta y ocho, confi- 
riendo trasladad la otra parte, y mandando suspender el ter- 
mino para expresar agravios, por reputarlo uno de aquellos in- 
cidentes que por su naturaleza paralizan los procedimientos 
d'-l juicio principal, 

Que la parte de lienitez debió también así comprenderlo, no 
sólo porque aceptó sin oposición ese auto t sinó porque ha con- 
sentido en silencio el otro auto de foja ciento cuarenta y cin- 
co, que no haciendo lugar .1 ,* revocatoria solicitada por ella en 
su escrito de foja ciento treinta y ocho, cerraba el incidente 
en él promovido, y mandaba continuar el juicio principal en el 
estado en que fué suspendido, sin usar del derecho que, en su 
caso, acordaría el artículo doscientos treinta y dos de la ley de 
Procedimientos. 

Que siendo una regla de derecho procedí y un principio de 
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jurisprudencia establecido e*ta Su jítpitiu Corte, que to*l<> 
incidente que impida la prosecución del juicio principal, sus- 
pende los procedimientos desde que ese inciden ti- se inicia, cu 
el caso sub'-jutfief ha debido considerarse suspendida el térmi- 
nu para expresar agravios la parte del Ferrocarril del *Sud, 
desdóla lecha cu que la de lieiiitez promovió el incidente de 
revocatoria del auto que ordeno aquella diligencia. 

Que seiíün consta de autos, el escrito de foja cíenlo treinta 
y ocho, en que se promovió ese incidente, fue presentado el diez 
y ocho di' Setiembre, que era el día anterior al en que empeza- 
ba acorrer el tórmiuu para expresar agravios la parte del Ferro- 
Carril del Sud, quedando por tanto en esa misma ferlu sus- 
pendida el término mencionado. 

Que aun cuando es de derecho y de práctica que el término 
para la expresión de agravios puede ser discontinuo, en el caso 
xub-judice la regla no tiene aplicación, por cuanto no ha corrido 
término alguno antes del auto de foja ciento cuarenta y cinco, 
ni que no haciéndose lugar ¡i U revocatoria solicitada por He- 
ñí tez. se ordenó continuar el proceso, expresándose lus agravios 
como estaba mandado. 

Que computado el término al efecto, desde la notiJicacion del 
auto referido, que fué el nueve del corriente, él no había ven- 
cido en el día en que se acusó rebeldía por Henitez, según cons- 
ta del certificada precedente de Secretaría (foja cimt» cin- 
cuenta y dos). 

Por estos fundamentos : se declara que la parte del Ferro- 
carril del Sud no ha incurrido cu la rebeldía acusada, y corran 
Jos autos según su estado, li opóngase el papel. 

BE>JAMiS l'AZ, — IXtS V. VAIIELA* 
- ABEL ItA/iN — JUAS g, 10- 

niir-ST. — octavio nuscE(en di- 
sidencia). 



174 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



DISIDENCIA 

Vistos en el acuerdo; Considerando: primero. Que el pedi- 
do de deserción» no es un incidente en el sentido jurídico de la 
palabra, pues esta tan íntimamente enlazólo al juicio, que 
provi-ícin de conformidad, lo termina. 

Sotftiiuli}. Que este pedido se resuelve sin sustanciaron algu- 
na, poique no 1» prescribe la ley; el informe de Secretaría no 
es indispensable, y cuanto se decreta es sin audiencia previa de 
la i arte contraria, como se lia hecho en este caso, ordenándolo 
¿ foja ciento cincuenta y dos, con Id expresa manifestación de 
sin mus trámite. 

Terrero. Que el traslado corrid ■ de una petición de deser- 
ción, no time otra calidad que la de para mejor proveer, pues 
no es trámite que esté prescrito ú autorizado por la ley (artí- 
culo doscientos die,: y siete de la ley de procedimientos). 

Cuarto. Que sí en el escrito de deserción se lia pedido se de- 
je sin efecto el auto que manda espresar agravios, (al petición 
está formulada c*imo consecuencia de lo principal, y no puede 
dar á la petición otro Ciir;¡<'ter que el que la ley lia estalil* eido, 
romo tam[>ocu podría dárselo cu ilquier palabra que incorrecta 
é inadecuadamente hubiese usado el juez. 

La prueba de esta proposición es que. Ja Suprema forte po- 
dría haber declarado la deserción sin necesidad de revocar el 
auto anterior, cuino de continuo sucede en la práctica, sin que 
por ello careciese de fuerza esa declaración. 

Ouint», Que la suspensión del término, decretada á foja 
ciento treinta y nueve vuelta, ha sido sólo una dilación y por 
lo tanto no surte efecto sin¿ desde el momento que la ley lia li- 
jado. 
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Sexto. Que según lo establece el artículo diez y siete de la 
ley de procedimientos, el término ó dilación comienza á correr 
dearte la notificación de la providencia que llame la persona no- 
tificada á usar de un derecho, que en este caso es el que la 
misma providencia le eor.Jiere, y que no deriva de disposición 
legal. 

Sétimo. Que según consta a foja ciento treinta y siete y fo- 
ja ciento cuarenta, el apelunie fué notificado del decreto que 
manda expresar agravios el diez y ocho dé Setiembre, y del que 
suspende el término el veinte y (ios de dicho mes, habiendo 
corrido, por consiguiente, tres días imputables á ese térniioo. 

Octano. Que notiJicado el nueve de Noviembre, del luto que 
no bacía lugar á la deserción del recurso por no haber mejorado 
en tiempo, el término empezó á correr de mievi el día siguien- 
te, y lian corrido hasta la acusación de ribel iía ocho días, qtia 
unidos a los tres cencidos anteriormente hacen once días hábi- 
les, como resulta de la última parte dej informe du Secretaría. 

ble cuanto que de beebo ha gozad o del término de dos meses 
para prepararan alegato. 

Décimo, Que si lo* jueces deben propender ¡i ta libertad de 
la defensa, lo es en concepto de no contrariar la inteligencia que 
entienden clara de la ley. 

Por estos fundamentos, y con arreglo ¡í lo dispuesto en los 
artículos diez y siete y doscientos diez y siete de la ley <íe pro- 
cedimientos, se de -bra desierto el recurso interpuesto por la 
empresa del Ferrocarril <M Su l para ante esta Suprema Cor- 
te. PevnélTanse en consecuencia los autos al juzgado de su orí- 
gen, prívia reposición de sellos. 
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Criminal multa Úótt Vetlru i'arul, pot extravio de una 

encomienda finstal. 



Sumario. — Kl extravío dr una encomienda postal, sin i tí— 
dicto de intenciuii criminal, impcrrl» una íaltu posible de la 
pena estableada por el artímlo i 47 de la icy de cúrreos. 



frisa. — I.u i'Xplicil el 



fallo del J ••«"/, tVdrml 

SnrtiM^n. Bicíenibra ¿¿ de lKf»:í. 

Autos; vistos : Ksta cau:>a criminal seguida de olicio por el 
Procurador Fiscal contra don Pedro Carul, argentino, casado, 
coiniTciante, vecino dv esta ciudad, por extravío de una enco- 
mienda postal, du su esMdio resulta : Que con fecha 24 de Di- 
ciembre del afín próximo pasado, el señor Martin do la 
Torre, de la Capital Federal, remitió desde Buenos Aires á esta 
ciudad, una encomienda dirigida al señor Norberto Muga, ve- 
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mm de esta ciudad, la que fué despachada por la oíieina Cen- 
tral el mismo día bajo el número 83J85; que el estafetero 
Joaquín J. Menead**, recibió dicha encomienda y la condujo 
hasta la estación t Hunda» del Ferrocarril de Buenos Aires y 
Rosario, entregándola allí al acusado Pedro Carol, siendo esta- 
fetero de esta ciudad á la referida estación « Banda * y iuya 
encomienda no llegó á su destino. 

Que del sumario instruido en esta causa el procesado Carol, 
en su declaración de fu ja... A foja..., dice: queíafalta de la enco- 
mienda la atribuye :1 que dió recibo por mayor número de en- 
comiendas ó que quedó en la estafeta; que de las declaraciones de 
los testigos don Joaquín J. Menendez y don Norberto Muga; el 
primeTo dice á foja... que 61 fu¿ el conductor de la encomienda 
número 83.184. cuyo número fué equivocad* y que debía ser 
85 ; que áesa encomienda la traju hasta la estación « Banda », 
donde la entrego al estafetero Pedro Carol, en 26 de Diciembre 
do I8f)2; que el segundo dice, á foja..., que sabía que una enco- 
mienda venia de Buenos Aires dirigida á él t se perdió de poder 
de doñ Pedro Carui, por un expedí inte que se le pasó de la Di- 
rección de Correas, y que se le p:igó por el correa el valor de 
la encomienda consistiendo ésta en un almanaque. 

Que abierta la causa á prueba el defensor de Carol produjo 
el informe del Jefe del Distrito de correos y telégrafos quo 
corre áfoja... del que resultaque Carol se condujo siempre bien 
como empleaddo de coneos en los años que sirvió. 

El procurador fiscal en su escrito de acusación de foja... pide 
se le declare á Carol reo de culpa grave, conformo al inciso 5 n , 
artículo 10 del Código de Procedimientos m lo Criminal, te- 
niendo en cuenta la insignificancia del objeto extraviado, y 
además e) buen comportamiento de Carol. 

El defensor, doctor Agüero, pide en su escrito de defensa que 
so sobresea definitivamente en esta causa, con arreglo al artículo 
434 del Código Penal. 
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Abierta que fué la causa á prueba como queda dicho, el de- 
fensor doctor Agüero produjo laque correa foja... consistente 
en el informe del Jefe del Distrito 10* de correos, señor Jtisti- 
niano Lascano. 

Y considerando : Que del examen detenido y prolijo de los 
autos, se desprenda que Carol recibió del estafetero Meuendez 
la encomienda de que se trata. 

Que no la entregó i su destinatario, según diré él en su de- 
claración de foja..., porque 6 la dejó en la estafeta, ó dió reribo 
por mayor número de encomiendas que el que le fué entregado. 

Que ét ba reconocido en su declaración de foja... la autenti- 
cidad del recibo que le di ó al estafetero M« uendez, como consta 
en el libro por íste último traído atl effecttttn videmti. Que 
siendo e<to así, sr ve claramente que Carol ha incurrido real- 
mente en una falta que p->r lu menos se liace pasible de culpa 
grave, como lo as* vera el Fiscal, y con arreglo al artículo t(>, 
inciso 5", del Código l'en;il ; que siendo exacto ésto último, por 
ser fundado en las constancias de autos, y desprendiéndole de 
éstos que Carol ha sufrido prisión preventiva, desde el unte de 
Agosto último Insta el de Setiembre, próximamente un mes, 
es procedente declarar como lo solicita el Procurador Fiscal, 
compurgada la falta con el tiempo de prisión sufrida. Por 
tanto y definitivamente juzgando, así lo resuelvo, declarando 
que P.'dro í 'arol ha incurrido ei culpa grave, y que lia com- 
pungida la peni que la ley le impone, con el tiempo de prisión 
sufrida. Xotifíqnese original , ehaneélesc la fianza y póngasele 
definitivamente en libertad . 

í\ OÍ aechen // Alroria. 
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VISTA DEL SESOR PUOCUJUDOIt CESEtUL 



Buenos Airea, Noviembre fi de 1891, 



Suprema Corb* : 



El estafetero don Manuel Alenendez condujo desde tu esta- 
ción Central del Ferro-Carril de Buenos Aires y Rosario, hasta 
la Estación * Banda », en la provincia do Santiago, una enco- 
mienda dirigida por don Martín ríe la Turre. 

Esa encomienda fue* entregada con otras, p.*r el conductor 
at estafetero don Pedro f arol, que debía conducirla basta su 
último destino .'diligencias desojas 6 j 7). Carol no niega cate- 
góricamente haberla recibido; reconoce la autenticidad del 
recibo otorgado, según declaración á foja 21 t j esCu>a su 
pérdida, por ignorancia del número preciso de encomiendas que 
recibiera, ó por haber quedado alguna olridada eu la estafeta. 
Esa escusa no basta eu derecho. Demostrado el hecho por el 
recibo reconocido, ha debido justificar su falsedad, 6 algún he- 
cho de fuerza que legalmente le exonerara de las responsabili- 
dades del cargo. La pérdida que nu puede atribuirse 
tención dolosa, atenta la poca importancia de la 
j la honradez comprobada del procesado, no procede de delito, 
pero si de una negligencia culpable, en quien por razón del 
propio cargo que desempeñaba estaba obligado, según el inciso 
5 a del artículo JG del GNidigo Penal, á mayor diligencia 




Es, pues, por ello responsable de las consecuencias do esa 
culpa que el Código clasifica de grare. La sentencia que ha 
buscado en el Código Penal, la pena máb benigna, pudiendo 
encontrar en la ley especial sobre crímenes contra la Nación, 
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los principios fundamentales de otra mas gravo, ha procedido 
no solo con justicia sinó también con equidad. Pido por ello 
á V. E. la continuación de la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier. 



tallo 1m $ii|iremi» Corle 

Bunio? Aires, NnvienibHi 21 de lHSM. 

Vistos r considerando : ijue el extravío de la encomienda á 
que esta causa se relien?, y que consistía en un almanaque, 
importa tan sólo, según las constancias de atólos, nna falta im- 
putable al estafetero Pedro Carol, que lo liaría pasible del mí- 
iiimun delapeua establecida por el artículo ciento cuarenta y 
siete de la ley de correo*, dado el insignificante valor del objeto 
extraviado j la ausencia de todo indicio de intención criminal 
de parte del procesado. 

Que de autos resulta igualmente que el mencionado Carol 
ka estado detenido por un número de uias que excede ít la pri- 
sión mínima á que se refiere el considerando anterior. Por es- 
tos fundamentos y de acuerdo con lo pedido por el señor Procu- 
rador General, se confirma la sentencia apelada de foja cua- 
renta y cinco, siu especial condenación en costas. Devuél- 
vanse, 

nEMJAMIN P4¡E. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
JUAN E. TORREPiT. 
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< U SA CC II II 



* 

El Dr. I). Zenon Ortiz Molina contra el Dr. I). florentino Vo- 
cos, por cobro de crMito ht¡mtr.cario; sobre competencia y 
personería. 



Sumario. — 1" La causa sobre cobro de un crédito hipote- 
cario, corresponde al juez del lugar donde están situados los 
bienes hipotecados. 

2° Tiene personería para gestionarlo el cesionario por escri- 
tura pública, aunque la cesión no haya sido notificada precisa- 
mente al deudor. 



Caso. — Ucsulta del 



r«ito del Juez Federal 

Córdoba, Setiembre 25 de 189ÍÍ, 

Autos y vistos : Las excepciones prévias de incompetencia y 
falta de personería deducidas por la paite del ejecutado, Dr, 
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Florentino Vocos, en el juicio ejecutivo que contra él tiene ins- 



domicilio, sólo puede ser demandado en aquel ; y respecto i la 
personería que el demandante, como cesionario, carece de ella, 
puesto que no lia sido notificado cu forma válida de la cesión ni 
menos ha aceptado la transferencia del crédito. 



Y considerando: I o Que el ejecutado acepta la discusión en 
forma prévia de estas excepciones, por lo cual el Juzgado no debe 
pronunciarse sobre este punió, desdo que ella uo trae perjuicio 
alguno al úrdcn público y puede por lo tanto decidir las excep- 
ciones propuestas en calidad de incidentes (Fallos de la Supre- 
ma Corte, série 1\ t. 5", piíg. 2GI ). 

2 o Que este Juzgado y nucí de la Capital de la República es 
el competente para conocer esta cuestiiui, desda que seejercita 
una acción mixta, cobro de dinero con garantía hipotecaría, 
persiguiéndose la ejecución del bien hipotecado, que está situa- 
do en esta sección de Córduba, y desde que el acreedor Lj opta- 
do por demandarlo en ella (Fallo?, de la Suprema Corte, série 
1\ t. 3 o , pág. 31; artículo Ü18 del Código Civil). 

3 o Que en cuanto á la personería, la tiene el demandante 
para presentarse en juicio por el solu hecho de la crsion que 
trasmite la propiedad del crédito entre codéate y cesionario, la 
cual en el casosuó jitdicc se ha hecho en forma auténtica (ar- 
tículos 1454 y U57 del Código Civil). 

4" Que los derechos que esta cesión pueda dar al ejecutante 
respecto del deudor cedido, 6 las excepciones que pueda liac?r 
valer no se reliaren á su personería ni os necesario decidirlas 
para aceptar aquella, puesto que ellas incumbí n al fondo del 
derecho (série 2", t. 10, pág, 342). 

Y omitiendo otras consideraciones se resuelve: que este Juz- 
gado es competente para el conocimiento de la presente causa. 
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Y que el ejecutante Dr. García Montaíio, por el Dr. Ortiz Mo- 
Utía, tiene persouería en este juicio» sin perjuicio de las excep- 
ciones de fondo. 

ILigasc saber en el original, prúvia transcripción en el libro 
y reposición de sellos, con costas. 

C. Mot/atw i incidía. 



VISTA DEL SEÍOR PHOCUUADOIS GENERAL 

Buenos Aire^, Noviembre G dt; 1894. 

Suprema Corte : 

El préstamo hipotecario que motiva esta ejecución fué cons- 
tituido en Ja ciudad do Córdoba, y allí están ubicados los bie- 
nes raíces especialmente afectados con hipoteca. 

1.a ejecución entablada procede por ello de um acción mixta, 
que obliga no sólo al deudor, sinó también á los bienes raicea 
a fee lados. 

Bajo uno ú otro aspecto, líi competencia del Juez de Cúrdoba 
es procedente en e! caso sub-judicc* 

El artículo 018 del Código Civil prescribe al respecto, que 
¿ no estuviese designado el lugar en que se han du cumplirlas 
obligaciones ella debe cumplirse en el lugar en que se lia con- 
traído. Si d tan esplícita disposición se agrégala circunstancia 
de la hipoteca, y la de ser segunda hipoteca, para cuya realiza- 
ción puede cueontrarsc la renta en conllicto con la constituida 
en primer término á favor de terceros, lógicamente se deduce, 
que el cunlrato sólo puede cumplirse en el lugar en que fué 
hecho. 

La competencia del Juez del lugar ea que están ubicados los 
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bienes estaría autorizado por las reglas, que por excepción 
establecen a este respecto los artículos 1212 y 1213 del Có- 
digo Civil. 

V. E, ast lo tieac reconocido entre otros faltos en el que 
oportunamente recuerda el auto recurrido, cuya confirma- 
ción, por sus fundamentos, solicito de V. K. respecto de la 
competencia suscitada. 

Sabiniano Kiet\ 



Fallo de 1» ftuprrmw torir 

Buenos Airea, Noviembre 21 de 189-1. 

Vistos j considerando: Que la naturaleza de la obligación 
materia de este juicio, indica suüciün temen te que el lugar 
donde están situados loa bienes hipotecados, que lo es además 
en donde so celebró el contrato, es en el que éste debe ser 

Que el lugar del cumplimiento de las obligaciones surte 
fuero para el conocimiento de las causas á que aquel diese lu- 
gar, según loa principios generales y la doctrina que surje del 
artículo mil doscientos quince y del mil dusoientos diez seis 
del Código Civil. 

Por esto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y por sus fundamentos, relativos A la personería del 
demandante, se confirma con costas el auto apelado do foja 
veinte y ocho. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BEÍIIASUN PAZ.— LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZA».— OCTAVIO RUNCE.— 
JUAN E . TORREST. 
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Criminal contra Enrique A . Twjner, sobre defran dación de di- 
neros de ta Empresa del Ferrocarril Central A rgentino. 

Sumario. — No corresponde á la justicia federal la averigua- 
ción y castigo del delito de defraudación do dineros de la Em- 
presa del Ferrocarril Central Argentino, cometido por uno de 
sus empleados. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Juez Federal 

Córdoba, Junio 19 Je lt©4. 

Y vistos : Esta causa seguida contra el individuo Enrique A. 
Tegner, ei-factor de carga de la estación Villa María del 
Ferrocarril Central Argentino, en esta provincia. Aplicó á 
gastos particulares ó le fueron sustraídos en una casa de pros- 
titución, valores pertenecientes á la Administración de la ex- 
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presada Tía férrea, que dejó en su bolsillo; sin que recuerdo 
á ciencia cierta el fin que ellos tuvieron, puea embriagóse lueyo 
(ie recibirlos, yendo a parar á la expresada casa y otros valores 
qii.' equivocadamente creyó de su propiedad. 

En el mes ríe Diciembre del año próximo pasado el Jefe de 
la estación Villa Muría encontrú entre los valores á cargo 
del citado Tegner un déficit di trescientos noventa y mteve pesos 
con setenta rentaros moneda nacional, que el procesado con- 
fiesa haberse producido sin determinar ¡a cantidad y que había 
dispuesto de ese dinero porque anduvo de farra, (^Declaración 
de foja dos). 

Luego aparecí- que el mismo Tegner retuvo después los 
siguientes valores : 

a) Ciento veinte y dos pesos con ochenta y cinco centavos 
mom-da nacional, valor de unas guías de Don Francisco fceeo; 

b) Diez y nueve pesos veinte centavos, valor de otras guias 
de Don José Piattiüi ; 

r> De los señores Viilasuso, valor de diez y siete pesos ; 

d 'j Del señor Piattini, valor de treinta y ocho pesos ; 

ej Del señor L. Acosta, valor de ocho pesos veinte centavos. 

Todo l'i cual el procesado confiesa haber gastado por creerlo 
de su propiedad. Declaración de foja 5 vuelta). 

Pasados los antecedentes al señor Fiscal, este solicita eo le 
aplique en delinitiva al procesado Tegner la pena de seis meses 
de arresto por defraudación de los expresados caudales del 
Ferro-Carril ; y vístala defensa del procesado. 

Considerando: I o Que los Jueces de Sección no pueden penar 
otro hecho que el que es motivo de la acusación y por lo tanto 
de ladef' usa del reo, ni aplicar otras penas que las establecidas 
por la ley al delito acusada, pui-s de otra manera resultaría apli- 
cada de oficio, i n acusación, ni defensa» ni juicio (Suprema 
Corte, fallos, série i\ tomo 7", página H3). 

Que la acusación del señor Procurador Fiscal es por de- 
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fraudacion üi dineros pertenecientes á la Empresa dd Ferro- 
carril Cent ral Argentino (acusación , foja 23). 

3' 1 Que el delito de c estafa y otras defraudaciones > que se 
acusa no está tomado, ni puede estarlo sinó en su acepción 
restrictiva y no como una ampliación de otros delitos, como 
hurto, malversación, apoder amiento de dineros ajenos, etc M 
que no es admitido en lo criminal. 

4" Que en el hecho tensado no na habido fraude alpino, por- 
que éste consiste en maquinaciones, engaños, astucias, que el 
procesado no ha puesto en juego en el hecho que motiva este 
prnceso. 

5 o Que no destruye esta apreciación del juicio, el hecho de 
haberse adherido á la ai-usacíon ítscal el defensor del proce- 
sado; pues que él se adinere en cuanto la pena ludida traerá la 
Iibert.nl inmediata de éste, y nada unís, pues él declara que 
su defendido no ha cometido delito alguno. 

Por los fundamentos expuestos y otros que se omiten, defini- 
tivamente juzgando, fallo : absolviendo ni procesado Enrique 
A. Teguer del delito de estafa y otras defraudar iones porque 
se le acusa. Declárasele i -ualmente responsable de la suma de 
seiscientos cimo pesos quince centavos moneda nacional en fa- 
vor de la rrferida Empresa, que podrá demandados civilmente. 
Hágase saber original, transcríbase en el libro, notifíquese al 
administrador del Ferrocarril Central Argentino, líbrese opor- 
tunamente laúrden de libertad y si no fuese apelada archívese. 



C. Moyana Üftciláa. 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 20 de 1894. 

> 

Suftr^mü Corte : 

El hecho que motiva este proceso con* ra el ex- factor de car- 
gasdel Ferrocarril Central Argentino en Villa itaria estii cla- 
ramente revelado y caracterizado en las declaraciones mismas 
del reo, corrieutes de fojas % 3, -i y o. 

Según ellas, el procesado al expedir guías de cargas, recibía 
aü importe y lo apropió á su uso personal, hasta un valor de 
más de seiscientos pesos, siendo de notarse que las últimas par- 
tidas, ni siguiera fueron anotadas en los libros de entradas 
á BU cargo, segun lo reconoce contradictoriamente al respecto 
con lo declarado untes, en diligencia corriente á foja 5 vuelta. 

Sin duda que esta apropiación de los dineros fiscales y desti- 
nación á usos privados, por un empleado de un ferrocarril del 
Estado, es un delito público. 

No es necesario averiguar si reúne los elementos caracterís- 
ticos de las defraudaciones, estafas ú otros delitos. Prescin- 
diendo de ellos, el ha^hf» solo de la apropiación lo caracteriza 
y nace pasible de pena á su autor, doblemente cuando, como en 
el caso suli-jurlice, no se ha reparado por una devolución in- 
mediata, al daño causado. 

El Código Penal ha incluido este delito bajo el rubro de 
• malversación de caudales públicos », llegando el artículo 268 
á imponerle, hasta las penas señaladas para los ladrones. 

La ley sobre justicia nacional para los crímenes contra la 
Nación establece al respecto « que si no se verificase el reinte- 
gro, se le aplicará la pena del artículo 80, esto es, trabajos for- 
zados ». 
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La severidad de esa pena, debe sin embargo relegar su apli- 
cación ú los casos comprendidos dentro de sus términos preci 
sos. Y como ellos c refieren á administradores recaudadores, 
ú receptores ú depositarios de caudales públicos, de que deben 
dar cuenta al Gobierno Nacional, circunstancia que no milita 
estrictamente respecto de un factor de guías de cargas, opino 
que en la duda, debe optarse por Sa ley que impone pena menor 
y más adaptable al delito. 

La acusación tiscal estableció bien el hecho de apropiación, 
por parte de! procesado, de la sumn de seiscientos pesos proce- 
dentes de su oficina y que él tenía la obligación de entregar á 
la empresa. 

Si el hecho así clasificado, no es propiamente estafa, ni está 
.sujeto á las penas establecidas para ellas por los artículos 202 
y 2G3 del Código Penal, una vez que media una acusación en 
forma, el Juzgado no ha podido prescindir de ella, para absol- 
ver el delito así clasificado, sin entrar en seguida á apreciar y 
penar el que resulta claramente determinado en la acusación 
liscal y evidentemente comprobado en -1 proceso. 

Por ello, adhiriendo A la apelación liscal, pido á V. E. se sirva 
revocar la sentencia recurrida en cuanto absuelve en absoluto 
ul procesado, declarando que su delito es el determinado en el 
artículo 268 del Código Penal é imponiéndole en consecuencia 
el término medio de la pena lijada en el inciso 2 o del artículo 
193, con las i 




Sab imano Kier. 
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Hiií-jio- Aires, Noviembre ;>7 de 18&4. 

Vistos y considerando : Que esto juicio tiene por objeto la 
averiguación y castigo del delito de defraudación de dineros 
de la Cmpresa del Ferrocarril Central Argentino que se dice 
cometido por uno de sus empleados, Knriquc A. Tegner. 

Que i-l hecho que motiva el proceso, no *e halla emprendido 
en los delitos y faltas contra la seguridad del tráfico, previstos 
y penad s por la ley general de ferrocarriles, ni entra en la 
categoría de los especificados en el inciso tres, artículo veintitrés 
del Código de Procedimientos en materia crimina), concordante 
con el iftéiso tercero, artículo tres de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de lo* Tribunales Nacionales. 

t J ii ' ■ reducid-* a*íá delito de derecho común, cometido en te- 
rritorio provincial y en lugares en qup el Gobierno Nacional 
no ti* ne absoluta y exclusiva jurisdicción, la improvi dencia do 
la jurisdicción federal, por su naturaleza improrrogable, resul- 
ta de íes citados artículos vinte y tres del Código de Procedi- 
mientos y tres de la ley de juri-djncion y competencia. 

Por esto- fundamentos, se declara que el conocimiento de la 
presente causa no corresponde á la justicia federal, quedando 
en foti-ecn->ncta, *in efecto la sentencia apelada de foja v inte 
* r !;o vuelta. 

m 

I.k' vuélvanle para que el Inferior los remita al Juez de la 
jurisdicción que corresponda. 

BENJAMIN PAZ. — LtIS V. VARELA. 
— AttlL BAZA*. — OCTAVIO BUS- 
CE. — JtASE. TOIMEXT, 
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t AI NA <<X'V 



¡ton FnkrtroSétvfi «mira ¡ion Miguel llarthet 1 por cobro de 
pesos ; sobro, recurso ó la Suprema Curie de sentencias de los 
Tribunales de ta Capital. 



Sumario, — No procede el recurso para ante la Suprema 
C «ríe de sentencias de Tribunales locales, que resuelven cues- 
tiones de derecho común ú de derecho procesal, sin haberse 
pretendido que estuviera en pugna con Ja Constitución 6 
li-yet na¡-ionales. 



Caso. — Resulta del siguiente: 



RECURSO 

Suprema Corte: 

Miguel Jíartliel, eon domicilio calle Cerrito 755, ante V. E. 
como mejor proceda, digo: que en Noviembre del 91 contraje 
un crédito» en cuenta corriente, por sois mil pesos con el Banco 
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de Londres y Iüo de la Flatíi, con la garantía de Don Federico 
Silva, y garantiendo á mi voz á este por escritura pública á tér- 
mino de seis meses, con la Fábrica de carruajes de mi propie- 
dad, situada calle Córdoba 1230, Sin esperar ese término ó 
plazo el señor Silva, cu Febrero del 92, so protesto de supuesta 
delraudaci n y en forma de embargo preventivo se apoderó de 
mi fábrica disponiendo de ella á so antojo, iniciándome á latea 
juicio sobre entrega de la misma y pago del crédito garantido, 
por ante el Juzgado de Comercio á cargo hoy del doctor Vialc. 

Fenecido ese juicio en \" y 2 ¡l instancia, fui condenado á la 
entrega de la fábrica al fiador ó garante señor Silva. Devuel- 
tos los autos de la Kxma. Cámara Comercial y cumplimentando 
el fallo de ést», pedí, desde luego, que, con intervención del ac- 
tuario se procediera á la entrega de la fábrica al señor Silva, 
(Idv que ésta uo se hallaba ya en mi poder sinú en el do un de- 
positario judicial, y fui condenado en costas por ello. 

En seguida, el señor Juez l>r, Viale, d solicitud d Silva, or- 
denó sin más trámite la venia en remate de mi fábrica. No 
observándose los trámites ó requisitos de ley al caso, y prece- 
diéndose á ello sin sentencia cu forma que me condenara al 
desapropio de ella, pues la dictada sólo era da entrega de tn Fá- 
bíifttt al garante señor Silva, reclamé por ello, observando á la 
vez que tal proceder afectaba la garantía constitucional (ar- 
tículo 17) deque nadie puede ser privado de su propiedad sin 
sentencia fundada en Uy y de euya garantía, aunque extranjero, 
gozo ó me ampara según el artículo 20, recurriendo en subsidio 
por apelación y nulidad. 

Fuí condenado en costas otra vez y se me denegó todo re- 
curso. 

Recurrí directamente á la Exraa, Cámara tn lo Comercial, 
quien denegó el recurso, adquiriendo así fuerza dclinitiva el 
auto del Juez Dr. Víale que me condena al desapropio de la fá- 
brica, sin sentencia en forma. 
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Equiparados los fallos definitivos ó con fuerza do ta], de los 
Tribunales de la Capital á los de Provincia, interpuse ante )a 
Exmti. Cámara Comercial, para ante V. E., el correspondiente 
recurso de apelación y nulidad que autoriza la ley del 16 de 
Oetubrydü 1863, artículo 7 t inciso 2 o , y artículo 23 de la mibinn 
fundándolo en los antecedentes al caso, constantes en autos. 

La Erna. Cámara Comercial acaba de denegarme dicho re- 
curso, por loque en tiempo y forma ocurro directamente á V, 
E. interponiéndolo de hecho, á fin de que avocándore el cono- 
cimiento de la causa lo acuerde, y en su mérito V. L. resuelva 
lo procedente en derecho, según lo pedido y mérito en autos. 

Por tanto y por interpuesto el recurso de hecho que expreso 
dígnese V. E. proveer en consecuencia Será justicia, etc. 



F. Votos. 



V. Itartkel. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GEIÍERAL 

■ 

Bueno* Airea, Noviembre 23 tfc 1894. 

Suprema Corte : 

La discusión ha Tersado en primera instancia sobre inter- 
pretación de un contrato de prenda ó garantía, y en la segunda 
instancia, sobre nulidad que se decía proceder de la violación 
dolos artículos 216 y 217 del Código de Procedimientos. 

üna y otra cuestión bao sido resueltas por la sentencia de la 
Cámara a quo t corriente á foja 243, sin que para ello se pusiera 
en telado juicio ni la Constitución ni leyes del Congreso. Las 
demás actuaciones son tendentes á la ejecución de las 
cías ejecutoriadas. 
t. tu. 



194 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 




lo, en consecuencia, ei recurso tramo u ^ . r,., »ujo 
>n de ninguno de los incisos del artículo 14 de la ley 
l, que en esa pnrte lia revocado la 
de 16 <le Octubre de 186*3, pienso que V. E. debiera desechar 
el recurso, devolviendo eu consecuencia los autos á la CámaTa 
deque proceden. 



Sabia tuno Kier. 



fallo de la Suprema t'arte 



Buenos Aires, Noviembre 27 de 1HÍM. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que conforme al ar- 
tículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia, las sen- 
tencias de los Tribunales de Provincia, á los que están equipa- 
rados los de la Capital (artículo 00 de la ley de organización) 
sólu son apelable* en los casos previstos por dicho artículo ca- 
torce, 

tjue el presente recurso no se refiere á ninguno de esos ca- 
sos, pues, como lo dice el señor Procurador General, las cues- 
tión» resueltas por los Tribunales *U> la < apü il han verdad o 
sobre la inteligencia y aplicación de un contrato, materia re- 
gida por el derecho común, y que no puede motivar la apelación 
autorizada por el citado artículo Catorce, lo que se halla expre- 
samente declarado por el artículo quince de la misma ley» ó 
eobre derecho procesal, sin pretenderse siquiera que éste estu- 
viera en pugmi c*m la ('(institución y leyes nacionales. 

Por estos fundameiHos, y de acuerdo con lo pedido por el 
señor Procurador General, se declara bien denegado el recurso 
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interpuesto por la parte de llartliel. Agregúense eatas actuacio- 
nes al expedíen te enviado como informe, y previa reposición de 
tollos, remítase á la Cúmara de su procedencia. 



RESJAMIN PAZ. — Ll(S V. VAHE LA. — 
ABEL 16AZAK. — OCTAVIO BL'NGE, — 
¡VATi E. TOHBEXT. 



■ 



« AUNA C CXVI 



Otará üupuy tJ C\ contra Giussani y Taiana, por falsifica- 
ción de mana de fábrica; sobre regulación de honorarios y 
aplicación de la % de :u de Anostu de /sy/, 



Sumario. - La ley de 31 de Agosto de 1801, sobre costas, 
por au naturaleza procesal, debe aplicarse desde Ja fecha de su 
promulgación á tudas las causas pendientes, en que au estado 
lo permita. 



ios 
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C aS o. — Resulta de la siguiente : 



PETICION 



liuruns Aires, Setiembre H de HQ94* 



Señor Juez Federal : 

Daniel Wicrz, por los señorea Otara y Dupuy y C\ en autos 
con los señores Giussani y Taiana, sobre falsificación do marca 

de fábrica, digo: 

Que no puedo estar conforme con la regulación de honora- 
rios becba por el Dr. Abella r por creerla excesivamente alta. 

EntaWirtud, pido se sirva V. 8. hacer la regulación con arre- 
glo ¡i la nueva ley sobre derechos procesales, promulgada en 
31 de Agosto último, que por ser ley de Procedimientos es apli- 
cable a todos loa casos pendientes, que no están definitivamente 
conoluidotJ. Es justicia. 

A. ranmssi. Daniel Hters. 



na, sobre falsificación de una marca de fábrica, evacuando el 



CONTESTACION 



Buenos Aires, Setiembre 25 de 1894. 





traslado conferido exponemos : 
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Que la paite contraría deduce un verdadero recurso de ape- 
lación ante V. S. de Ja regulación hecha por el I)r, A bella, 
puesto quo maniüesta que no está conforme con ella ; pero á 
renglón seguido, pide que la regulación se haga de acuerdo con 
la ley promulgada el S\ de Agosto último, aplicable al caso 
por sur una ley de procedimiento»;. 

Xo estoy conforme con semejante modo de pensar, porque 
contraria los principios más claros del derecho. 

Es indudable que las leyes do procedimientos rigen para los 
casos pendientes, qu*< no estín definitivamente juzgados, pero 
esto debe entenderse en el sentido de que el procedimiento sea 
suceptible de ser obsi rvado sin anular actuaciones <¡ue tienen 
carácter de sentencia, aunque sean apelables. 

La regulación ha sido aceptada en plena vigencia de la ante- 
rior ley. El abogado regulador ha hecho la estimación. ¿Quién 
dube conLrmarla ómodilicarla? V. S. 

Acceder ala pretensión del representante de los señores Otard 
Dupuy y O, importaría anular una actuación perfectamente 
legal, aunque apelable. 

Nosotros no estamos tampoco conformes con la regulación. 
Hemos abonado los derechos regulatorios y en la imposibilidad 
de aplicar la nueva ley, porque habría de dejar sin efecto un 
auto que tiene el carácter de una sentencia, debe regir la ley 
anterior. 

La nueva ley de procedimientos es aplicable cuando la an- 
terior no ha recibido un principio do ejecución que haga impo- 
sible retrotraerlo libremente, sin anular actuaciones practica- 
das de acuerdo con ella. 

Ruego á V. S. se digne no hacer lugar á lo solicitado por la 
parto de los señores Otard Dupuy y O, y reformar la sentencia 
a mérito de la apelación que hemos deducido. Será justicia, etc. 



(\ Delacasse 



Juan Cázales 
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Fallo del Juez »>d**r»l 

lineaos Áim t Setkmbre Í7de 1891. 

Autos y vistos : De conformidad ron las consideraciones adu- 
cidas en el precedente escrito, que el Juzgado encuentra ajus- 
tadas, se desestima el pedido hecho por la contraparte en el 
escrito de foja... ; y habiendo sido observada la regulación prac- 
ticada, comparezcan las partes ajuicio verbal el dia del co- 
rriente á las dos p. m. 

J.Y. Utlanne. 



Fallo de la Suprema Corlo 

Bueno» Aires, Noviembre ¿1 de 1891. 

Vistos y considerando : Que la ley de treinta y uno de Agosto 
del corriente año, sobre costas, por su naturaleza procesal, debe 
aplicarse desde la fecha de su promulgación á todas las causas 
pendientes, siempre que su estado lo permita. 

Que no habiéndose hecho en estos autos, en la fecha en que 
aquella ley entró en vigor, la regulación de loa honorarios que 
se cobran por el doctor Delcasse, el Juez a tfttu ha debido a jus- 
tar todos los procedimientos ulteriores á lo preceptuado en la 
ley referida. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 
noventa y tres vuelta, declarándose que el Inferior, en la n gula- 
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cion de que se trata, deberá proceder cun arreglo á lo dispuesto 
en la citada ley. Repuestas los sellos, devuélvale. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V, VARE- 
LA. — ABEL1JAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TOHRENT, 



CAUSA «TiVII 

El fisco contra Itos >/ Tubal, por falsa manifestación de 
mercaderías ; sobre venta en remate. 

Sumario. — Lo dispuesto por el artículo 17 de la ley de 
Aduana de (894 es aplicable á loa caaos recurridos antes de su 
vigencia, siempre que no ae conteste que las mercaderías de 
cuya venta se trata corresponden á las regladas por dicho ar- 
tículo. 

Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 

PEDIDO 

Bunios Aires, Marro 16 de 1891. 

Al señor Juez Federal : 



Con motivo de haberse presentado á ese Juzgado el señor 
don Horacio P. Sarmiento reclamando de lu resuelto en dos 
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sumarios instruidos contra lo» señores Ros y TobJl, por falsa 
manifestación de ; 

H R \\, cuatro baúles sederías ; 

V H 349, un cajón cigarros ; 

L 9, un cajón naipes ; 

JO 1 n , un cajón cigarros paraguayos, traídos ú este puer- 
to en el vapor * Litoral > en su viaje del 23 de Mayo del año 
próximo pasado, V. S. mandó suspender el remate que debió 
efectuarse á los efectos de aquel fallo, después de ettar coa- 
sentido éste por dichos señores Ros y Tobal, contra los que se 
siguió el juicio como correspondía. 

Como el incidente promovido no ha sido aún resuelto y lus 
mercaderías mencionadas pueden deteriorarse, pido á V. % 
disponga su venta en remate público, conforme a lo establecido 
por ti artículo 17 de la ley de Aduana. 

Dios guarde á V. S. 

S. ftaünene* 

VISTA FISCAL 

Señor Juez: 

Teniendo en cuenta lo manifestado en la precedente nota, 
sírvase V. S. ordenarla venta en remate público de las merca- 
derías áque sebace referencia, prévia notificación á los intere- 
sados, á tin de que en ese acto maniüesten si prefieren ó no re- 
tirarlas bajo lianza. 

Al expedirme en este asunto Jo hago en obsequio al pronto 
despacho requerido por el estado en que se dice se encuentran 
las mercaderías y sin perjuicio de Ja inhibición que tengo pre- 
sentado ante V, E. respecto délos asuntos de Aduana. 

7. Itoiet. 



»E JUSTICIA ÍÍACÍOíUL 



201 



rallo del Juez Federal 

Unenos Aires, Majo 29 de l&H. 

De conformidad con !o aconsejado por el Procurador Fiscal, 
acuérdase la autorización solicitada en la presento nota por ta 
Administración de la Aduana parala renta de los bultos de 
mercaderías á que ésta se refiere, debiendo servir la notificación 
quede este auto se baga a \oa interesados á los efectos indica- 
dos por el Procurador Fiscal . 

Lalanne, 



recluso 

Señor Juez Federal; 

Horacio P, Sarmiento, por don üeslré ,Xo¿l, en el recurso do 
queja contra la Aduana de la Capital, por apelación denegada, 
á V. S.digo: 

Que pida revocatoria ó en caso denegado apelo para ante la 
Suprema Corte del auto del Juzgado de fecha 2Ü de Mayo, que 
concede autorización á la Aduana para vender las mercaderías 
detenidas, autorización que se solicitó fundándose en que la 
mercadería es sueeptible de deterioro y porque esa venta está 
determinada en el artículo 17 de las Ordenanzas de Aduana, 

El artículo de las Ordenanzas que invoca la Administración 
de la Aduana no expresa lo que ésta quiere hacerle decir y se- 
guramente se refiere al artículo 17 de la Ley de Aduana, que 
rige en el corriente año. 
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Esta disposición, que aparece por primera Tez en una ley de 
carácter transitorio, no puede apiñarle ron efecto retroactivo á 
casos ó hechos regidus por una ley ¡interior. 

Pero como quiera que sea, esa disposición se rcCere única- 
mente á las mercaderías detenidas en la vigencia de tal ley, 
no pueden venderse aquellas ni menos existe la obligación do 
rendir lianza pecuniaria pura extraerlas de la Aduana, contra- 
llándose asila voluntad de mi mandante y haciendo recaer so- 
bre él demoras que provienen única y exclusivamente de la 
Aduana, con el espíritu deliberado y preconcebido de perjudi- 
car al señor Noel. 

En efecto, toda la mercaderi l que iba en tránsito para la 
Asunción fui extraída de á bordo del vapor c Litoral», fué de- 
tenida en 24 de Mayo del año pasudo y el Jefe del Resguardo, 
señor lgarzabal, á la vez aprehensor de la mercadería, se avocó 
el conocimiento del asunto, retuvuel expediente cerca de un año 
en su poder, oponiendo todo género de dificultada para que el 
señor Administrador dictase resolución. 

Los armadores drl vapor < : Litoral », señores P. Montero y C% 
y el que suscribe, en representación de Nuúl, iniciaron ante el 
Juzgado de Y. S. dos expedientes de queja por justicia retar- 
dada y pedimos á V. S. orden ira á la Aduana que resolviera 
la cuestión evitándonos los inútiles perjuicios que originaba 
la detención de unas mercaderías destinadas a un puerto ex- 
tranjero y que la Aduana no pudo legalmente secuestrarlas 
de á bordo. 

L ! no de esos expedientes fué pasado á la Suprema Corte en 
grado de apelación por haber declarado Y. ¡i, que careoía de 
atribuciones para ordenar al Administrador de la Aduana que 
cumpliera su deber en el [reclamo formulado por esa merca- 
dería. 

Al cumplirse un año desde el dia en que se secuestro la mer- 
cadería y evidenciada toda la mala voluntad de la Administra- 
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cion para este asunto, ya que fué necesario reiterarle varía» 
veces tos o (i ios y otras veces desacatando los mandatos de V . 
S., se dictó la resolución administrativa condenando á Cvniiso 
las mereatí i-rías y este fallo, en vez de notificarle al dueño ú 
propietario de las cargas (artículo 1059 de las Ordenanzas de 
Aduana) se notificó á personas extrañas, como lo eran en el 
caso los agentes del vapor, señores lto3 y Tohal. 

Corno no se concedió á mi parte la apelación que dedujo eu 
tiempo ante Ja Aduana, fué apelada de hecho y este recurso 
aún no ha sido resuelto con motivo de la 
señor Procurador Fiscal para conocer en 





Prescindiendo de la irregularidad manifiesta que implica el 
auto de ¿O de Mayo, dictado sin conferirseme traslado de la 
Yistal'iscul, ni aun notificársenos el oficio dirigido por la Ad- 
ministración de la Aduana, no ine es posible consentir por mi 
que se pretenda hacer pesar sobre el señor Noól los con- 
de las demoras corridas para este asunto, 
¿ Acaso porque la Aduana demoró cerca de un año la trami- 
tación y resolución de nuestras quejas, es razón suficiente para 
que se decrete la venta de mercaderías que están destinadas á 
un puerto extranjero ? 

Dejo al ilustrado criterio de V. & f la repuesta do esta pre- 
gunta y creo así haber demostrado, que fundándose la autori- 
zación que se solicita para vender las mercaderías en las demo- 
ras que ha tenido la tramitación del juicio y siendo estas de- 
moras imputables directamente a la Administración de ta 
Aduana; y por otra parte, no pudiéndose aplicar con efecto re- 
troactivo al artículo 17 de la ley de Aduana, que se refiere úni- 
camente á las mercaderías que se detengan en su vigencia y no 
á las anteriormente detenidas ó al amparo de una ley anterior, 
creo, repito, que V. ( S. reconocerá el derecho de mi mandante 
para solicitar revocatoria del auto dictado sin nuestra anuencia 
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j en caso contrario acordarme el recurso de apelación para 
ante la Suprema Corte. 

Por tanto, á V. S. suplícase sirta proveer como dejo pedido. 
Es justicia. 

i). Toro Zctaya. Horacio V. Sarmiento. 



Aulo del Juez Federal 

Buenos Aires, Julio 2« dti 1894. 

Y vistos : Considerandu que la disposición del artículo 1 7 de 
la ley de Aduana del corriente año en que se funda el auto re- 

á los casos ocurridos antea de su vigencia, no habiendo, por otra 
parte, razón alguna legal ni de simple consecuencia que pueda 
justillcar la solución que sostiene el recurrente, estése á lo re- 
suelto; concediéndose la anulación en subsidio interpuesta. 
Repóngase la fi*ja. 

J, V, Lalatme. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Oclubre 29 de 1891. 

Suprema Corte: 

Las medidas establecidas por el artículo IT de la ley número 
3050 de 23 tle Diciembre de 1893, son de simple conser ración 
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de 1"S efectos que detengan las adutnas, por infracción á sus 



Son medidas de órden económico, en beneflcio común de loa 
interesados ; por ello el propietario tiene el derecho de retirar 
las mercaderías detenidas bajo fianza, j él y la aduana, el de 
asegurar su importe en el caso contrario, per la venta y de- 
pósito de su valor. 

Disposiciones de este género, de un carácter conserv¿dor y 
benéfico, que nada deciden sobre el fondo del derecho contro- 
vertido, son aplicables á todos en los embargos anteriores ó 
posteriores, como se desprende de los términos mismos de la ley. 

Pido áY. K., por ello, la continuación del auto recurrido, 
corriente á foja 7 vuelta. 



Ful lo de I* Suprema Corle 



Buenos Aire*, Noviembre i~ de 1891. 





se trata, corresponden en su calidad 
diez y siete de la ley de aduana, 



Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por los fundamentos del auto de foja 
siete vuelta, se confirma, con costas, el apelado de foja dos 
vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARIS- 
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CAUSA C4 € VIII 



irenco y Cerescto contra L. Cosía y C\ por falsificación de 
marca de fábrica; sobre levantamiento de embargo y decla- 
ración . 



Sumario. — Ordenado el levantamiento de un embargo, y 
mandudo hacer para el efecto y á pedido de la parte, un reco- 
nocimiento pericial sobre el estado de la* rosas embarcadas, 
no procede que el Juez encargado de ejecutar el desembargo 
dicte providencia declarando que éstas han sido alteradas por 
razón del embargo, 



Caso. — Los señores Marenco y Cereseto pidieron y obtuvie- 
ron el embargo de varias bonlalebas de vino que se encontraban 
en poder de Costa y C\ Absueltos estos del juicio criminal por 
falsificación de marca, solicitaron el levantamiento del embar- 
go, previo reconocimiento pericial. Ordenado el desembargo y 
practicada la pericia, Costa y C\ en vista de lo que resultaba 
de tfsta, pidierun al Juzgado que se declarase que el vino se 
había alterado y lesera devuelto en modo de no poder ser utili- 
zado, á consecuencia del embargo. 

El Juez no hizo lugar. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Interpuesta revocatoria de esta providencia, se dictó el si- 
guiente: 



Aiitod«IJuM Federal 

Buenos Aires, Abril 9 úú ItftU. 

Y vistos: Considerando que de toque actualmente retrata 
en estos autos es sólo de llevar á efecto lo ordenado por la sen- 
tencia definitiva de foja tTH, en cuanto dispuso qiiú se levanta- 
ra i*l embargo trabado á foja 34, paralo cual se pidió el reco- 
nocimiento pericial que ha tenido lugar; y no siendo proce- 
dente, en consecuencia, que el Juzgado se pronuncio sobre el 
punto solicitado, no ha lugar, con costas, á lo pedido en el es- 
crito de foja til. 

J. r. Lalanrte, 



Fallo «le I» Suprema Corle 

Buenos Aires, Diciembre i de 1894. 

Vistos; Torios fimdnmentos del auto de foja doscientos 
cuarenta y uno vuelta, se confirma, con costas, el apelado de 
foja cuatrocientos diez y siete vuelta. Repuestos los sellos, 
devuélvanse, 

BENJAMIN l»AZ,— ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGE. —JUAN E. TORIlEST, 
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CAUSA CCCIX 



Criminal contra remando lampino (a) Vizconde de la Gua- 
diana, por falsificación de sellos de oficinas públicas ¡/es- 
tafa ; sobre agravación de pena. 



Sumario, — No es permitido agravarla pena impuesta por 
la sentencia de I a instancia, cuando tata no ba sido apelada 
por el Ministerio fiscal. 



taso. — Resulta del 



■ Y vistos : estos autos seguidos contra Fernando Zampino (a) 
Vizcondede la Guadiana, español, de 25 anos, de estado soltero, 
corredor, domiciliado Venezuela número 1967, acusado por 
falsificación de barras de meta!, documentos de la casa de mo- 
neda j estafa. 



ralla del Juez Federal 
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Resulta: Quu bajo el nombre de Angel Repetto estuvo un 
sujeto en la casa de negocie de don José Torre, proponiendo la 
venta de varias barras de plata y oro selladas con el sello co- 
rrespondiente de la casa de moneda y acompañadas de los cer- 
tificador de ensayo correspondientes y habiendo aceptado la 
oferta, la venta de dichas barras se llevó á cabo por la suma de 
850 pesos, que el referido Angel Repetto recibió en un cheque 
contra el Banco de Londres y Brasil. 

Que posteriormente presentóse en la misma casa bajo el nom- 
bre de Pedro Ocampo un individuo que llevaba seis barras de 
metal con los sellos y certificados de Ja Casa de Moneda, ba- 
Tras que, como las anteriores, fueron compradas' por la suma de 
778 pesos con 67 centavos, como lo expresa la liquidación de 
compra que obra á foja 1', encontrada en un bolsillo del proce- 
sado Zampino al ser éste detenido poT la Policía. 

Que los sellos y numeración de contraste que las barras te- 
nían no eran las de la Casa de Moneda, habiendo sido imitados» 
así como los certificados de ensayos que acompañaban á las ba- 
rras no son auténticos, habiendo sido falsificadas las firmas de 
los empleados do la Casa de Moneda qne aparecen suscribién- 



Que puesto el procesado Zampino cu presencia de José y 
Eugenio Torre y Atilio Daneri, estos manifestaron que alga- 
nos de sos razgos fisonómicos coincidían con el individuo qne, 
con los nombres de Angel Bepotto y Pedro Ocampo, había esta- 
do en la casa de Torre á vender las barras de metal sin serles 
posible sin embargo afirmar categóricamente que fuera el mis- 
mo individuo. 

Que el referido Zampino estuvo varias veces en la Casa de 
Moneda llevando metales para ser examinados y firmando las 
solicitudes con el nombre de Luis Spinetto é inquiriendo de los 
empleados ciertos datos que debían servirle para la falsificación. 

Que el mismo Zampino diciéndose empleado de la Casa de 
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Moneda encargó al grabador Longhi la falsificación de tres 
sellos de goma semejantes al que aparece en los cerificados de 
ensayo que obran en autos y hechos los sellos posó a recoger- 
los, abonando su importe. 

Que según las declaraciones de fojas IH a CS3, Zarnpino lia 
estado en otras casas ofreciendo barras di? metal con el nombro 
de Pedro Oampo, el mismo usado en la casa de Torre cuando 
verificó la venta de que instruye el documento de fnja l\ 

(¿no llamado á declarar el procesado Zarnpino, ha confesado 
haber estado encasa de Torre y haber Tendido allí una barra 
de metal de plata y oro con el certitícado respectivo ú nombre 
de Luis Spinetto; que ha estado en diversas ocasiones en la casa 
de moneda á solicitar ensayos de barras y chafalonía suscri- 
biendo solicitudes bajo el nombre de Luis Spinetto ; que fué él 
quien encargó efectivamente á Longhi la fabricación de 1o*tre* 
sellos di- goma, pero sin decirse empleado de la Casa de Mone- 
da; que la liquidación de compra do foja l fl le fui* encontrada 
en el bolsillo, perú que im le pertenecía , pues era de su patrón 
Julio Hernández, por encargo de quien y sin sospechar que ello 
tuviera un fin ilícito, había h-?«hotodo lo que consta de su de- 
claración. 

Que en virtud de f^tos antecedentes el Procurador Viscal, 
entabló acusación contra el referido Femando Zarnpino, pi- 
diendo se. U*f» plícara el máiimun de la pena establecida por el 
artículo 277 del Código Prual. 

Que ladefeiisa, contestando la acusación, pide que sea ab- 
sneltoel procesado por no encontrar fine las constancias de 
uui-'í «¡can sulieií-nles ú comprobar los delitos atribuidos áuquel. 

Que recibida la causa á prueba, no se ha producido ninguna, 
llamándose en seguida los autos para sentencia. 

Y considerando: Quédelos antecedentes que ¡>c Urjan rela- 
cionados en loa resultandosque preceden, y en parte también 
de la propia confesión del procesado, se desprende con toda 
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evidencia que Fernando Zampino, ha estafado en dos ocasiones 
Temí íendo como legítimas barras de metal con sellos de con- 
traste falsos y con certificados tumbien fahos, siéndole impo- 
tables tanto el delito de estafa como el de falsedad ; pues la 
escusa por i-i alegada de haber procedido por órden de un sír 
pretendido patrón, que no está apoyada en constancia alguna 
de autos, no lo eximiría de responsabilidad como ejecutor mate- 
rial del delito, una vez que la intención criminal se presume 
en la ejecución de hechos delictuosos y máxime cuando, como 
en el caso presente, se trata de un reineidente condenado en 
dos otras ocasiones como autor de delitos de la misma natura- 
leza del que forma el objeto de este proceso. 
Que para la calificación legal del delito y graduación de la 




nese trata de los de- 
^ a su impor- 




pena correspondiente hay que 
Utos de falsedad y estafa, 
tanda, ser considerado como 
mero, según la regla 

s, de 
con la que 

inciso 2", del 



inte 

y 87 del Código Penal. 
Icón las disposiciones 
tn los artículos 277 y 84, 
1, fallo: cmdenando a Fernando Zam- 
de la Guadiana, & la pena de tres años de 
i, computándose en ella el tiempo de prisión preventivo 
que lleva sufrido, j al pago de las costas del juicio. Notifíquese 
con el original, y en oportunidad, comuniqúese al Director de 
la Penitenciaría a los efectos que correspondan. 




./. V. inlanne. 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADO!! GENERAL 

« 

Buenos Aires, Selieiubíu ~ da li&i- 

Suprema Corte : 

Los resultandos de la sentencio recorrida, muestran al procc- 
sado Zampino corno autor de las estafas consumadas al amparo 
do una falsificación de sellos J certificados de las Oficinas 
Nacionales de la casa de Moneda. 

Habríale correspondido mayor pena, según la disposición del 
artículo cincuenta y Biete de la ley sobre crímenes contra ta 
Nación, que impone á la falsilicacion de sellos usados por 
cualquiera autoridad ú Oficina Pública Nacional, trabajos for- 
zados por dos á seis años, 

Pero el Juzgado reconociendo la estafa como delito principal 
le ha impuesto en virtud de las circunstancias agravantes con- 
signadas en la sentencia los tres años de prisión que el artículo 
277 del Código Penal establece como máximum. 

Tal pena es en extremo benigna. Pero habiendo sido consen- 
tida por el Procurador Fiscal (y no habiendo el recurrente 
expresado agravios en la estación oportuna) no creo deber 
pedir la de presidio ó de penitenciaria, aplicando equitativa- 
mente i este caso en favor del pTuceaado la doctrina que se 
deriva del artículo 693 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal . 

Pido por ello áV. EJa confirmación de la sentencia recurrida. 
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Buenos Aires, Diciembre 4 de 1894. 

aon cuando, como lo dice el se- 
ñor Procurador General, con arreglo á las leyes que penan el 
delito de falsificación de sellos de oficinas públicas nacionales 
que motiva este proceso, pudiera recaer en esta causa una con- 
denación mayor que la que impone la sentencia apelada, la 
agravación no es permitida en vista de lo diapuesto en el artícu- 
lo seiscientos noventa y tres del Código do Procedimientos en 
lo Criminal, desde que la citada sentencia no ha sido apelada 
por el Ministerio Fiscal. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y por sus fundamentos se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento veinte y tres. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — A HE L BAZAS . — 
OCTAVIO 6 UNGE. — JUAN E. 
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CAUSA CX'CX 



La Municipalidad de (ioya y tos herederos Loza contra don 
Juan Hicn; sobre oposición ú una mensura y nulidad de 
sentencia. 

Sumario, — I o Debe rechazarse la oposición á una mensura 
que no menoscaba los derechos da los opositores. 

2* No habiéndose interpuesto nrís recurso que el de apela- 
don, no corresponde ocuparse de la nulidad ^de los procedi- 
mientos, 

3" La no intervención de uno de los condominos en un jui- 
cio, no perjudica la validez del mismo en relación á los que 
han intervenido en él. 

Vaso. — Lo explica el 

rallo del Jun Mer«l 

Corrientes. Febrero 21 de 1893. 

Vistos y resuitanJo: Don Juan Ricci, acompañando los títu- 
los que justifican su propiedad de un terreno situado en las ¡n. 
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mediaciones Jo la ciudad de Goya, se presento pidiendo la 
mensura de dicho terreno, con el fio de revifir loa mojones y 
es clarecer sus títulos (foja 7). 

Que accediendo el Juzgado de 1* Instancia de Goja á esta 
petición, comisionó al agrimensor Molinariy Correa paraque 
verificara 1a operación de mensura, quien después del estudio 
que hizo de los títulos del solicitante, de la Municipalidad 
y sur.esíon Loza como herederos, notó, según lo expresa en 
su escrito de foja i), que los rumbos determinados por cual- 
quiera de esos títulos no coinciden con los establecidos en Us 
del señor Kícci, y que, en consecuencia, y no encontrando eu 
el terreno ni un solo mojón en qué poder basar sus opera- 
ciones, ponía en conocimiento del Juez los datos consignados 
para que eu vista de ellos decida á cuál de los títulos debe 
ceñirse para el amojonamiento ordenado a solicitud del señor 
Ricci (foja \ i vuelta). 

Que en atención a estoy á la petición de foja 75, dicho Juez 
dictó el auto de fi ja 75 vuelta, haciendo saber al agrimensor 
que la mensura debía practicarse turnando por base la efectuada 
por don Pedro Puchetta en el año de 1838. 

t¿ue habiendo renunciado el agrimensor designado (foja 84), 
fué nombrado en su reemplazo y á solicitud del interesado (foja 
84) el ingeniero nacional Lázaro H. Moliuari (foja 84 vuelta), pa- 
ra que practicara la operación de mensura, y que realizada por 
el perito, previa citación de los linderos y demás formalidades 
legales, fué presentada con su respectivo plano, corriente de 
foja 88 á 94 de estos autos, la que fué protestada por el Inten- 
dente Municipal y los herederos de Loza (acta do foja 92), por 
las razones que se expresan en lapredicua diligencia de men- 
sura. 

Que informando £ foja 26 el Departamento Topográfico, ob- 
serva que el agrimensor operante no comprueba debidamen- 
te el punto de arranque de la mensura de Pedro Puchetta para 
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la propiedad de Matea Arrióla, hoy de Loza, que debe ser el 
límite norte de la propiedad de Hice i. 

Que el agrimensor Narciso Chupo, nombrado áfoja 113 vuelta 
para que practicara nuevamente la mensura solicitada, de con- 
formidad & las observaciones del Departamento Topográfico, 
presentó las diligencias con el plano descriptivo correspon- 
diente á foja i 10 vuelta, laque fué informada por el Departa- 
mento Topográfico á foja 134. 

Que tanto la Municipalidad de Goya como los herederos de 
Loza protestaron de esa mensura y formalizaron su oposi- 
ción respectivamente á fojas 147 y 189, de las que el Juez 
corrió traslado al solicitante, quien, sin contestar, declinó de la 
jurisdicción de dicho Juez á faja 196 ; sustanciado el incidente, 
dicho funcionario se declaró incompetente y ordenó la remisión 
de los autos á este Juzgado (foja 214). 

Que recibidos los autos y aceptada la competencia por auto 
de foja 224, se corrió traslado de los escritos de oposición ño 
los protestantes al solicitante de la mensura don Juan Ricci ; 
emplazándose al mismo tiempo á aquellos para que tomaran 
la participación que les correspondía en el juicio. 

Que evacuando el traslado de foja 6, 2 o cuerpo, pide sea 
aprobada en todas su» partes la mensura practicada por el 
agrimensor Narciso Chapo, reconociendo como propiedad soja 
el terreno comprendido bajo las letras A, D, Q, O, K, del 
plano y desestimando las oposiciones formalizadas por los he- 
rederos de Loza y la Municipalidad, con especial condenación en 
costas. 

La oposición de la Municipalidad se fonda, como puede 
verse á foja 120, en que Juan Bicoi no tiene derecho alguno 
para pretender mayor superficie, dados los términos de sus 
títulos, que laque le corresponda en un panlelógramo constr níd o 
con los datos siguientes : una recta de 200 varas contadas 
sobre el borde del riacho de Goya, que es el límite de la 
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propiedad Ricci, y otra de 500 varas contadas sobre el rumbo 
Este recto. 

Teniendo indispensablemente que ser atacados los derechos 
de la Municipalidad con cualquier otra interpretación qui- 
se dé á los títulos del señor Rioci que no sea la que autos 
ha mencionado, que es además lo que se previene en el ar- 
tículo 23 du las instrucciones para los agrimensores, hacien- 
do presante que no estará conforme con la operación, siempre 
que olla se aparte en cualquier sentido de 03a interpretación. 

Esta exposición fué ampliada á foja 147. 

La oposición J* los herederos do Loza (foja 189), se funda ! 

I o En que la superficie de U propiedad de Ricci, según sus 
títnlos debe ser de 100.000 varas cuadradas, ó sea 200 varas 
de frente por 500 de fondo, y que sin embargo la mensnra 
de Chapólo da 132.123 varas cuadradas ; 

2 o En que el agrimensor Chapo ha transformado el rectángulo 
ó paralelógramo del título en un cuadrilátero irregular, cuyos 
elementos angulares, lineales y de orientación están completa- 
mente en desacuerdo con aquel ; 

3 En que debiendo quedar situada la propiedad de Ricci, 
según los antecedentes de los títulos en cuestión, como lo dice 
el mismo agrimensor, entre el limite Sud de la que fué de Arrióla 
(límite norte de la propiedad de Ricci) y que hoy les pertenece, 
y el límite norte de otra (límite Sud de la propiedad de Ricci), 
que también les pertenece y que antes fué de Petronila Soto, 
aquel no ha sido fijado de acuerdo con el título; que i este 
respecto debe tenerse en lenta que hay dos bases para dicha 
propiedad : la primera es la nueva que practicó el comisionado 
Puchetta, en virtud de la petición de Arrióla, en la que se 
hace constar que el límite Sud (Norte de Ricci) tiene sobre el 
riacho de Goya un accidente natural que le sirve de término, 
como es el arroyo á que el comisionado se refiere y que dice 
hallarse en la banda oriental del horno de ladrillos de Lopei 



Firmo (foja 191 y vuelta); I¡i segunda, un el rcronocimíenta que 
de la propiedad se hizo por la comisión respectiva, reconoci- 
miento que se refiere ¡i una superficie (te í) manzanas ó cuadras 
cuadrarlas ; 

A" Que el punto de arranque parece ser el mismo punto A 
del plano Molinari, punto que no presenta confusión sobre la 

situación de la propiedad que fué de don Manuel José Alvares; 

■ ■ 

que encontrado e»te punto, la primera línea, en decir, la del 
Norte, debe ser en rigor determinada por la n eta entre él y el 
orToyito Zanjón, que el agrimensor Molínari indica con las 
letras /, m, n ; el costado del Esto debe ser una recta al Sud 
con 450 varas desde A ; el del Sud dabe ser otra recta entre el 
extremo de la anterior, y el arroyito que cae en el riacho del 
Paraná, en la parte oriental del homo de ladrillos que no pudo 
ser otro que id o, i, ¡), /, del plano Moliuari, y el último costa- 
do, es decir, el del Riacho ; 

5" Que si el límite Sud de la propiedad que les pertenece 
ínorte de la de Iticci) debe terminar según la mensura do Pu- 
chetta del año 38 en un arroyo, y si el indicado o, i, pj t es el 
único existente y su situación está conforme con las referen- 
cias del comisionado» no puede haber duda acerca de la exac- 
titud de ese límite, y que por lo tanto no se puede sostener que 
el deslinde Puchetta huya podido terminar en el punto A del 
plano de Chapo, donde no se encuentra el más insignificante 
arroyo , 

6" Qoc es incuestionable que el limite de la propiedad que 
fué de Arrióla y que hoy les pertenece debe ser la línea i D, 
del plano Moliuari tanto más cuanto que sí se estableciera ese 
límite, quedaría bastante terreno para ser integrada la propie- 
dad de Ricci, desde que del indicado punto i hasta la esquina 
de la caso, de Loza, punto S de Moliuari y O de Chapo, hay jus- 
tamente ^200 varas que fueron compradas por aquel, de modo 
que aceptando el deslinde R, O, Q, aconsejado por Chapo, para el 
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límite Norte (Sud de Ricci)de la otra suerte que Ies pertenece, 
Tendida por Ant.mila Soto, se puede integrar ei títuln Ricct 
sin ultrapasar la línea i Ü, que legítimamente corresponde str 
el límite Sud de la suerte que fué de Arrióla ; 

7 o Que si se acéptame! límite que da el agrimensor Chapo 
en la suerte que fué de Arrióla se le da eu menos una í/2 
manzana con relación ala mensura Pucucita, y una manzana 
menos eon relación al reconocimiento que hizo la comisión nom- 
brada per el «..hierno; qou esta comisión reconoció basta 9 
inanzan xs, y habiendo na*ta la línea íü t 9 fj§ manzanas, no 
tienen inconveniente en reconocer a favor de la Municipalidad 
el exceso. 

Que par lo expuesto pide no se apruebe la mensura practicada 
I> <r el agrimensor Chapo, por no estar de acuerdo con los títulos 
de propiedad do Iiieoi y por perjudicar derechos de terceros. 

Y considerando en cuanto á la oposición de Los representantes 
(je la sucesión Loza ; 

Que la mensura practicada por Lázaro Molinari, á foja 88, á 
solicitud de don Juan Uicci, no tenía otro objeto que determi- 
nar la propiedad de éste, su ubicación, su extensión, la forma 
geométrica quo le corresponde y la fijación de sus límites, todo 
con relación al título que consagra el derecho de propiedad del 
solicitante y A los títulos y formas gráficas de las propiedades 
colindantes, debiendo el perito, ñor mandato judicial (foja 75), 
turnar por base de sus operaciones la mensura practicada por 
redro Puchetta el año 1838 en la propiedad de Mateo Arrióla, 
hoy de los sucesores de Loza. 

El juicio camena así por un acto de jurisdicción vuluntaria. 

Que abierto el juido con la mensura practicada por el pe- 
rito Molinari en presencia de los linderos, estos, la Municipali- 
dad y sucesión Loia, manifestaron no estar (onformes con la 
traza de la línea que debe fijar el límite Norte de la propiedad 
delticciúsea la linea G D, del plano Molinari y reclamaron 
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de su establecimiento como usurpaciones Ó avances ú sus dere- 
chos propíos. 

Que la línea GD, establecida como límite Sud de la propie- 
dad Losa y Norte de la de Ricci, confirmada por el agrimensor 
Narciso Chapo, no menoscaba en nada los derechos de aquel. 

En efecto, la propiedad de Mariano E. Loza deriva de la de- 
nuncia que Juan Mateo Arrióla hizo al Gobierno de la Provin- 
cia de ese mismo terreno en 1838 y de la mensura que ese mis- 
mo año y en virtud de esa misma denuncia practicó Pedro 
Puchetta, como cesionario du los derechos de Gregorio Araujo, 
en 1850, quien á su vez fué cesionario de los de Juan Mateo 
Arrióla en 1840. 

Por consiguiente, los sucesores de Loza no pueden pretender 
más extensión que la que le trasmitió esa denuncia y que deter- 
mina la mensura de Fucbetta desde que ella fué la que dió á 
conocer tanto al denunciante como al Gobierno, la extensión 
exacta del terreno que mas tirde, en 1857, fué vendida á Ma- 
riano B. Loza. 

£1 terreno denunciado por Mateo Arrióla, boy de la sucesión 
Loza, no ptiedc tener otra superficie, sino laque le dió la men- 
sura de Puchrtta, pues con sujeción á ella el Gobierno de la 
Provincia hizo la venta y ella debe estar contenida en un 
cuadrilátero con las medidas lineales siguientes dadas por 
el agrimensor: la línea del Norte, de 350 varas, la del Sud, 
dá 375 varas, la del Este, de 450 varas, y la del Oeste, de 350 
varas. 

Luego y tomando como verdadero el punto de arranque de- 
signado con la letra A del plano Molinari y cuya autenticidad 
fué debidamente comprobada por ti agrimensor Chapo, de acuer- 
do con el informo del Departamento Topográfico y también 
aceptado por los representantes de la sucesión Loza, deben con- 
siderarse exactas las líneas A y AD del mismo plano, la pri- 
mera no sólo porque sigue el mi«mo rumbo dado por Puchetta, 
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corriendo el nivel de la calle que limita por esa parte la pro- 
piedad sinó también porque la extensión ile 350 varas es la 
misma que le diú este agrimensor en la mensura practicada á 
solicitud del primer denunciante y la otra, la P, tirada para 
buscar el limite Sud de la propiedad de Lo¿a y Norte de la de 
Kícci, también coincide eu su dirección j extensión con la pri- 
mitiva mensura, pues en ésta, como en la de Molinari, es de 
450 varas. 

Que la línea D <9 del plano Molinari, que es la AD del de 
Chapo, establecida como límite Sud de la propiedad de la suce- 
sión Loza y Norte de ta propiedad de Kicci, que es la causa de 
la oposición do aquella, debe considerarse la verdadera, pues 
ella no menoscaba en uada la propiedad Loza, desde que ella 
tiene la misma extensión, tanto en el plauo Molinari como en el 
de Chapo, que la que le dió Puchetta, 

Igualmente la línea ff a del plano Molinari, Oeste de la pro- 
piedad Loza, tiene la misma extensión j 350 varas, que en la men- 
ean de Puchetta, á la que debía sujetarse pur la resolución 
judicial de foja 75 vuelta. 

Resulta, pues, evidente entonces que el cuadrilátero formado 
por Molinari, de la propiedad Loza, encierra completamente la 
extensión del terreno denunciado por Mateo Arrióla y medido 
por Pedro Pucbetta en el año 183H. 

Que la declinación Sud que pretende Loza sedé ála línea A 
dol plano Molinari, de manera que ella termine en el recodo 
indicado en el plano con las letras /, w, n, para que a su vez 
el extremo de la línea % corra al Sud hasta la parto del arroyo 
señalado con las letras o, i, p, g, no es aceptable : i 9 porque 
terminando la línea A en el recodo mencionado, no tendría la 
extensión que le dió la primita mensura, como fácilmente se 
observa; 2? porque esa línea dt üL seguir la línea de la callo, 
segnn la misma mensura de Puchetta, lo que no sucedería acep- 
tando la declinación pretendida por Loza, pues quedaría un ex- 



222 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

cedente entre Ja línea y la calle, siendo así que el límite Norte 
de dicha propiedad debe ser esa calle» 

Que aceptadas como verdad ras las líneas A y D, trasadas 
en el plano Molinari, como límites Norte y Este de la propiedad 
Loza, pues que ellas tienen la misma extensión y cnrren al ni- 
vel de las callos, de conformidad i\ la mensura primitiva, el lí- 
mite Sud no puede ser otro que la línea trazada con rumbo 
Oeste arrancando del punto O, hasta cortar otra línea que 
parta del punto A hiela el Sud, en una extensión de 350 varas, 
que fué lo medido por Puchetta ó sea la línea \hj del plano Mo- 
linari y AD del plano Chapa. 

Quedando asi encerrada la propiedad de la sucesión Loza en 
«1 cuadrilítero A y tj\K sin menoscabarla en nada, desde que 
ella dobe ser la misma que la que resulta de la mensura de Pe- 
dro lMielietta. 

Y debiéndose el limito Sud déla propiciad de Ltaael limito 
Norte «le la propiedad de líioci, resulta que la línea íhj del 
plano Molinari, que es la misma que la trazada posteriormente 
(Chapo, AD) debe considerarse como el verdadero límite Norte 
de la de Rice i. 

Que en euao'o al deslinde Snd de la propiedad de éste y 
Norte de otra fracción de la misma sucesión Loza, demarcado 
por el agrimensor í'hapo. y sonatado en su plano de foja. .. eon 
las letras R. O, Q, él lia sido aceptado como vnbdero, tanto 
por Loza, foja 194, como por líicci en su escrito de contestación 
a las operaciones dé foja 6, 2* cuerpo. Resultando asi, por (on- 
higuiente, establecidos los límites Sud y Norte de la propiedad 
de Ríccicon las líneas R, O, Q y DA del plano í'hapo que es 
la deMolin.iri. 

Y considerando < n manto ála oposición do la Municipalidad, 
fundada en qm- Juan Kicei uo ti. neder< < hoalguuo para pretender 
mayor mi perlino, dados los términos do sus título», que h pe Sfi 
comprenda en un paraleiógramo constituido con los datos siyuien- 



DE JUSTICIA NACIONAL , 223 

tes, una recta de 200 varas, contadas sobre el nimbo que arroje 
el borde del riachuelo de Goya, que es el límite de la propiedad 
Hiccr, otra de 500 varas contadas sobro el rumbo Este recto. 

Teniendo indispensablemente que ser atacados los derechos 
de la Municipalidad ton cualquier otra interpretación que se 
de* al título de Ricci. 

Que ta propiedad de Ricoi deriva de la venta otorgada á su 
favnr por don Remigio Molina, constante en la escritura públi- 
ca corriente á foja 1\ 2" cuerpo de estos autos, donde se esta- 
blece que el terreno vendido es de 200 varas más ó menos de 
frente sobre el riachuelo de G«yu, que es el Oeste, por 500 ra- 
ras de fondo al Kste, no constando lo* linderos del Sud, Norte 
j listo. 

<¿ue de los antecedentes de estos autos resulta que tanto este 
terreno comprado por liicci, como las fracciones Compradas en 
lósanos 1851 y por don Mariano [■:. Loza, según las escri- 
turas de fojas 10Í y lOfi. pertenecían A un solo propietario que 
to era Francisco López Pin asco. 

Ka tfecfo, cuando ca el ano ms el agrimensor Pedro Pu- 
chelta practicóla mensura cuyo extracto corre á foja 9 vuelta 
a virtud de la denuncia hecha por Mateo Arrióla al Gobierno 
do la Provincia, en el mismo año ya señaló como límite Sud 
del terreno que medía la quinta de López Pi nazco : ese terreno 
es el mismo que perteneces Loza, deque se ha hecho men- 
ción en los anteriores considerandos. 

Igualmente el límite Norte de la fracción vendida ú Loza 
por AntonilaSoto de López, se menciona diciendo, lindando 
dicho terreno por todos los vientos con los de la vende dora. 

Quiere decir, entonces, que el terreno comprendido entre las 
propiedades de Loza, ó sea entre la fracción comprada lí la seño- 
ra de López y lo que primitivamente denunció Arrióla, fué 
también do propiedad de López Phiazco ó >ea de Kvaristo 
López, uno de sus herederos, causa ute de la adjudicación, en 
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pago hedió á Remigio Molina lie dicho terreno, quien á bu 
Tez Tendió áRicoi, como todo consta & foja 1\ 2" cuerpo; 
y en consecuencia, )a Municipalidad nunca, á contar de los 
«ños mencionados, La alegado ni 86 le ba considerado te- 
ner derecho de propiedad, ni en la parte Sud det terreno de 
Arrióla, hoy de Loza, ni en la parte Norte de la fracción Ten- 
dida áeste mismo por Antonila S. de Lopci. 

Que si consideramos el fondo de la propiedad de Ricci, tam- 
bién resulta evidente que la Municipalidad no puede alegar 
derecho alguno á parte del terreno mencionado, pues recono- 
ciendo, como reconoce, en su oposición de foja 120, que esc 
terreno tiene ó debe tener 500 varas de fondo, contadas desde el 
borde del riacho de Goya, que es su frente, se vé que ta línea 
AI) del plano Chapo, que arranea del borde del Riacho, rumbo 
Este recto hasta encontrar la calle, no mide sinó 344 varas 
ioV es decir, TaTas menos Jel fondo que reconoce la Muni- 
cipalidad . 

Que si igual cosa no se puede ilecir de la línea que limita el 
Sud ósea R Q, pues tiene un exceso de 20 A 40 raras, eiiste 
la circunstancia mencionada en los considerandos anteriores, de. 
que la Municipalidad nunca fué tenida como propietaria en la 
parte Xorte de las fracciones compradas por Loza á Antonila 
Soto de López, las que formaban parte del terreno de Ricci, como 
se ha dicho. 

Por estos fundamentos, dufinitiramentü juzgando, rechazólas 
oposiciones deducidas por la Municipalidad y sucesores de Loza, 
pues la mensura practicada por el agrimensor Narciso Chapo no 
usurpa ui menoscaba los derechos de los opositores, con costa». 

Y en consecuencia apruébase dicha mensura contenida en el 
cuadrilátero A, D, Q, R, en cuanto haya lugar por derecho. 
Hágase saber con el origiaal y repónganse. 
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& •II* 4e |« S*pr«>M C*ri« 

Buenos Aire>, Diciembre 6 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos y considerando en cuanto á la 
nulidad alegada por el apelante en la expresión de agravios : 

Que el recurso interpuesto contra la sentencia de primera 
instancia ha sido solo de apelación, según se Té en el escrito 
de foja cincuenta y siete ; 

Que basándose, por jtra parte, la citada nulidad en la insania 
de que se dice estar afectada doüa María Antonia Loza, tal 
causal no puede influir sobre la regularidad de los procedimien- 
tos en la causa, desde que ella no se refiere á ninguno de Jos 
litigantes, pues que entre ellos np figura la citada doña María 
Antonia Loza ; 

Que la no intervención de uno de los condominos <¡n un juicio, 
no perjudica la validez del mismo en relación á los que hubie- 
sen intervenido (ley veintiuna, titulo veintidós, partida ter- 
cera) ; 

Se confirma, con costas, ¡a sentencia apelada de foja cuarenta 
y sois (segundo cuerpo) no haciéndose lugar á tonalidad alega- 
da porel ¿pelante. Kepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VARELA. 
ABEL BAZAS.— OCTAVIO B UN- 
GE.— JUAN E. TORHENT. 
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Doña Faustino, Yillavcrrfe contra la Testamentarla fiuportal, 
f or alimentos y lilis espensas; sobre recurso ú la Suprema 
Vorle, de sentencia de la Exma Cámara de Apelaciones enh 
Civil de la Capital. 



Sumario. — No procede íecurso para ante la Suprema Corte 
contra las sentencias de Tribunales locales, en que tas cuestio- 
nes resueltas versan sobre la inteligencia y aplicación del Códi- 
go Civil, ó sobre derecho meramente procesal, sin preten- 
derse que éste se halle en pugna con la Constitución y leyes na- 
cionales. 



■ 

Ctuo. — En los autos testaméntanos de Don Emilio Duportal, 
incidente sobre litis expensas y alimentos para la menor María 
Aruianda Yillaverde, la Eiina. Cámara de Apelaciones etilo ci- 
vil tjt* la Capital dictó la siguiente resolución : 

Vistos y considerando : 1* Que si bien la petición de ali- 
mentos debe sustanciarse breve y sumariamente (artículo 602, 
Código de Procedimientos) sin admitirse discusión sobre el de- 
recho á percibirlos (artículo G07), no por eso se ha de prescin- 
dir de apreciar la precedencia de la acción deducida, esto es, si 
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la ley acnerda ú no al peticionante el derecho que invoca (ar- 
tículo 602). 

2 o Que admitiendo que estuviera justificada la filiación pa- 
terna de los peticionantes, ella sería adulterina por haber sido 
concebidos y nacidos duraute el matrimonio de Don Emilio 
Duportal, según resulta de las partidas currientes á fojas i y 
1-i de la testamentería demandaría, en cuyo caso no procedería 
la acción de alimentos, ni aun parala menor de 18 años, porque 
regiría entonces el artículo 343 del Código Civil (y no el 331 
invocado en la demandé que no autoriza para exigir alimentos 
á los herederos del padre. 

Por estas consideraciones y concordantes del escritro de fo- 
ja GC se revoca en todas sus partes la resolución de foja 59. 

Gelly. —Molina Arrotea, — 
Ihaz . 



La madre de la menor interpuso recurso para ante U Supre- 
ma Corte, el que le fué negado, por lo que ocurrió de hecbo ale- 
gando que procedía en virtud de los siguientes extremos : 

I o Violación del artículo 18 de la Constitución nacional, por 
cuanto la Kxiua, Cámara no es tribunal competente para decla- 
rar el carácter do bija adulterina su mí hija María Arman da 
sin que baya existido el juicio contradictorio en I a instancia, 
sacándola por esa sentencia de sus jueces naturales para despo- 
jarla de derechos adquiridos, que no h¡m sido materia del pro- 
ceso ; 

P violación del articulo 2G7del Código nacional de Pro- 
cedimiento, que establece, que el Tribunal no podrá faltar en 
2* instancia ningún capítulo que no se hubiere propuesto ú la 
dccUion del inferior ; 
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3 o Por desconocimiento y violación del artículo 607 del Có- 
digo nacional de Procedimientos ; 

4° Por desconocimiento y violación del articulo 343 del Có- 
digo Civil ; 

5 o Por igual desconocimiento y violación de los artículos 331 
y 357, Código Civil antes citado. 



Vistos en el acuerdo : Considerando : que según resulta de la 
propia exposición de esta parte, no se ha puesto en cuestión ante 
los Tribunales ordinarios de la Capital la inteligencia de cláu- 
sula alguna de la Constitución nacional, aun cuando al final 
del presente escrito se insinúala violación del artículo diez y 



Que conforme al articulo catorce de la ley do jurisdicción y 
competencia, las sentencias de los Tribunales de Provincia, á 
lo* que estón equiparados los de la Capital (artículo noventa de 
la ley de organización) sólo son apelables en los casos previstos 
pur dicho artículo catorce. 

Que el presente recurso no se refiere á ninguno de esos casos, 
pues, como lo expresa el recurrente, las cuestiones resueltas 
por los Tribunales de la Capital, ó* han versado sobre la inteli- 
gencia y aplicación de disposiciones del Código Civil, que no 
puede motivar la apelación autorizada por el citado artículo ca- 
torce, lo que halla expresamente declarado por el artículo 
quince de lu misma ley, ú sobre derecho meramente procesal sin 
pretenderse siquiera que éste estuviera en pugna con la Costi- 
tucion y leyes nacionales deque habla el artículo cien de dicha 
Constitución. 




Dnenoü Airea» Diciembre 11 de 1894. 



ocho. 
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Por estos fundamentos y de acuerdo con la jurisprudencia 
establecida por esta Suprema Corte en casos análogos, &e decla- 
ra no haber lugar al recurso interpuesto. Hágase saber j ar- 
chívese, prém reposición del papel . 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA, — ABEL BAZAR. — OCTAVIO 
BUSGE. — 'JUAN E. T0RREHT. 



C AUSA CXCXII 



Don Hamon Vidal contra Don Desiderio La Cueva t por rescisión 
de un contrato; sobre apelación denegada. 

Sumario. — Xo puede denegarse la apelación de un auto que 
decide un artículo. 



Caso, — Resulta del siguiente 

Se/7or Secretario de la Suprema Corte : 

Eracnando el informe ordenado por la Suprema Corte pato 
á informnr lo siguiente : 
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El 6 de Agosto de 1891 el señor Desiderio La Cueva, deman- 
dó al doctor Juan lí . Vidal, por rescisión de un contrato de 
compra-* jntade dos terrenos, fundándola en que el vendedor 
doctor Vidal, no ha podido cumplir su obligación, entregándole 
los terrenos vendidos, por la circunstancia de estar uno de ellos 
poseído por otras personas ¡i título de dominio. Corrido el tras- 
lado de ley, el demandado, doctor Vidal, pidió, sin contestar la 
demanda, se citara de eviccion ú su cau ante Don Juan L, Re- 
soagli, j el Juzgado por auto de fecha 18 de Enero de 1892, mun- 
do que así se baga, notificándose en su consecuencia este auto el 
día 20 del mismo. En este estado del juicio, compareció el Procu- 
rador Don Fernando Alsina, en representación del actor señor 
La Cueva, el 25 de Junio de este año, exponiendo que, antes de 
presentarse con el poder acompañado, creyó conveniente impo- 
nerse de Jos autos en ¡Secretaría, y ha visto que el Juzgado, á 
pedido del demandado, ha hecho citarde eviccion á Don Juan L. 
Resoagli, sin que hubiese sido notificado de ese auto su repre- 
sentado La Cueva, como resulta evidente de los autos, y que, 
por lo tanto, y estando en tiempo pedía que el auto referido 
fuese revocado por contrario imperio, porque la citación de 
eviccion no procedía en el caso xub-jutlice, por los fundamentos 
que alega, interponiendo á este fin los recursos de reposición 
y apelación en subsidio ; que sustanciado el recurso, con e 1 
traslado de ley al demandado, el Juzgado revocó el auto recu- 
rrido por los fundamentos de la resolución siguiente : 

* Corrientes, Setiembre iSde 1894. Vistos: Considerando que 
lademanda instaurada á foja 28. tiene exclusivamente por objeto 
conseguir la rescisión del contrato de compra- venta de foja 24, 
fundándola el actor en que el vendedor Dou Juan R, Vidal, no 
ha podido cumplir su obligación de entregar los terrenos ren- 
didos, uno de ellos poseído por otras personas ú tituh de domi- 
nio; que sentado esto, está por demás decir, que no se trata en la 
cuestión sub-judice de ninguno de los casos establecidos en el 
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artículo 2108 del Código Cm), únicos en los que, no el enaje- 
nante sinú el adquirente, que en este caso sería el actor, puede 
citar á aquél de eviccion, para que tome su defensa; que de 
aquí resulta que el auto recurrido no está arreglado á derecho, 
pues como se ha dicho, no se trata de ninguno de los casos se- 
ñalados en el artículo citado, sino de la rescisión del contrato 
de compra-venta en razón de que el vendedor no ha entregado 
uno de los terrenos vendidos. 

c Por esto, y de conformidad á lo solicitado, se revoca el auto 
de foja 41 vuelta, ordenándose al mandatario del demandado Don 
Juan R. Vidal, conteste derechamente la demanda de foja 28, 
en el término de 9 días. Hágase saber y repóngase. Lujambto. » 

líe este auto apeló para ante la Suprema Corte el procura- 
dor del demandado, recurso que le fué denegado por medio del 
auto de foja 58 que dice: t Corriente* Setiembre 19 de 1894. 
Con arreglo á lo dispuesto por el artículo 205 de la ley nacio- 
nal de Procedimientos, no se hace lugará la apelación inter- 
puesta » . 

E. A. Lujambio. 



Talla de la Suprema Carte 

Buenos Aires, Diciembre 13 de 1891. 

Vistos en el acuerdo y considerando : que el auto á que se re- 
fiere el presente recurso no es una providencia meramente in- 
terlocutoria; que, al contrario, decide artículo, siendo por tanto 
de los que por su naturaleza traen gravátnen irreparable, en 
cuyo coso el recurso de apelación está autorizado por el artículo 
doscientos seis de la ley de procedimientos. 
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Por esto, ae declara mal denegado el recurso, y se concede 
en relación. 

Líbrese oficio al juez de la causa para la remisión de los au- 
tos, con noticia de las partes. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. V ARE- 
LA. — ABEL DAZAN. 



CAUSA UXXIII 



recurso de hecho 



10. — No procede el recurso de hecho, cuando no re- 
que se haya interpuesto ante el inferior apelación del au- 
to. 



Caso. — Resulta del 



Falle rte I* Suprema Corle 



Bueno* Aires, Diciembre 13 de 1894. 

Vistos en el acuerdo : Resultando de la 
la parte y de las actuaciones que acompaña, que no 
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puesto apelación ante el inferior, del auto de que se queja ; que 
en tal caso el recurso traído no es procedente, con arreglo al 
artículo doscientos veinte y nueve de la ley de procedimientos 
y jurisprudencia de esta Suprema Corte. 

Por esto, se declara no haber lugar al recurso interpuesto. 
Hágase saber y archívese. 

HENJAVLN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — JUAN 
S. TORREN T. 



CAUSA iltXIV 



Don Antonio i. Af/reio, Don Ruggero Bossi y Don Francisco 
Méndez (¡oncatves contra Don Vicente l. Casares y Don Tris- 
ttín Malbran, por reivindicación ; sobre defecto legal de la 
demanda y no innovación en la cosa litigada. 



Sumario. — i" Expresándose por el actor que la superficie re- 
clamada es la correspondiente al puesto que se designa, qneda 
con esto determinada suficientemente la cosa que se reivindica. 

2* La no innovación ordenada en la cosa materia del litigio 
debe entenderle limitada al área que puede ocupar dicho 
puesto. 
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Caso. — Rt-sulta del 



rftllo del Jwi l>der»l 



Rosario, Knero 1:1 de 1802. 



Vistos : los llamamientos de fojas 38 ( 83 vuelta y 122 vuel- 
ta; el primero sobre obscuridad déla demanda y los dos últimos 
sobre innovación de la cosa en litigí". 

Y considerando: 1° Que refiriéndose á la demanda los acto- 
res en el escrito ile, foja 3 i expresan de una muñera terminan- 
te y categórica que el objeto de su reclamación se reduce sólo y 
exclusivamente al terreno ocupado por el puesto « La Lira > . 

2 1J Que esto a^i la superficie de tierra objeto de la acción 
queda designada de una maneta precisa, clara y fija. 

Que siendo derecho innegable en el demandante la deter- 
minación superficial de ta cosa al hacer ésta objeto de su 
demanda, debe estarse á esa determinación sin que el Juez ni el 
demandado tengan facultad ni derecho en el caso sub-juditc 
para ampliar la acción deducida y si, por el contrario, el deber 
de sujetarse á las indicaciones del demandante. 

4 o Que estable ídolo anterior, el principio de laño innovación 
de la cosa litigiosa se circunscribe por consiguiente a la misma, 
pues si aquel se ampliara vendría á juzgarse sobre cosas no so- 
metidas á ladisension y, por tanto, extrañas al pronunciamiento 
judicial. 

5" Que reducida laaccion interpuesta al sido terreno ocupa- 
do por el puesto denominado * La Lira», la no innovación debe 
entenderse reducida al solo espacio que el mencionado puesto 
ocupe, t omo está indicado en el decreto de Noviembre 16, co- 
rriente á fuja 100 vuelta, y equitativamente so designará en 



Por tanto, se declara : í n Que la demanda interpuesta se re- 
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duce, de acuerdo con las explicaciones dadas por los actores en 

roado «La Lira » t debiendo por tanto contestarse la demanda 
dentro del plazo acordado por el artículo 8o de la ley naciunal 
de Procedimientos. 

2" t¿ue no debe mudarse el estado en que se encontraba el 
terreno el día 27 de Jimio de 1891 en que la presente demanda 
se dedujo, debiéndose destruir las construcciones 6 innovacio- 
nes que se hubieran becho, 

3 o Se libre oficio ¡t la autoridad respectiva para Que dé es- 
tricto cumplimiento a la presente providencia» 

l ■ Que para mayor exactitud en el cumplimiento de esta re- 
solución se baga presente al funcionario a quien dicho oficio se 
dirija que el radio que abarca la órden de no íunovar, es el cua- 
drado que en el plano de foja 25 estíi designado por el mismo 
actor con el nombre de «La Lira *, en tinta negra y manuscrita, 
y lleva el número 4 en tinta roja y litografiada, dejándose co- 
pia en el expediente del oficio que se expida. Xotif(quese y re- 
póngase, 

(i. Escalera y '/.uvtria. 

Fallo «Ir la ftuprcma Carie 

Buenos Aires, Diciembre 15 de 189-1. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el au- 
to apelado de foja ciento treinta. Repónganse los sellos, y de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAfc. — LUIS V. VARELA. 
ABEL &AZAM. - OCTAVIO BUfí- 
GE. ~ JUAK E. TOHHENT. 
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CAUSA C€€XV 



El Doctor Don Ct\rlo$ Ruiz ftuidobro, por honorarios médicos 
devengados en la causa criminal contra Isidoro Torres y 
oír js ; por homicidio , sobre regulación. 

Sumario. — Loa honorarios médicos devengados en las cau- 
sas criminales, están sujetos á la apreciación del Tribunal. 



Caso. — Resulta de las siguientes pieias : 

INFORME DEL CONSEJO DE HIGIENE 



Buenos Aires, Diciembre 19 de 1892. 

Señor Juez; 

Este Consejo ha aprobado el informe del señor vocal desig- 
nado para que, prévio estudio, justipreciara los honorarios que 
cobra el doctor Rnii Huidobro, por un informo médico legal 
que le encomendó la Sub-Prefectura de San Nicolás de 'os 
Arroyos. 

De acuerdo con el dictamen del mencionado vocal y siguien- 
do la práctica establecida por el Departamento en caso» i 
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gos al presento, el Consejo estima equitativa la suma de 45ÜC 
pesos moneda nacional por dicho trabajo. 
Saludo á V. S. con mi mayor consideración. 

II. Hamos \fejia. 



* *Sio del Jnei FHtnl 



U Piala. Julio P de 1893. 



Y vistos; Por lo que lesolta en el expediente principal en 
que constan los trabajos dol doctor Cárlos Ruiz Huidobro y te- 
niendo en cuenta el dictamen del Departamento Nacional de 

á foja 3, el Juzgado resuelve regular el ho- 
dicho doctor Ruiz Huidobro en la suma 
sos moneda nacional. 




M. S, de Aurecoeciiea. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Bueno* Aires, Agosto 2 de 1893. 



Sin desconocer la eficacia tí el informe del señor doctor Ruiz 
Huidobro, consecuencia de la aptitud buscada en toda requisi- 
ción de informes técnicos precisos, pienso como el señor Procura- 
dor Fiscal de la sección de Buenos Aires que la regulación de 
honorarios practicada por el señor Juez es excesiva. Para ello 
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basta observar que el mismo profesor en el comparendo verbal 
de foja 6 vuelta, refiriéndose al transporte de San Nicolás á la 
isla frento al paraje denominado « Tonelero », reconocimiento 
de los cadáveres, abandono de otros deberes, reconoce qne em- 
eiío un día. 

i soa la dedicación en el espacio de un día, no 
Ararse á un honorario mayor de la suma re- 
conocida en el auto de foja 7, teniendo en cuenta que tales re- 
gulaciones en causas de oQcio no pueden considerarse como 
fuentes de utilidades sino como una equitativa compensación 
de trabajos desempeñados en servicio público. 

Por ello, pido a Y. E. la reforma de dicha regulación practi- 
cada por el Juez a qtto á foja 7 en la forma que dejo expresada. 

Sabiniano A'ier. 




Fallo de la Duprenut Corto 



Hufuos Aires. Diciembre 15 de 1H9-1. 

Vistos r Con el mérito de los autos traídos p¡ira mejor pro- 
veer y oido el señor Procurador General, se fijun los honorarios 
del doctor Carlos Kuiz Huidobro en la cantidad de dos mil pe- 
sos moneda nacional, quedando en estos términos modificado el 
auto apelado de foja seis vuelta. Repuestos loa sellos, devuél- 
vanse» 

LUIS V. VARELA. — AREL ÜA- 
ZAS. — OCTAVIO BílHGB. 
— JUAfl K. TOKI1ES T. 
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CAUSA CXX'XVI 



El Raneo déla Nación contra L.P. Acuna y Francisco 
por cobro de /tesos; sobre apelación de regulación. 



Sumario, — De la regulación inferior á 500 peso¿, no puede 
apelar el que no está interesado en que exceda de dicha suma. 

Caso. — El perito Tressens presentó su cuenta de honorarios 
estimándolos en 522 pesos moneda nacional. El Juez los fijó en 
250. Tressrns se conformó, y la parte contraria apeló, 
concedido el recurso. 




Fallo de I» «upreuift Corte 



Buenos Airt-s, Diciembre 15 dt> lH¡*i. 



Vistos en el acuerdo j considerando j i¿„ e la regulación hecha 
poreljutido la cansa fija en doscientas cinciunta poses los 
honorarios del ingeniero Tressens, seguu se té á foja sesenta. 

Que el apelante no es el interesado en que la regulación exce- 
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da de quinientos pesos, habiéndose conformado con el auto ju- 
dicial la parte que lo pretendía. 

Por ésto, y de acuerdo con los artículos tercero y séptimo de 
la ley de la materia, se declara mal concedido el recurso de ape- 
lación deducido; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ■ ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAM E. TORRENT. 



* ALHA MCA VII 

La Compartía de Tierras de Santa Fé contra Don Adolfo Esca- 
lada (después provincia de Santiago del Estero),- sobre inter- 
dicto de reclamar ta posesión. 

Sumario. — Resultando improbada la posesión pacílica de 
un año, no puede hacerse lugar al interdicto posesorio de rete- 
ner. 

■ 

Caso. — Resulta del 

t'itllodc I* Suprema Corte 

Buenos A i reí, Diciembre 1H de 1*14. 

Vistos : Resulta de estos autos : Primero. Que por escritura 
pública du veinte y ocho de Setiembre de mil ochocientos ochen- 
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ta y uno, el gobierno <le Ja provincia de Santa Fé, competen - 
. tómente autorizado por su Legislatura para enajenar en Europa 
una eitensa zona de turras fiscales de dicha Provincia, Tendió 
á los señores Cristóbal ríe Murrieta y C\ de Lgndrea, siete 
diversas áreas do campos reputadas di- aquella Provincia, 
comprendiéndose en ellas dos fracciones de setenta y cinco y 
cien li guas respectivamente, situadas sobre la margen dere- 
cha del río Balado. 

Segundo. Que para uüicar debidamente y hacer en oportu- 
nidad entrega de estas dos últimas fracciones fí la casa compra- 
dora, el gobierno de Santa-Fé dispuso su mensura y se midie- 
ron, en efecto, en Enero y Febrero de mil ochocientos ochenta 
y tros, aprobándose I¡<. operación en Octubre treinta del mismo 
año. 

Tercero. Que esta operación y una orden He desalojo expedi- 
da y llevada í cabo por dicho gobierno, en Enero de mil ocho- 
cientos ochenta y cuatro, contra los ocupantes de dichas frac- 
ciones, dieron Jugar aun juicio de interdicto promovido ante 
ota Supn ma ('orle el veinte y cuatro dd mismo mes de Fuero, 
por Don Jisé Kazan, que pretendiéndose propietario ó poseedor 
de parte de aquellas tierras, solicitó ser mantenido y amparado 
en mi posesión , 

Cftarto. Mué tal juicio fué resuello favorablemente á los dere- 
chos del demandante por sentencia de veinte y siete de Noviem- 
bre de mil ochocientos odíenla y cuatro, declarándose al ko- 
bierno de Santa-Fé en obligación de respetar la posesión recla- 
mada, en virtud délos siguientes luchos y circunstancias que 
se tuvieron por acreditados en la causa, ú s iber : 

Primero : Que los terrenos en cuestión hacían parte de una 
mayor extensión de tierras compradas en lósanos mil ochocien- 
tos setenu y mil ochocientos setenta y uno, al gobierno de la 
provincia de Santiago del Estiro por Don Adolft Carranza, 
vendidas en mil ochocientos setenta por dicho Carranza á la 

T. Y„, M 
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casa de Bates Stokes y C*, y en mil ochocientos ochenta y tres 
por esta casa al demandante don Josú Bazan. 

Segando : Que :i solicitud del espresado Carranza y por dis- 
posición delUubierno de Santiago, habían sido ellas deslinda- 
das y amojonadas en diligencias sucesivas que duraron desde 
el veinte y «no de Noviembre de mil ochocientos setenta j tres 
hasta el ocho de Setiembre de mil ochocientos setenta y cinco, 
aprobándose estas operaciones por aquel gobierno en veinte y 
seis de Diciembre de mil ochocientos setenta y seis. 

Tercero : Que esto* hechos caracterizados como actos poseso- 
rios por el artículo dos mil trecientos ochenta y cuatro del Có- 
digo Civil, y la ocupación de las tierras suficientemente justifi- 
cada por divi rsos contratos de población celebrados por los an- 
teeesores de Buzan y autorizados por el Jete de la Frontera 
ililittir de Santiago, acreditaban en favor del último y sus cau- 
santes, mavor tiempo de posesión del requerido por la ley para 
el ejercicio <u> la acción posesoria deducida*. 

Cuarto: Finalmente, que la turbación ejercida por el gobier- 
no de Santa ' é resultaba acreditada por el hecho de. lamensu- 
r.i v amojonamiento de dichas tierras p->r ¡iqu. 1 gobierno, por 
el • v i enajenación á Murrieta y 0* y l»ur el desalojo de sus 
ora; mu por la fuerza pública. 

Quinto, (Jo - ea ejecución de esla sentencia, y por auto de 
doce de Mayo de mil ochorii nt-*s ochenta y « inco, expedido á 
p.-ticinii de la parte de Baza-i, estft Suprema Corte mandó re- 
mover los mojones colocados sobre el terreno por orden del go- 
bierno de Santa té en ta mensura practicada en mil o< h.Kjieu- 
tos Ochenta y tres, comisionando al efecto al agrimensor públi- 
co don I'YÜX Dañadle. 

Sexto, Que S$n conocimiento de esta resolución y de la sen- 
tencia antes citada de veinte y siete de Noviembre de mil ocbo- 
ei'-ni-.s o'*li"iita y cu:itro, la Compañía de 'Horras de Santa Fe, 
hoy demandante, recurrió, en veinte de Junio de mil ochocien* 
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tos ochenta y cinco, ante este mismo Tribunal, haciendo valer 
dereehus de propiedad y posesión que decía haber adquirido de 
Murrietay C\ sobre loa terrenos en cuestión, y pidiendo la 
suspensión de los tfeefeH de ambas resoluciones en mérito de 
que una y otra se habían prenunciado sin su citación ni au- 
diencia. 

Séptimu. Que posteriormente, y pendiente la tramitación 
de estapeticion, la Compañía de Tierras manifestó desistir de 
ella á mérito, según dijo, deque la remoción do los mojones 
ordenada por ta resolución de doce de Mayo de mil ochocientos 
ochenta y cinco estaba ya cumplida, j de que en tul situación 
prefería hacer valer sus derechos por Bcéion principal ante el 
Tribunal correspondiente par ta ley, 

(ktauo. Que en trece de Agosto de mil ochocientos ochenta y 
cinco, ocurrió en efecto, ante ios Tribnnaíea locales de la pro- 
vincia de Santa Fé, demandando por desalojo á Den Adolfo Es- 
calada, mayordomo di- mío de los establecimientos de Bazao, 
haciendo mérito de que los terrenos en cuestión, vendidos a Mu- 
rrietay C\ en «inte y ocho de Setiembre de mil ochocientos 
ochenta j uno, habían sido mensurados y entregados formal- 
mente por el Gobierno de Santa l e, en veintidós de 

Marzo de mil ochocientos ochenta v tres. 

Que Murriela y C\ ios habían j.a^do -a nueve de Octubre de 
mil ochocientos ochenta y cuatro á la Compañía de Tierras, la 

do llevado a cabo en ellos trabajóle alambrado de -¿raudj im- 
portancia, aserraderos á vapor, y otras obras. 

Que Murrieta y C\ y lupmnia Compañía de Tierras los ha- 
bían hecho reconocer y explorar en toda* dirección, s por comi- 
siones cieutílicas que habían cavado div-rsos pozos para pro- 
veerse de agua durante la expedición y dejado así sobre el suelo 
signos visibles de sus estudios, 

Que los intrusos que los ocupaban ú ia época de la demanda, 
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pretendía ti tener derechos por cesión del Gobierno de Santiago 
del Estero, pero que los límites jurisdiccionales y de propiedad 
de esti Provinein jamás habían alcanzado á dichos terrenos, 
l$s cuales se pillaban maní fiesta mente en ta parte céntrica de 
la provincia de Santa Fé, que a^i lo demostraba la propia ctms- 
titucion política de la primera de las provincias nombradas, 
según la i nal los límites de su territorio por el Este y Sudes- 
te no pasaban de los lugares denominados «Los Altos» y 
c Punta del Monte», el primero de los niales quedaba muy a¡ 
Oeste de la línea occidental de los terrenos mencionado* y el 
segundo debía referirse á algún monte en el Caneo, muy al 
Norte «le aqm líos terrenos, y no al que lleva el nombre de Mon- 
te Agunrfl, al que erróneamente se reheren los sucesores de 
Santiago, pues este monte está situado al Sud-Kste y no al 
Esto de dicha provine i a, y ii nal mente, porque la mensura 
practicada de mil och ocien tos setenta y seis por orden del Go- 
bierno de Santiago, en que los demandados apoyaban sus dere- 
chos, se había llevado á cabo clandestinamente y quedado ade- 
más perjudicado en ais efeetos por el acto de la mensura poste- 
rior pra- ticadii en mil ochocientos ochenta y tres por el * í o- 
bieinti de Siuta Ké y por la entrega de los campos ¡i Muirieta 
v C*. 

iSovetlO- Que pendiente esta demanda y con fecha veinto y 
cinco de Agosto de mil ochocientos ochenta y cinco, la Coinpa- 
ñia fie Tierras íondándose en que el agrimensor Dabadie, co- 
misionado por esta Suprema Curte, según antes se ha dicho, 
para ta remoción de lo.s mojones de la mensura ik mil ochocien- 
tos ochenta y tres, no se limitaba en el desempeño de su come- 
tido al mero levantamiento de dichos mojanes, piles había co- 
menzada á colocarlos cu otro lugar sin citación ni eonseulimicn- 
to de su parte, solicitó de los mismos Tribunales de Santa ¥é se 
impidiera á aquel la prosecución de sus trabajos. 

Décimo, (Jue acordada dicha suspensión por aquellos Tribu- 
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nales, no obstante comprometer olla la ejecución de las sentcn- 
chis de esta Suprema Curte y de hallarse el asunto sometido *;úri á 
su j urisdiccion f la [mrte de lluzau haciendo mérito de que tu ! medí- 
tía era teniente y t- nía ]ht objeto inmediato paralizar y obstruir 
los i-fectn» rie los mandaros de est** Tribunal, pidió ante él mis- 
»i» >e dejara ella sin efecto, ufi;i¡limdn en su defensa, que en 
el juicio seguido ante los Tribunales de Sarita-l-'é se trataba de 
la misma accion.de las mismas personas y de las mismas tierra i 
que habían sido materia del juicio anterior ante esta Corte; 

(¿ue la Compañía de Tierras funda ha en efecto sus derechos 
en la mensura y en los hechos que este Tribunal habí.i conde- 
nado v declarado atentatorios en aquel juicio, haciendo Valer 
en su favor una pretendida acta de misión en posesión por la 
provincia de Santa IV, labrada á gran distancia de los campos 
litigados y durantií la secuela del juicio ; 

t¿ue dicha Compañía jamás había tomado posesión efectiva, 
ni practicado acto alguno posesorio duutro del límite de los 
cimpos disputados, estando poblado en el lugar llamado « La 
.Nandurita» ádiez leguas del establecimiento de Basan, y íinal- 
mciite, que aun supuesto que la Compañía hubiese lomado po- 
sesión de las tierras, sería ésta precaria y nula, por cuanto por 
resoluciones de este Tribunal en el juicio anterior promovido 
por su parte contra la provincia de Santa-Fe, el Gobierno 
de esta Provincia estuvo inhibido de alterar el estado de los 
hechos y de las cosas existentes á la época de la demanda, y no 
hahia podido, en consecuencia, de propia autoridad y perjudi- 
cando los efect"* de aquellas resoluciones, proceder válidamente 
á transmitir dicho posesión á U Compañía ni ésta recibirla le- 
gítimamente. 

i ntlécimo. Que á esta petición de Mazan, reiterada en siete 
de Noviembre de mil ochocientos ochenta y cinco, proveyó esta 
Suprema Corte, en quince de Octubre y diez de Noviembre del 
mismo año, prévia audiencia del señor Procurador General de 
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la Xacíon, que los jueces de Santa -Yé se abstuviesen de tiufo 
procedimiento que impidiera ni cumplimiento de Jas resolucio- 
nes que tenia dictadas en la cansía pendiente aún ante ella, ó per- 
turbara de cualquiera manera la posesión reconocida a Razan. 

Duodécimo, Que posteriormente y por rraolm ion de treinta 
de Noviembre de mil ochocientos ochenta y seis, habiendo el 
agrimensor Dabadie dado cuenta ih- habur cumplido la r lo- 
ción de los mojones ordenada por el auto de doce de Mayo de 
mil ochocientos ochenta y riñe», declaró terminada >u juris- 
dicción en el pleito, y mandó hacerlo asf saber á los jueces de 
Santu-l'c, ú los efectos de las contestaciones pendientes ante 
ellos. 

Decimotercero. Que lu cho traspaso por liazau de todos sus 
di -recluís á los terienos iitiyadns ¡i favor de la Compañía (iana- 
dpra y Colunizadoi a del Salado, y sí sumida por la provincia do 
Santiago del Estero, en la seriada de a<|ue]¡is cuestiones, la re- 
presentación y drfVri^a de dicha Compañía en virtud de tn dis- 
puesto por el artículo dos mil ciento ocho del Código Civil, 
han sido traídos los presentes autos á la dei-Mon de esta Supre- 
ma (Wte, con arreglo al artículo ciento uno de la Constitución 
nacional . 

X considerando : Primero. Que es un hecho reiteradamente 
¡ilirmado por parte de la provincia de Santa Fe* ó hu represen- 
tante, ett los autos seguidos con liazan y por la Cumpniía de 
Tierra^ en Los presentes, que hast a la fecha de» la mensura y 
actos pi-rturbatorios que dieron lugar á aquellos autos, y aun 
con posterioridad aritos, ka* ta «'I año de mil ochocientos ochen- 
ta y cuatro, en que se dice se hizo entrega á la Compañía de 
Tierras de los terrenos litigados, se hallaban estas anterior- 
mente desierta^ libres de tod;i ocupación y sin población al- 
guna civilisí ula. que revelara signo alguno de pose-ion en toda 
su extensión. 

Segundo. Que esta afirmación, adelantada con el propósito 
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principa luiente ti ." negar ta posesión pretendida pur lía?an ósus 
causante^ antes de las fechas indicadas* y contra la ctial no lia 
vuelto ni podido volver la compañíiis Timas, habiendo in- 
sistido, por el contrario, eq sostenerla en los interrogatorios de 
fojas ciento treinta y tres, ciento treinta y seis y ciento treinta 
y siete de esto» autos, si no perjudica á la provincia de Santia- 
go del I-Meru ni ú sus sucesores por no tener á mi respecto otro 
carácter que el de un mero dicho de parte interesada, obliga 
empero á la provincia de Santa-Fe y ¡i la Compañía de Tierras 
de quienes emana, y sirve á con probar que de parte á lo menos, 
de dicha provincia, ni de a i¡s sucesores, nu existía á las fechas 
indicadas ocupación alguna, ni la necesaria posesión por dere- 
ehe, para fundar A ejercicio de acciones posesorias en juicio. 

Tercero, Qtn- es n<i que los únicos hechos que como act po- 
sesorios y como fu tul amen tus de su ae.ri.ui ha alegado y podido 
alegar ia Compañía de Tierras eu su favor, so:. : primero, !a 
mensura y desatojo de los ocupantes > J < - 1 terreno, ordenados pur 
el Gobierno de B8nta-Fé, en mil ochocientos ochenta y cuatro, 
para determinar y dar posesión tic las tierras á la casa de M li- 
meta y C"; segundo, dos actas de misión en posesión labradas 
respectivamente, en veinte y dos de Marzo de mil ochocientos 
ochenta y tres y nueve de Octubre de mil oeh ocien tos ochenta 
y cuatro, á favor de la misma casa de Murrieta y C* y Compañía 
de Tierras; tercero, el reconocimiento y exploraciones que 
se dicen hechas de los terrenos en cuestión, en los años 
mil ochocientos ochenta y tres y mil ochocientos ochenta y 
cuatro, por los sucesores de Santa- Fé, y cuarto, finalmente, las 
construcciones y poblaciones llevadas ti cabo por la Compañía 
de Tierras posteriormente al mes de Octubre de mil ochocien- 
tos ochenta y cuatro. 

Cuarto. Que re- poeto del primero de estos hechos, ó sea del 
relativo á la mensura y de-alojo practicados por el Gobierno de 
Santa-Fe* en mil ochocientos ochenta y tr.-s y mil ochocientos 
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ochenta y cuatro, es de observar desde luego que estos actos 
contradichos y protestados por parto de los sucesores de 
la provincia de Santiago del Kstfro y declarados judicialmen- 
t", atentatorios de ta posesión He Unzan y sus causantes, no 
pueden reputarse legítimamente como actos de posesión pacífica 
en los términos de los artículo* dos mil cuatro ciento* setenta y 
tres y dos mil cuatrocientos setenta y oeho del Código Civil, ni 
pueden ser invocados con éxito por la provincia de Santa-1 é, por 
cuyos agentes se llevaron á cabo directamente, y en juicio en el 
cual fueron juzgados y decía rail os arbitrarios y violentos, ni por 
parte de sus sucesores, los señores Murrietay C"y Compañía de 
Tierras, en cuyo interés y en ruto favor ellos se ejecutaron y 
cumplieron. 

Quinto. Que de parte de los demandados, Bazan primero, y 
la Compañía Gftnadera y Colonizadora del Salado después, se ha 
alegado y acreditado, como actos de posesión anteriores a la 
fecha ile la iniciaeion del pleito promovido en mil ochocientos 
ochenta y cuatro» el hecho fundamental que sirvió de apoyo A 
la demanda del primero en aquel pleito, es decir, la mensura, 
deslinde y amojonamiento de los campos en cuestión, practica- 
dos á pedido de Carranza» por orden del Gobierno de Santiago 
del l.stet-ü. de mil ochocientos setenta y tres a mil ochocientos 
setenta y cinc y cuyo mérito se corrobora por los contratos 
de población referente! á la misma tierra celebrados por los 
sucesores de Ciirranzaatite las autoridades de la Frontera Mili- 
tar de aquella Provincia. 

Sexto. Que asimismo han justilicado la conservación y con- 
tinuación hasta el presente de la posesión resultante de estos 
diversos actos, por la construcción de nuevas poblaciones en el 
campo, la ejecución de grandes extensiones de alambrado y la 
introdúcelo]] de fuertes capitales en haciendas. 

Sf'fitimo. Que esta posesión reinita también acreditada por 
los actos mismos de fuerza y de desalojo llevados á cabo por el 
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■ Gobierno do Kunta-Fé que fueron juzgados por esta Suprema 
Curte en el pleito entre esta provincia y Kazan, y declarados 
perturbadores de Ja posesión del último. 

Octavo, Que el hecha de haber sido practicada por Virnsoro 
la mensura y amojonamiento qu.t solicitó Carranza y ordenó el 
íiobiernn de Santiago, y su aprobación por el mismo Gobierno, 
una re? terminada, está fuera de cuestión, porque no es contes- 
tado por la Compañía y porque resulta plenamente demostrado por 
los instrumentos públicos qtn la eomprueban y por la rxisten- 
eiade los mojones recelad» por el reconocimiento reuli^do por 
Dabadie al llenar la comisión que le eunllrió esta Suprema Cor- 
te para u remoción de los mojones puestos por Uayona. 

Noveno, Que la mensura de Virasoro, declarada ya por esta 
Suprema Corte, en el juicio entre Itaz.au y la Provincia de San- 
ta Mi con valor de ¡jeto posesorio, en consideración ú lo dis- 
puesto por id urticnlo dos mil trecient«is oehenta y cuatro del 
Código Civil, para aniquilarlos acto* posesorios ejecutados por 
dicha provincia en el interés de sus sucesores Mnrrieta y C\ 
debe mantener su eticada en cuanto se trata de aplicarla con 
relación á los mismos hechos. 

Décimo. Que aunque la posesión basada en el título, abraza 
en general, la extensión comprendida en el mismo, la dada á 
Mnrrieta por el (¡obiernode Santa M y la que Murrieta dio á 
Ja Compañía de Tierras no puede estar dentro de esa regla en 
relación á los terrenos poseídos por Kazan, tanto porque para 
que la tradición de los inmuebles se juzgue hecha, no estando 
el adquírunte en la simple tcnecia de ellos, es necesario que el 
inmueble esté libre de toda otra posesión (artículo dos rail tres- 
cientos ochenta y tres), cuino porque dos posesiones iguales y 
de la misma naturaleza no pueden concurrir sobre la misma 
cosa (artículo dos miljcuatrocientos uno del Código Civil). 

tndéetmo. Que losactns de reconocimiento y exploración de 
los terrenos litigados, que aducen en su favor los demandantes. 



250 



FA 1.1.05 DE LA «UV.'.'MA COUTB 



aunsupnnien-io que se hubiesen practicado dentro de los límites 
de la zona disputada, ejecutados como han sido pendiente el 
juicio promovido por líazan y destruidos y dejados sin efecto al- 
guno por las sentencias que ordenaron la reinte gración y rein- 
tegraran á aquel en su posesión, no pueden Fundar l;i acción de- 
ducida, que requiere- poi derecho, entre otros elementos, una 
posesión pací tica de más de un a fui, 

pitodéetiUQ. Que en mérito de las precedentes consideracio- 
nes, no son do apreciarse en el presenté caso los contesf aciones 
relativas al dereclio de po-e<-r va por part- del demandante', ya 
por parte del demandado, con arreglo á lo dispuesto en el artí- 
culo dos mil cuatrocientos s-'tcnta y dos del Código Civil. 

fhicimotervero. Que tanto por esa consideración, como por 
la naturaleza del juicio no deben recibirse pruebas sobre hechos 
que, aun probado?, no aprovecharían para la sentencia. 

Por estos fundamentos: no se Intcf lugar ri la demanda inter- 
puesta por la Compañía de Tierras de Santa- Ké, de la que se 
absuelve, ce consecuencia, ti la Compañía Colonizadora del Sa- 
lado, debiendo pagarse, las costas en M órde* «-ansado. Hágase 
sal) eí con el original y repuestos los sello*, archívese. 

UKMAH1K PAZ, - LUSV. VARELA. 
— ABEL I1AZ*FÍ. — OCTAVIO FÜN- 
GE. — JUAN E. TOltltEKT 
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thm Murcia un Molina, don Octavio ,1. tintina, don Miguel 
lugotwy dan .futió C. Sunche-,, cantea don It/nacto Comas; 
snttrc entrega de un terrena. 

Sumario, — lis válida la entri-pa de inr terreno dado en pa- 
go, hi'cljíi al man dat tirio ue los acreedores, si éste se hallaba 
autorizólo por ellos á olor^sir Jas escritoras, y ¡í dar carta (Je 
psigo por los cantidades que abonara eldeudoi, múxiiue ruando 
los miamos 11 creed ores alegan no halier instado ;mtps por h en- 
trega en la inteligencia deque se hutji. se hecho al ,-ipodi'rado. 



©9*0, — U explica el 

Falle «1*1 Jun *>d>r»l ffcij hor} 

Rosario, Jiiním íl de Ihro. 
Vistos estos anlo^, de ello* resulta lo siguiente: 

- 

I 

1" Por intermo lio del señor Pió Ilonatde, los señores Mar- 
ciano Molina y C* t Francisco G. Molina é lujos, Ramón Ido- 
yaga y C\ Julio Sánchez y C* v Miguel Lugones, Tecinos to- 



VAM.OS 1>E LA SI PIIEMA COUTi: 




<, compraron en 5 de Octubre de 1872 á 
10 Uonms un terreno ubicado en ol b;ijo do esta ciu- 
dad del Rosario, compuesto de 100 varas de frente A la barranca 
(8G y pico de metros) con fondo hasta el rio Paraná ; lindero 
por el poniente con la barranca; por el naciente con el rio; 
por el Norte con !a caite lüoja y G-roguet ; y por el Sud 
con este mismo señor, siendo de 12.800 pesos f tur tes el precio 
de compra, S'gun todo ello se consigna en la escritura pública 
que en testimonio corre á foja 50. 

2" Tomando como fon lamento este título se entabla la de- 
manda de foj;i i (i por los señores Marciano Molina, ifa- 
ni'iii Idova¡j¡a, Julio S .mcliez y Miguel Lugoues, exponiendo ú 
nombre de ellos su procurador Pimental : que la enajenación 
la hizo Comas á don Pió Hecaldc, apoderado especial de los 
compradores ; que si estos no se cuidaron antis de eligir la 
entreya real al vendedor fin* en la creencia, muy fundada por 
cierto, de que la liubi ra efectuado á iíecaldc como era de su 
deber; que ios compradores, el año anterior á la demanda (el 
85) li alijan resuelto turnar posesión d«-l inmueble m ¡chindo un 
juicio de mensura ; que según el dictamen pericial acompaña- 
do, no se pudo ubicar el bien miz por cuanto lo* títulos no con- 
tenían los datos precisos, ni el señor Comas se prestó & facili - 
tarlos, encontrándose aquel «-n parte ocupado por terceros, y 
disputando, además, otros la propiedad de toda la lonja ; que 
después dtl fracaso de la mensura se había exigido de Comas 
la entrega de la cosa sin arribar ¡í nuda práctico. Fipresan tam- 
bién los actores que el contrato de compra-venta es sinalagmá- 
tico y que habiendo ellos cumplido con el deber de abonar el 
precio tienen el perfecto derecho para exigir la entrega del 
terreno; por todo Jo cual y en mérito de 
que invocan, entablan demanda contra ( 
dundo que >e le condene en definitiva á esa entrega, ó bien, 
caso de no ser esto posible, á la devolución de los 
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fuertes que como precio reeibiój con más los intereses deven- 
ga*! os, da Tíos, perjuicios y co->t&*. 

3' 1 Resuelta una exeepej on sobre personería, se acompañó ;i 
f"ja 5 i un nuevo poder otorgado por l< . señores Marciano 
.Molina, Octavio J. Molina, Julic Sánchez y Migue! Lugones, 
quie ues reproduce n ú foja 110 la demanda en todas y eada 
una de sus partes . 

¥ El escrito de contestación a la misma so en< in ntra íí foja 
127 y en él pide el señor Comas el rechazo^ con castas, de la 
demanda inslaur ida, exponiendo en sn defensa: que la renta la 
tizo íit señor Lugones y á cuatro sociedades, como consta en la 
escritura : que estas sociedades no aparecen representa las, stu 
que se acredite cómo ios derechos de ellos hayan pasado a otros, 
careciendo además el señor Uctario J. Molina de, todo derecho 
para intervenir en el juicio, pues no acredita ser comprador, 
eircunstanciag en virtud de la* cuales aiegá personería á lus 
señores Octavi o y Marciano Molina v á don Julio Sinchez. 
Aiífrga fl señor íonia-!f|uo un la épuf-a d- la venta (1872) el 
terreno estaba libre, haciendo tradición de él 7 dias depiles de 
extendida la escritura, al señor Pió HcCuloV, apo.lerad-j de los 
compra lores; que esa entreg a fe justificaba con ti recibo de 
llecaMe que obra en autos, teniendo éste facultades para el 
efecto ; que l&i mismos compradores, en escrito que presenta- 
ron al concurso de Marciano MoliuayC*, expresan ser poste lo- 
res Ú»\ inmueble que hoy reclaman : y qiiK, por últim>, les ac- 
tores en su demanda, recom-eían que UecaMe tenía facultades 
para recibirlo. 

5* Tales son los punios mis capitales de los escritos de de- 
manda y contestación, y es en vi^ta de esos antecedentes que 
pasamos á estudiar las diversas cuestiones surgidas, a>í cono 
también los argumentos y principios de derecho que cada una 
de las p;irtes invoca en defensa de aiis respectivas pretensiones. 
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& Eu tal virtud examinemos ante todo los motivos que se 
aducin para negar personería á la casi totalidad de los actores. 
Al principiode esta sentencia hemos vía toque los compradores 
fueron el señor Lugunes y cuatro compañías que se mencionan en 

****** i v¿mm m ******* ud. 

íianrlseo G. Molina é Lijos, pues consta de autos que no tiene 
parte algona en el terreno (fajas Gl y siguientes}. En cuanto a) 
señor Octavio J. Molina, que se presmti come actor» no puedo 
intervenir en el juicio, pi:es no acre-lita ser comprador-riel iu- 
mueble, resultando sólo, flel testimonio de foja 19, que las 
personas que en el mismo se indican otorgar <n poder á un tercero 
para v. nriérseb ; pero ik. consta que la escrituración se llevase 
á efecto, 

7 o Ahora biáu: apareciendo como comprad ore- en la escri- 
tura de f«-ja 50 las sociedades Marciano Molina y C* y Julio 
Sancln z y ¿tienen personería los Señorea Marciano Mo- 
lino y Julio Saurín 7. [«ara demandar la entrega del terreno? 

Kl señor Comas *e ba niega por cuanto no ju^tilican con 
ningún títnio qut t<<> -Ir r '_chos de las sociedades pagaron á ellos. 

Los actores ob-vrvan que estando los nombres de esas perso- 
nas intiuirios en la razón -oeial, pued n muy bien deducir de- 
manda cun arreglo á los Un minos del irtículo -157 del Cúdigo 
de Comercio y á la jnrispruli-in ia la Supiema Corte Na- 
cional. 

Use artículo del Código antiguo (idéntico al 30i> del nuevo/ 
establece que lov socios que por cláusula oxpre-a del contrato 
social estío excluidos de contratar a nombre de la sociedad y 
de u>ar de su lirma, no la obligarán con sus actos particulares 
aunque tomen para hacerlo el nombre de la compañía . Sin 
embargo, si los nombres de esos socios estuviesen incluidas en 
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la razou social, soportará la sociedad las resultas du sos actos, 
«alio su derecho dt- indemnización contra los bienes particula- 
res del socio.» 

8" Sobre este particular la Corle ¿.entú jurisprudencia en el 
fallo que se registra en el tomo 12, pagina itili, série *2\ Se tra- 
taba de una demanda sobre uso indebido de marra de fábrica 
Olio entabló don U. A, Cranwell, diciéndose único represen- 
tinte de la lirma tG. A. Cranwell y C* ». risa demanda, según 
se ve en el fallo del .señor Juez Seccional, se instauraba á nom- 
bre individual *iu ejercitarse acción social alguna : h ibióndnse 
opuesto al actor la excepción de falta de personería nn se hizo 
lugar áella: apelada la sentencia, la Corte dijo: i Hallándose 
incluidu el nombre de don Guillermo A. i'ranuell en la razón 
social de ■Guillermo A , Cranwell y C s » y atento lo dispuesto 
p >r el ariíi-ulo i~ü del Código de Comercio, se eunlinria con 
costase! auloapelado de foja l"> vuelta». Mu consecuencia de lo 
expuesto debemos, pues, admitir personería á los señora Mar- 
ciano Molina y Julio Sam-hez para iutem-iiir en el juicio como 
actores, mucho más si se tiene ett cuenta que dichos señores 
ligaran en el poder de Ueeaíde, como socios representantes de 

lo cmsigna la escritura d- toja* 5G. 



111 

9" Pasemos ahora al c.-tudio de una cuestión de grande hi- 
t-Tés por las consecuencias que entrañará su solución. ¿ Hizo 
el vendedor entrega del terreno á los compradores? Kl contrato 
de compra-venta, como se sabe, pertenece á la ^alegoría di- los 
que el derecho llama sinalagmáticos; él imprime obligaciones 
recíprocas á I¡;s partes, pues la una debe alionar el precio con- 
venirio, y la otra hacer entrega de la cosa, libre de toda pose- 



256 FALLOS Uh LA SLPItKMA COME 

bíoii, según así lo preceptúa de una manera expresa el Código 
Civil en sus artículos i i24 y HOü. 

10" Los compradores, como consta cu la escritura respec- 
tiva, cumplieron con el deber tic abonar el precio que se esti- 
mulo por él inmueble ; luego, en uso del derecho que les acuerda 
la K-y, podían reclamar el cumplimiento de todas aquellas 
obligaciones que derivasen del contrato, 

11" Ilien, pues, los adores exponen que el vendedor no les ha 
hecho <Mttregu del terreno dista hoy, y Comas á su vez sostiene 
que sobre sí no p.»sa ya obligación alguna por cuanto siete 
días después de lirmada la escritura, dio el inmueble al repre- 
séntenle de los compradores otorgándole éste el documento de 
fnja cuya autenticidad esta comprobada por el informe pe- 
ricial de Toja 152, siendo el t< ñor de aquel el siguiente; « líe- 
cibí del señor don Ignacio Comas ia cantidad de £ 12.800 
(12. 800 peso* fuerte-) en terrenos que me entregó en el Ikijü 
ai lud*> del O as \ :.l r** li> rallos IJi.ja y Sm Luis y por conve- 
nio y órdeu de los señvns Marciano Molina y C" de Huertos 
Aire*, lío-ario. Octubre 17 4-' 187-J. I*nt thvdhlt'*. 

hi' Fundado en estí documento, el señor Comas se excep- 
cíona di -jendo que romo cumpliera ya con el deber de entregar 
la cosa, no puedo obligársele una vez más á hacer la tradición, 
de-de que la ley no a- Uv impone : ú Jo que los actores observan 
que caree ile fuerza jurídica et acto que practicó KecuSdc des- 
de que cari-cía de facultades | ara ello. 

13" Cuno ambas partes invoem en f iv-»r «V sus respectivas 
pretensiones el artículo 18SI d«d Código Civil, preciso es que 
lo estudiemos á íin de establecer sus verdaderos alcances. Ksd 
artículo establece que * el mandato especial para ciertos actos 
de una naturaleza determinada, debe limitarse a tos actos para 
ios cuales ha sido dado, y no puede extenderse á otros actos 
análogos, aunque estos pudieran considerarse como consecuen- 
cia natural de los que el mandante ha encargado hacer 
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14 u Ahora bien : los demandantes confirieron poder espe- 
cial a Jiecolde « para que á nombre de las casas que represen- 
tan pueda recibir ríe don Ignacio Comas la escritura de propie- 
dad de un terreno situado on el mismo Rosario, que les entrega 
en pago de lo que Ies adeuda, libre de todo graváuien, acep- 
tando á sus nombres la correspondiente escritura» ; facultán- 
dolo además * para que otorgue al señor Comas carta de pago 
por las cantidades que le abone». Establecidos tales antece- 
dentes, es el caso de que veamod si Itecalde, al tomar posesión 
del inmueble, ejecutó ó no u*-: esos actos análogos do que 
nos habla la ley, al cual no podía hatcr extensivo su mandato 
aun cuando lo hubiese considerado como una consecuencia na- 
tural del que sus mandantes le encargaron llevar defecto. 

15° Para sulu : onar v[ punto, debemos ante todo atenernos á 
la doctrina de Aubry y Kan, pues estos jurisconsultos son la 
única concordancia que hace el codificador argentino al artículo 
de que nos venimos ocupando, y éste, ademas, lia sido formu- 
lado copiando literalmente parte del párrafo 417 de la obra de 
aquell m señores (tomo 4"), quienes establecen primero la doc- 
trina qu<í encierra el artículo y para üjar mejor el principio, 
agregan en seguida : * Así el poder de transigir no da el de com- 
prometer, y el poder de vender no importa el de hipotecar. Así 
tambieu. el poder de vender un inmueble no confiere en general 
el de recibir el precio » . 

fÉ Con estas palabras esos jurisconsultos tratan, pues, de 
fijar el verdadero alcance de *u doctrina, enumerándonos algu- 
nos ejemplos de lo que del» entenderse por actos análogos que 
no puede legalmente ejecutar on mandatario, por más que los 
considere consecuencias naturales de los que se le encomendara 
hacer. 

\T Pero si á Recaldc se le conllrió poder especial para re- 
cibir la escritura de propiedad del bien rafa ¿podrá decirse que 
al tomar posesión del mismo ejecutó uno de esos actos análogos 
t. mi. n 
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ú que tanto la ley como Aubry y Hau se refieren? ¿podrá sos- 
tenerse que entre uno y otro acto existe una relación semejante 
á la que hay entre transigir y comprometer, ú entre vender ó 
hipotecar, ú bien entre vender y recibir, en general, el precio 
de b venta ? Es indudable que no, y pura convencernos de ello 
lijemos nuestra atención en loa término* del mandato y en el 
fin que se perseguía ni conferirlo. 

18* Los mandantes, vecinos de Buenos Airea y acrt-cdores de 
Comas, convinieron en que sn deudor les daría en pago un te- 
rreno ubicado en el Rosario, y otorgaron poder a Recalde para 
recibir la escritura de ¡impiedad del mismo, propiedad que no 
podía adquirirse por sólo el título *inú por la tradirion del in- 
mueble. 

19' A este propósito recordaremos también que despueg de 
sentar !a doctrina queantus mencionamos acerca de I03 manda- 
tos especiales, Aubry y Kan prosiguen que, sin embargo, el po- 
der ijiní se otorgue para concluir un negocio determinado, c au- 
toriza al mandatario X practicar todos aquellos actos jurídicos 
que según la naturaleza de este negucio se hallan virlualinente 
Comprendidos como medios de ejecución 6 como consecuencias 
necesarias del mandato » ; de donde debemos sacar la conse- 
cuencia lógica de que Keeulde* apoderado especial para recibir 
la escriturado propiedad, pudo también darse por recibido del 
inmueble. 

IV 



20 J Pero hay aun una otra circunstancia que vit*ne á corro- 
borar estas conclusiones. En el escrito de demanda se dice que 
ai los compradores no se cuidaron de eligir la entregu al ven- 
dedor, fué en la creencia muy fundada por cierto de que lo 
hubiera efectuada al señor Itecalde como era de su deber. Ksta 
frase nos revela, ñor tanto, que según los actores misinos, en- 
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traba en las facultades del mandatario recibir el inmueble, pues 
no se explicaría hiciesen semejante manifestación, si hubiese 
caréenle, de facultades para el efecto. 

2,0 Díoen u,Iemas ,os mtomi en su Alegato, que como loex- 
pmm eiila demanda, Comas no iiiz , l u tradición á Recalde, y 
que la frase qr,e acaba de me»<*i.,nar*e envuelve un error maní- 
iicsto del letrado que antes luS patrocinó; pero ¡i ello debe ob- 
servarse, en primer tugar, que por el escrito de foja f 10 
sm reprodujo I a demanda en tuda* y cada una de *us par- 
tes; y ,n segundo lugar, que Jas manifestaciones formula- 
das en ] us jui. io« por los mandatarios deben considerarse he- 
chas por lus mandante mismos, pues sería en extremo irre- 
gular admitir que los términos expresos de un escrito pudieran 
dejarse »in efecto so pretexto de que ellos constilu.an tan sólo 
la opinión particular d-d abogado. 

22" Algo más puede todavía aducirse acerca del verdadero 
alí am e del artículo iHHi de nuestro Código Civil, que viene á 
corrobora la interpretación que le liemos dado. 

La Suprema Corte Nacional (sene 2-, tomo 10. png. 93), 
emo lo observa la parte de Comas, sentó va jurisprudencia en 
un ea*o que guarda mal.-gía con el si t b-juttia>. Ln ese caso un 
procurador, á quien se le concedieron facultades para solicitar 
la declaratoria de ¡uconstitucionalidad de una ley de impuestos 
pidió además, la devolución de lo pagado por esa causa, y co- 
mo so le negara personería para formular esta última peti- 
ción, por cuanto -se trataba de un mandato ferial y no podía 
liarerse extensivo á otros análogos, el Juez no hizo lugar á la 
excepción deducida, fundándose en la doctrina de Aubry y Kau, 
que se contiene en el párrafo á que liemos hecho referencia. Está 
interpretación (decía elJnezJ no se halla en contradicción con 
el texto, porque e.i éstese habla de aclos análogos que pudie- 
ran considerarse como nua consecuencia natural, y en la limi- 
tación d. los jurisconsultos citados tratábase de los actos jurf- 



260 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

dicos virtual mente comprendidos según la naturaleza, del nego- 
cio y romo consecuencias necesarias del mandato. Este Tallo 
se continuó por la Corte ;- hace, por tanto, jurisprudencia so- 
bre el particular. Del mismo modo, pues, que la facultad da 
pedir se declarase inconstitucional ja ley de impuestos impli- 
caba la de gestionar la devolución del impuesto ya pago, del 
mismo modo, repetimos, la facultad que se couliríó para recibir 
y aceptar la escritura de propiedad del inmueble implicábala 
de recibirse de eate. 

23" El documento de foja 28 prueba, pues $WS tendedor 
cumplió con el deber que le imponía el ¡ir título 1400 del Có- 
digo Civil, de hacer entrega de la cosa al comprador. 



Y 

24° Sentado este hecho, claro es t pues, que los compradores 
no pueden exigir por segunda vez esa entrega, desde que ello 
no es un recurso que Ira acuerda la ley ; y sí el inmueble se 
encuentra ocupado pur terceros, el camino que debió seguirse 
fué demandar á éstos y citar de rviccion al vendedor para que 
se responsabilízase por el saneamiento. En efecto, el Código 
Civil, en su artículo 1409 estatuye que el vendedor debe en- 
tregar la cosa vendida libre de toda oirá posesión en el día 
convenido ó cuando el comprador lo exija; pero no existe nin- 
gún precepto legal que le imponga el deber de repetir la tra- 
dición si la misma cosa llega después a ser detentáis por un 
tercero. 

25° Las obligaciones del vendedor, no terminan, sin embar- 
go, con la tradición, pues debe salir á la defensa del adquirente, 
citado por este, cuando un tercero le demande la propiedad ó 
posesión de latosa, el ejercicio de una servidumbre ó cualquier 
otro derecho comprendido en la adquisición, ó tome en el uso 
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de la propiedad, goce ú posesión de la cosa, según los términos 
expresos del aníenlo 2108. 

2*5" Apareciendo, por tunto, hecha la eiHrega del terreno, 
los actores debieron demandar a Jos terceros ocupantes y citar 
de eviccion al vendedor, siguiendo así el único camino legal, 
sin que baste á desvirtuar este raciocinio la doctrina (,ne sentó 
la Suprema Corte Nacional en el fallo que invocan los deman- 
dantes. Kn el caso á qne estos se refieren, el General López 
habí i vendido un campo á dun Zacarías Barbosa, y no obstan- 
te continua: en posesión del mismo, Bar boza enajenóla ;í un 
tercero, j después de varias otras enajenaciones, el último ad- 
<|uirente, señor Martínez, exigió la tradición al vendedor primi- 
tivo, y comoL "p<'Z le negase derecho pura ello, por cuanto se- 
gun iosluvo, sólo liarbon po Ha, demandarlo, la Corte no bízo 
lugar á la excepción, declarando procedente la acción de Mar- 
tínez. Era, como se vé, un caso diverso, inaplicable al sub- 
judice. 

27" Queda aún otra cuestión que reviste un carácter verda- 
deramente grare: se acusa al señor Comas le estelionato, sos- 
teniendo los compradores que vendió at Oobiernode la Provin- 
cia en 1883 parto del mismo terreno qne á ellos tes enajenara 
en 1872. Cuestiones esta de suma trascendencia ; pero que 
consideramos no ser llegada U oportunidad de tratarla. Ka 
efecto ; hemos arribado á la conclusión de que el vendedor hizo 
tradición del inmueble á los compradores, y hemos visto tam- 
bién que quedaba responsable por la evieckm de la osa, con 
arreglo i la ley. Por tanto, recién en el oasu de que los actores 

llegado el momento de que se estableciese si se efectuaron ó 
no las ventas dobles á que se hace referencia. 

28* ívu mérito de los antecedentes expuestos y de los funda- 
mentos de derecho consignados, fallo, declarando: I o Que don 
Otario J. Molina ha carecido de personería para intervenir en 
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el juicio como actor, teniéndola si los señorea Marciano Moti- 
itfl y Julin Sánchez; 

2 o Que absuelvo á don Ignacio Comas de la demanda inler- 
puestn, dejando á salvo los derechos que puedan competir ¡i los 
demándanos para reclamar el terreno de quien corresponda. 
Cada parte pague sus respectivas costa* y notifiqu. se con el 
original. Repónganse los sellos. 

Calixto l.assaaa. 



tallo «le la Niifirt-m» « orí* 

Unen.» Ain-*. Hífiemhrc ¿í>d»* LHÍ*I. 

Ví>to8 : Considerando; Que según resulla de la escritura de 
foja cincuenta y s»>Í9, que r-miipno'ha la dación en pUijo que lia 
motivado esta cansa, don Pió Hecalde, apoderado de lo. acreedo- 
res, estal»a;>utori7.ado no sólo para inurvenir en el otorga- 
miento de dicha escritura, sino para dar a Comas caria de pago 
pur.las cantidades que le abone. 

Que haciéndose ese pago conforme á lo convenido, con el te- 
rreno de la cuestión, el mandatario recibiéndolo obraba en 
cumplimiento del mandato, pues que sólo así i»uede decirse que 
habrá sumas abonadas que debían servir de fundamento á la 
carta de paga (artículo setecientos setenta y uuevi-. Código 
Civil). 

Que como lo observa el inferior, la demanda confirma esa in- 
terpretación, desde que en ella, se dice textualmente que si los 
tictures no se cuidaron de exigir á Comas la entrega real del 
terreno, fué en la creencia muy fundada por cierto de que lo 
hubiera efectuado alseñor líecalde, como era^de su deber. 
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Que deaJe que los mismos demandantes, al deducir su acción 
dicen que Comas estaba en el deber di- entregar el terreno a 
liecaldu no pueden a posieriort pretender que éste carecería de 
facultades para recibirlo 

Que no hay mérito para imponer al actor la condenación en 
coatas que pretende el demandado, por no haber procedido con 
temeridad ni malicia. 

Por estos fu ndam untos y sus concordantes, se confirma la 
sentencia apelada de foja trecientas setenta J dos ; y repues- 
to* los spIIos, devuelvan**. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO 
DUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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P. Prat y C m contra don Antonio SouPf, por falsificar ion de 
marca de fábrica ; sobre diligencias probatorias 



Sumarw. — No puede dejarse en suspenso el llamamiento 
de autoa, por diligencias probatorias cuyo cumplimiento no 
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Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 




Buenos Airea, Ocluid 39 i]r 1HH1. 



Autos, y señálas* el día 8 del entrante, á las 2 de la tarde á 
Criminal. Impóngase las fojas. 



Señor Ju?z Federal i 

Ernesto J. Horré pur toa señores 1*. Prat y C M t en la cansa 
que signen á don Antonio Sun«-f , sobre falsificación de mart a, 
á V, S. con el debido respeto digo: 

Que be sido notificado del proreido de foja 101 por el cual 
designa el Juzgado ei dia 8 del corriente, ti los efecto* estable- 
cidos en el artículo 492 del C6digo de Procedimientos Crimi- 
nales. 

Debo hacer presente á V. S. que aún se halla pendiente la 
diligencia pericial solicitada dentro del término y hacen mu- 
chos meses, por mi parte, á foja 54, y si esa medida no se 
ha practicado, á pesar de haber aceptado mi perito el cargo a 
foja 92, es por culpa exclusiva del adversario, que aún no ha 
traido á su perito á la oficina, pira aceptarlo también. 



l.aíawie. 



KECL'RSO 
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Tratándose de noa diligencia de capital importancia, peüida 
en tiempo oportuno, el artículo 477 del Código citado su acuer- 
da el derecho para exigir se practique antes del llamamiento 
de autos. 

En mérito de lo expuesto suplico á V. S. se «ir ra : 

I o Postergar la audiencia designada á foja 101 hasta tanta 
se expidan los peritos en su cometido, pura lo cual deberá lijár- 
seles un plazo prudencial y perentorio : 

2° Intimar ¡i St.urf que dentro de24 horas, presento supe- 
rito en secretaría, para aceptar el carg.., si así no lo hki<>se, se 
practicará por el designado ú solicitud mía exclusivamente, ú 
sea, por el señor L»a¿s; 

3" Dejar en suspenso por ahora los efectos del llamamiento 
de autos, liasti tanto se practique dicha pericia; 

4 o En caso omiso ó denegado concederme e! recurso de apela- 
ción, que desde ya deduzco en susidio para ante el Superior y 
contra t i proveído de foja 101 antes citado. 

Es justicia, etc. 

£; Horre. 



Auto del Jufx Federal 

Durnos Aires, Noviembre fí de 18ÍM. 

Estando establecido por el Código de Procedimientos en lo 
Criminal que la prueba debe pedirse y practicarse dentro del 
término, y que corresponde á la parte activar su diligencia- 
miento, en eatas condiciones, y no habiéndose solicitado opor- 
tunamente por el señor Horré las medidas compulsorias ahora 
pedidas para urgir el cumplimiento de Ja prueba pericial, no 
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obstante el tiempo transcurrido, no ha lugar á li revocatoria 
solicitada y concédese en relación el recurso interpuesto, de 
biendo elevarse con oficio los autos á la Suprema Corte. 

¡.alarme* 



Fallo dm im Suprrm» Vwtm 

ílui nos Airea. Diciembre 20 de 1801. 

Vistos: Por los fiindameii s del auto de foja ciento ruatro, 
se confirma, con costas, el apelado de foja ciento una. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

ItENJAHIN l'AE. — LUIS V. VA- 
RELA. — ADEL BAZAN. — 

JUAfl K . TOltHEJiT. 



4AIKA 1C1XX 



Contra /'. timar i ni hermanos, por infracción de las Ordenanzas 

de Aduana; sobre comiso 

Sumario. — Caen en comiso los frutos del país que se em- 
barquen sin haber obtenido el bolelj correspondiente. 
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Cató, — Resulta do las siguientes piezas : 
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HBSOLUCION DC LA ADUANA 

Rotará Noviembre 2:1 de 189:1. 

Y fisto*: Los presentes autos seguidos por embarque de 
huesos efectuado por los señores F. Omarini ti fruimos, sin la 
documentación correspondiente en et lujare noi te-americano 

Neitié SmUh. 

Res el til nd o ; Primero. Que el guarda de este resguardo, don 
Juan José Kivas, habiendo estado algunos días ayudando al 
encargado de Ja m^sa de exportación y al mi s rao tiempo en- 
cargado del libro de órdenes, solicitando empleados para cargar 
buques por empresas particulares, le llamó la atención que 
el buque arriba nombrado teniendo 587 toneladas di- registro, 
sólo hubiera sacado mi buleto por 300.000 kilos huesos, cuando 
podía enrgar el doble ó algo más de loque habla solicitado 
cargar por boleto. Que este buque sacó su boleto en Octubre 
17 y que basta el 9 de Noviembre no lo luibía cumplido; a) 
mismo tiempo le llamó más la atención que Jos cargadores 
señores Ümarini hermauos huhieran presentado solicitudes para 
cargar varios buques en el mismo punto que el ftettíé Smith 
y que éste no terminara su carga. Que esto le hizo sospechar 
que el buque estaba cargando más que. lo que había solicitado 
por buleto, que estas sospechas declaración de foja 6 y vuelta) 
se las comunicó al Sub-inspector del Resguardo señor Juan U. 
Giimez en la tarde del día 9 de Noviembre. Que este scñoi 
le ordenó que al dia siguiente bieu temprano visitara el buque 
y le diera cuenta del resultado. 

Segundo. Que al cumplimentar la órden el señor R i vas en- 
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contri que el buque completamente cargado bajaba á ponerse 
en franquía y fué entonces que pasó e\ partede foja 1. 

Tercero, Que en vista de ta denuncia de foja 1 el Sub- 
inspector señor Gómez se constituyó á bordo de) buque mencio- 
nado (parte de foja 2) y levantó el acta declaración del señor 
J. \\\ Richars, piloto de i bordo, quien hnce constar que según 
su cálculo el buque tiene á su bordo 700 toneladas de huesos 
(declaración de foja 3). 

Cuarta. Que a foja 3 vuelta el señor J. \V. Uichnrs so ra- 
tifica en todas sus partes en su declaración de foja S. 

Quinto. Que el guarda don Máximo Caminos, en su declara- 
ción de fojas 3 vuelta á 4 vuelta f d¡ce no haber tomado cuenta 
de lo que dicho buque ha cargado por haber estado atendiendo 
á la des<íarga de otro buque en un punto distante al que estaba 
el Meflw Smith cargando ; que tampoco sabe la cantidad que 
éste lia cargado, por cuanto la Barraca no te ha dado las pa- 
peletas que debí' dar diariamente al guarda. 

Sexto. Que de fojas 4 vuelta á 5 el señor Santiago Leonard, 
dependiente del señor Frintzenakold, declara que el dia9 de No- 
viembre álas 5 1 ¡ p. m. los señores Oraarini hermanos les 
mandaron avisar que el buque Xeltié Smith había termi- 
nado de recibir carga. Que el dia siguiente por la mañana, de 
9 ' , ¡i 10, se presentó un dependiente de los señores Oinariui 
hermanos y pidió en nombre de dichos señores al señor Print- 
zenskold sacara para el mismo buque otro boleto por 280.000 
kilos huesos ; que habiendo venido el declarante á la Aduana 
á sacar el boleto supo que habla órden de no despachar más 
boletos para ese buque. 

Séptimo. Que de foja 5 vuelta á foja 6, el capitán del buque 
declara que firmó el conocimiento por 580.000 kilos huesos, 
pero que él cree tener á bordo de 570 á 600 toneladas, y que 
si firmó por 580, es porque en su destino le pagarán el líete 
por las que allí entregue. 
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Octavo. Que á foja 7 y vuelta, el señor Sub- inspector del 
Resguardo continua lo aseverado por el guarda don Juan X 
Bitas en su declaración de foja 6 y vuelta, 

Noveno, Que de foja 7 vuelta á 9 vuelta el señor Pascual 
Omarini declara: serlos señores Omarini hermanos ios carga- 
dores y barraqueros, y haber cargado por la barraca de su pro- 
piedad el buque Pfellié Smith t y que no lian dado papeleta 
de lo que dicho buque lia cargado porque dice que nunca les 
han pedido. 

Décimo. Quedo foja vuelta k foja 10 vuelta el señor 
Eduardo Caffarena declara que el día 9 del corriente Noviem- 
bre á las 5 ó C de la tarde, le mandaron preguntar al señor Oma- 
rini hermanos si había sacado un boleto por 300.000 kilos 
huesos para ser cargados en *\ lugre AWAV Smiíh, que le 
habían mandado órdt n para que sacara el dia 4 del corriente 
(según declara el señor Omarini ft foja 8) y que habiéndoles 
rontestado que no, pues que ¿1 había entendido que la orden 
había sido para que sacase boleto para el Cingrilase t del 
cual 61 era el agente. Que al dia signiente, de 12 ú 1 p. m , el 
señor Omarini le comunicó que ese dia habían pasado un parte 
por haber cargado el buque sin boleto y que habiéndose pre- 
sentado por el señor G. Printzcnskold un Metí por 280.000 
kilos de hueso para el Netlió Smijh la administración había 
dado órden para que no se despachara ningún otro para ese 
buque. Que entonces el declarante se apeonó al 8'uior Ad- 
ministrador, y que habiendo dado lianza por los 280.000 kilos 
huesos le fué despachado el boleto. 

Décimo primero. Que á foja 10 (bis) y vuelta lo* dependien- 
tes del señor Printzonskold, don Santiago Lcouard y don 
Virgilio Lorenzo, el primero se ratifica en su declaración de 
foja 5. y negando lo aseverado por el señor Omarini do que no 
se le hubiera pedido papeleta, alegando Lorenzo que el mismo 
señor Pascual Omarini te dijo en la barraca que recien á laa 2 
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de l,i tarde daría Tas papeletas, porqué tenía que sacar otro bo- 
leto, y que el buque lo habían puesto en franquía muj tem- 
prano ; que habiéndole preguntado él al estivador cuánta había 
cargado el buque, éste le contestó que de 684 á 685 toneladas. 

Y considerando : Primero. Que está probado has' i La en- 
dcncia que lo* señorea Omarini hermanos han cargado una 
cantidad de huesos sin haber obtenido antes Los boletos, docu- 
mentos que determina el artículo 555 de las Ordenanzas de 
Aduana, los que han silo embarcados en el lugre norte-ameri- 
cano MHéSmUk* 

Segundo, Que según consta de autos, la cantidad embarcada 
es de 600 ;i 700 toneladas de huesos y al efecto hay ñu* declara- 
ciones que pueden considerara*- autor izadas-, y por tanto hacen 
fé, por cuanto no son partes interesada* en el asunto, y éstos 
son, rl capitán y el piloto del buque origen de este expediente; 
e! primero dice que cree tener á bordo de su buque <¡e 580 A 
íiOO toneladas de huesos, y el secundo cree haber cargado 700 
toneladas. Ninguno de los dos sabe con exactitud la cantidad, 
pues según ellos declaran les han sido echadas ó bordo sin pe- 
sar y súlose guhn por el calado del but|ue. Ahora, pues, te- 
niendo i n cuenta que el Capitán rs <=i tripulante mas ¡inliguo 
á bordo de dirho buque, es de presumir que su cálculo sea 
el más exacto, y i'^te cree que tiene á su bordo 000 toneladas, 
i pesar dehaber firmado el .conocimiento por 580; puesto que 
en su destino le pagarán el flete por lo que entregue» y lo 
mismo podía haber firmado por tí DO aunque hubiera cargado 
las 700 que cree el piloto haber cargado. 

Tercero* Que tomando por base el cálculo del Capitán queda 
comprobado, que son ó 00 toneladas de huesos y no 280 como 
declaran lm señores Omarini hermanos lus que se han embar- 
cado sin documentos; ahora estos señores quieren á todo trance 
salvarse de toda responsabilidad, alegando ignorar lo que. en 
cosos análogos determinan las Ordenanzas de Aduana; y para 



asegurar su triunfo se hacen ayudar por el agente marítimo 
don Eduardo Caf arena. 

Kstudiemoa las defensas por separado y nos dará claro y pa- 
tento Ja falta de razón que tienen estos señores al alegar uno 
ignorar lo dispuesto por las Ordenanza* de Aduana, y el otro 
haciendo cargos injustos al Resguardo. 

Empezaremos por la del señor Pascual Omarini. Estos se- 
tos señores, según su propia declaración, tienen barraca desde 
el ano 1875; y hacen do* años que tuvieron ocasión de darse 
cuenta perfecta de las tramitaciones de Aduana, pues, se les 
formó un excediente timbieu por cuestión de embarque de hue- 
sos en el que terciaron las papeletas de embarque diarias, lo que 
está en contradicción con lo declarado por él a foja 8, línea 5\ 
y mucho más cuando en su barraca usan papeletas litografiadas 
encabezadas con IJarraca Omarini y firmadas (hnarim her- 
manos, siendo estas las papeletas que desde varios años han 
venido dando á los empleados de aduana que l argaban en su 
barraca, y que dan diariamente por lo cargado en el día. 
Desde luego, con ésto queda demostrado que saben que tienen 
que dar papeletas diariamente. 

Dice que estaban en la creencia que el señor Cafareno les 
había sacado boleto por 300.000 kilos huesos para el buque 
PtelHé Smitfi ¡y ellos, cargadores y barraqueros, no notar 
que estaban echando carga á un buque para el cual todavía no 
habían dado úrden de sacar boleto! ¡estaban cargando el Cin- 
gafase \ Cosa increíble, por cuanto el artículo 565 de las Or- 
denanzas fui cumplido por el señor Cafaren», y es natural que 
los datos fueron dados por los cargadores en el que eiplican 
claro y terminante el nombre del buque, destino, etc, etc. 

Otra de las contradice i mies que comete el señor Omarini es la 
siguiente en su declaración á foja 8: Dice que el día 9 en la 
tarde le mandó orden al señor Priutzenskold para que sacara 
otro boleto para el Sel lié Smilft por 280.000 kilos huesos; 
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y el dependiente del señor Printzenskold dio?: que el dia 9 
en la tarde les man ió avisar que el buque había terminado de 
cargar, en esto es el dependiente del nt-ñor Prinlzenskold quien 
los contradice; paro no sucede así en la misina foja 8 vuelta, 
línea 19. donde el mismo señor Omarini, el sólo y sin esfuerzo 
alguno, se contradice, pues conliesa que él estala en la creencia 
que el boleto sacado por el señor Cafarena para el Cinyalnxe 
había sido para el Mettir Siiiith. ¿i¿ué objeto tenía man- 
dar sacar boleto el rliaf) en la tarde si éi tenía la seguridad de 
haberlo sacado? y recién el dia 10 por la mañana salió de la 
duda y supo que el señor Cafarena ae había equivocado. Hasta 
nquf, como se ve, el señor Pascual Omarini no ha hecho otra 
cosa que acusarse, y que ai se apuró el dia 10 por la mañana, fué 
porque supo que el Resguardo había descubierto la falta de 
documentos para una parte de la carga, y fué cuando se apre- 
suró á dar órdenes A los señores G. Printzen>kold y Cafforena, 
y sospechaba que la Aduana t o urina las modidaadel caso. 

Inora pasemos á la cantidad cargada; según id señor Oina- 
rini ni el Capitán ni el PiMo han pesado los huesos y sí la Ma- 
rracó ; también declara que loa capitanes lirman el conoci- 
miento ignorando peso y cunten id», y qne los Heles son paga- 
dos en el deatinu del bnqne ; de esto se desprende el poco interés 
que se toman los capitanes y pilotos per pesar cargas que no 
van á cobrar los IMes aquí, y que la li; rraca, sin más control 
que los cargadores, puedan cargar 1000 toneladas, y sólo pagar 
los de reehos por 500, con lo que no se perjudican los interesados 
aunque el fisco se resienta por la mala percepción de la renta. 
Conüesa también el seum Urnarim que el control que debe 
tener toda Uarraca sería el Guarda; lo qué quiere decir que fal- 
tando ese control debe dudarse de loquedei lara uno qne esparte 
interesada en ocultar cualquier falta que se haya cometido. 

Reasumiendo la defensa del señor Ppscual Omarini, queda 
en descubierto lo siguiente; I o Que han cargado sin cumplir lo 
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dispuesto por el artículo 565 (te las Ordenanías de Aduana, j 
por consiguiente han incurrido en la pena que establece en estos 
easos el articulo 098 de las mismas ; 

2" Que no es verdad que él creyera que el señor Caffarena 
había sacado el boleto para el Nellié Smtlh; 

3" Que tampoco es verdad que ellos ignoraran que tenían que 
dar papeletas por loque se carga diariamente; 

4° Que como barraqueros antiguos y comerciantes conocen 
perfectamente las ordenanzas de Aduana ; 

5 J Que confiesa que los capitanes Jirman los conocimientos 
ignorando el contenido y peso, y que por consiguiente debe 
dudarse lo aseverado por el señor Oinari ni, de que los huesos 
han sido pesados. 

Ahora «laminaremos la defensa de ollcio hecha por el señor 
Caffarena. 

Este señor se presenta sin poder de ninguna especie, con un 
escrito de dos fojas, atacando rudamente al Cuerpo del Resguar- 
do por falta de cumplimiento á sus deberes ; y para comprobar 
Lo que en su escrito as-gura, dice : qae un empleado de la casa 
del señor G. Printzenskold, el día antes del parte, fué ú cumplir 
los boletos del AW/íV Sniith con una nota dada por el cargador 
ó barraquero señor Omarini. 

Esta aseveración es falsa, por cuanto el señor Umarini no lo 
ha dicho en su declaración y el dependiente del señor Print- 
zenskold, Virgilio Lorenzo, niega tal aseveración en su decla- 
ración á foja 10 (bis) vuelta. 

Con esto queda probado que el señor Caffarena ha sido in- 
justo por la mata información probablemente dada por sus de- 
fendidos ; continúa el señor Caffarena la defensa y dice que sus 
defendidos se han denunciado ellos mismos y de buena fé; y 
que el Resguardo permitió y vigiló ul embarque total de hue- 
sos sín hacer observación ninguna y que eso se comprueba con 
las declaraciones tomadas. 

T. lili, j-, 
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Como se te, pues, también en este punto hits i rio mal informa- 
do el señor Caffarena ; pues el Guarda que debía atender esa 
operación confiesa no saber la cantidad que ha cargado de 
hueso dicho buque, por no haberlo podido atender por estaren 
otro punto atendiendo la descarga de otro buque. 

También asegura el señor Caffarena que los cargadores al 
mandar cumplir lo* boletos ha sido cuando han hecho saber lo 
qne el buque había cargado y que recien se ha apercibido el 
Guarda denunciante. En esto también han informado mal al 
señor Caffarena, pues á la hora que el dependiente del señor 
Frintzen^kold fué á la barraca y pidió al Guarda el boleto, el 
señor P. Omanni le contestó que todavfi no daba las papeletas 
para cumplir el boleta porque todavía tenía que sac.ir otro para 
el mismo buque; y fué cuando el estivador dijo al dependíante 
del señor Printzen-koM que el buque había cargado de 084 á 
685 toneladas; y á <-<a hura ya esta a el Sub-inspector, señor 
Gómez, A bordo del Ae//,V Smith levantando el acto de foja 3. 

Adjunta at escrito el *eñnr Caff irena el certificado del em- 
pleado, en H que<«xpre*a las raimes, -1 porqué no ba cumplido 
los boletos, y con esecert Ucado se comprueba m is la falta co- 
metida de cardar sin d boleto correspondiente. 

Por ultimo, tan entusiasmado está el señor Caffarena con so 
defensa que .se olvida qu»* está li ietendo graves carga* y se 
larga declarando ser error craso cometido por sus defendidos, 
y pide Ó. esta administración que baga un serio esludio del 
asunto y que haciendo tisú de ¡as atribuciniies que le acuerdan 
las Ordenanzas d*- Aduana en Mts ariícnl-'S 1051) y 1057, juzgue 
ásusdefi iidido..lih n, ¡me., herhnH r. mí men de las dos defen- 
sas resulta lo siguiente: Que Ins *eñore- l 1 . Umariui hermanos 
han come tido !ü« faltas pn vLsia> y p. nadas por los artículos 
998, 1025 y 102U de Ordenanzas de Aduana. 

Por e>tus coii-ide-íiciories i'&ta adinini-traeion t obrando en 
justicia, debe declarar cargado sin los documentos de ley solo 
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300 toneladas cié lineas, de acuerdo con lo declarado por el 
Capitán, y n<> Í0f) i uno eren el piloto habyr cardado. 

En cuanro áquo el Resguardo no ha cumplido atendiendo la 
carga del buque oriyen de este expediente, es indiscutible, pues 
el Guarda ha explicado Jos motivos que para el lo ha tenido, y la 
falta cometida por ébtfl no autoriza se carguen buques sin 
antes Henar los requisitos de ley. 

Ahora, en cuanto á los cargos que hace el señor Caffarena al 
Cuerpo del Resguardo, son infundado-* y difi.-il de que los 
pruebe. 

Por tanto; Ksta administración jugando, falla: qup han 
incurrido en la pena de comiso las 300 tonekda* de hutsosque 
se cargaron en el lugre norte americano pteftiv Stmih antes de 
obtener el boleto (artículo 907 de las Ordenanzas de Aduana) 
y en cnanto aiGuardadou Moiimo Caminas, apercíbasele seria- 
mente por se per ad o en una nota, bajo apercibimient.i du que si 
reincidiera será suspendido en su* funciones y se pedirá mi 
destitución. 

Habiendo sido entregada bajo lianza la partida de huesos 
que se declara incurrida en U pena de cornil, pase este expe- 
diente á Contaduría y Tesorería para su ejecución, y á los efec- 
tos de los artículos 1029 y 1030 de la* Ordenanzas de Aduana, 
llágase siber y repuestos los sellos, archívese. 

Jase (íe Caminos. 



Fallo drl Juey. Federal 

Rosario, Mar*. 13 de 1894. 

Víatos y considerando : í n Que Consta en autos de manera 
evidente, que el boleto por 280.000 kilos huesos l ar^ado^ en 
el buque Xellié Smith, á más de los riOlhOüO kilos declara- 
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dos en la primera boleta, se solicitó de la Aduana después de 
estar esa segunda cantidad cargada ja il burdo y cuando menos 
simultáneamente ií la partida del buque. 

2 o Que no basta la declaración de! Capitán del Neltié 
Smilh que creía tener á bordo 600 toneladas de huesos, para 
dar por efectiva esta cantidad, como l¡i realmente cargada, 
pues que esta declat ación es singular desde el momento en que 
se encuentra completamente desautorizada por el mismo Capi- 
tán la declaración del Piloto ; y en materia penal debe res- 
tringirse lo odioso, máxime cuando en el caso actual, sólo se 
ha firmado conocimiento por 580 toneladas de < arga ; debiendo 
en tal easo regir esta cantidad constante mi documento acep- 
table. 

Por tanto: Se refirma la resolueimi administrativa de foja 
i 1 y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 098 d«.*ías Or- 
denanzas de Aduana se declara en comísu sola la partida de 
280 . 000 kib s huesos del boleto sacadu tardíamente. Notifi- 
quesey repóngase. 

tí. Esnih-ra tf /uvirlu. 



VISTA DEL SfcSoil l'ltOCLIU f)OH GENERAL 

Unenos Aires, Dirúmhre 

Suprema Corte : 

Cunsta que basta el 9 de Noviembre dd 93, para el lugre 
Nelizé Sutit/t, no obstante ser su porte de 5I>7 t .meladas de 
registro, sólo se había sacado un boleto de carga, por 300. OOí) 
kilos huesos; y que el 10 del mismo mes, el iiiem-ionadolnique, 
o mp Jotamente cargado, baj •> de su fondeadero para pawrse 
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en franquía; consta también que apercibidos los cargadores de 
la inspección ordenada por parte de las autoridades aduanera, 
para averiguar la existencia de la totalidad de la carga embar- 
cada, rosten el 10 trataron de gestionar el boleto de carga, por 
el exceso ya existente á bordo del buque puesto en franquía, de 
280,000 kilos huesos. 

Las con seco en oías di: estos hechos de contravención á las 
prescripciones de la Ordenanza no se desvirtúan con la* irregu- 
laridades en la conducta del Guarda ¡ cuya negligencia crimi- 
nal ó culpable, se explotó para consumar el exceso de carga, no 
manifestada ni autorizada por el permiso correspondiente. 

El error que se alega respecto d Iraber cargado en un buque, 
loque correspondía á otro, tampoco exonera .v pena y la decla- 
ración de que tal error no pudiera pasar desapercibido, era im- 
procedente, cuando consta que el buque ponía ya en franquía, 
cuando el exceso fué descubierto. 

líe ahí las responsabilidades que establece la ordenanza con- 
tra los cargadores, aun admitiendo que so omisión no fuera in- 
tencionada ni maliciosa. 

* Sera considerado como fraude, dice el artículo 1025, y por 
consiguiente materia de pena, toda falta de requisito, toda 
falsa declaración, todo hecho que despachado en confianza, 
produjera meno* renta que laque legítimamente se adeuda. » 
Y el 998, especial para el caso, agrega que i los frutos del país 
que se embarquen sin haber obtenido el boleto correspon- 
diente, serán comisados, y cada uno de los que hayan inler- 
venido en la operación, abonará una multa igual al valor del 
comiso. 

Ante tales hechos, y tan explícitas prescripciones legales, 
corresponde, y á Y, E. pido, se sirva pronunciar la confirma- 
ción de la sentencia recurrida, corriente á foja 34. 



Sabiniano AVer. 
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Fallo 4» I* Aupi-eiu» Corte 

Buewoi Aires, feiciembn* 2fl Je 1801, 

Vistos y considerando : Que por confesión de parte resulta 
averiguado el embarque de doscientas ochenta toneladas de 
huesos con violación de lo dispuesto en el artículo quinientos 
sesenta y cinro de las Ordenanzas de Aduana, correspondiendo 
en consecuencia la aplicación de la penada comido, estable- 
cida par el artículo nueve cientos noventa y ocho de las mis- 
mas ordenanza?. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el seüor 
Procurador General, y por sus fundamentoa concyrdantes.se 
confirma con costas la sentencia apiada de foja treinta y 
cuatro. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAH. — JUAW E. TO- 
RHEPiT. 
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causa nrwi 



.4. Chouet y C* contra Don Antonio Soui ; f, por falsificación de 
viarcu de fábrica ; sobre dilitjeneas probatorias 



Sumario, — No puede dejares en suspenso el llamamiento do 
autos por diligencias probatorias cojo cumplimiento no ha sido 
urgido oportunamente. 



Caso. — Es igual al de la causa CCCX1X. 



Fallo del Juet Federal 

Buenos Aires, Octubre 21 de 1804. 

Autos, y señalase el día 8 del entrante á las 2 de la tarde & 
los efectos del artículo ±92 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. Repónganse laa fojas. 

ialanne. 



Auto del Jhfi Federal 



Bueno* Aires, Noviembre 9 de 1K£M. 

Estando establecido por el Código de Procedimientos en lo 
Criminal qne la prueba debe pedirse y practicarse dentro del 
término, y que corresponde á la parte activar su dili^ondu- 
miento, en estas condiciones y no habiéndose solicitado oportu- 
namente por el señor Horré las medidas compulsorias ahora pe- 
didas para urgir la prueba pericial, no obstante el tiempo trans- 
currido, no ha lugar á la revocatoria solicitada, y concédese en 
relación el recurso interpuesto, debiendo elevarse con oficio lo* 
autos ii la Suprema Corte. 

I.altume. 



Fallo de In Suprema Corle 

Buenos Aires, Dírii-rubre 20 de 

Vistos: Por los fundamentos del auto de foja ciento cinco, sa 
confirma con costas, el apelado de foja ciento dos vuelta. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ, —LUIS V. VAHE- 
LA. — ABEL BAZAPf. — JUAN E. 
TOIUtENT. 
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CAUSA ICC XX II 



Contra la empresa Hiyhland Scot Canning Company, por 



Sumar tu. -~YA fiscal no puede apelar de un acto que no de- 
sestime ninguna petición suya. 



Señor Juez Federal: 

Alejandro C. Hamos, constituyendo domicilio legal en la ca- 
lle 13 número 827, en el juicio seguido' á la sociedad Highlsud 
Scot Canning C° p situada en Espoleta, jurisdicción de Quilmea, 
á V. S. digo: 

Que desde que me hice cargo como depositario do laa exis- 
tencias de dicha fábrica me tí en la necesidad de poner un se- 




Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



PETICIUIS 



La Piala. Setiembre i 1 de 
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reno» pura La custodia en la noche de todos aquellos bienes 
embargados, con el sueldo mensuaVde ÜO pesos. 

El paraje apartado y destituido de toda vigilancia policial, 
hace imprescindible esta medida, tanto más si se tiene en cuen- 
ta la extensión qtie ocupan aquellos bienes y su propia natura- 
leza. 

¥qt tanto á V. S. ruego se sirva aprobar la medida adoptada 
y autorizarme para mantenerla mientras dure el depósito. 
Ka justicia. 

A. í\ liamos. 

Fallo del Juez Federal 

La Plata, Noviembre 29 de 1894. 

No estando facultado el Juzgado para autorizar el gasto á 
que se refiere, no ha lugar. 

Aurrecoechea. 

RECURSO DEL PROCl'HADOR FISCAL 

La Piala, Noviembre ¿¿ de 18M. 

Señor Juez : 

Difiero con V. S. el modo fie apreciar la solicitud del deposi- 
tario de los bienes embargados, como de las facultades de V. S. 
para autorizar gastos de esa naturaliza, que responden á ga- 
rantir y conservar la existencia de las cosas 4 cargo del depo- 
sitario. Creo que V. 8. no sólo puede ejercitar esa facultad i 
solicitud de parte, siaó que es un deber impuesto por la ley á la 
autoridad de que V. S. está investido. 



PE JUSTICIA NACIONAL 



283 



Ese acto es perjudicial para los derechos que patrocino, por- 
que acrecienta la responsabilidad dil depositario y del suscrito 
mismo que solicitó la medida. 

listas razones me obligan é pedir revocatoria ó en defecto 
acordarme el recarao de apelación que desde ya interpongo* 

G. O. Vicyra. 



Auto del luei Federal 

La Plata, Noviembre T. de 1891. 

Be concede la apelación interpuesta por ei Procurador Fiscal, 
rtmítiéndoae loa autos á la Suprema Corte » n !a forma de es- 
tilo, 

Aurrecoechea 



F*ll« de I* üupretna Corle 

Dueños Aires, Diciembre 22 áv 1891. 

Vistos: No habiéndose desestimado por el auto de fnja 71 
vuelta, petición alguna del Procurador Fiscal, en cuyo caso no 
ha podido serle agraviante el mencionado auto, se declara mal 
concedido el recurso. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNCE. 
JUAN E. TORKET. 



S84 
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C AU8A KCX.IIII 



Don Andrés Fontana contra * La Píateme flotilla Compantj 



Sumaria. — Es inadmisible toda observación contra 1** per- 
sonaría del mandatario nV la contraparte, cuando á nuis do h-i- 
bfv sido aceptada á su tiempo, el mandante ha ratificado lo 
obrado en juicio por él . 



Caso, — En 7 de Enero de 1891, Don Andrés Fontana pro- 
movió juicio contra la Compañía < La Platensc », por cobro de 
la cantidad de 415 pesos oro sellado y sus intereses, en que ha- 
bían sido estimadas las averias sufridas en mercaderías de su 



Los señores Ibafiez y Sarsotte, como agentes de tLa Platen- 
sií», y en su reprp-Aai.ioion, contestaron la demanda y siguie- 
ron el juicio, cuya tramitación quedó concluida por providen- 
cia de fecha 21 do Octubre de 1891 , que citaba á las partea pa- 
la sentencia, después de haber alegado sobre el mérito de la 
prueba producida. 

Con feeha 80 de Octubre del mibmo año, ios señores Ibañei 
y Sarsotto presentaron al Juzgado testimonio de la escritura 



Limited*, por cobro de pesos ; sobre personería 
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otorgada en esta Capital, con fecha 21 de OctuUe de 1891, an- 
te el escribano Cándido Cruces, por la * ual Don Diego Murray 
Tulloch én representación de La Piálense Flotilla Company Li- 
mited, expresa: que teniendo conocimiento de la cuestión judi- 
cial que los agentes áfila Compañía en el Rosario de Santa Fe, 
señores Ibañez y Sarsotte, siguen con Don Andrés Fontana, 
ante el Juzgado Je Sección, aprueba y ratifica todo lo obrado 
en dicho asunto por los agentes á nombre de la * Platense » y 
les confiera poder especial para que continúen entendiendo co 
dicha cuestión y sus incidentes hasta su terminación. 

■ 

1 bañes* y Sarsotto dijeron que acompañaban esa escritura, 
que los acredita representantes de tLa Flateuse », fí los efectos 
que hubiere lugar, y piden se mande agregar á los autos. 

I'! l Juez proveyó : 



Rosário, Octubre 31 do mi. 

Téngaseles por la representación que invocan, siendo el po- 
der bastante. 

Escalera, 



Fontana dedujo de este auto los recursos de reposición y ape- 
lación en subsidio. 

Dijo ; que en su alegato de bien probado había hecho presen- 
te que lbañez y Sarsotte, han tomado intervención en el juicio 
invocando una representación que no tenían, lu quu se corrobo- 
ra con el poder exhibido, el cual no ha podido ser presentado 
después de cerrada la discusión déla causa. 

Que han procedido, pues, con malafé y temeridad, asumien- 
do una personería de que carecían, por cuyo motivo deben ser 
condenados en costas. 
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Fall* del Jucx Federal 

Rosario, Octubre 18 de il&2. 

Visto el llamamiento de foja 112 y considerando: i" Que 
Fontana ha aceptado la representación de lbaiiez y Sarsottc 
en el pleito. 

2 J Que aquél al hacer r^ch-n su oposición en el alegato de 
bien probado, con fecha 29 de Octubre de 1891 y en su escrilo 
de foja 100 con fVcha -4 de Febrero de 1892, la verifica con pos- 
terioridad á la fecha que lleva el poder de foja 94, conferido A 
dichos ibafh-z y Sarsntte, en fe¡ ha Í2I de Octubre de 1891 y 
presentado en (os autos en 31 del mismo. 

a° Que en ese poder se aprueba y ratifica todo lo verificado 
en autos y se con li ere á lbaiiez y Sarsatte, el necesario para su 
prosecución y terminación. 

4* Que la ley civil, al legislar sobre el mandato, tiene estable- 
cido que la ratificación equivale al mandato misino y tiene en- 
tre las partes efecto retroactivo al día del acto, no pudiendo 
los terceros oponer el esceso ó inobservancia del mandato, una 
vez que el pandante lo hubiera ratificado, ó quiera ratilicar lo 
que hubiera hecho el mandatario pudiéndola ratilicacion hasta 
ucr tiícita, resultante de cualquier hecho del mandante que im- 
porte una aprohicion de lo que hubiere hecho el mandatario 
(artículos 1936, 19:17 y 19:15 del Código citado). 

5 rt Que ante e>Us pre*i rípeiones legales no hay entonces mo- 
tivo suficiente para aceptar la excepción que se formula por 
paríe de Fontana. 

I'ur tanto: no se hace logar a la excepción mencionad» y se 
concede la ¡qielacion subsi-iam que se inUrpum , debiendo ser 
elevadas los autos á la Suprima Curte coulanotade estilo y em- 
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plazamiento de las partes por el término de ley, Notifíquese y 
repónganse. 



Fnllo de I» Suprem» Corle 

Buenos Aires. Diciembre £2 de 1894. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja uovcnta y siete vuelta. Repuesto los sellos, de- 
vuélvanse. 



Don Francisco Francioni contra la Compañía Howaldtswerke ; 

sobre ejecución de laudo 



G. Escalera y Zuvirla, 



BENJAMIN PAZ- — LUIS V. VARELA. — 
AREL RAZAN. — OCTAVIO BUNCE. 
— JUAN i. TORREHT. 



CAUSA <4< \VI1 



Sumario, — En la ejecución de un laudo, ei mandamiento 
debe librarse contra la persona contra quien ha sido pronun- 
ciada 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Caso.— Dictado el fallo de lüde Noviembre de 189-i (4* serio, 
tomo VIII, página 75} y prestada la fianza, Franctoni pidió se 
separara de loa autos al representante del señor Ziudel.y Be li- 
brara mandamiento contra la sociedad Howaldtswerke. 

Fallo del Ju« Federal 

midió-? Air^s, Diciembre fi de 1S94. 

Agrígucseel testimonio de la escritura de fianza otorgada 
por los señores Francisco Francioní, Arseuío Bergallo y Do- 
mingo Franctoni, y líbrese el mandamiento solicitado á foja 
59 vuelta, el cual deberá entenderle con el apoderado del señor 
Zindel, don Hermán Kaiser. 

Fallo de la Suprema «arfe 

Ruello* Aires, Diciembre 22 dn 1834. 

Vistos y considerando : Queel auto apelado de foja sesenta 
y siete vuelta al disponer que el mandamiento se entienda con 
el apoderado de Zindel, indica suficientemente que la ejecución 
se ha de dirigir centra el expr 'sado Zindel ; que intertanto el 
laudo declarado ejecutable por la sentencia de esta Suprema 
Corte de fija cuarenta y dos, se ha pronunciado contra la so- 
ciedad Howaldtsverke que representaba el capitán Zindel, y no 
contra éste personalmente. 

Que en tal caso, la ejecución debe entenderse con la citada 
com pañis. 
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Por esto, se revoca id auto di* fojn sesenta y siete vuelta, en 
la parte apelada, declarándose que la tramitación de este juicio 
lia de seguirse con la ni tuda compañía ó su representante legal. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ* — LUIS V. VA 11 EL A. 
— AIltL RAZAN. — OCTAVIO BUIf- 
CE. — JUAN E. TOHRENT. 



4'A1'K.4 ll'CXIV 



Don Otrlos Diez contra don, luán li. Fantin, por cobro ejecutivo 
de pesos; sobre compensación 



Sumario. — 1 J El pago hecho al autorizado para recibirlo 
á cuenta de la deuda, debe imputarse á ísta, aunque el que lo 
recibió lo haya imputado á otra cucota. 

2* Tratándose de prestaciones de la misma naturaleza, loa 
pagos deben imputarse á la deuda designada en el acto de ha- 
cerlos. 



T. VIH. 



ti' 
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Caso . 



FALLOS DE LA SUPREMA COlíTR 

— Lo explica el 



Falle del Juez Letrado 

Resistencia, Mayo i de 18U3. 

Visto el juicio ejecutivo instaurado por don Carlos Diez con- 
tra don Juan li, Fanlin, por cubro de 385 pesos, sus intereses 
y costil s. 

Resulta: que citado de remate el deudor, opone la excepción 
de compensación, fundando ésta en que t i ejecutante lo adeuda 
141 pesos y 25 centavos y que el resto le ha ofrecido abonarlo 

Kl actor objeta que los documentos que corren de fojas 20 ñ 
22, con tos cuales se pretende comprobar la acreencia recon- 
venida, no son de aquellos que traen aparejada locución, que 
si algo le debiera, lo cual niega, tendría que ejercitar su dere- 
cho en vía ordinaria. 

Concedido un término de prueba, el eK»pno«antc no lia po- 
dido comprobar su crédito, pues al absolv. r posiciones el de- 
mandante atirma que los 100 pesos recibidos por Ramos, éste 
los imputó ;i otra deuda de Fantin y que el importe de los dos 
rales pagado-; por éste no corresponde sor descontado del 
documento ejecutado. 

La declaración del testigo presentado (foja 37) tampoco al- 
canza ¡í comprobar la compensación parcial que se pretende, 

Y considerando : que no habiéndose probado la excepción, 
corresponde desecharla sin perjuicio de que el ex< epeionante 
pueda !j;»cer valer en juicio ordinario, y ante quien en derecho 
proceda, tas acciones que creyere tener. 

De conformidad al artículo 498, mando: que se lleve la eje* 
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ciicion .ripiante hasta que se haga íntegro pago del capital, in- 
tereses y gastos. 
Estimo «I honorario del señor Ar meato j en 40 pesos. 

A, Parodié 

Ante mí: 

Enrique Cuevas, 

Secretario mi íwc 



i «lio de I» Suprema Corle 

Huíaos Aires. Ilíci^mbre ¿i de 1891. 

Vistos y considerando: f° Que según lo confiesa el ejecutan- 
te, contestando ¿ foja treinta y nueve á la primera de las posi- 
ciones de foja treinta y ocho, don Nemesio Ramos, autorizado 
por él, recibió del ejecutado le sum í de cien pesos moneda na- 
cional i cuenta de la deuda que se cobra, 

2 a Que aunque el eje.-utanteafirma que el citado Ramos no 
le entregú la suma pagada riñó que ta abonó en cuenta que 
Fantin debía á la administración de la colonia Amalia, tal afir- 
maran, aún siendo cierta, no jmede modificar los efectos del 
pago hecho en relación Aun crédito determinado, pues si ti 
man Jatario no cumplió con los deberes del mandato, dio sólo 
afectaría á las relaciones entre mandante y mandatario y no á 
las de un tercero, donde que los actos jurídicos del mandatario, 
ejecutados dentro de los límites de sus poderes, son conside- 
rados como hechos por el mandante persona ¡rae rite (artículo mil 
nueve cientos cuan nta y seis, Código Civil). 

3" Que el ejecutante confiesa también al contestar a* la se- 
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gumía j tercera délas citadas puaicionos, que adeuda al ejecu- 
tado las sumas de veintiún posos veinticinco centavos á que se 
refieren los vales de fojas veinte y una y veinte y dos, expresando 
que of roció pagarlos, siempre que se le abonase el págate que 
funda esta ejecución . 

4* Que, en consecuencia, y cualquiera que sea la calificación 
que huya hecho el deudor de los actos en que basa sus descar- 
gos, es evidente que estos resultan legítimos y perfectamente 
averiguados. 

5 o Que aún en ti supuesto de que la deuda que se cobra y lo 
que se dice pagado á la administración de la colonia Amalia 
fuesen á favor del misino acreedor, lo que ni siquiera se alega, 
todavía ia imputación del pngo hecho por el deudor al ejecutante 
representad'» por Hamos no podía haeerse sinó á la designada 
en el acto de su pago, desde que tn el caso se trataría de pres- 
taciones do ta misma naturaleza (artículo setecientos setenta 
y tres, Código Civil). 

Por estos fundamentos: se revócala sentencia apelada de fo- 
ja cuarenta y ocho, en cuanto manda llevar la ejecución ade- 
lante para el íntegro pago del capital demandado, intereses y 
gastos, declarándose que esa ejecución debe limitarse al saldo 
queresulle, deducidas las cantidades expresadas en los consi- 
derandos primero y tercero, con sus intereses, debiendo pa- 

i. Devuélvanse, debiendo re- 
ei Inferior. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. Y AULLA , 
AHEL BAZAS. — 'OCTAVIO BUHGE.— 
JUAN E. TOHftEST. 
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CAUSA MCXXYñ 



Don Guillermo 1'rintzonshthl, contra la 

EmbareatlertM del liumno; sofiro indemnización de averias. 



Sumario. — Kl depositario fie efectos rio es responsable dé- 
las avería-, sli friilas p'ir estos á causa ríe su colocación á la in- 
temperie, si ésta se ha Jieclioá vista y sin oposición del dueño, 
y avisándose la irresponsabilidad del depositario por dieba 
causa. 



Caso. — Resulta del 



Fallo 



Horario. Agosto ¿8 ti!- 18!*3. 

Y vistos: ios presentes iniciados por don Guillermo Print- 
zenskold contra la empresa de Embarcaderos y Muelles del Ro- 
sario, por daños y perjuicios. 

Resulta: 1" Que el 26 de Julio de 1889 llego á este puerto, 
procedente de Xew-Tork, el buque James A. Oarfield, coa 



FALLOS DE LA SUPREMA COATE 



carramente, de máquinas de agricultura, á la consignación «Id 
actor, efectuando su descarga en los embarcaderos de propie- 
dad de la Empresa demandada. 

2 o Que esta carga, compuesta de 100 máquinas ata. loras y 
100 timbradoras, fueron sacadas por el consignatario t>n l 2"l de 
Noviembre y 4 de Diciembre del mismo año, 15 de las prime- 
ras y 25 de las segundas, quedando 85 atad oras y 75 sega- 
doras. 

ít f> Que al efectuar la descarga, el actor hizo presenta a" la 
Empresa ta necesidad que existía de colucar los cajones sobrí 
tirantillos para evitar el deterioro de la mercadería, ya que se 
dejaba i'sta á la intemperie, pues de otra manera podría perju- 
dicarse aquella por la humedad ú causas análogas. 

4" Que esta observación no fué atendida, resultando bis má- 
quinas deterioradas y perdida su pintura y pulimento ¡mi ta 
oxid.icion. 

5" Qi>" para restituirlas á su e-tado primitivo y poder ven- 
derlas se hacían necesarias reparaciones onerosas que, pur un 
sencillo principio de justicia, debían ser abonados por sus cau- 
santes (escrito de demanda de foja 2). 

0" Que fundado en estos hechos el demandante pide sea con- 
denada la Empresa al pago de los perjuicios producidos y coitos 
judiciales. 

7" Que contest ida la demanda á foja 1)0, no :>e niega ni el 
depósito de las máquinas, ni el número de éstas, ni la existen- 
cia del deterioro, traduciéndose tai, que si era cierto se hizo 
observar á la Empresa debían ser colocadas las máquinas sobro 
tiMutillus, esa observación se refirió á algunos de los bultos, 
colocándose, empero, todos ellos sobro madera y cubriéndolos 
cun encerado ¡ que en las extracciones parciales de bultos, be- 
cha por el c-m&iguataho, éste había destapado algunos cajones 
dejándolos mal cerrados, de manera que si algún daño se había 
producido, tenía de él la culpa el demandante; y, por último, se 
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concluye manifestando que se acompañé un los parciales de 
fojas 85 ¡i 89, en Iom cnales se registraba haber sido las mercade- 
rías recibidas en buen estado, 

8" Abrese la causa á prueba á foja 93 y se produce la que 
cu nata en autos 

Y considerando: I" tjne por las declaraciones délos testigos 
Jorge Aiidersoii, con i<nt>'s n foja (20, quien se ratifica de la 
prestada a foja 2i, y Weslhopp, ¡ífoja 119, ratificando la de 
f>'ja25, consta en este expediente que las máquina:» al desem- 
bar ¡irse se encontraban en buen estallo. 

2" Que por la declaración del testigo ltodrig'» M. lloss, foja 
118, que viú que los rajones habían sido cubiertos por «1 agua 
en una altura de 10 ú 12 pulgadas, por la de' testigo W. Wesl- 
hopp, de fojas 25 y 119, Jorge Alldersor;, á. fojas 24 y 120, y 
p'ir la de (.'arlos Sprekrlts, de foja 130, se constata asimismo 
que el deterioro sufrido por las máquinas en tos embarcaderos 
demandados, fué á consecuencia de haber estado los bultos á la 
intemperie y la humedad. 

3 J t¿tie constatado así lo anterior, se desprende la dará res- 
ponsabilidad du la Kmpresa demandada por los perjuicios pro- 
ducidos, artículos 1008, 5M t y sus análogos del Código de Co- 
mercio, no siendo razón suiieiente para escusarla de su abono, 
Ja prescripción del artículo 191 de las Ordenanzas de Aduana 
que se invoca en el alegato de bien probado; primero, porque 
ese artículo se refiere á las mercaderías resguardadas en los al- 
macenes fiscales, esto es, bajo de lecho y con las seguridades 
requeridas, mientras que bien constatado se encuentra en estos 
autos que las de la cuestión fueron depositadas fuera de alma- 
cenes y á la intemperie; y segundo, porque tal procedimiento, 
que implica descuido, falta ú negligencia, lleva consigo ijtso jnre 
las responsabilidades inherentes á esa falta de diligencia y de 
cuidado, como se encuentra ya establecido por jurisprudencia 
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las causas análogas habidas entre consignatarios y los depósi- 
tos aduaneros de don Ignacio Comas. 

A° Que establecido lo anterior, resta apreciar el monto de 
los perjuicios sufridos y cuja acción da origen á esto litigio, 
teniendo á este respecto lo siguiente, A foja 119 Weslhopp, 
estima dichos perjuicios en la suma de 20 . < lOO pesos, manifes- 
tando podía hacer esta apreciación por ocuparse de máqui- 
nas hacia 7 años. Anderson, & foja 120, aprecia los mismos 
en 8000 pesos oro, 6 sean 25.000 pesos nacionales de curso 
legal, más ú menos, al cambio actual. Ernest, á foja 143, 
por una suma mayor de 28.000 pesos. A fojas 121 y 123, los 
perito* Hu'lembach y Simón Chavane nombrados por las 
partas después de manifestar haber encontrado las máquinas 
notablemente deterioradas a causa del sitio en que estuvieron 
colocadas, avalúan el perjuicio en 35 pesos oro, por cada 
máquina el primero, y el segundo á razón de 1 10 pesos oro las 
de lincha y Sauce Corto, y en 71 pesos 0.15 centavos oro cada 
una de las re&tanLcs. 

5 o Que no habiendo uniformidad en estas distintas nprecia- 
tinnes tócale alJuez designar esos perjuicios, según su pru- 
dente arbitrio, guiándose para ello por las presunciones que 
encuentre más ajustadas á su justo criterio (Fallos de la Su- 
prema Corte, serie 2 a , tomo 12, pág. GtG: tomo 14, psig. 50, y 
tomo 6, pág, 29). 

G° Que es una regla de derecho que en el caso de duda debe 
estarse en favor del deudor. 

7 o Que no obstante que la apreciación menor que resulta de 
la prueba producida en autos alcanza n la suma de 20.000 pe- 
sos moneda nacional, como valor délos perjuicios irrogados, 
debe, en el caso actual, tenerse en cuenta que alguno de los re- 
cibos de foja 85 y siguientes en que no se ha hecho observación 
respecto de las máquinas extraídas llevan una fecha anterior a 
la de la instauración deteste litigio (otros de esos documentos 
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tienen fecha posterior), y debe entonces suponerse lógicamente 
que ta falta de disconformidad al darse esos recibos por el 
consignatario fué á mérito de encontrarse ya salvada la acción 
de resarcimiento por medio de lu iniciación de esta causa ; co- 
mo también debo tenerse presante que las muquí ñas habían 
salido de poder del depositario no obstante las diligenciad de 
fojas 24 y 25, hechas cuando aún permanecían f u el depósito, 
constituyendo esto la existencia de circunstancias sulicientes 
para que la suma misma de 20.000 sea aún rebajada por el 
Juzgado en la forma en que lo haca en la parte diapositiva de 
esta sentencia. 

Por tanto, definitivamente juzgando : fallo haciendo lug.ir 
á la demanda y en su consecuencia condeno á la empresa de l<>s 
Muelles y Embar caderus del Rosario á abonar á don Guillermo 
Printzenskold la suma de 12.000 pesos, coum justa y equitativa 
compensación do los daños irrogado* A ta mercadería de la re- 
ferencia, debiendo dicha Empresa, á los 10 dias posteriores de 
la ejecutoria de esta sentencia, oblar la indica la suma con sus 
intereses respe- -tiros desde la iniciación de este litigio, á estilo 
del 15anco Nacional en sus descuentos. 

Notifíquese con el original y repónganse los sellos. 



G. Escalera y Zuriria. 




Buenos Aire*, Diciembre ¿fi «ie ími. 



Vistos y considerando : ¡'rimero. Que las máquinas de cuya 
avería bc trata en la preseute causa fueron introducidas por la 
Aduana del Rosario á despacho directo & plaza y depositadas 



por su consignatario don Guillermo Prutztnskolá, en los edifi- 
cios de la empresa anónima < Mercados y Embarcaderos del 
Horario ». 

Segundo,. Que dichas maquinas se colocaron á lo intemperie 
en los depósitos de la Empresa* á vista y sin oposición de parte 
del interesado, se^nn consta délos términos mismos de la de- 
manda de fnjudus, cuando en ella dice el actor se encargó á los 
encurgadosdelos muelles y embarcaderos, que si no tomaban el 
Cuidado de colocar los cu junes que contenían las máquinas so- 
bre tirautillos y los dejaban á la intemperie como lo hacían, 
sufrirían deterioros y disminución de valor. 

Tercero. Que por lo tanto, si deterioros se han causado á 
dichas máquinas, como lu sus ti une el actor, ellos no han podido 
originarse sinó por las condiciones del h cal en que Printzens- 
kuld permitía que quedasen las máquinas y por causa de las 
variaciones atmosféricas que obraron sobre ellas, durante el 
tiempo par el cual permanecieron depositadas en poder de la 

Cuarto. Que en esta virtud, ha debido imputarse A sí mismo 
el consignatario Printzenskold las averías sufridas por las má - 
quinas ile la referencia, nin tanta mayor t.^n cuanto que él 
mismo previo el peligro de deu-rioms á que quedaban expuestas 
ias máquinas por lu intemperie en que se hallaban y sin la 
base de tirintillos, sobre que insinuóse colorasen, loque debió 
indn.'irloa -a -arlas de allí y llevarlas á lugar más seguro, 
tomo estaba en la libertad y en ej deber de hacerlo, si la Em- 
presa no se comprometía á guardarlas bajo techo, ni con las 
precancion-s «ondue.-Ntes ¿i preservarlas de todo daño, compro- 
miso que no se ha alegado y menos justilicudo que lo contrajera, 
para poder en su mérito imputarse culpa por falta do cumpli- 
miento, yaque no istaba aquella obligada, por tratarse de mer- 
cadería* pedidas á despacho directo, á recibir á depósito, ni 
conservar isas maquinasen tas cundiciones mencionadas si no 
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disponía de local y de los medios adecuados al efecto, lo qu& 
tampoco se ha probado que Jo tuviese. 

(Juittto. Que la irresponsabilidad de la Kmpresa por ¡as uve- 
rías en cuestión se justifica por el lieclio de que tal responsa- 
bilidad ha sido la condición anuncia-la en la tarifa impresa de 
foja doscientos ocho, y bajo la cual se encargaba aquella de ad- 
mitir mercaderías en depósito, declarando Helia tarifa que : 
impresa no paga ni responde después de estar la merca- 
dería despachada, si ésta se hallase á la intemperie, por nin- 
guna avería, falla 6 peso qne pudieran sufrir toda clase de má- 
quinas, etc., que por su volumen y especie tuviesen que ser 
colocadas á la intemperie». 

Sexto, Que la Limitación de las obligaciones de la Empresa, 
de queso ha hecho mención, nn tan sdlo no se halla en pugna 
con precepto alguno legal, sinó que, al contrario, guarda rela- 
ción con lo dispuesto en el artículo ciento noventa y cuatro de 
las Ordenanzas de Aduana, segun el que la Aduana no es res- 
ponsable por la pérdida ú avería que sufran en los almacenes 
fiscales, las mercaderías pedidas á despacho directo, á no ser que 
las averías ó roturas sean causadas por culpa de sus empleados 
ó peones en el acto y con ocasión del despacho, desde que dicha 
* Imitación te refiere á mercaderías t/a despachadas, y no com- 
prende los daños procedentes de culpa de los empleados ó peo- 
nes de la Kmpresa en el acto y por ocasión del despacho. 

Por estoá fundamentos: se revoca la sentencia apelada de 
foja riento cuarenta y cinco, y se absuelve en consecuencia á 
la sociedad Mvrcado y Embarcaderos del Rosario, de la de- 
manda interpuesta. Repuestos los sellos, devuélvanse, podiendo 
notificarse con el original. 



BENJAMIN PAZ. -ABEL BAZAN, — 
OCTAVIO BUNGt. — JUAN E. TO- 
IlftENT. 
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C U NA 



i). Víctor Klotz contra Ih Antonio Soui ! f t ¡>or falsificación 
de marca de fábrica; sobre dilitjcnciaí de prueba. 

Sumar (0.— yo puede suspenderse el llamamiento de autos 
por diligencias de prueba no urgidas oj 



Cujo. — Ks igual al de la causa CCCXIX. 



Bueno* Aires, Octubre ¿9 de 1894. 

Autos, y señálase el día8 del entrante, á las 2 de la tarde, á 
los efectos del artículo 492 del Código de Procedimientos en lo 
criminal. Repóngase la foja. 

lalanne. 

Ante del Jues Federal 

Rueño* Aires, Noviembre 9 de 18*1. 



Estando establecido por el Código de Procedimientos en lo 
Criminal que la prueba debe pedirse y practicarse dentro del 
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término y que corresponde á la parte activar su diligenciamiento 
en estas condiciones, y no habiéndose solicitado oportunamente 
por el señor Borré las medirlas compulsorias ahora pedidas para 
exigir el cumplimiento de la prueba pericial, no obstante el 
tiempo transcurrido: no ha lugar á la revocatoria solicitada y 
concédese en relación el recurso interpuesto, debiendo elevarse 
con oticio los autos á la Suprema Corte. 



Vistos: Por los fundamentos del auto de foja ciento cincuen- 
ta y tres, se confirma, con costas, el apelado de foja ciento cin- 
cuenta. Repuestos los sello? devuélvanse. 



lalanne. 




Bueno* Aires» Diciembre 



2ti de 18ÍI1. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA* — ABEL BAUN —OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TOKHENT. 
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¡P Carmen Humero de )Iur contra l). Ignacio .Hanouelles; 
sobre desalojo de iota casa 



ío.—La locución de una rasa en la que el inquilino ha 
puesto un negocio de armería, no puede ser considerada á los 

), como locución de un estu- 




Castt. — La explica el 



FnlU 4rl Juei Fetlrr»! 



Tucuinan, Julio 1;J de 1893. 

Y vistos: Ksfos autos seguidos por denla Carmen Homero V. 
deMur, argentina, contra don Ignacio MammeUes, eitranjero, 
sobre desalojo <U> una casa y cobro de alquileres de la misma; 
y en atención á que, por lo resultante del acta de foja 7, la cues- 
tión suscitada ha quedado reducida á saber qué termino se ha 
de dar al demandado para que desocupe y entregue la casa, el 
Juzgado resumir? : Que ese término debe ser el de cuarenta 
díají, de acuerdo con lo dispuesto y mandado por el artículo I5ü!) f 
concordante con el 10l0, inciso 2", del Cdigo Civil, dado que el 
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negocio invocado por dicho demandado no puede considerarse 
establecimiento industrial ni comercial, en el seitido que estos 
términos deben entrañar, para laaplieabilidad del inciso 3° del 
referido artículo 1610; en su consecuencia, el demandado deso. 
cupari la casa on cuestión en el expresado término de cuarenta 
días. Hágase saber, entregúese a laactura ó su apoderado los al- 
quileres en deposito, dejándose constancia en autos. Repónganse 
los sellos, 

lid fin Oliva. 



Fall* de la Suprema Corle 

lluenna Aires, [íídemblf 2G de 1894. 

Vistos: Atentas las constancias <le "autos y por sus fun la- 
mentos, se con firma con costas el auto apelado de foja veinti- 
una vuelta. Devuélvanse, debiendo reponerse los seiloi, ante ei 
Inferior, 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ' ABEL BAZ*N. — OCTAVIO PHH- 
, — JUAN E. 



Criminal contra Néstor Yaca; sobre violación de una carta 
certificada, sustracción de dinero y violado)} de una nota 



Sumario.— i" No probado el delito, debe absolverse al acusa- 
¡>ado, 

2" La sentencia no apelada en la parto condenatoria, tiene 
que ser confirmudíi. 



Caso. — Eesulta del 



Fallo del Jun Federal 

Saltó, Octubre 12 de 1891. 

Vistos: En este juicio criminal, seguido á instancia del señor 
Procurador Fiscal, resulta: Que se acusa al ei-encargado de la 
estafeta de General Gficmes, don Néstor Vaca, por los delitos 
de violación de una carta certificada, dirigida á don Alberto 
Instarte, sustracción del dinero, que se dice vino incluídoen 



DE JUSTICIA NACIONAL 305 

ella, y violación de una nota dirigida á don Emilio Coulan, por. 
elJefe do éütc Distrito de Correos y telégrafos. 

Don Alborto Insiarte denunció el 12 de Abril de 1892, o foja 
% t que el encargado de aquella estafeta, ol diez del mismo mes, 
leentrcgóuna carta certificada, cuya cerradura, como tenía cin- 
co sellos á lacre, estaba pegada cu la cubierta de la mala certi 
fieadu, siendo necesario dividir el sobro en dos partes, para 
retirar su contenido, de las que presenta la que quedó en su 
poder, y contiene la dirección, y que al abrirla vió que faltaba 
ot dinero, que decían remitir en ella». 

El encargado de aquella oficina, Néstor Vaca, informa: Que 
entregó Ja correspondencia en perfecto estad.) ; que Instarte se- 
paró el recibo con la parte del sobre á que estaba adherido y ta 
firmó, así como en el libro, sin hacer observación, 

VA Jefe de la Oficina Central de Certijicaduti, remite el recibo 
de retorno, expresando que et remitente de la certificada, ase- 
gura haber incluido en ella cincuenta pesos nacionales. 

A foja O, el denunciante declara que recibió la cert ¡lirada en 
muy mal estado, con los sellos quemados y el re<-ibo pegado al 
dorso de la carta; que Vaca, al principio, negó que tenia carta 
certificada, pero al rato de buscarla se la entregó, dicióndole 
que do era preciso iiimasecl recibo ni en el libro; que no pudo 
ver el cierre, por estar adherido el recibo al sobre, cubriendo 
toda esa parte. 

El acusado, en el sumario administrativo, declaró, reprodu- 
ciendo su infirme, y agregó : Que la carta tenía un sello & lacre; 
que con el mismo destinatario hizo partir el sobre, para hacer 
quedar et recibo de retorno, por creer indispensable devolver el 
misino recibo á la oficina remitente, y que entregó la carta in- 
mediatamente de haberle sidn pedida. 

En el careo de fojas 8 y 9, sólo InsiaTté rectifica su negativa 
de haber firmado en el libro; confiesa haberlo h^cho, pero in- 
siste en no haber firmado el recibo; Vaca afirma que lo hizo, 
t. mi. áO 
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expresando que también nota mucha diferencia entre una y otra 
firma, sin saber por qué firmo así, y que n ^ a 9aue W ^ ineT0 
que se dice vino incluido en la carta. 

DonFauor Aguirrey don Manuel Amalles, Atestiguan u 
cer la ürma do Insiarte y que la del recibo de retorno no es i* 
de Insiarte, por ser diferente de la puesta en el libro de en- 
tradas, 

A fojas 11 y \% el comisionado por la administración de Co- 
rnos para instruir el sumario, iufurma: que la falsificación do 
firma en el recibo, no fui posible constatar, por no encontrarse 
la persona qin* presenció la entrega de la carta, y que los certi- 
ficados existentes en la Glicina de General Gü mes estaban en 

perfecto estado. 

Don Emilio Coulan, á foja 15, denuncia ante la Dirección do 
Correos, que el mismo encargado de aquella estafeta liubíi 
abierto tina carta certificada, dirigida de Unenos Aires al exp e- 
liente y sustraído el dinero fine contenía; ía sección corrtos in- 
fnrtna queesa carta número 19.881 se dirigía á General Gñemes 
el 18 de rVbremde 1892, en guía número 19.010. Autorizado 
el Jefe de este Detrito 18", para Investigar el hecho, hace cons- 
tar que no encontrándose el señor Couian, sólo recibe la decla- 
ración del encargado Néstor Vnci, quien afirma: que el 24 del 
mísmo mes y año citados, entregó dicha curta, probándolo así 
el registro correspondiente, en el cual constaba también que, el 
27 de Junio del mismo año, habíase reeibido y entregado otra 
certificada para el mismo señor; que éste nunca le hizo recla- 
mo alguno snbre dicha correspondencia, que se la entregó en 
perfecto estado; que no entregó la nota de fi.ja li, dirigida por 
el Jtfo del Distrito, por haber auseutádose ya el señor Coulan ; 
niega haberla abierto él ó otra persona en la Glicina á su cargo ; 
dice que la recibió en el estado que está, y que no dió cuenta 
por no haber norudo el estado del cierre . 

Por declaración del dueño del Hotel de IUia ( i foja 18, se 
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coni prueba que don Emilio Conlan se fué* de General G fiemes» el 
%% de Junio de 1892, debiendo cantidad de pesos. 

Don Manuel Gradin declara á f«ja 19. que él entrego la nota 
de foja 14 al encargado de servicios de correos, don Julio Pei- 
ret, en perfecto catado y ahora aparece violada ; lo mismo de- 
clara ti señor Peiret . 

Por estos antecedentes el Director General de Correos y Te- 
légrafos, a foja 29, resuelve separar des» puesto il Néstor Vaca 
y someterlo tí ta Justicia Nacional . 

Recibido el exilíente, prívia vista üscal, por arito de foja 
31 vuelta, se mandóla detenci-n del sindicado y farmaüzar el 
sumario respectivo. 

El Jefe del Detrito de Correos, don Tomas Unsnorth, don 
Manuel Gradin y don Julio Peiret, rectiliean sos declaraciones, 
expresando el primero qne no fué posible constatar plenamente 
el cuerpo del delito, y los segundos que nada sabían Bobre la 
violación de la certa certificada, 

A foja 39, el señor Intendente de Policía comunica la deten- 
ción de Vaca, el 10 do Noviembre de 1892, é informa no haber 
podido iveriguar la residencia de Emilio ('otilan y de Delfor 
Gomi'Z. 

En su indagatoria ñ foja -10, el sindicado ratifica sus decla- 
raciones y careo di* foja 8, agregando que él sólo recibía y ex- 
pedía la correspondencia, porque viví i solo y no tenía ningún 
otro empleado ; que Carmen Delfor Gómez, única persona que 
presenció la entrega de la carta í Iris i arte, se fue del lugar y 
no sabe donde se encuentra; que ignora quién haya podido co- 
meter los delitos referidos, pues él tenía las cartas certificadas 
en un baúl y entregó en perfecto estado la dirigida á Insiarte, 
quien la revisó mientras eldectarnnte tajeaba el registro para 
que Hrtuase el recibo, y á pedido suyo, ínsiarte cortó la mitad 
del sobre donde e^talia pegado el recibo de retorno, y después 
de una hora, más ó menos, recién solvió á decirle que faltaba el 
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dinero incluido en lacarta, sin expresar cantidad; que tu teyú y no 
le decían que le incluyeran dinero ; que por error, creyendo qim 
fuese para él, abrió la nota dirigida á CouUn por el Jefe deCorreos. 

A foja 42, Alberto Instarte: ra ti lira sos declaraciones y careo, 
pero rectifica su declaraciun de fija 6, expresando que Yuca no 
se negó á entregarle la carta, siuú que te entregó una, dicien- 
do k' no tener inás, y al salir le llamó y le entregó la certifica- 
da, á la cual se refiere su denuncia; que recuerda haber firma- 
do en el libro y agrega que tenia plena seguridad de que en dicha 
carta reñían incluidos cincuenta pesos en billetes; que dejó el 
recibo de retorno adlieridoal cierrede la cubierta, para devol- 
verla así á Buenos Aires, según dijo Vaca, manifestándole que 
no era necesaria su lirma, que abrió la carta en la Oficina y 
Vaca viú que no contenía dinero; que salió leyéndola y al Ttr 
que le remitían dinero incluido, inmediatamente regresó á reda- 
marlo, leyendo á Vaca la parte relativa. 

Exhibida dicha carta, nrdi uóse agregar testimonio de ella, 
que corre a foja 5Í, en el cual se Te que la señora Ana B, de 
Iusiarte, dice al destinatario, * le remito ese pequeño óbolo»; 
constatánduse por el actuario que la fecha originaria de la car- 
ta fué de Marzo 3 y que se intercaló el número dos, escrito por 
distinta mano. 

4 

Cerrado el sumario, el Fiscal deduce acusación, pidiéndose 
declare á Néstor Vaca, autor de la violación de la nota dirigida 
por el Administrador de Correos á don Emilio Coulan, y se le 
imponga el máximum de la pena señalada en el artículo 52 de 
la ley de 14 de Setiembre de 1803, por concurrir la presunción 
de haber violado la carta dirigida ¡i Iusiarte y sustraidu el dine- 
ro que contenía, cotí las circunstancias do la> quejas á que dió 
lugar en el desempeño do su cargo. 

El defensor del acusado contesta : Que no existe prueba de la 
violación y sustracción del dinero de la carta certificada, pues 
no hay otra, dice, que la afirmación del denunciante, contradicha 
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por el acusado y lo único probado es el hecho df> haber abierto 
Yaca la nota referí la, por equivocación, como to afirma en sn 
c mf lísion y es muy factible en casos semejantes, lo cual sería 
una culpa y no nn crimen que merezca la pena pedida por el 
s'ñor Fiscal, sí n6 cuando mU el mínimum íijadopor el artículo 
52 de la citada ley, que estaría suficientemente compurgada 
con la separación del puesto y la prolongada prisión preventiva 
que ha sufrido el acusado. 

Puesta la causa A prueba, se ratificaron las declaraciones del 
sumario y el procesado, ampliando su confesión, dice que tuvo 
vergüenza de expresar al Jefe de Corn os ser él qui;n abrió por 
error la nota que éste había dirigido á Coalan. 

A petición riscal se comprobó la firma del recibo de foja 1* 
ron otras de l isiarte, puestas en los autos, y los peritos declarnn 
á foja 83, no ser aquella escrita por 1 1 misma mano. 

Ordenada la declaración de la señora Ana ?. de Insiarte y 
librado eshortoáS. S. ej Juez National de la Capital, pidién- 
dole la recibiese, fué citada á este objeto por diligencia de foja 
1*7, sin que hubiese sido posible obtenerla, por no liuber com- 
parecido y haber cambiado de dmuicilio. 

En la audiencia verbal, el Defensor eipuso: Que abandonada 
la denuncia del señor Coulan por el interesado y el Ministerio 
Fiscal, á cansa, sin duda, de no existir prueba alguna, los deli- 
tos imputados á su defendido eran : la violación de una carta 
dirigida á Alberto Insiarte, sustracción del dinero contenido en 
la misma y violación de una nota dirigida á Coulan por el Jefe 
del Distrito de Correos; que respecto de la primera, e) mismo 
Insiurtu declara que recibió y abrió la carta y que después vi- 
no á reclamar el dinero incluido, lo que hace presumir que la 
carta no fué riolada ni el dinero sustraído por Yaca, pues si bu- 
biese notado señales de violación, Insiarte habría reclamado en 
el acto y hecho constar el estado eti que se le entregaba la cart a 
y la sustracción del dinero. 
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Que en consecuencia no había plena prueba para condenar á 
su defendido, porque ni se había comprobado la remisión de los 
cincuenta pesos que se dice vinieron incluidos, ni en la carta se 
expresa la cantidad; pero ni siquiera haber incluido el pequeño 
óbolo de que habla, ni la remitente compareció á prestar su de- 
claración al respecto» sin embargo de estar citada, loque desau- 
toriza la denuncia y en cuya virtud pide se salven los deieehns 
de Vaca contra ínsiarte; que sobre el segundo capitulo do acu- 
sación, reproduce su escrito de foja 60, y pide se decía- e com- 
putada la falta que puede imputarse á Vaca ¡con los diez y 
siete meses de prisión preventiva que tiene sufridor. 

El Fiscal dijo : Que por las piezas del proceso corroboradas 
por la confesión de fojas 02 vuelta y 65, estí probado que Vaca 
violó la nota dirigida á C'oulan por el Jefe de Correos, que los 
bichos culpables de entregar á Insiarte la certificada con el re- 
cibo adherido á su cierre, para impedir que notase la violación, 
de recoger esa parte del sobre con el recibo y de afirmar quo en 
lu curta no decían incluir dinero, cuando de la copia resulta lo 
contrario, son presunciones que, unidas á la falsificación de ta 
firma en el recibo dt- retorno, comprobada por el examen peri- 
cial de foja 83, constituyen suficiente prueba para declarar á 
Vaca autor de los expresados delitos é imponerle ta pena fijada 
en el artículo 64, inciso 1", de la ley de 1803, en su máximum, 
teniendo por circunstancias agravantes los demás hechos acusa- 
dos, (> por lo menos el málimun de la señalada en el articulo 52 
de la citada ley, 

Y considerando: 1° Que en cuanto á la violación de la carta 
dirigida a don Alberto Insiarte y sustracción del dinero que se 
dice contenía, la comisión de estos delitos no está probada. Ya- 
ca declara que recibió en perfecto estado la certificada, soste- 
nnndoque así la entregó al consignatario, quien no lo contra- 
dice, porque el mal estado en que expresa se le entrególa (arta, 
refiérese ¡i la manera cómo se encontraba pegado el recibo de 
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retorno, y no á señales que indujeran la sospecha de haber sido 
alterado el cierre, que estaba cubierto por el recibo, lo cual, sin 
embargo, no le impidió ver los sellos, que no dice presentaran 
huellas de violación, sinóque estaban quemados, y no aparecían 
visibles las letras iniciales; hecho que pudo ser originado por 
el calor natural, si el recibo den-torno fué colocado sobre la cu- 
bierta de la carta al cerrarse el paquete. Además, el simple 
informe (á foja 4) del Jefe de la Oficina de Kx pedición, afir- 
mando que el remitente de la carta aseguró haber incluido en 
ésti5Ü pesos moneda nacional, sin agregar el acta do la decla- 
ración correspondiente, no comprueba el h* cho adverado, pues 
según expresa la disposición del artículo 229 del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, para comprobar el cuerpo del de- 
lito en casos de robos ó hurtos 6 sustracciones en defecto de 
semiplena prueba, debe justificarse la existencia anterior ó la 
desaparición de la cosa, cuando menos pur declaración jurada del 
dueño, la que no fué posible obtener en el caso presente, por 
haber rehusado comparecer la remitente señora Ana P. de In- 
siarte; ahora bien, la semiplena prueba que de la comisión del 
delito pudieran sugerir los indicios que se desprendían déla de- 
nuncia de insiarte.de loinsinuado en la carta y del citado in- 
forme de la Oficina remitente, se desvanece recordando la vaci- 
lación de aquel en sus declaraciones y careo soVre la negativa 
de Vaca 4 entregarle la carta y sobre su firma en el libro del 
Registro y la seguridad del acusado al sostener lo contrario; 
pero más aun, por el hecho que el actuario comprobó ante el 
Juez, al expedir el testimonio de foja 54, de estar intercalado, 
por mano extraña, el número 2 entre la palabra Marzo y el 
número 3, atribuyendo asi á la carta de la referencia* una fe- 
cha de veinte días después de la original ; hecho que impone la 
presunción de habérsela sustituido con otra, en la cual incluyó, 
quizás, algún dinero, 
2 e Que el informe pericial de foja 83 no es una prueba con- 
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cluyente de haber falsificado Vaca la firma de Lisiarte en el 
recibo de retorno (artículo 346 del mismo Código), porque no es 
verosímil que pudieudo Taca salvar su responsabilidad, ó alejar 
las sospechas que contra ¿I debían recaer, obteniendo la firma 
del mismo Xnsiarte, que la ofreció, según lu declara éste, hu- 
biese preferido falsificarla y dejar así uti indicio vehemente del 
delito imputado. 

3 o Que la comprobación del cuerpo del delito es la base del 
proejo (artículo 207 ídem; C. Tejedor, Derecho Crimina^ se- 
gunda parte, libro 2 o , tliulo 2°, capítulo I o ; Faltos de ta Su- 
prema Corto, série 2", tomo 2°, página 184), es una regla tan 
absoluta hoy, que ni la confesión del acusado puede fundar bu 
condenaciún, si la comisión del delito no está legalmente 
comprobad;!, y sus circunstancias y accidentes no coneutr- 
dau con la confesión (artículo 310, indio 7% del mismo 
Código). 

4 o Que las presunciones indicadas son los únicos elementos 
de prueba por los cuales se acusa tí Vaca como autor de los 
delitos enunciados; pero como los indicios ó presunciones v por 
vehementes que sean, no bastan para declarar al acusado autor 
del delito que se le imputa, si ante todo, el cuerpo del delito no 
está probado, por medio de pruebas directas é inmediatas (artí- 
culo 358 de! Código citado; Faltos de la Suprema Coríe, série 
i ñ , tomo 5 n , página 116), sígnese que no existe prueba legal 
ptrfl condenar al acusado por los delitos enunciados, ni, en 
consecuencia, para agravar, por razón de ellos, la pena que pu- 
diera merecer por otro delito, máxime, cuando en el informe del 
comisionado para organizar el sumario administrativo, á foja 11 , 
consta quo Vaca mantenía en perfecto estado todos los demás 
certificados existentes en su oficina, y en los cuales pudo 
cometer la sustracción, con menos peligro de ser descu- 
bierto. 

5 a Que la violación déla nota de foja 14, está plenamente 
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comprobada por las declaraciones de don Maouel Gradin y de 
don Julio Peiret» á fojas 19 y 29, y la-: señales visibles que pre- 
senta el sobre de haber sido abierto. De m inera que la mani- 
festación de Vaca, de haberla abieTto, creyendo que fuese para 
él t constituye plena prueba del delito y de ser el sindicado su 
autor (artículo 316 del Código citado), 

6" Quo si bien, en este caso, la confesión es calificada y no 
puní - dividirse, tomando aisladamente la comisión del hecho, 
sin considerar el motivo ó circunstancia que lo modifica (artí- 
culos 317 y 318 del mismo Código de Procedimientos), el ante- 
cedente de la denuncia de Coulan, aunque no prueba plenamente 
la falsedad del error invocado por Vaca, ni, en consecuencia, la 
verdad de la circunstancia agravante de haberse cometido el 
delito con el deliberado propósito de encubrir otro mayor, por 
cuanto está contradicha con el rebibo de la carta, á la cual se 
refiere, constatado en el libro de registro, y el abandono de la 
denuncia, trae, por lo monos, la duda de la sinceridad de la dis- 
culpa del acusado, y de ser cierta la circunstancia con la cual 
pretende atenuar su responsabilidad. 

7° Que no estando probada la circunstancia agravante indi- 
cada p»r el señor Fiscal y siendo muy dudoso el motivo ate- 
nuante que invoca ei acusado, corresponde aplicar el término 
medio, entre los extremos de la pena lijada por el artículo 52 de 
la ley nacional de 14 de Noviembre de 1803, ó sean sais meses 
de trabajos forzados, que, con sujeción ú lo dispuesto en el ar- 
ticulo 49 del Código Penal, están suficientemente compurgados 
con los 22 meses de prisión preventiva que ha sufrido. 

Por estas consideraciones, definitivamente juzgando, fallo: 
absolviendo al procesado Néstor Vaca de la acusación res- 
pecto del primer delito, declarándole autor de la violación de la 
nota referida y compurgada la pena que debió imponérsele, con 
el tiempo de prisión preventiva que lleva sufrido. Molifiqúese 
original y comuniqúese á S. S. el Intendente de policía, para que 
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ponga inmediatamente en libertad al procesado Néstor Vaca, ai 



Suprema Corte: 

La yr.tve acusación deducida contra el procesado Yaca, por 
violaron de correspondencia y (sustracción dedinero de una carta 
certificada, no lia pudido cumprubarse. 

La curta, cuyo testimonio corrí.' á foja 54, no expresa suma 
alguna, el óbolo que refiere es una expresión indeterminada, la 
persona remitente no ha comparecido á declarar al résped", i 
pesar de inútiles diligencia'*, y el reclamo mismo delinten-sudose 
ba producid*» Seques de recibida la cai ta y salida de la oficina. 

Encuentro ajustadas á las constancias del proceso y d Us 
prescripciones dclddigu de Procedimiento*, las conclusiones 
de la .sentencia recurrida, i u cuanto declara falta ríe compro- 
baron del cuerpo del delito y coiiftiguieiitejurntode la crimina- 
lidad riel procesado. 

i:n i uant'i al punt^ relativa a violación de la nota agregada á 
foja I i, las declaraciones du Ja sentencia, apoyadas en los con- 
siderandos 5" y 6°, son, i mi juicio, justas, y étimo no ha sido 
apelad i en - sa pa: te p..r el reo, á quñn perjudica, nada me in- 
cumbe observar á mi respecto, No encontrando por ello, méri- 
to legal bastante para llevar «dolante el recurso instaurado por 
el Procurador Fiscal, á foja I2H. pido á V. E. la confirmación 
de la sentencia recurrida á foja 111. 



no so apelase de esta sentencia. 



David Zambrano. 



VISTA »KL SESüH l>|10i:UHADOll GfcNEUAL 




Sabmiano Kier, 
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Fulla de 1» 



Buenos Aires, Diciembre 2fi de lbJ!. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido pnT el señor 
Procurada* General, se confirma la sentencia apelada de foja 
ciento once. DeTuélTanse. 

■ 

HEMAMIIC PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAIAN, — 
E. TOKREUT. 



¡ton Miguel Diorio contra don Francisco Rumbado; sobre 

entrega de una chata 

Sumario. — i" Corresponde á la justicia nacional ta cues- 
tión sobre propiedad de un buque, 

2* Estando éste en poder de una de ¡as pa. s, no puede or- 
denarse que haga entrega de él la Sub-prefectura que, al ini- 
ciarse la cuestión sobre su propiedad, lo detuvo. 



"* ■" '¥■"■•< ■' 1 ' ' '"r— ' * "i * , - 
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Caso. — Don Miguel Diorio disputaba A don Francisco Rum- 
bado la propiedad de la chata Alicia, qu« decía haberle éste 
Tendido. 

La Sub-prefeotura del Tigre detuvo la chata, y mientras 
éata se hallaba en poder de Rumbado, entabló demanda para 
que se declarara ser de su propiedad, y pidió que se librara ofi- 
cio á la Sub-prefectura para su entrega. 



Fallo del Ju« Federal 



Buenos Aires , Agoslo 3 de 18ÍM. 

Y vistos : Resultando de autos que la chata objeto de las 
presentes actuaciones se encuentra al presente en la posesión 
de Rumbado, lo que en todo caso baria imposible bu entrega á 
Diorio por la Sub-prefecluradel Tigre, según lo solicita á foja..., 
no ha lugar á lo solicitado, pudiendo esta parte dirigir sus ac- 
ciones en la forma y contra quien considere procedente. 

Juan del Campillo, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR Ct PERAL 

Uncios Aires, Diciembre 5 de 189*1. 

Suprema Corle: 

Se trata de la propiedad de un buque, que aunque de cuatro 
toneladas de registro, aparece de un valor de seiscientos pesos, 
según el documento de venta registrado á foja \\ 
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La cuestión rvrgida, sobre propiedad, paréceine caer bajo la 
jurisdicción nacional, eo virtud de lo prescrito en ei artículo 
2», incíso9 t de la ley de Ude Setiembre do 1863/Pido ú V, E. 
se sirva así declararlo. 

Snbtniano Kier. 



i Alio de la «upremr Corle 

■ 

Buenos Aires, Diciembre 26 de 1834. 

Vistos: Con lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
General, y por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado do foja treinta y nueve. Repuestos los sellos, deiuel- 
vansp. 

BtrUAHM PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZA», —OCTAVIO BUR- 
CE. — JUAN E. TO RULOT* 
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CAUSA cmxxi 



Don Angel Caboara por si y por los tripulantes del pontón 
nacional « Ministro P.» contra don Eatevan A. BadaracCQ y 
don l orenzo Cúnale; sobre cobro de salarios. 



Sumario.— Los propietarios del buque dado por ellos o» 
arriendo, sr>n responsables del salario del capitán y tripulan - 
tes que prestaban servicio en él antes de dicha contrato, y si- 
guieron prestándolos durante y después de él . 



Cano. — Lo explica el 



l Mito del Juez Federal 



Bunios Ain-s, Abril 10 di! 1S9Í. 



Y vistos : los presentes auto* proiiiüTidos por don Angel 
Caboara, patrón del pontón nacional * Ministro P. * por sí y en 
representación de los tripulan toa Amos P tagua, José Gazza- 
no f José Ares, Agustín Pezzano y Francisco Michelini, contra 
don Erevan Badaraeeo y don Lorenza Canal--, propit f ~ : os del 
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«presado pontón, por cobro de la siimu de 4825 pesos» mo- 
neda nacional con 46 centavos, por sueldos, manutención y gas- 
tos devengados en el tiempo y forma que expresa la cuenta 
presentada á fojas \$y siguientes. 

Este juicio fué iniciado primero, orno consta á foja 13,contra 
don Marti q Castelltort, en el concepto de que Me era el dueño 
del puutnn f Ministro P. », por Jos salarte y ma.iuteneiondeven- 
gadosdesdeel i"de Enero de 1800 hasta lin de Noviemme del 
mismo año, conforme á tas planillas de fuja... y foja 13; pero 
antes de ser .«ontestada, fué modilicadu, como se ve en el escrito 
de foja 1Í», desistiendo el actor de la demanda contra Cas- 
telltort y dirigiéndola contra Badaracco y Canale, fundándusy 
en que becbos posteriores le habí ui dado la evidencia de que 
eslieran los verdaderos dueños del buque «Ministro l*. * y 
que Castelltort no había sido más que un simple intermediario 

Los derauidados contestaron Uiciendo que los Ueclios aseve- 
rados por el actor eran completamente inciertos, negándolos en 
consecuencia en absoluto; ; 'regando que, según contrato de 
arrendamiento pre^ ntado áfoja 24, el .Ministro I\, fué arrea - 
dado por ellos á los señores Julio Torres y Martin Castelltort 
sin más condición de su parte que Ja de pntregarlo con sus an- 
clas correspondientes, pronto para la navegación, sin haberse 
en manera alguna comprometido ¿ dotar el buque de la tripu- 
lación necesaria; que lo que había de verdad es que Caboaray 
loa tripulantes a quienes representa fueron contratados por 
Torres y Castelltort, como lo prueba el hecho de haberse diri- 
gido al principio la acción contra ellos y varias otras circuns- 
tancias que se mencionan en el escrito de contestación. 

La causa fué recibida á prueba y ¿1 actor ha justificado por 
medio de testigos b>s hechos á que se reliere el interrogatorio 
corriente á foja 86, así como por la confesión de Daduraccojas 
que constan en el pliego de posiciones de foja 98, abultas afir- 
mativamente. 
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Y considerando: !• Que los demandantes no han hecho de- 
rivar su noción de un contrato expreso de locación de servicios 
celebrado con los demandados, sinó de haberlos prestado en un 
buque de su propiedad, en beneficio de sus dueños, quienes han 
cobrado los fletes ganados por el buque durante el tiempo que 
estuvo bajo el gobierno y manejo délos actores, 

2* Que á este respecto, aunque negados y rechazados por los 
demandados en términos generales los hechos expuestos por el 
patrón del * Ministro P. », no lo han sido en particular esos dos 
puntos; antes bien, implícita ó explícitamente* los reconoce en 
la contratación, estando plenamente comprobados no solamente 
por la prueba testifical sinó por la propia confesión de Bada- 
jeo al absolver las posiciones de foja 98, 

3" Que tampoco se ha desconocido rsplícita y cntfgórica- 
rot nte el tiempo que han dorado los serncios de los demandan- 
tes ni objetado las cantidades fijadas por sueldos y por manu- 
tención del patrón y tripulantes, no habiéndose hecho obser- 
varon alguna i las cuentas acompañadas que formaban parte 
de ta demanda, & lo queso agrega que esos punUs pueden con- 
siderarse igualmente probad ua ¿por los testimonios é informa- 
ciones producidas. 

4° Que el Código de Comercio, en sus artículos 1375. inciso 
3% y 1377, inciso 7", ha declarado privilegiados sobre el tletey 
buque los salarios, emolumentóse" indemnizaciones del Capitán 
y demás individuo* de la tripulación ; de donde se deduce que 
éstos tienen una acción in rem que puede hacerse efectiva en 
deUrminadas circunstancias sobre el buque, aunque haya pn- 
sado á manos de terceros y con más razón estando en poder de 
los dueños que han aprovechado los servicios de los tripu- 
lante*. 

5» Que el contrato presentado por los demandados, corriente 
tí ¡foja 24, es un acto completamente extraño respecto de los 
actores, además deque no se ha comprobado en autos su auten. 
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ticidad; ''e modo que no puede servir de bas*" para determinar 
la relación jurídica de estos con cualquieia ríe las partes que 
intervienen en él, sinú como un meto antecedente para esta- 
blecer quien contrató los servicios de los tripulantes del t Mi- 
nistro L J . *. 

6" Que á este respecto debe observarse que, sefjun las cuen- 
tan presentallas por Eos demandantes, que, como se ka dicho, no 
han sido objetadas bajo ningún concepto, aquellos principiaron 
á servir en el pontón desde el 1" de Enero dr¡ 1890, mientras 
que el contrato aludido, :idmitiet:do como cierta su fecha, es de 
28 de Knero del mismo año, lo que quiere decir que cuando los 
dueños arrendaron el buque á Torres j Castelltort ya tenía su 
dotación completa a bordo, á lo que se agrega que ninguna de 
sus cláusulas pone A cargo de los lletadores el pago de los sa- 
larios. 

T Que aún suponiendo lo contrario, del mismo documento 
resulta que su duración debía ser de dos meses, no habiendo 
constancia ni prueba ninguna de que haya sido prorrogado por 
más tiempo, mientras tanto los actores han continuado ú bordo 
prestando sus servicios sin que los dueños del buque hayan 
tomado determinación alguna para hacerlos cesar, loque implica 
su tácita aceptación. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 
H3, fallo : condenando a don Kstevau Hadaraccuy don Lorenzo 
Canaleal pagode la suma demandada, cou sus intereses desde 
la fecha de la interpelación judicial, á estilo de Banco, y al de 
las costas del juicio. Notifique^ con el original y repónganse 
las tojas. 

Yiryilio M. Tedin. 



f, MU 
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F»H« de 1» luprcMi Corte 

Buenos Aires, Diciembre 26 de 1894. 

Vistos y consjrie ¡in'lü : que además del mérito de la prueba 
testimonia] producida eo los autos, resulta averiguado, aun por 
confesión de los demandados, que el buque Minislro P. lia es- 
tado bajo el maodo del demandante desde mediados del año 
mil ochocientos ochenta v nueve* pues que así lo reconocen con- 
testando á foja noventa y nueve á la tercera de las posiciones 
de foja noventa y ocho. 

Que en consecuencia y admitiendo «pie se hubiera realmente 
convenido el contrato de arrendamiento de foja veinticuatro- 
en que basan sus defensas los demandados, es indudable que 
á la fecha de la celebración de ese contrato, qur lleva la de 
veintiséis de Enero de mil ochocientos noventa, «1 eipresado 
buque estaba ya bajo el mando del demandante. 

Que tal antecedente no permite dudar que al iniciar el actor 
sus servicios en el buque, no pudo contratarlos con Castelltort 
en calidad de arrendatario, desde que éste, seguramente, no lo 
«ra á la época de e*a contratación. 

Que el arrendamiento posterior del buque ya tripulado, de- 
muestra que el servicio se venía haciendo par cuenta del pro- 
pietario, loque se prueba además por la circunstancia de estar 
satisfechos los emolumentos del Capitán y tripulantes hasta 
el primero de Enero de mil ochocientos noventa, como se des- 
prende del hecho de demandarse esos emolumentos tan súlo 
desde dicha fechi. 

Que no sólo está probado que loa servicios demandados se 
prestaban con anterioridad al veintiséis de Enero de mil ocho- 
cientos noventa, fecha del contrato privado de foja veinticuatro, 



de lusmu n a cion al 
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sinó que continuaron también basta la de la interposición de 
la demanda (diez y siete de Febrero) y aun después, <5 sea, en 
tiempos posteriores al vencimiento dei termino del citado con- 
trato, según su artículo trece. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja ciento veinte y cuatro, se confirma ésta, con 



Sumario, — i° La eicepeioude arraigo no procede contra el 
domiciliado en la República. 

2" No habiéndose pronunciado el inferior sobre la excepción 
de defecto legal en ta demanda, opuesta por e! demandado y 
contestada por el actor, debe ordenarse quelo haga sin más trá- 
mite, devolviéndole los autos. 




con el original. 



BENJAMIN PAZ. - LÜCS V. VARELA, 

— ABEL BAZA*. — OCTAVIO BUNCE. 

— JUAN E, TORRENT. 



CAUSA 4*< \\HI 



D. José Ponte contra II. Santos It. Abarza, por cobro de pesos; 
sobre excepción tte arraigo y de defecto en ta demanda 



324 



FALLOS D£ LA SLNlEHA COKTE 



Caso.— Lo explica él 



rallo del Iin> redoral 

CAlamarea, Octubre de 

Y vista: Lu excepción dilatoria de arraigo del juicio, opues- 
ta por el señor Amadeo Barros eu nombre de don Santos Ii. 
A bar /a. en la demanda que en su contra le lia promovido don 
José Ponte, por cobro de pesus, fundándose en que no tiene fa- 
milia conocida tu ta provincia ni bienes mices, y que aunque 
vive en Chumbicha no tiene más muebles que su cama y una 
silla para sentarse y que tales circunstancias lo autorizan a de- 
ducir su referida excepción, de acuerdo ni artículo 74 de la ley 
de Enjuiciamientos nacionales. 

Corrido el traslado, el demandante pide se rechace la excep- 
ción, p»r ser temeraria, porque él tiene su domicilio un la pro- 
vincia v qui> no tiene aplicación el artículo citado. 

Y considerando: Que las excepciones, pnr su propia natura- 
leza, deben ser interpretadas restrictivamente y no pueden ser 
extendidas á otras cosas que ¡í aquellas a que la ley se reliere 
expresamente. 

Que el artículo 74que se cita por la parte que se excepción*!, 
autoriza á oponer la excepción de arraigo del juicio, cuando el 
demandante fuese extranjero y no tuviese su domicilio en la 
República (Fallos de la Corte, série % tomo 9", página 403; 
tomo 19, página 559 1. 

Que de autos aparece que el demandante tiene su domicilio en 
la provincia, ó sea en Chumbicha, aunque sea pobre y en conse- 
cuencia no tiene aplicación el artículo 74 citado, según lo tiene 
resuelto la Suprema Corte (série 2\ tomo 10, página 271) 
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Quti tampoco sería procedente en el presente caso, admitieiw 
'lo hipotéticamente que Ponte no estuviera domiciliado, desde 
que ha constituido un procurador que es responsable de las coa- 
tas y gastos del juicio, que ea lo único que tiene por objeto ga- 
rantir Ja precitada excepción, según lo tiene resuelto la Corte, 
série2\ tomo 10, página 380; serie 2\ tomo 1(1, página 355. 

Por estas razones, resuelvo: No hacer lugar :i la excepción 
dilatoria de arraigo opuestü, con especial condenación en costas, 
debiendo el demandado contestar la demanda en el término de 
ley (artículo 85, Ley de Enjuiciamientos). Hágase saber y re- 

Josó U. Vátá&i 



Fallo de im NuprcH» Vvrte 

lluenos Aire», Diciembre 27 de 1894. 

Vistos: Por sus fundamentos, se conürma con costas el auto 
apilado de foja diez y siete vuelta, en cuauto rechaza la excep- 
ción de arraigo propuesta por el demandado; y respecto de la 
excepción en el modo de proponer la demanda, no habiéndose 
pronuncindo el Juez a ruto sobre ella, vuelva para que lo haga 
sin más trámite, debiendo reponerse ante él los sellos, decla- 
rándose no haber lugar al recurso de nulidad interpuesto. 

i» 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAN.- OCTAVIO BUN- 
tiE.— JUAKE.TORREITT. 



396 FALLOS DE LA suprema corte 



CAUSA <<< \ Y\ll* 



ü. Felipe Meri itenitez contra Itt sucesión de í). iiabmo tijeda, 
por cumplimiento do contrato; sobre competencia. 



ducirse ante el Juestde la sucesión del demandado, aunque Be 
haya hecho en aquel elección de un domicilio especial. 

Caso.— Lo explica el 



Bieoo* Aires, Julio 17 de 1893. 

Determinándose* en ol escrito de demanda que la acción se 
dirige runtra la sucesión de don Gabino Ojeda, representada, 
según te dice, por don Teodoro Lindorso, residente en Salta; de 
lo que su despreude que el juicio sucesorio hu sido iniciado en 
aquella provincia, y debiendo el Juez de Ja sucesión avocarse el 
conocimiento de los pleitos que contra los bienes de la misma se 
dedujesen dque contra el causante se encontrasen pendientes, 
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según lo disponen el artículo 12 de la ley sobre jurisdicción y 
competencia do los Tribunales Nacionales y el artículo 703 del 
Código de Procedimientos de la Capital. 



Suprema Corte: 

El contrato eu testimonio acompañado, declara en efecto por 
su artículo 5", que las partes contratantes han elegido para loa 
efectos del presente contrato, por domicilio legal, la ciudad de 
Buenos Aires. 

Pero ese mismo testimonio, ha sido tomado, según nota pues- 
ta al pié por el escribano Homero, del original hoy existente en 
los autos seguidos ante los Tribunales de Salta, por los herede- 
deros de don Gabino Ojeda, contra don Felipe N ¿enitez. 

Esta circunstancia, unida á las expresadas en la Jemauda, 
de haber fallecido Ojeda en Salta y existir allí su sucesión, ha- 
ce que la demanda se dirija á foja 5 vuelta, contra la sucesión 
Ojeda, representada en Salta por don Teodoro Lindorso. 

El domicilio fijado en el contrato, se ha modificado por el he- 
cho del fallecí míe uto y apertura de la sucesión en Salta. 

Es allí que debe, entonces, dirigirse la demanda, según lo dis- 
puesto en el artículo 12, inciso I o , de la ley «obre jurisdicción 
y competencia de la justicia nacional. 

Pido por ello Á V. E. , se sirva confirmar el auto recurrido de 




VISTA DFX SESOK PHOCUHADOIt GENERAL 





Sabiniano Kier. 



l-'wllo »Ir la Suprema Corte 



Itiu'nos Aire?!, Jliek-inbri! i~* óV 18»1. 

Yistus y considerando: Que como io establece el auto ape- 
lad^, d' 1 acuerdo con lo dispuesto cu ei inciso primero, urlíeulo 
doce de la l< y de jurisdicción y competencia, corresponde á los 
Jueces de Provincia el conocimiento en los juicios universales 
de sucesión. 

I >ue conforme al artículo tres mil doscientos ochenta y coa- 
tro dt'l Código Civil, es ante et Juez de la sucesión que deben en- 
tablarse las acciones personales de los acreedores del difunto 
antes de la división de la herencia (inciso cuarto). 

Que por otra parte } el contrato de foja veinte Üja reglas pa- 
ra las relaciones entre los contrayentes, que lo son respectiva- 
mente don Ernesto Tornquist y Compañía y don Felipe Xeii, 
garantido por los señores Valdez y Ojeda y no para éstos y el 
citado Keri ( irticulo mil ciento noventa y siete y mil ciento no- 
venta y nueve, Código Civil). 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
{¿enera! y fundamentos concordantes del auto apelado de foja 
ocho vuelta, se confirma éste con costas. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V, VARELA. 
— ABEL BAZA*. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORKEST. 
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€ 41SA U CXXXIl 



t><tínt Mercedes Mafia contra don Juan Simón, ñutes don 
fé&B Aréeaío tj Miguel Zetaya, ¡mr reivindicación; sobre 
competencia ¡xtr inhibitoria. 



Sumaria. — La jurisdicción, uní vez radkada ante los Tribu- 
nales locales, quería la misma, cualesquiera que sean las modi- 
licaoiones que sobrevengan en relación al domicilio ú vecindad 
(Je las partes, ó por razón 4c la cesión ú traspaso A terceros de 
los derechos do aquellos. 

rVuo. — Resulta del 



ralla del Juez. Federal 

■ 

fuíuniao.SeííiiNihrií ]• i!e^H9í. 

Y visíos : estos autos sobre competencia de jurisdicción en- 
tre este Juzgado y el de la Provincia, de los que resalta: que 
doña Mercedes Zelaya demandó ante los Tribunales Provin- 
ciales, por reivindicación de un terreno, á don Félix Arévalo; 
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que éste citó de eviccion á su vendedor don Miguel 
quien salió al juicio y asumió la defensa de los derechos de 
Arévalojque pendiente este juicio, Arcalo vendió el terreno 
que se litigaba á don Juan Simón, extranjero; que perdido ei 
pleito por don Miguel Zelaya, defensor de Arévalo, y declarada 
la propiedad del terreno por de doña Mercedes Zelaya, éstapi- 
dióquese le mandara dar pifión del mismo, notificándose al 
efecto á don Juan Simón, que ya la tenía á v antemano, en vir- 
tud de la compra liecba á Arévalo, romo queda expuesto; que 
es en estas cireimstaiidas que don Juan Sinmn, alegando su 
calidad de extranjero y la de argentina en su contendora, se 
presenta ante este Juzgado, deduciendo inhibitoria de jurisdic- 
ción contra el señor Juez de la Provincia que manda desalo- 
jarlo del terrena en cuestión. 

Y considerando: Que dados los antecedentes relacionados, 
el juicio promovido por dona Mercedes Zelaja contra don Juan 
Simón, después de la resolución dictada á su favor, declarán- 
dola dueña del terreno en cuestión, no puede mirarse sinócomo 
una consecuencia ó incidencia del juicio de rrivindicaciun 
seguida por dicha señora contra el vendedor de Simón don 
Félix Arévalo, desde que por dicho juicio no se trata sinó de 
complementar por ese medio la resolución dictada en el pleito 
seguido entre doña Mercedes y don Miguel Zelaya, en repre- 
sentación éste de don Félix Arévolo. 

Que de estos antecedentes como de la jurisprudencia sen- 
tada por la Suprema Corte en la página 210 del tomo 17 de la 2 ' 
série, declarando «que la acción para recuperar bienes man- 
dados entregar en juicio reivindicatorío, es incidente de este, 
y su conocimiento corresponde al Juez del mismo *, resulta que 
es improcedente el ejercicio de ta jurisdicci m nacional al pre- 
sente. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado por 
el Procurador Fiscal, e»te Juzgado resuelve no insistir eti su 
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jurisdicción y competencia ; en su consecuencia diríjase oficio 
al señor Juez de 1" instancia, i ün de que continúe conociendo 
en el asunto de que se trata» dejándole en completa libertad 
para seguir actuando en diclio asunto. Hágastí saber con el 
original v repónganse los si:Uu<. 

Helfi» (Hita. 



VISTA l>EL SEÑOlt l'HOCLllAÜOU CENEN AL 



llueuos A¡ri->, Julio ti <lc 1H1KJ. 



Suprema Corte: 



La acción intentada contra duu Juan Simón, sobn- desalojo, 
es la consecuencia del juicio sobre reivindicación, seguido por 
doña Mercedes Zelaya contra don Feliz Arévalo, y su vende- 
dor don Miguel Zelaya ; juicio concluido por sentencias de los 
tribunales provinciales de Tucuman. 

Tratándose en el actual, según lo expresan las resoluciones 

nes, la adquisición de la propiedad litigada, por parte del se- 
ñor Simón durante el pleito, no ha podido modificar la juris- 
dicción originaria, que fué competente para conocer y resolver 

prudencia de los fallos de V . E. 

Pido á V, E, se sirva confirmar, por sus fundamentos, el auto 
recurrido de foja i*. 



Sabiniano Kier. 



FALLOS HE LA SUPREMA CURTE 



Falle df I* Mu|iremi Corle 

liii' nos Airi'j. Nii-Kinlin' -J7 <!«■ imi, 

Vistos y considerando; Que trabado por demanda y por res- 
puesta et pleito entre doña Mercedes Zelaya y don Félix Aré- 
valo, representado pur douMiguel Zi-laya, citado de evicciun. La 
jurisdicción local quedó definitivamente radicada. 

Que la venta de la cosa ya litigiosa hecha por Arélalo á fa- 
vor de Simón, no ha podido variar las condiciones del juicio en 
Lu que respecta á la competencia judicial, pues com«i lo tien>- 
establecido la jurisprudencia de estu Suprema Corte, la juris- 
dicción una vez radicada, queda la misma, cualesquiera qu«> 
sean las modificaciones que puedan sobrevenir en relación al 
domicilio ó vecindad de demandante ó demandado, ó por razón 
de la cesión ó traspaso A terceros de los derechos de cualquiera 
de ellos. 

Por esto, y por sus fundamentos concordantes, y de acuerdo 
con lo expuesto j pedido por el señor Procurador inneral, se 
continua, con costas, el auto apelado de fojo veinticuatro vuel- 
ta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

nENJAHlN PAZ. — LUIS V. VAJiE- 
LA. — ABEL RAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORREJT. 



I>h JI M M IA. [NAf lOMAL 



VAVHA tUXXW 



Ihn Edtrin Swfffnfíf, contra ht provincia tlv Huetws Aires 
sobre indemnización por expropiación ú incompontencia 



Sumario. — 1" No puede pedirse indemnización por terrenos 
que no han sido expropiados, ni hay voluntad de expropiar. 

2" En cuestiones de expropiación para calles y obra- de em- 
bellecimiento local, que son del resorte de la municipalidad, la 
Provincia no es parte, y la Suprema Corte no es competente 
para conocer en ellas originariamente. 



t aso. — El señor Siegfried se presentó ¡inte la Suprema 
Corto ex poniendo: que demanda a Ja provinciade Unenos Aires 
por indemnización de un predio de su propiedad que le fué 
expropiado en el puebla de T.dos.i, cuyo precio no le ha sido 
pagado aún. 

Dijo : Que la ley de fundación de La Plata dispuso de un mo- 
do ei preso qne todos los terrenos incluidos en el municipio de 
la nueva capital fuesen previ amenté expropiados; 

Que el Gobierno expropió entre otros, su predio, ubicado en la 
manzana 7, letra A, del pueblo de Talos», en virtud de aquella 
ley, <iue establece la extensión del ejido de la ciudad, dispo- 
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Hiendo que Ja formación de 1» capital sea hecha 
por la Provincia, indicando ios fondos con que 
las expropiaciones y que en éstas se proceder;! con arreglo á la 
ley de la materia ; 

Que en cumplimiento de esas disposiciones, el Departamento 
de Ingenieros puso los mojones en so propiedad, una vez apro- 
bada la traza de Ja ciudad de La Plata, colorándose aquellos 
junto á su casa, ubicada en la sección 32, quedando esa propie- 
dad casi dividida por la calle 34; 

Que cuando fueexpropiad» su predio, existían en él un ase- 
rradero, una casa de negocio de tienda y mercería y un gran 
palomar, poblado con más de dos rail aves, que producía una 
renta diaria muy estimable; 

Que hecha la expropiación, le sobrevinieron graves perjui- 
cios á consecuencia de la clausura del establecimiento indus- 
trial referido; 

Que expropiados los bienes en 1882 y avaluada en parte re- 
cien en 1890, no se le ha indemnizado en forma alguna hasta ¡a 
fecha, á pesar de las gestiones practicadas, porque el Gobierno 
se ha declarado í 11 competen te para conocer en este asunto, co- 
mo resulta del expediente administrativo seguido con ese mo- 
tivo; por haber tei minado la misión del Gobierno en materia 
de t-xpro|iiaciones, y quecreada ti Municipalidad, cúr relo mi ú 
á ésta entender en aquellas, de conformidad al inciso 23, ar- 
tículo 4ti de la ley orgánica; 

Que 110 puede sostenerse tal doctrina, porqui- la expropiación 
nn fué hecha por una municipalidad que no existía, sino por el 
P. K. de la Provincia, un virtud de la ley de fundación de La 
Plata, que determina su responsabilidad exclusiva, que no puede 
eludirla ; 

Que en el pr*'sent«: caso se trata de actos civiles realizados por 
la Provincia, como persona jurídica y no de actos puramente ad- 
ministrativos, que caen bu jo el imperio de la justicia, con arre- 
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glo á las disposiciones de Ea Constitución Nacional y del C7> di- 
go Civil, 

Terminó pidiendo se condenara a* la Provincia al pago del ca- 
pital adeudado, intereses y costas, dejándosele á salvo las ac- 
ciones que por daños y perjuicios irrogados en el largo trascur- 
so de 9 años, le correspondan. 

Acreditada la competencia de la Suprema Corte, se corrió 
traslado de la demanda, 

Kracuánd.do el representante de la Pro ¡neta, pidió el re- 
chazo con costas de la demanda. 

Dijo: Que hieu podría oponer la excepción de incompetencia, 
pues de los antecedentes que sirven de fundamento á la ar- 
ción, resulta evidentemente que se trata de resoluciones de 
carácter administrativo, regidas por leyes provinciales, que no 
afectan en nada los derechos del demandante, porque la Pro- 
vincia no los La desconocido, sinó simplemente declarado su 
incompetencia por corresponder á la Municipalidad su resolu- 
ción; pero que nolo hace, pretiriendo contestar lisa y llana- 
mente la demanda; 

Que cree excusado referir los anteceden tea del asunto, pues 
ellos aparecen del eiped tente que acompaña, por el que se verá 
que las expropiaciones en Tolosa no fueron Lecha., en viitud 
de ley especial alguna ; que la traza de la ciudad de La Plata 
no comprendía el pueblo de Tolosa y que las expropiaciones 
efectuadas en este pueblo, fueron sólo con motivo de embelle- 
cimiento y para continuar la delincación de las calles de la 
nueva ciudad de La Plata; 

Que resulta también del mismo expediente que esas delinaa- 
ciones se hicieron por orden verbal del ex-Gobemador de la 
Provincia, doctor Rocha, lo que prueba que so existió ley que 
autorice la expropiación de Urrenus ri Tolosa, y que dichas 
expropiaciones se hicieron no en virtud de U ley de fundación 
de La Plata, sinó en virtud de lo establecido por el articulo 4\ 



inciso 5", 'íe la ley grnurul de expropiación de 21 de Octubre de 
1881 , que autoriza lo necesario ¡mr¡i la apertura do caminos, 
calles y plazas: 

Que esto es de atribución < x elusiva de las municipal id ¡id es, 
con arreglo al artículo 47, inciso 33, de la ley de 28 de Octubre 
de ÍSdi, y aun ruando en la época á que se refiere el actor no 
existía la Municipalidad, la responsabilidad es de ésta exclusi- 
vamente, porque el P. K. que asumió todo el poder municipal, 
obraba en su nombre y representación ; 

Que siendo así. la resolución del i\ V. declarándose incom- 
petente, está arreglada a las leyes vigentes en la Provincia, y 
que habiéndose hecho ya la avaluación de los danos y perjui- 
cios por peritos nombrados por ambas partes, ellos han de 
serle abonados por la Municipalidad, A rjuieri exclusivamente 
corresponde pagarlo». 



VISTA »£l. SESoit PltOCL-HADUK REKGltAL 

Buenos Air< s, Mayo 31 «te Iffi'i. 

Suprema forte: 

VA (iobierno de la Proriucia de Buenos Aires, nu ha desco- 
uocido los derechos del demandante, ni negádose al pago de los 
terrenos expropiados. 

El expediente acompañado, muestra que se han practicado 
diligencias legales para la determinación del valor de la tierra 
expropiada; que se constituyó el Tribunal arbitral; que éste 
lijó de común acuerdo el precio de la expropiación á foja 53 y 
que en f>ta situación se dictaron los deerctos de fi-jas 70 y 74 
vuelta en los que no se deniega el derecho controvertido, sino que 
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1 constU 



se mandan pasar los antecedentes á la 
tuida. 

Pendiente la resolución del juicio administrativa provocado 
por el mismo interesado, con sujeción á las prescripciones de la 
ley provincial sobre expropiación, surgido el incidente sobre 
incompetencia del P. E. no hay resolución denegatoria del de- 
recho reclamado, que pueda servir de inndamento I la demanda, 
y por ello, opino que el ejercicio de la jüfUdiccion originaria 
fie V. K. nn procedí en el caso, por ahora. 



Sabiniatw Ktn\ 



Bueno* Aires, Diciembre 38dtí 



Vistos y considerando : Que, como se vé en el petitum de la 
demanda de foja un;t, t'sta se intenta contra el Gobierno de la 
provincia de Buenos Aires, por la indemnización que dice el actor 
se le debe como precio de los inmuebles que se le expropiaron 
por causa de utilidad pública, en Toloaa; pidiendo, en conse- 
cuencia, que se condene al citado Gobierno al pago del capital 
adeudado, con más los costos y costas* á la ves de solicitar que 
se dejen á salvo las acciones por los daños y perjuicios que 
añrma se le han causado. 

Que con tal antecedente, la cuestión promovida versa sobre 
el precio del terreno a que esta causa se refiere, que el actor 
pretende adeudársele. 

Que consta de autos que el Gobierno de la provincia de Bue- 
nos Aires no sólo no se ha apropiado del mencionado terreno, 
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sinóqueni tiene lsi voluntad de hacerlo, ni se reputa autorizado 
para verificarlo. 

Que aunque administrativamente se hau practicado diligen- 
cias tendentes al traspaso de la propiedad del inmueble á favor 
de la Provincia, pagando por él un precio en dinero, ó reempla- 
zarlo por otros inmuebles situados en el mismo lugar, ú fin de 
facilitar el trazado de las nuevas calles, esas diligencias nohan 
dado resultado definitivo. 

Que desde que el Gobierno de ,1a provincia de Hueno9 Aires, 
expresa que no tiene el derecho ni la voluntad de someter al 
demandante á la privación de su propiedad, éste 110 puede am- 
pararse para basar su acción en los preceptos de la Constitu- 
on y del Código Civil, como lo hace; porque tanto aquella como 
éste garanten al propietario que no será privado de su propiedad 
(articulo diez y siete de la Constitución Nacional ; mil trescien- 
tos veinte y cuatro, inciso primero, y dos mil quinientos once 
del Código Civil); pero sin acordarle el derecho de obligar 
á un tercero á que se la compre, á menos de que éste hubiese 
contraído la obligación de hacerlo, ya mediante pacto ó ya me- 
díante la ejecución de actos que lo sometan á ese deber. 

Que reducida la acción de loa poderes de la provincia de 
Bul lios Aire>, en lo que se refiere á lus terrenos del deman- 
dante, á la apertura de calles y obras de embellecimiento, lia 
quedado concretada dicha acción d materias del resorte de la 
Municipalidad local, sigun su ley orgánica, y en las cuales la 
mencionada Provincia no es parte. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la demanda inter- 
puesta, en cuanto por ella pretende obligarse A Ja provincia de 
Buenos Aires á la expropiación de los terrenos no comprendidos 
en las calles, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procura- 
dor General, se declara incompetente esta Suprema Corte para 
entender originariamente en la parte de la demanda que se re- 
fiere á las mencionadas calles, dejándose á salvo las acciones del 
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demandante para dirigirlas ante quien y como corresponda. 
Repuestos tos sellos, archívese, debiendo pagtrse fas costas en 
el orden en que han sido causadas. 

benjamín paz. — ms v. va- 

HEI A. — ADEl, BAZAN. —OC- 
TAVIO BUNGE, — JUAN E. 
TOftRENT. 



fían José V. llenitcz contra el Ferro carril del Sud de la pro- 
vincia de Buenos A 'res, ftor liquidación ; sobre recurso rfí- 
recto, ^ 

Sumario. — VA procedimiento do apremio, no tiene lugar sino 
después de estar ó haber quedado firme la liquidación del crédito 
que se cobra, y por lo tanto el auto aprobatorio de ella es ape- 
lable. 



Caso. — Aparece del 

Fulla rio I* Supreui» Corle 

BueüOü Aires, Diciembre i?K de IfftL 



Vistos en el ucuerdo : Considerando : Que el procedimiento 
de apremio no tiene lugar sino* después de hecha la liquidación 
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de) crédito que se cobra, cuando él no resulte líquido del título 
en que se funde, con arreglo á lo dispuesto en el artículo tres- 
cientos once de la ley de procedimientos. 

Que, en consecuencia, aún no puede reputarse iniciado dicha 
procedimiento en el presente caso, desde que, pedida por la 
parte de Benitez la liquidación, no hay sobre ella acuerdo de 
parte, ni sentencia firme que la apruebe, puesto que la del Fe- 
rrocarril no sólo lia expresado su disconformidad, sinó que lia 
recurrido del auto aprobatorio. 

Que ese auto, que no se lia dictado en un procedimiento de 
apremio, es, por su naturaleza, apelable. 

Por esto; se declara mal denegado el recurso interpuesto, y 
se concede en relación y en ambos efectos. Líbrese oficio al 
Juez de Sección, para que remita los autos con noticia de los in- 
teresados y repóngase el papel. 

11CNJAH1K l'AZ. — LUIS V. VAHE- 
LA. — AOtl. BAZAS. — JUAN 
E. TORltEKT. 



(AINA Ctt*\XYII 

Criminal contra Ignacio fjuintf/a, ¡mr infracción tle ta ley 

de enrolamiento 

Sumario, — Puede darse por eompurgada la infracción de la 
ley de enrolamiento, con el tiempo de prisión preventiva sufri- 
da por el procesado. 
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Caso.— Lo ei plica el 
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fr'ftilí» del Jim IFcdtoral 

Uut'tios Aires, Noviembre ti de 1893. 

V mtos : Estos autos seguidos de oficio por infr acción á i a ley 
de enrolamiento, contra Ignacio Qu i roga, argentino, de 22 años, 
soltero, marinero, y domiciliado en una de las casillas de la Dár- 
sena, de los que resulta : 

Que llamado á declarar el procesado sobre el hecho que ha 
motirado este sumario, manifiesta á foja % no encontrarse en- 
rolado por haber ignorado que tenia que hacerlo . 

Que el Procurador Fiscal, en mérito de esta declaración, pi- 
dió, entablando la acusación correspondiente, se aplicara al 
procesado la pena establecida por tas leyes. 

Qnt el defensor del detenido, contestando la acusación fiscal, 
pide se le ponga en libertad, por cuanto éste ignoraba qae tenía 
que enrolane. 

Y considerando: Que según la propia declaración del proce- 
sado, se encuentra establecida la infracción á la ley de enrola- 
miento. 

Que no es atendible la escusa alegada por la defensa, de ser 
marinero el procesado, pues, esto no le impedía enrolarse, ha- 
biendo podido hacerlo en las diferentes cesiones que arribó á 
este puerto. 

Que tampoco puede ser aceptada como eficaz la escusa de ig- 
norancia de las le jes que se aduce. 

Por estos f andamentos y de conformidad con lo pedido por 
el señor Procurador Fiscal y lo dispuesto en el artículo 16 de 
la ley de 28 de Setiembre de 1872, definitivamente j tugando, 



342 



FALLOS !>E LA SUPREMA COBTE 



f tilo: condenando al procesado Ignacio Quiroga á la penada 
dosafioa do servicio militar en el cuerpo que el Poder Ejecutivo 
Nacional determine. Hágase saber en oportunidad al señor Mi- 
nistro de la Cfuerra y al Director de la Penitenciaría. 

./. I . hilarme. 



VISTA DEL SESOIl ['flOCL'ltAhOli GEKEUAI, 

ItlleliOb .\ir<.'S, Mat/ú *íi ilv IMÍH. 

Suprema Corív : 

Si el procesado hubiese estado impedido absolutamente, por 
ausencia del país ú otra causa legal» de cumplir la ley de enro- 
lamiento* podría ser eximido de pena, Pero esa excepción no 
fué alegada en primera instancia, sí nó la de ignorancia de la ley, 
áfoja 3 vuelta, que no era viable. 

¡Si, como lo afirman las exposiciones acompañadas á fojas 16 y 
17,1-1 procesado ha permanecido un la República del l'ruguuy 
desde que tenía 10 años hasta el mes de Marzo de 1893, proba- 
do el hecho, sería excluido de pena. Y como esta es una excep- 
ción nueva, que no fué expresada en primera instancia, opino 
que Y. i>. podría mandarla recibir á prueba, con sujeción á lo 
previsto en el artículo 530, inciso i°, del Códigode Procedimien- 
tos en lo Criminal. 

En caso negativo, la confirmación de la sentencia recurrida 
de foja 7, se impone ante los legales fundamentos en que se 
apoy¡i . 



Sabiniauo kier. 
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F«ll« de I» SuprniiH i «ríe 

Üuoiiüs Aires, Diciembre 2í> de IKy 1. 

Vistos: Atento el estado de La cmsa y teniendo en conside- 
ración el tiempo de prisión preventiva sufrida por el procesado, 
liase por compurgado el delito, si lo hubiere; y remítanse sin 
más tramito al Juzgado de su procedencia, para que mande po- 
ner i nmedir*. amenté en libertad al encausado. 

J(t¡\JAJllS IAZ.—I.U8 V. VAHE- 
LA. — ABEL DAZA». — OCTAVIO 
Rl.NíiF.. — 411 AM t. TOItllRM. 



ANO 1895 



< Al NA 1 



t.a Itireccion General ae Ferrocarriles contra el Ferrocarril 
de Hítenos Aires al Pacífico, por cobro ile multa por vía de 
apremio; sobre apelación. 



Sumario.— í° En el procedimiento de apremio, la decisión 
delJuet mandando llevar adelante 6 revocando e! auto de apre- 
mio, es inapelable. 

2* Las multas impuestas con arreglo á la ley numero 3873 
fie U de Noviembre de 199! , deben hacerse efectivas por 1* vía 



HOJA COMPLEMENTARIA 



Estz hoji nimpjempniarb se eucuEotn a lo: efectos de peiuuiic 
Li bóiqii&da por pjfma deilro dej yotornaa 




H E Pira LIC ^IB'Q'EKTLTlíji 
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Caso.- Resulta de las siguientes piezas: 



I alie riel Ju« Fvdervl 

JJueiiiis Aires, Novifinlire iic ¡Xüj. 

Y vistos: Considerando: Que el artículo Gtí» inciso 4", de la 
ley número 3873, de 24 de Noviembre de 1891 , establece que 
corresponde ¡i la Dir-- < ton General de hr rocarriles imponer 
á las empresas las multas autorizabas por dicha ley. 

Que el mismo artículo 59 de la citada ley determina que di~ 
< lias multas deberán hacerse efectivas |>or la vía de apremio. 

Que la excepción de falta 6 inhabilidad de título interpuesta 
por el ejecutado, no se encuentra entre las que el artículo 315 
de la ley de enjuiciamiento declara admisibles en el procedi- 
miento indicado. 

Que, porlodemú^, la excepción opuesta se funda eu la nuli- 
dad v inconstitncionalidad de la ley de ferrocarriles, lo cual no 
puede ser materia de discusión en juicios di* esta naturaleza, 
como lo ha establecido la Suprema Corte en la resolución que 
se registra en la página 347 , tomo ¡ti. série2" de sus fallos. 

Pnr esto, el Juzgado declara: que no es admisible la excep- 
ción opuesta y resuelve mandarse lleve adelante la ejecución, 
haciéndose entrega á la Dirección General de Ferrocarriles Na- 
cionales de la suma de un mil pesos depositados en el Banco 
<le la Nación Argentina, por el representante de la Empresa 
del Ferrocarril al Facílico. Sean las costas á cargo del ejecuta- 
do. Repóngase el papel. 



J. V, Lalamti: 
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ItECUHSO IIB HECHO 

* 

iliiL-rius Aires, IK-Iuliro J;l de Itm 

Suprema Corle : 

Do ti Antonio X. Kuiz.por el Ferrocarril de Buenos Airea 
ni Pacífico, con domicilio legal en la calle de la Victoria núme- 
ro 533, á Y. K. respetuosamente digo: 

Que con motivo de haberse presentado el representante de la 
Dirección General de ferrocarriles Nacionales, ante el Juez 
Federal de esta Capital, iniciando un procedimiento de apremio 
contra la llmprcsa de mí representación, por cobro de multa 
impuesta por esa misma Dirección General, deduje en la esta- 
ción oportuna del juicio, la excepción de falta de título para el 
procedimiento. 

£1 fundamento de esta excepción consistía en ta disposición 
del contrato de concesión de este Ferrocarril, de fecha 18 de 
Marzo de 1878 y del artículo 81 de la ley de 18 de Setiembre 
de 1872. 

Según el artículo 21 del contrato mencionado, celebrado de 
acuerdo con la ley que autorizó la concesión al Ferrocarril de 
Buenos Aires al Pacífico cpstá sujeto á la ley reglamentaria de 
Ferrocarriles de 18 de Setiembre de 1872 y á las modificaciones 
que pudieran dictarse sobre Ferrcear riles garantidos, con tai 
uue estas últimas no empeoren ó agraven las obligaciones de la 
Empresa*, 

Esa ley de Setiembre de 1872, que quedú incorporada al con- 
trato, dice en su artículo 81, que Ins infracciones á sus pres- 
cripciones pueden ser castigadas con multas de cincuenta á mil 
pesos ó con prisión de uno á dos meses y que estus penas deben 
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ó rff 



ser aplicadas por tos Tribunales Federales, por 
los inspectores, ó á solicit 
las Empresas, 

Son, pues, los Tribunales Federales los 
gar si el Ferrocarril de Buenos Aires al Pacífico ha 
no alguna infracción á la ley de ferrocarriles y 

que pueden imponerle las penas que menciona el artículo 





ley posterior al contrato de concesión del Ferrocarril de 
Aires al Pacífico, que ha autorizado á la Dirección Ge- 
posteriores también & aquel contrato, no rige para el Ferrocarril 
de mi representación por las ratones que acabo de exponer; y 
por consiguiente las resoluciones de la Dirección General que 
se han tratado de ejecutar en el juicio á que me be referido, no 
constituye título alguno para la ejecncion . 

Se trata, pues, de nn procedimiento «in base, como lo sería el 
que se iniciase con la sentencia de un Juei eclesiástico que fa- 
llase indebidamente sobre causas temporales. 

No obstante estas consideraciones. elJoei Federal no ha he- 
cho lugar á mis defensaa j ha mandado Iterar la ejecución ade- 
lante. Habiendo apelado de su sentencia, me ha negado también 
el recurso interpuesto. 

presa de mi representación, tengo de hecho ante V. E., por el 
recurso de apelación, nulidad ó que mas haya lugar poi derecho, 
r . E. se sirva revocar 6 dejar sin efecto el auto 



Antonio. \. Ituir..— L Layos (¡arcia. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Falta a> la fluprcaM C orte (1 ) 

Bunio* Airvs, Febrerít 7 de 1895. 

Vistos en el acuerdo: Correspondiendo en este caso la vía de 
apremio, con arreglo á lo dispuesto en el artículo sesenta y nue- 
ve, inciso cuarto, de la ley general de ferrocarriles, y no siendo 
admisible en ese procedimiento, la excepción opuesta, según se 
demuestra en la sentencia de foja veinticinco. 

Por esto y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo tres- 
cientos veinte de la ley de Procedimientos, se declara bien de- 
negado el ncursj interpuesto. Agréguensc estas actuaciones al 
expediente remitido como informe y devuélvanse al Juez de la 
causa, previa reposición de sellos. 

LUIS V. VARELA. — ABEL ÜA- 
ZAN. — OCTAVIO BIJHGE, 
— JUAN E. TOHHENT. 



[1 Igual resolución u:c&\>> en otro* dus üsuutos i\e la niiímn naiurak*- 
¿a conlra el Ferrocarril úe Buenos Airo .il Pacífico. 
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Otará iittput/ if C* contra J. Anliutza y f\ por falsificuctt»! 
i/*' marca de fabrica ; sobre compulsa de libros 

Sumario.— Auu después di- pasada el término probatorio, 
debe inundarse practicar la compulsa de libros, que es el cum- 
plimiento de la pedida y ordenada dentro de él. 



Vaso. — Rt sulla de las siguientes piezas : 



St'ñnr Juez de Scrr/oh : 

1). Wim por Utard Dupuy y O un autos ron J. Ardanza y 
C\ ¡.obre faUilicaeiun de maivn, haciendo uso de la Tista confe- 
rida» digo: 



Que se ba de servir ordenar que el Escribano y Contador Fe- 
rrari, practiqiit> la compulsa pendiente, señalándose día y hora 



L i compulsa pedida y ordenada no hu sido de los libros de 
fábrica de J. Ardanza y C\ que, segun lo manifestado por el 



PETICION 



llrn-nos Aires, Noviembre á d< 1894, 



parad efecto. 
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señor Ferrari, parece que *stos no tiene:], lo que es bien extra- 
ño, sino de los libros de su fábricn, que son todos los que debe 
tener un fabricante y comerciante; y dicha compulsa, se ha di- 
cho claramente que tiene por objeto hacer constatar: i° cuánto 
cognac ha sido fabricado por J. Ardanza yC'; 2 o cuánto lia 
sido vendido; 3" á qué casas ha sido vendido. 

Para constatar esto* hechos, es evidente que el perito tiene 
que examinar, no solo las partidas referentes á la fabricación, 
sinó las partidas referentes á la venta durante los años de 1893 
y 1894, y por lo mismo tiene que compulsar los libros de venta 
de la casa y certificar cuánto es el cognac vendido por T. Ar- 
danza j C* en esos años y á qué casas lo ha vendido, sea en da- 
majuanas, cajones ó botellas. 

Por tanto: ílV. 8, pido se sirva i'oveer, como lo solicité, 
ordenando que J. Ardanza y O exhiban al señor Ferrari los 
libros mencionados, ó los necesarios para que pueda llenar su 
cometido, señalando día y hora. 

Tamassi. fHiniel Wierz. 



fallo del Juca Federtl 



,Nmiembr«-3 dV 18HJ. 



Hágase como se solicita en el anterior escrito, notificándose 
al escribano señor Ferrari, j señálase para que tenga lugar la 
el día 10 del corriente mes, á las dos de la tarde. 



fotlmtne. 
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RECURSO 

Al señor Juez de Sección: 

Martin J. Villordo, por los señores J. Ardanza y C* } en la 
querella promovida por los señores Ütard, Dupuy y C\ sobre 
pretendida falsificación de marca de fábrica, á V. S. digo: 

Queá foja S í los actores solicitaron que, á objeto de la prue- 
ba se ordenara la compulsa de loa libros de fábrica de J. Ar- 
danza y C' para que con vista de las partidas referentes á lo 
fabricación de cognac, se certifique cuAnto cognac ha sido fa- 
bricado, etc. 

El Juzgado accedió á la medida solicitada. 

El escribano nombrado se constituyó al escritorio de mis re- 
presentados, quienes enterados del cometido de aquel , le ma- 
nifestaron que carecían de los libros de fábrica, cuya compulsa 
si' había ordenado y que no pondrían obstáculo en exhibir sus 
libros de comercio, únicos que llevan, si el Juzgado ordenare 
su compulsa. 

Puesta esta manifestación en conocimiento de los actores, so- 
licitaron se decretara la compulsa de todos sus libros, á lo que 
V. proveyó de conformidad, 

Pero resulta que esta nueva petición se hizo después de ven- 
cido el término de prueba y que atentólo dispuesto por el ar- 
tículo 477 del Código de Procedimientos, V. S, no ba debido 
deferirá ella y debe dejarla sin efeito, 

Verdad es, que los actores pretenden hacer pasar esta nueva 
petición como la misma anteriormente solicitada, diciendo que 
la compulsa pedida no ha sido de (os libros do fabricación, sinó 
de los libros de la fábrica de J. Ardanza y C\ Empero, basta 
leer el escrito de foja 8t, para convencerse que la compulsa pe- 
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dida no se refería á los libru» de comercio, *mú i los do fá- 
brica, 

Kxtratia al contrario, quo mis representantes no ti -ngan li- 
bros de fabricación, cuja compulsa ha pedido. Qué se le lia de 
hacer í Estos no lleTait sinú toa libi os que la ley y sus intereses 
le señalan. 

No ts mi ánimo rehuir los esclarecí mié ntf| ni el exároen de 
los libros de la casa demandada. Debo si velar por la igualdad 
en la situación de tas partes. 

V. Bi no hizo lugar A una medida que recabé dentro del tér- 
mino, so pretesto de que no quedaba tiempo suíicíente hábil 
para evacuarla; c n mayor razón no lia debido acceder A otro 
p*did", después de vencido el término de prueba. 

Si el contrario ha formulado mal su petición, debe sufrir las 
consecuencias de sus propios errores, tanto menos excusables, 
cuanto que en el escrito de contestación y «*1 de prueba de foja ... 
manifesté que mis representados llevan libros de comercio que 
hice compulsar. 

Esos errores no dan derecho á que se conceda á lus actores, 
una especie de restitución in integrum del término de prueba. 

Por lo expuesto: á V. S. suplicóse sirva reponer por con- 
trario imperio, el auto de foja. . . que ordena una compulsa no 
pedida en tÍem r o y en cuso denegado, concederme pl recurso 
de apelación que interpongo en subsidio. 

Sera justicia. 

MurtíttJ. Vilforrf». 



r. un. 
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Auto «Id Jutt Fe4*r*l 

HiieüOí Virtü, Noviembre 15 de IfcítL 

Autos y tí atoa: No importando ki diligencia cuya reposición 
se solicita sino el cumplimiento de la que fué solicitada y orde- 
nada dentro del término probatorio» no ha lugar á la reposición 
solicitada y concédese en relación el recurso interpuesto, de- 
biendo elevarse con oficio los autos ante i¡i Suprema Corte. 

./. \ , halannú* 



t'All» de la luprniu l'ortr 

HuelK* Aire?, Fehroro 7 <!e lWo. 

Vistos : Por los fundamentos del auto de foja ciento veinte y 
siete, se coiilirnia con «'.jstas el apelado de foja ciento doce. Re- 
puestos los s"Hos, devuélvanse, 

LtlISV. VAllELA. — ABEL BA- 
¿\> — OCTAVH1 Bl>CE. 
— JUAN E. TOltHEST. 
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t AUNA III 



i). Víadülao Avgicr contra Ú¡ Adolfo E. Carranza, por 
imposición de cosías al procurador ; sobre apelación 

Sumario. — Trae gravamen, j es apelable el auto que impo- 
do el cargo de costas personalmente al procurador. 



t'asn. — L>-. ex plica el 



Vistos en »•! acuerdo: Resultando del informe precede tito y 
de las piezas acompañadas, que el auto recurrido impono á don 
Carlos A. de la Vega, personalmente, las costas del incidente á 
que dicho auto se refiere. 

Que en tal caso, trae él gravamen irreparable y es apelable 
con arreglo al artículo doscientos seis do la ley de procedi- 
mientos. 

Por esto, se declara nial dfiicg.id ■■ el recurso, y se lo concede 
en relación. Líbrese oficio al Juez di- ta cansa para la remisión 
do los autos y notiheacion de las partos. Repongas- el papel. 




Hi » Am-s. Feín-em 7 üVIR&í, 



LLIS V. VAItELA. —ABEL BaZAN. — 



OCTAVIO BL'KGE. — KA* E. TO- 



IIHEST, 
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Ojíiím S/m>« \¡anciitt\ ¡¡or contrabando; sohre venta en remate 
de tas mercaderías detenidas 

Sumario. — VA remate uulomado por t i artículo H de la 
ley de aduana, es una medida conservatoria y no es contraria á 
niiigun precepto constitucional. 



t as**. — Resulta de la *i|iiiieiii<- 



miau* 



Serio? Juez Federal ; 

Ll letrado que suscribe, por Spiru Mancini, en los autos ini- 
ciados en su <-ontra t por supuesto contrabando, como mejor 
proceda, digo : 

Notificado del decreto de V , S . liaeieudomo saber que el ri- 
mate di l tabaco embargado, lia sido llevado á cabo, Tengo á 
pedir le niegue V. S. 311 judicial aprobación (artículo 272, ley 
de enjuiciamiento). 

No consienten mis principales que el Fisco los despoje de su 
propiedad, pues si bien tiene aquel interés en percibir sus reii- 
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tas, jamás puede ley alguna autorizarlo í violar sus derechos* 
Son sus dueños y como talos, así se hallan facultados para 
reatar el tabuco, curio para dejarlo perler, consumiéndose en 
partes de depósito* 

En oportunidad se convencerá V. 5, que él supuesto contra- 
llando no existe. 

Hien, pues, yo dabo y á nombre de mis mandantes, mo opon- 
go á la aprobación de la subasta, rogando además, que, como 
ampliación de mi anterior escrito, se declare inconstitucional 
el artículo 17 de la ley de Noviembre 23 de 1803; caso de no ac- 
recerse á mi petición, ruego se me otorgue la apelación que 
desde ya interpongo pan ante el Superior. Será justicia. 

Marciso Sosa. 



I»! lo 4rl Im«i Fcdcml 

Huerto* Airo*, Noviembre 13 de 

Autos y ristos: Considerando que el remate de las mercade- 
ría* detenidas se encuentra autorizado por el artículo 17 de la 
ley de aduana vigente é importa una simple medida de conser- 
vación que el legislador ha adoptado en salvaguardia del interés 
de las partes litigantes todas, no pudiendo convenir á ninguna 
que la mercadería se deteriore ó se pierda sin objeto, ni prove- 
cho para nadie; que en estos conceptos, esa disposición no con- 
traría ningún precepto constitucional, >nto más, si se tiene en 
cuenta que ba dejado ¡i los interesados, opción para sacar bajo 
lianza la mercadería si viere no convenirle su venta eu subasta 
pública, derecho de que no han usado, ni manifestado intención 
•le querer usar los recurrentes en el presente caso, 
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Por esto, desestimando la oposición Lecha á foja.,, aprué- 
base el remate y cuenta de gastos de que se hace mérito á fo- 
ja é . . 

J. r. Lalanne, 
Falto «> I» «uprent* C*r»r 

Unenos Aires, Febrera & de In9Y 

Vistos: Por su* fundamentos, se confirma cou costas el auto 
apelado de foja noventa y seis vuelta; y repuestos loa sellos, 
devuélvanse. 

LUIS V. Va HELA. — ABEL BA- 
JEAN . — OCTAVIO BUNGE. — 
Jl-A« E. TOBREKT. 



CALMA W 



B. Octano T. tionzalcz en el juicio ejecutivo de ti. Juan 
flertofatti contra tt. Honorio Lutfue: sobre desistimiento de 
compra en remate. 

Sumario. — La cláusula especial de comprar y vender cual- 
quier finca raíz, basta á los efectos del artículo 1881, inciso 7, 
Cdtfjgo Civil, que no exige la determinación del inmueble ma- 
teria del eonlrato. 
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Fallo del Juez federal 

Hiiciio> Aires. Julio JO tic 

Vistos: Estos autos ejecutivos seguidos por don Juan líer- 
tolotti contra don Honorio Luque, por cubro de cantidad de pe- 
sos, en el incidente promovido en ellos por don Octavio T. Gon- 
zález, desistiendo de la compra del inmueble materia del juicio, 
efectuada en el remate público que turo Jugaran focha 17 de 
Diciembre de 1892, por órden del Juzgado. 

Resulta: l n Que á virtud de la ejecución seguida por líerto- 
lotti contra Luque, por el cobro de veinte mil pesos moneda nacio- 
nal y prÉvioa los trámites prescritos por la lev* se mandó sacar 
á remate una casa que fué de propiedad del deudor y sobre la 
cual había éste constituido hipoteca especial» en garantía de la 
expresada suma recibida de aquel en préstamo. 

2 o Que efectuado el remate en la fecha indicada y adjudicado el 
inmuebln & don Octavio % González, como mejor postor, por la 
suma de 29.700 pesos moneda nacional legal, excedente de las 
dos terceras partes de su tasación, se aprobó óste por auto de 13 
de Febrero de 1893, mandándose en el mismo otorgar la corres- 
pondiente escritura, previa oblación de su imparte en el Banco 
de la Nación Argentina. 

3" Que en este estado del juicio el comprador señor González» 
pidió y obtuvo la exhibición en Secretaría, para su examen, de 
los títulos correspondientes á la casa subastada, presentando 
posteriormente su escrito de foja 155, en el que, alegando nu- 
lidad de los mismos, solicita se le tenga por desistido de la com- 
pra y por disuelto el contrato, ordenándose, á la vez, se le de- 
vuelva la suma entregada enseña en el acto del remate. 
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Y considerando: Que la única observación que se hace á 
los Títulos de la propiedad vendida y en que se funda la nulidad 
opuestu á los mismos, consiste en que la venta hecha por don 
Gabriel Tapia á don Hilarión lledrano y a que se refiere la es- 
critura de foja 73, lo fué con un poder deficiente de su dueño, el 
señor Zuranas Tapia, pues que si bien en él se contiere por el 
otorgante la facultad de comprar y vender cualquier tinca raíz, 
bienes mueble-i, etc., uose individualiza cuál fuera e) inmueble 
qu¿ debía ser vendido, requeriéndose en todo caso, poder espe- 
cial para transferir bienes raíces, según el artículo 1881 , inci- 
so 7, del Código Civil. 

2* Que la ley al exigir poder especial para la celebración de 
cualquier contrato que tenga por objeto transfer* 6 adquirir el 
dominio de bienes raices, por título oneroso ó gratuito, sólo pres- 
cribe como formalidad indispensable, que en la escritura de 
mandato se determine ó individualice la cosa sobre que versa 
tal facultad y que ella se contenga especialmente entre las acor- 
dadas al mandatario para la perfecta validez de los actos que 
celebre en nombre del mandante. 

3" Que mí más, es de tenerse en cuenta que el inmueble en 
cuestión, según lo observa el ejecutante, fué comprado á su 
dueño por don Gabriel Tapia, con poder de su hermano don Za- 
carías, concebido en idénticos términos; de suerte que si care- 
cía de facultad para vender por deficiencia del poder aludido, 
tampoco pudo comprar, siendo aquel entonces, el único que 
compró y vendió; y entóneos, éste ninguna acción tendría con- 
tra el comprador actual. 

í Que es, por consiguiente, de todo punto infundada la ob- 
jeción opuesta á los títulos de la propiedad subastada y en todo 
caso el comprador señor González, sólo tendría derecho a ta reten- 
ción del precio si hubiera el peligro, que no se insinúa siquiera, 
de ser molestado por una acción de reivindicación, en eonfor- 
raidad á lo dispuesto por el artículo 1425 del Código ya citado. 
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É? Que, analmente, 1u compra efectuada ea el neto de un re- 
mate público, constituye un emirato perfecto, que obliga al 
comprador A su líel y exacto cumplimiento, sin que pueda con- 
siderarse librada A su arbitrio la facultad de llevarlo ó no á tér- 
mino, en conformidad al principio inconcuso de derecho de 
que las convenciones hechas en h>s contratos, forman para las 
partes una regla A lacuiil deben swiieti-rse cuido ¡í la ley misma, 
(artículo 1197, Código Civil). 

Por tanto, y ea mérito de las consideraciones adu*i<las por el 
eje utante en su escrito de foja 160, se declara que don Octavio 
T. González deue oblar en el Bam-u do la Narion Argentina, en 
el término de tres días y ¡t la úrden del Juzgado el precio del 
inmueble subastado, en deducción de la suma que tiune ya en- 
tregiJ.. como seña en el acto fiel remate, hecho lo cual se pro- 
cederá al otorgamiento de la escritura correspondiente, ó, eii 
su defecto, al pago de los daños y perjuicios 
cútante y ejecutados, . on costas del presente incidente, 
saber original y repóngase *l papel. 




Juan í/W Vampiíh. 



Ful lo de la fluprcim C*M« 



Itueiio^ Aires, Febrero 11 de 1HW.'>. 

Vistos y considerando: Que enei poder general tr"-'"rito cu 
la escritura de foja setenta y tres, se contiene la facultad espe- 
cial de comprar y vender cualquier finca raíz. 

Que en virtud de esa cláusula ha estado facultado el manda- 
tario para enajenar la finca rematada, cuya escrituración rehu- 
sa el comprador, pues dicha cláusula basta á los efectos del 
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artículo mil ochocientos ochenta y uno, inciso séptimo, Código 
Civil, que no exige la determinación del inmueble materia del 
contrato. 

Por esto y los fundamentos concordantes del auto apellido de 
foja ciento setenta y tres, se confirma éste, con costas. Kep «es- 
tos lo* sellos, devuélvanse. 

LLIS V. VARELA ■ — ABEL KA- 
ZAN. — OCTAVIO BL'NGE, — 
JLAS E. TñimtíST. 



« AUMA VI 



iitard Ititfmy y C a contra Josi' />'. Abren y C\ por falsificación 
demarca de fabrica : sobre falta de persoreria en el acusa- 
dor en sus representan tes y falta de acción. 



Sumariv.—Ei iiropietario de una marca extranjera debida- 
mente registrada, puede acusar por medio de apoderado el deli- 
to de falsificación de marca, sin que obste la circunstancia de 
estar ausente. 



(fofo, — Lo explica el siguiente 
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ESCHITO DEL APODERADO íiEl ACUSAflOll 

Bueno* Airo*. Xovk-mbrv 39rit.>lri£M. 

Señar Juez Meral : 

Daniel Wierz, por los señores O tnrd Dupuy v C\ en los autos 
con los señores José B. de Abreu y C", sobre falsificación de 
marca de fábrica, contestando el traslado, digu: 

Qoe se ha de semr V. S. no hacer lugar, con cortas, á las 
excepciones dilatorias que, por medir) de artículo previo, dedu- 
cen los demandados, y ordenar c atesten derechamente el tras- 
lado de la acusación. 

I 

Las eicepciones opuestas por los demandados son: i" falta 
de personalidad en el acusador; 2' falta de personalidad en sus 
representantes; y 0" falta de acción en estos últimos. 

Asi resolta de la parte petitoria del escrito en traslado, donde 
se inroca para justificar su procedencia 3l artículo 443, incisos 
2 o y 3\ del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

U 

Es muy rara la excepción que se opone de falta de personali- 
dad en el acusador, una vez que se reconoce que los acusadores 
son los señores Otard Dupuy y C», y no se niega que tengan ca- 
pacidad legal para estar en juicio, y argumentándose por contra- 
rio con su capacidad, para sostener que deben asumir personal- 
mente la acusación, y que sos representantes no pueden promo- 
verla por ser mandatarios de persona* capaces y no represen- 
tantes de incapaces. 
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III 

La falta de personalidad en el acusador de que trata el artículo 
443, incíííoS , Código di' Procedimientos, es la qua se refiere á 
su falta de capacidad para acusar, ya sea que se fundí- i u (a 
falla de calidades personales, 6 defectos inherentes á la perso- 
na del acusador, ja sea que se funde en la calidad de la perso- 
ua por él acusada, en los casos un que la ley no permite la acu- 
sación. N*adu de esto se tfogf á los señores Otard Dupuy y C\ 
ú quienes, como he dicho, se reconoce coma personas capaces 
de deducir acciones criminales, y con quienes no existe ningún 
vinculo con los señores Abreu y C\ que les impida quere llarlos 
por la infracción que se acusa. 

IV 

Los señor* s Abreu y C° dicen que los señores Otard Dupuy y 
C - , no tienen domicilio en la República, y que la responsabili- 
dad que incumbe al querellante, de acuerdo al artículo 172 del 
Código de Procedimientos, es nula é inelicaz, porque un habi- 
tante del país no puede ser obligado a gestionar en el extran- 
jero los derechos que le acuerda la ley argentina, y porque en 
Francia, donde residen los señores Otard DupuT y C% no sería 
aceptado i fundar un reclamo criminal, procedente de actos 
ejecutados en la República. 

Ksto último es completamente incierto, y todos los días re- 
mos que las acciones criminales son perfectamente aceptadas 
por los tribunales extranjeros y particularmente en Francia, 
para juzgar actos ejecutados en la KepúMica; sirra de ejemplo 
el proceso tan notorio que actualmente se sigue en Francia con- 
tra 11. Tremblié, por la imputación de un acto criminal ejecuta- 
do aquí. 



PE JUSTICIA NACIONAL 305 

De mu puraque, sí resultase, tomo parece, que los señores 
Abreu y C° quieren insinuar que )a acusación interpuesta en 
nombre y en re premiación de los aeñon-u Utanl Dupuy y C\ 
fuere calumniosa, los señores litan! Dupuy y C - , serían pasi- 
ble* de acusación y pena en Francia, por el delito de calumnia, 
que s..- habría cometido por medio do dicha acusación. 

V 

Tampoco es cierto lo primero, porque la residencia personal 
en Francia de los señores Otard Dupuy y C'% no les exime de 
que queden sometidos á la jurisdicción de Y. S ( en todo lo rela- 
tivo al juicio promovido y á sus consecuencias, siendo inexacto 
que no puedan estarlo porque residen donde la jurisdicción do 
V. 8. no alcanza. 

Desde que el residente en el extranjero invoca la jurisdicción 
de los tribunales argentinos, por lo mismo se someto á ella en 
todo lo que se reiiere al juicio que provoca y sus consecuencias; 
y las resoluciones que esto» dictan, si no puodeii ser cumplidas 
dentro del territorio, puedeu serlo fuera de eJ, por m<dio de las 
corvespiindientes requisitorias. 

Ví 

l*eru la cuestión que al respecto suscitan tus señores Abreu 
y C\ no tiene nada que ver con la falta de personalidad de los 
acusadores, que es la única excepción que se opone con respecto 
á los señores Otard Dupuy y O, y por consiguiente, es inútil 
disentir sobre los inconvenientes que trae la residencia perso- 
nal del acusador, fuera de la República. 
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Vil 

Sin embargo, haré notar desd e ya, que en el delito especial 
de la falsificación de marcas, que es el acusado aquí, la l<-y que 
lo rige lia prevista el cuso fiel propietario de la marca residente 
"U el extranjero, puesto que ex presumen te acuerda ú las mnr- 
eus extra ojeras los derechos y garantías que concede ú las mar- 
fas nacionales, y declara que ¡tura que dichas marcas gocen de 
los citados derechos y garantías, deberán ser scgistiadas e-n 
arreglo á sus prescripciones, por los propietarias de ellas ó por 
sus wjeutes, debidamente mitortztuh^ (artículo i*!). 

Lo que implica que la ley reconoce perfecta facultad en el 
propietario de la marca extranjera, de usar de todas la< acciones 
y derechos inherentes a la propiedad do la marca, cutre las 
cuales está el de perseguir á sus falsificadores, sea por sj\ ó por 
medio de mandatarios. 

vm 

No podía ser otra cosa, una veü que la ley hu querido garan- 
tir la propiedad legitima de las marcas extranjeras, cuyos due- 
ños no ignoraban que residían fuera de la República, porque u< 
i - ]'ü-üjI" '¡poner ni hay disposición alguna que lo exprese 
que al concederles los privilegios inherentes á dicha propiedad , 
-e l-> haya impuesto la condición de vnir á establecerse en el 
país, so pena de no puder gozar de dichos privilegios* 

Habría sido una verdadera contradicción, ofrecer á los indus- 
triales residentes en el extranjero, el recuuocimienlo de su 
marca de fábrica, y negarles luego el ejercicio de los derechos 
y acciones ¡libérenle-, á dicha propiedad, autorizándola usur- 
pación, y dando caí ta de impunidad á los falsificadores, toda 
vez que aquellos siguiesen residiendo en eJ extranjero, y no pu- 
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diesen gestionar personalmente las acciones civi 
que la ley concede á los propietarios de marca. 



IX 

Las observaciones anteriores demuestran por sí solas la ¡n- 
subsistettoia y temeridad de la excepción de falta de personali- 
dad que las demandados oponen á los mandatarios de los seño- 
res Utard I)upu.v y C\ alegando que las querellas deben inter- 
ponerse personalmente ñor el damnificado, y agregando que 
están especialmente prohibidos por representantes ea virtud 
de poder de persona, capaces, como resulta de la sola enuncia- 
ción de los artículos 157 y 168 comparados con los artículos 
170 y 172 del Gfiáígq de Procedimientos en lo Criminal. 

Precisamente, el artículo 157 autoriza la denuncupor medio 
de poder especial, y los otros artículos lo menos que diren, es 
que se ha prohibido interponer querella por medio de apo- 
derado. 



X 

Ksta cuestión lia sido ya tratada y resuelta por los Tribuna- 
les Federales habiéndose publicado las decisiones relativas en 
lasérie 4\ tomo 1 \ página 403, y s érie4\ tomo 2", página 168 de 
ios fallos déla Suprema Corte de Justicia Nacional. En el ca- 
so de la série 4\ tomo i\ página 403, se trataba del apoderado 
del acusado, y la Suprema Corte decía que no existe en el Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal, ninguna disposición que 
prohiba al procesado nombrar á un apoderado que le represente 
en el juicio, y que ante el silencio de la ley á est« respecto, es 
de perfecta aplicación el principio general que autoriza el nom- 
bramiento de apoderado por todas las personas que disponen de 
la libre administraron de sus bienes, tanto más, cuanto el ar- 
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timlo 18 de ta í'oi^titnciun na«i nal establece que nadie puuile 
ser privado Je hacer la que la ley no pnOiibe. 

Este mismo princip o fui apiñado al acusador, que acusaba 
por medio de apoderado en el caso de la t-érie 4 a , tomo 2", pá- 
gina i 08, donde se trataba además de un delilo del derecho co- 
rnuii, y que llevaba pena de penitenciaría. 



XI 

Aquí, donde se trata de un delito especial, regidu per ta ley 
de marcas, que expresamente prevé*-' el caso dt- que puede come- 
terse contra la propiedad de marca del fabricante extranjero, á 
quien autoriza :í hacerse representar para obtener y gozar de 
los derechos inberentos á dicha propiedad, los principios invo- 
cados por la Suprema Corteen los casos generales de delitos 
comunes, en que las antiguas leyes de Partidas, negaban la re- 
presentación, tratándose de delitos graves, y en que las vigen- 
tes guardan .silencio, son de aplicación tan clara, que revedan 
en los demandados que Inn opuesto la excepción, la más evi- 
dente temeridad , 



XII 

Porlodemás, el poder conferido por los señores Otard Dupuy 
y O*, á los señores Portalis, y sustituido por Gatos á mí, contie- 
ne la facultad expresa de perseguir las falsificaciones de sus 
mr-rcancías por todos los medios y ante todo tribunal compe- 
tente, y no lia sido observado en esta parte, slnó tan sólo en 
cnanto dichos señores Otard Dupuy yC no han podido confe- 
rirlo para ejercer acciones criminales, lo que lia sido ya demos- 
trado ser inexacto. 
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mu 

La excepción de. falla de ¡icciuu no dicen en qué consistí-, 
ni cuales son las razones por que la acción instaurada no exista, 
a no ser lo que se ha alegado con respecto á la residencia de los 
señores Olard Dnpuy y O en Francia, y ¡í la responsabilidad 
■ pe tes incumbe rmno querellantes. 

XIV 

Perú obserro que la citada excepción, se opone ex presamente 
contra mí y no contra los señores Otard Dupuy y ('"; pues en la 
parte petitoria, donde hace mención de ella se tlice : « que ha- 
biendo por deducidas las excepciones dilatorias de falta de per- 
sonalidad en el acusador y sns representantes, y falta de ac* 
ctott cuestos últimos » se sirva resolver, etc. 

En tal caso, contesto que tal excepción no es da las compren- 
didas en el artículo 4-1:1 del i'údigu de V roe ed i mié o tos. 

En efecto, ln falta de acción autorizada por el inciso 3" del 
citado artículo, es la fa'ta de acción en id acusador, no la falta 
de acción en ^us representantes, que no podría concebirse, puer- 
to que la acción pertenece al representado y no á los repre- 
sentantes. 

El inciso 3 . dice : c falta de acción en el mismo », es decir, 
en el acusador. 

Si hubiese querido comprender á los representantes, cosa 
qiiB no habTÍa tenido razón de ser, por cuanto el representante 
no puede carecer de la acción que tenga su representado, ha- 
bría dicho: « Faltado acción en los mismos* y no falta de itee un- 
en el HUSMO. 

Por lo expuesto^ á V, S. pido, que habiendo pir contestadoel 
tra-lado. se sirva proreer como lo imlir-ocnel exordio. Es justicia 

Tarnassi. —baniel W'ierz. 

r. un. 1 
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rallo del Jue» Federal 

míenos Aiiti¿ : üioíujiibr^ ü de lbn.i. 

Vistos; l'or los fundamentos del precedente escrito, que el 
Juzgólo encuentra ajustados, se declara no haber lu^ar á las 
excepciones opuestas, con costas; debiendo en contenencia, 
con tostar e! demandada derechamente !a querella dentro del 
termino legal. 

./. V¿ I.ulanne. 



rallo de lo Supremo Corle 

Itm-no» Aire*. Febrero l¿ d« ]f?n.Y 

Vistos y considerando: Que la ley nacional de marcas, en su 
artículo cuarenta y dos, establece que los propietarios de las 
man a- extranjera, pau g^zar de las garantías que la misma 
acuerda, deberán hacerlas registrar por sí 6 por sus agentes 
debidamente autorizados, lo que se ha efectuado por la parte de 
Ofurd Dupuy, según resulta del testimonio de foja treinta. 

<¿ue en tal cnao f el demandante goza de todos los beneficios 
(¿ue dicha ley confiere á los propietarios de marca de fábrica, 
para hacerlas valer en el juicio que ella autoriza promover, a 
fin de perseguir la falsificación. 

Que tratándose on el presente caso de una querella criminal, 
ella ha pedido ser deducida por medio de apoderado, como lo ha 
declarado esta Suprema Corte en diversos fallos, entreoíros. 
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en el que su registra i-n la série cuarta, tomo segundo, página 
f'it'Dto sesenta y ocho. 

Que la circunstanciado estar ausente el querellante, no le in- 
bihe de iniciar y proseguir el juina sin la fianza de arraigo, la 
que no se halla establecida por el Código <[,. Procedimientos en 
lo Criminal, c*nno excepción de prívio y especial pronuncia- 
miento (Fallos, serie cuarta, tomo primero, página ciento se- 
senta y seis; tomo segundo, página doscientas sesenta y nueve). 

Que, por otra parte, no se ha alegado por los demandados de- 
fecto alguno en e¿ poder ron que se lia promovido la querella, 
ni inhabilidad personal eu los querellantes 6 en su apoderado, 
para liaccr procedente la excepción de falta de personalidad que 
se ha opuesto por d apelante. 

Por estos fundamentos, *e continua con cortas, el auto ape- 
lado de foja cuarenta y tr-s. Notifiquen i-on el original y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 



LL1S V. VARELA. — AlíEL BA- 
ZA*. — OCTAVIO BL'SCE.— 
JUAN E. TOftRENT. 
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C AUSA VII 



1>. Francisco (¡airan eontW IK Juan Degregory t por ¡ufará de 
pesos i¡ rendición de cuentan ; sobre defecto en la demanda y 
faltu 'le personería en e¡ actor. 

Suutarw. — I" Ku junde ser objetada cuino defectuosa La 
demanda que se halla concebida con sujeción á l«>s termino del 
artículo 57 del Código de Procedimientos, 

2' 1 La excepción de falta de personería en el actor, se reliere 
:i su faltu de rapacidad para estar en inicio, y nn ;i la falta ilr 
título en que fúndala demanda. 



(*gw t — Resulta det 

tullo dcIJtiez Fedeml 

linean* Ain:>, Julio £t *k 

V vistos: Lis excepciones de defecto legal en el modo tle 
proponer la demanda y dv falta de personalidad en el deman- 
dante, opuestas por el demandado y considerando, en cuanto á 
la primera: que la demanda con que se ha iniciado este juicio, 
se halla concebida oon sujeción estricta á los términos nel ar- 
tículo 57 del Código de Procedimientos; y en cuanto á la según- 



«Ja, que e¡sde doctrina universal y de práctica constante de la 
Suprema Corte, entender que dicha excepción se refiere a la falta 
de capacidad en el demandante para litigar ó estar en juicio, y 
á la del poder ó defecto en él, cuando se trata de un Procura- 
dor, y nunca á la falta de título en que se funda la demanda. 

Por estos fundamentos, falto: no haciendo lugar á laseicap- 
«iones deducidas y contéstese derechamente la demanda. Hága- 
se saber y repónganse los sellos. 



Vistos : Por sus fundamentos, se confirmad anto apelado de 
foja veinte y una vuelta, debiendo las costas de ambas instan- 
cias abonarse en el úrden causado, por no haber mérito para 
imponerlas al demandado. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



Juan tfei Campillo. 




Buenos Aire.-. I-Vbrero 1¿ o> lKíl. 



LUIS V, VARELA.— i BEL BA 



1AN. — OCTAVIO BUKGE. — 



JUAN E. TORBENT. 
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« ALNA VIH 



Don Alberto S. de Pauta, por el Hunco de Italia y Uío de la 
Plata, contra don Andrés t'ff arriza y doña Susana L'tjarriza 
de Castilla, por cabro ejecutivo de ¡tesos y tercería; sobre re- 
curso de un auto de la tierna. Cámara de la Capital nevan- 
do al procurador del llanca el derecha de informar \\\ vo>-e. 

Sumaria, — Kl auto ne^utirjo al procurador de la parir el 
derecho de informar in noce es interlocutor! o, y no está com- 
prendido entre los pronunciados por los tribunales superiore-i 
de Provincia, que pueüVu ser traídos ¡1 h Suprema Corte por 
recurso de apelación. 



Vaso. — Al señor Paula su le negó el derecho de informar 
in eoce. Pedida revocatoria de esta providencia . que fué ape- 
lada en subsidio pata ante la Suprema Corte, se dictó el si- 
guiente 

AUTO DELA fcXSU. CAMAKA HE LO COMEUCIAL DE LA CAPITAL 

Buenos Aires, Diciembre 24 de 1891. 

La libertad de defensa autorizada por el artícelo 8, Código 
de Procedimientos, consiste en el derecho conferido á todo titi* 
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gante para defenderse y ejercitar en juicio sus acciones pw 
sí mismo, esto es, sin necesidad de recurrir á la dirección de le- 
trado, como lu exigían l.is antigües leve-;; pero no alcanza á ha- 
cerse defender por quien no sea letrado. 

Ks la libertad de representación la que lia sido concedida en 
términos tan amplios que permiten á cualquiera vi derecho que 
antiguamente residía en los procuradores Je número, Tiene 
igualmente todo litigante, diré el artículo f 1 " elderechu de com- 
parecer personalmente ante cualesquiera jueces ó tribunal* h 
6 hacerse representar por cualquiera persona hábil mayor 
de edad, sea ó no procurador recibido; perú la defensa no es la 
represe ntaciun y no puede hacerse extensiva á aquella la am- 
plitud concedida á ésta; cualquiera puede estar por sí en juicio 
ó defenderse por sí mismo ó ejercer personalmente sus accio- 
nes, cualquiera persona hábil puede ser apoderado de otra, 
hasta ahí llega la libertad de defensa y representación; pero 
110 cualquiera puede ser defensor de otro 1 la ley nn ha estable- 
cido, reglamentando la defensa, que todti litigante puede ha- 
cerse defender por cualquiera, como lo ha hecho refiriéndose á 
la representación, sinó simplemente que puede valerse ó no de 
la dirección de letrado paradefende se. 

En cuanto al derecho de informar itt voee denegado al peti- 
cionante, el Cófiigo ha sido mís explícito, pues si el artículo 
252, pudiera prestarse á la interpretación que el mismo le atri- 
buye, el 25 i alejaría toda duda al respecto; según este artículo, 
el derecho de informar sólo se conlíere á interesados 6 sus 
defensores y los apoderados ni son los interesados ni los defen- 
sores, sinó simplemente el representante de aquellos. 

Esta inteligencia del texto de la ley no es sólo laque condice 
con su tenor, si que también la que armoniza con el alcance 
dado á la libertad de defensa en la ley nacional de 26 de 
Agosto de i 803 y en el artículo 9* del Código de Procedimientos 
en lo Criminal . 



376 FALLO» DE LA SUPREMA COHTE 

Por otra parte, la garantía constitucional de la inviolabili- 
dad de la defensa en juicio no se conculca con tal interpreta- 
ción, porque esa garantía debe ejercerse con sujeción á las le- 
yes de procedimientos y organización de tribunales, cuya san- 
ción corresponde, según la misma Constitución, i las provincias 
6 al Congreso como legislatura de L Capital de la Nación . 

Por ello, no ha lugar á lo pedido en el precedente escrito y 
hallándose comprendido el recurso que se interpone entre Jos 
casos del inciso 3% artículo 11 de la ley de 14 de Setiembre de 
1803, se concede dirho recurso y elévense los autos á la Supre- 
ma Corte de Justicia Nacional, liepónganse los stllos. 

■ 

l l erez.— Harria.— Lope; Cuba ni fias. 

Ant*. 1 mí : 

Luis S. A Haya. 



Fallo é> l« Su £ rema Corle 

bueno* Aír-ís. Febrero 14 (le 18HÓ. 

Vistos en el acuerdo : Tratándose en la apelación concedida 
de un auto interlocutor o de mero procedimiento, y no estando, 
por tanto, comprendido el presente caso en el artículo catorce 
de la ley de jurisdicción y competencia de los Tribunales Fe- 
derales, que sólo acuerda recurso de apelación para ante esta 
Suprema Corte, en los casos que ella expresa, de las sentencias 
definitivas de los tribunales superiores de Provincia, d los que 
están equiparados los de la Capital, se declara mal concedido 
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el recurso, y t repuestos lo* sellos, devuélvanse al Tribunal de su 
procedencia. 

LUS V. VAHE LA. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BUPÍCE.— 
JUAN E. TOHRBNT. 



« Al KA IX 



Ftorino tiarindelli y f» contra ta sucesión de Camilo Almaes- 
tre; sobre nulidad dé actuaciones y desistimiento de rotu- 
pra. 

Sumario. — Las actuaciones obradas ante el Secretario ad 
h Qf, nombrado por inhibición del titular, son válidas, aunque 
el nombrado no tenga titulo de abogado 6 escribano, cuando 
en el lugar del juicio no eiista persona alguna que tenga eso 
título. 



Vaso. — Lo explica el 

Falla del Juez Letrado 

Resisteucia, Julia 19 d* 189;?. 

Visto: Kite incidente promovido por los señores FiorinoBa- 
rin Jelli j C*, pidiendo sí declare nula la enajenación de una 
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linca de la bucesion de don Carmelo Mttiaestre, de que ellos fue- 
ron compradores j que, por consiguiente, se les devuelva el im- 
porte de la seña que oblaron al firmar el boleto respectivo. 

Fundan su gestión en que torio lo obrado en los .lutos suceso- 
rios carece de validez, desde el momento en que, inhibido el 
Secretario titular, fué sustituto poriiinwf,f hoc, que carece de] 
título de escribano 6 abogado. 



Evacuado el traslado por la sucesión y el Ministerio Pupihr, 
en que sostienen la validez de lo obrado, para mayor ilustra- 
ción del punto.se corrió un nuevo traslado a las partes. 

Kn los respectivos memoriales, la cuestión de derecho quedó 
completamente ilustrada v agotados todos los argumentos v *e 
en próde una ú otra tési<, podían ser invocadas. 

Kl punto ú resolver queda definido en lo siguiente : estando 
inhibirlo el Secretario titular, no babíendo en la localidad otro 
escriban» ó abogado ¿ puede el Juez, legalmente, nombrar otra 
persona, más ú menos hábil, para que baga las veces de aquel V 

Ninguna de nuestras leves patrias en este territorio vigentes, 
ha previsto el caso de una manera particularmente expresa. 

Meditados muy largamente los argumentos abonados por las 
firmas dedos letrados, justamente reputados por su ciencia y 
gran caudal de experiencia, ninguno de aquellos ha sido bastan- 
te á convencerme que, en su generalidad, el caso no esté pre- 
visto y perfectamente autorizado por el Código de Procedimien- 
tos en lo Civil, en el segundo párrafo de su artículo 402. 

Tampoco me han convencido que el artículo 982 del Código 
Civil no valide los actos del Secretanio especial, aun cuando 
éste careza u*l título que la ley requiere, pues ese artículo, 
precisamente, está para declarar tal validez. El artículo 402 
del Código de Procedimientos en lo civil, confiere al Juez la fa- 
cultad de resolver toda dificultad que ocurra para el reemplazo 
del secretario inhibido % el 982, Código Civil, declara expresa- 
mente, que aun cuando quien con derecho hizo recaer en un su- 
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jeto que no tuviera las cualidad eai-xigidas, losaos úei nombra- 
do serrín, sin embargo, revestidos de la misma validez que si 
fuera hecho por quien tuviera Jas K,es cualidades 6 condiciones. 
Pero, corno lo hace notar muy acertadamente la duplica de Us 
representantes de las ücesion , no es esto sóli. El artículo 16 del 
Código Civil, el «2 f el 217 y el6! del Código de Procedimien- 
tos, nrdenüit que el Juez resuelva los casos no previstos, so pena 
do incurrir en denegación de justicia y ser pasible de las res- 
ponsabilidades que le impone el artículo 58. 

Hay más : el artículo 814 declara en vigencia las leyes ante- 
riores sóbrelo no legislado en ese Código. Y la citada ley de 
Indias (libro 5% título 8% ley 1') prevee con toda exactitud 
este caso y ordena que el Juez provea la vacante tal como ha 
sido proveída. 

Por ello, y las numerosas y bien fundadas razones de los es- 
critos de contestación y dúplioa que sa dan en un todo por re- 
producidas, por hallarse perfectamente ajustadas á derecho. 

Resuelvo: Declarar, como declaro, válida ta venta hecha ; con 
costas al promotor del incidente, por no ver en sus escritos ra- 
zón alguna que excuse au temeraria gestión. Y atento el mérito 
notorio dolos trabajos del doctor Amadey, estimo su honorario 
en 250 pesos. Eegulo el de los representantes en 40 para cada 
uno y en 10 los del Defensor adhoc, Repónganse. 

Ai f redo Parodié. 

Ante mí ; 



Enrique Cuevas. 
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rallo de la Suprema Corte 

Buenos mm t mtm H <te tsm. 

Vistos: Por ios fundamentos de dereebo consignados en la 
sentencia apela ia do foja treinta y cinco vuelta, se conlirma és- 
ta, con costas. Repuesta Lo* sellos, devuélvante. 

LUIS V. VARELA. — ABEL BA- 
ZAfl. — OCTAVIO BUPiCE.— 
JUAN E. TORROT. 



€ AUNA X 



I), Esteban Ituiz contra i). Hetvsario Ledesma; sobre interdicta 

de recobrar 



Sumario. — Kl acto por el cual no se priva ni perturba la 
posesión del actor, puede (lar lugar á una acción de daños y per- 
juicios, pero no M interdicto de r»?cobrar la pases¡on,que no se 
le contesta. 



Casa. — Kesulta del 



I «lio del Jiick Frtlrrnl 

Sttltn. Oduüro HiiJe lWí. 

Vistos : Eu el interdicto de recobrar interpuesto por don IV- 
místoeles Garriusu, en representación de don Esteban Ruiz. 
argentino y reciño de esta provincia, contra don Bclísano Le- 
desma, también argentino y vecino de la du Tucuman, del jui- 
cio verbal, posiciones absueltns por el demandado y prueba 
testimonial, resulta que las partes establecen los siguientes 
Luchos: 

Que en Abril último, el demandado penetró en la estancia 
ilo Santa Leocadia, poseída por el demandante desde bace más 
de t -finta años, estando éste ausente y sin su consentimiento. 

Que abrió un cerco de rama, volviéndolo á cerrar y dejándo- 
lo en la misma seguridad anterior, según lo afirma en su con- 
fesión, sin ser contradicho. 

Que para medir la distancia de un punto ;i otro, trazó tina lí- 
nea, formando ta senda necesaria para dirigir la visual, en una 
extensión de más de 8000 varas, colocando en el trayecto las 
estac iS ó señales convenientes, después de lo cual el actor lia 
continuado hasta hoy en la misma posesión que tenía, sin ser 
perturbado en su goce. 

Y considerando: Que, según el artículo 328 de la ley nacio- 
nal da Procedimientos, el interdicto de recobrar debe fundarse 
necesariamente en dos extremos: la posesión del actor y la eje- 
cución ó despojo ; por esto, los artículos 2497 y 2408 del Códi- 
go Civi!, establecen : que si el acto ejecutado por el demandado 
no tuviese defecto de excluir absolutamente al poseedor de la po- 



FALLOS Ht LA SI PHLMA CORTE 



sesión, ni consistiese en obra nuera, ó en destrucción de las obras 
existentes, la acción del poseedor será juzgada comodeiodcnini- 
iacíon de daño, y no como acción de despojo; concordantes 
-i robas leyes, exigen, pues, como eleim nlo carater/stico del in- 
terdicto de retentr que el acto ejecutado por el reo produzca 
efectos permanentes, impidiendo oí libre ejercicio de su pose- 
sión al art^r. 

Que en el presente caso, el afto del demandado, ni siquiera 
tiene el caTilcter de ur.a turbarion eti la poM-sion, purs no se 
ejecutó con intención de poseer ui reviste ninguna de lus cir- 
■-inistaiicia* que constituyen :i los uct-*< posfsorios (artículo ÜJ9<> 
del Código citado); después de la mensura privada que ejecutó 
el señor Ledtsma, el demandante quedó en el pleno goce de su 
posesión, sinoin'^uel pretendiese contradecirle, ni perturbarlo; 
tal acto constituye sólo un beclio ilí"ito regido, sinó en el Códi- 
go rural, por el título 9', libro 2 o , sección 2' del Código Civil, 
que daría acción para dcinamiar el daño ó perjuicio que bubie 
Be causado, ante el Juzgado, ó ante la justicia de Paz. según la 
suma de su importe. 

Que en el caso ocurrente, ni se ha estimado el daño, ni me- 
nos se ha justificado, para resolver si era dt< la competencia del 
Juzgado, y en su raso, para ordenar su pago por el demandado, 
pues en la acción sobre daños y r erjuicios, sólo deben mandar- 
le pngur los que sean demandados y justificados (Fallos de la 
Suprema Corte, serie i\ tomo (V\ página 43fi) 

Por estas razones, definitivamente, fallo: declarando absuel- 
to de la demanda al demandado don Belisario Ledesma, con cos- 
tas al actor, Hepóngase y notifíquese original. 



iHwüf '¿ambrano* 
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Fallo de I. Nuprrmu Corte 

Bueuoá Aires, í-eíjrero M Jt; 189.í. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y nueve. Repuestos los sello*, 
devuélvanse. 

LLTSV. VAHELA. — - ABEL BA- 
ZA fí.— OCTAVIO BUMGE. — 
JUAN K, TORREN?. 



Ul'IA XI 



El Manco Maeionat en liquidación contra Francisco Ita- 
goudef, por cobro ejecutivo de pesos y honorarios det tasador; 
sobre apelación. 



Sumario. — El qpe no es interesado en que Ja regulación 
exceda de 500 pesos, no puede apelar del auto que la fija en me- 
nor suma. 
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Caso.- El tasador de la linca ejecutada pidió su regularan 
sus honorarios» que él estimaba en 800 pesos. El Juez reguló 
en 450 pesos, y el tasador so conformó. 

El ejecutado apel6 de la regulación por creerla alta, y el Juez 
le concedió la apelación. 

El tasador reclamó contra el auto concediendo ta apelación. 



Victos: Estableciéndose por el artículo 3" de la ley sobre de- 
rechos procesales vigenti*. que la resolución délos jueces será 
apelable» cuando la regulación ó estimación hecha por el inte- 
resado escediera de quinientos pesos, sin distinguir entre la 
regulación y la estimación, una vez que el honorario lo lijó en 
ochocientos pesos el interesado y no obstante haberse regulado 
» u menos de quinientos pesos, declárase improcedente el recur- 
so de reposición deducido á íoj;i debiendo estarse al decreto 

de foja. . . Hágase saber. 



Vistos en el acuerdo y considerando : Que la regulación he- 
cha por el Juez de la causa, fija en cuatrocientos cincuenta le- 
sos los honorarios del señor Bonemans. según se ve á foja cua- 
renta y dos Tuella. 



frailo del Juez r>*>ral 



Mi utlu/a. binr-mbre ¡ÍlMi* .HUI. 



Severo ti. '(el Castillo. 




Humos Airt-s. I-Vbrrro 11 Je 1X95. 
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Qtttel apelante no es el interesado en que la regulación ex- 



juilicíal. la ¡.arle que lo pretendía. 

Por esto y do acuerdo ron lo dispuesto por los artículos ter- 
rero y séptimo de la ley de la materia, se declara mal Concedido 
"I recurso de apel&.'tou deducido, y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 



i francisco Paz contra Ú. Faustino Mminm : sobre nulidad 

tie transacción 

Sumario. — Deben considerarse suspendidos los efectos de 
una transacción contra la mal se deduce acción de nulidad. 




pesos, habiéndose conformado cou el auto 



LL1SV. VAHCLA. -ABEL HA- 
ZAS. — OCTAVIO BUNGE.— 
JÜAS t. TORBENT. 



4 . 41 NA Vil 



Caso. — Las partes celebraron la siguiente 



TftAHSACCIOK 



1" La parte del señor Almirou reonocía los derechos de pro- 
piedad que al terreno del íitif h tenía el señor Paz, A mérito de 
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los títulos preseutad^s por dicho Paz j-el testamento agregado 
á foja 308, 

2" D. Francisco Paz, reconociendo asimismo los derechos 
que tenía el señor Almiron á la misma propiedad, entregaría á 
don Faustino Ai mirón la suma de cinco mil pesos moneda ua- 
r ioual, en el término de tres meses, conta tos desde esta fecha, 
quedando afectado al pago de dicha suma el mismo bien raíz, 
materia de esta cuestión. 

¡I Las costas producidas en los autos, serán pagadas por las 
partes, según ellas hayan sido caucadas por cada una de ellas. 

Paz pidió la posesión, ofreciendo consignar la suma que le co- 
rresponde abonar. 



Auto dtl Jun federal 

Hosnrío, Diciembre a o> 18»;'. 

Hágase como se solicita, librándose los órdenes dideaso, pre- 
via la consignación correspondiente. Repóngase. 

G. Escalera ij ¿nutria, 

Almiron entabló acción de nulidad contra la transacción, por 
falta de poder en su procurador, y por no haber cumplido Paz 
con sus obligaciones. 

Kl Juez mandó poner los autos al despacho; luego, habiendo 
Paz presentado documentos de pago j pedido se tuviera por he- 
cha la consignación y se le diera la posesión, dictó el siguiente 
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4 uto del 



ise por hecha hi uun»i^iiaL-Í • ri ¡ agregúense los recibos 
acompañados y cúmplase él auto Je fecha 6 de Diciembre de 
189*2, foja 349, librándose el oficio correspondiente al señor 
Juez de Paz de Villa Constitución, todo, previa citación con- 
traria, librándose oü.-io a ¿fofo Juez para la notilicacion do Al- 



ti. Escalera y /Aiviría. 
Almimn reclamo y ap.-lo m stdmdium. 



tallo «t«| Juf/ F>d«r*l 



Rosaría Mayo 9 de 1894. 

Vistos y considerando : Que la providencia observada de foja 
301 vuelta, es una consecuencia que deriva de la transacción i 
que hace referencia el acta du foja 321. 

Que dicha transacción ha sido argüida de nula por la parte 
de Almiron, fundándose en el hecho de haberla realizado quien 
no tenía ya poder para ese acto, por haber sido antes de él re- 
vocado el que se le acordara. 

Que h cuestión de nulidad, como las mismas partes lo insi- 
núan, constituye, en verdad, un juicio distinto al reivindicato- 
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rio, á que se reitere este expediente, y debe serj por tanto, M 
deducido en forma y llévate por cuerda separada. 

Que establecido lo anterior, que es endenté, es lúgico arri- 
bar á la conducion de que debe suspenderse ti efecto accesorio 
de la transacción impugnada de nula (lu posesión), desde el 
momento en que queda suspendida la eiieaciade la transacción 
misma, que es lo f/rinajmt, y de la cual emana el dicho inciden- 
te de posesión, basta tanto sea juzgada la cuestión primordial 
referente á la nulidad ó 11 nueza del arreglo celebrado. 

Pur tanto: declárase sin efecto el auto de21 de Febrero pa- 
cido, corriente á foja átil vuelta» declarándose asimismo, debe 
instaurarse y seguirse la nueva cuestión referente á la anula- 
ción de la transacción d<> foja 321, por euerda separada, pu- 
liendo las partes pedir se desglose de est->s autos las piezas que 
crean convenir á sus derech- s para el nuevo juicio do nulidad. 
Notilíqin-st 1 y rr|.úi]o;i-i .•. 



tullo 1I4* lit *ii|irrmii i ori *- 



minios Aires, l'VbiT'ro ln di- iHU-'i. 

Visto-i y considerando: Que por la presentación del escrito 
de foja trescientos cincuenta y dos, en que se deduce nulidad 
de la transacción celebra-la á foja trescientos veinte V una, de- 
be considerarse suspendidos los efectos di* la misma. 

(¡ueno pueden perjudicar á Al mirón las actuaciones produ- 
cidas con posterioridad ú la presentación de ese escrito, puesto 
que, por la providenciarte foja trescientos cincuenta y tres vuel- 
ta, el Juez llamó lo¿ autos al despacho, par.i d.ir curso al men- 
cionado escrito. 
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l\r - sí j j 1.^ fiiiidariientus.it'] uitt» recurrido uV> foja tres- 
cie:ito< noventa y ano, ¡te confirma éste con costaa en hi parte 
apelada, declarándose no foa&er lugar al recurso de nulidad in- 
terpuesto. 11* pues tos Un sellos, devuélvanse. 

MIS V. VAHELA.— ABEI- BA- 
ZAS. — OCTAVIO BUNCR. — 
JUAN E. TOBHENT. 



CACHA «III 



H* Rosa (i. de itérela cmiw l>. ¡(osario Suarez, por cobro 
ejecutivo de pews s; sobre nulidad 

¿'«/««no. — Queda subsanada cualquiera nulidad que haya 
habido <?n el procedimiento anterior á ln sentencia de remate, 
■ii ésta ba sido consentida por el ejecutado y se han obra-Jo di- 
ligencias ulteriores del juicio, con intervención y consentimiento 
de su apoderado. 



Cnso.~ Con fecha 30 de Noviembre tía 1888, la parte ejecu- 
tante pidió* que ta citación de remate se hiciera personalmente 
al ejecutado, por medio de exhorto dirigido al Juez Federal de 
la Capital, donde residía aquel. 



Librado el exhorto, el Secretario del Juzgado Federal de la 
Capital (foja 3 vuelta), ocurrió al domicilio denunciado el 23 
de Enero de 1889: no habiendo encontrado al señor Suaiez, vol- 
vió al siguiente día (24) y no habiéndolo encontrado tampoco, 
dejó la cédula á la señora esposa, quien firmó la diligencia, ma- 
nifestando A mismo tiempo, que el señor Ruarez se encontraba 
en Chile. 

Con feclifl 10 de Julio de 1893 T el señor Suarez personal- 
mente se presentó al Juzgad", pidieiid" se declare nulo lodo le 
obrado, de>de fijju 04 adelante y <jue ¿e le cite nuevamente de 
remate. 

Dijo : que después de liaber estado paralizado el juicio desde 
1888, la ejecutante pidió rjue se le citase nuevamente de rema- 
te por mi dió de exhorto; diligencia que se practicó, pero en 
contravención á la ley: 1" parque no se le fijó término de em- 
plazamiento; y 2" porque la cédula se dejó á su esposa, encon- 
trándose él ausente DO Chile ; lo que anula todo lo obrado con 
posterioridad, con arreglo al artículo 71 de la lev de Procedi- 
miento*. 

<Jur mas tarde, y con fecba 21 de Junio de se le mandó 

hacer saber la sentencia de reñíate, notificación que recibió él 
personalmente, pero sin fijación de emplazamiento alguno. 

Que después, el ejecutado, al solicitar la tasación de las pro- 
piedades embargadas, pidió se le emplazara para comparecer al 
juicio, y aun cuando no consta que esa diligencia se practicara, 
ocurrió por medio de su apoderado Sinibaldo Vidal, al que se 
letuío por parte, por decreto de 11 de Marzo de 1890, 

Que posteriormente se solicitó audiencia verbal, para el nom- 
bramiento de peritos que avaluasen las propiedades embarga- 
das, haciendo la ejecutada una relación falsa de las constancias 
de antns, dieien Jn que la sentencia de remate se hallaba consen- 
tida, loqué no es exacto, porque no estando citado de remate 
en forma legal no puede ser condenado, , 
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Que signándose ya la ejecución sin demora y ■•stando próximo 

il hacerse pago la ejecutante del crédito reclamado, ocurre iu- 

terponiendo nulidad de lo obrado y pide que ella se» declarada 

remólo lia solicitado, teniendo on cuenta las disposiciones de 

las leyes de procedimientos y la )in imprudencia de la Suprema 
Corte. 



M Juf/ Federal 



Sao Liií>, Sfti-itil>i>. ■> ih- 18!»3. 



Vistos y considerando: |* Que iniciada demanda ejecutiva 
por doña Rosa G. de Beretta contra don Rosario Suarez, sobre 
cobro de pesos y citado de remate el deudor, á los objetos del 
artículo 268 de la ley de Procedimientos, según consta « fojas 38 
y 39, fué interrumpida la secuela del juicio en virtud del con- 
venio de foja 40, fecha 6 de Mayo de 1879, cuando ya estaba 
vencido el término para oponerse á la ejecución, pues que el 
deudor había sido notificado en persona el 23 de Abril del mis- 
mo año, 

2 o Que á solicitud de la parte ejecutante fué declarada sin 
efecto alguno dicha convención y se mandó hacer de nuevo la 
citación de remate, diligencia exhortada al señor Juez Federal 
d t - la Capital de la República (foja 05), la que fué debidamente 
evacuada con la señora esposa del ejecutado, por ausencia de 
éste en Chile, según manifestación do ella. Esta segunda cita- 
ción fué hecha también en la forma de estilo y para surtir sus 
efectos legales. 

3" Que pronunciada la sentencia de remate, á foja 7! vuelta, 
fué notificada personalmente ¡i don Rosario Snarez en su domi- 
cilio ¿foja7tí vuelta)y no habiendo sido recurrida en el término 
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dn ley, por solicitud del acreedor y á fin de proceder al justi- 
precio de las propiedades embargadas, se dispuso que el ejecu- 
tado compareciera al juicio, bajo apercibimiento de nombrársele 
defensor en su rebeldía . 

4* Que en su consecuencia, áfoja 8t, ocurre al juicio ti Pro- 
curador don Sínibaldo Vidal, como apoderado de don Rosario 
Suartz, y tomándolo en el estado actual de su tramitación, se 
limita á solicitar vista de los autos, que se le manda conceder 
sí se hallan en estado. 

5" Que con la intervención del señor Vidal, mandatario del 
señor Suan-z, y cottiirmando aquel todo lo anteriormente obra- 
do, se prosiguen las actuaciones referentes a ta tasación de las 
propiedades ejecutadas y la venta rio una de ellas en público re- 
mate, que seordeuo por el auto de foja 104 fuelta, hasta que 
en mérito de la tercería de dominio deducida i nombre de la 
señora esposa del vjecutado, sobre la linca mandada subastar, 
se suspendió el procedimiento de apremio como lo prescribe 
la ley. 

6 q Que en tal situación so introduce la solicitud del señor 
Suarcz, alegando la nulidad de todo lo aotuado desde foja ÍU 
adelante y par;i ello se funda principíente en la falta de ci- 
tación de remate y del tmplazamiento, que dice haberse omitido 
en este caso. Esto nn es exacto, como lo revelan los autos y aca- 
ba de sentarse precedentemente y de los cuales resulta asimis- 
mo, que siendo por la ley apelable la sentencia de remate, el 
ejecutado, nctiíicado de ella en personarla consintió. 

Pur tsUs razones y de conformidad con lo solicitado por el 
ejecutante, no lia lugar, con costas, á la acción de nulidad dedu- 
cida por el ejecutado y siga ta causa segun su estado. Hágase 
saber y repónganse Ins sellos que faltaren. 



V.E. Mi (juez. 
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Fallo d> (««iiprcms Corle 

Bin*m».- Aires, Febrero llide 1895. 

Vistos: Kcsnltamlu de tas constancias de autos qur el eje- 
cutado lia sido notificado persoiialm'nte de la sentencia de re- 
mate, sin deducir recurso alguno, y que por medio de apoderado 
ha intervenido posteriormente en ulteriores diligencias del jui- 
cio, lasque ha consentido también, con cuyo motivo lia queda- 
do subsanada cualquiera nulidad que haya habido en el pro- 
cedimiento anterior. 

Por esto y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja quince vuelta, se confirma éste, con costas. Repuestos los 
sellos* devuélvanse. 

■ 

LUIS V. VARELA, — ABEL BA- 
ZAS. — OCTAVIO BUKGE.— 
IBAN E. TOIIBEST. 



«¡A USA XIV 



El Dr. IK Bernardo de Irigoyen contra IK 
desalojo ; sobre apelación 



Sumario. — Kn los juicios de desalojo ante la Justicia Fede- 
ral, la sentencia que lo ordena es apelable en ambos efectos. 
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Caso. — Resulta del 

■-•lio de la Suprema Corte 

- 

Buenos Aires. Febrero lít ifo 1895. 

Vistos en el acuerdo: Considerando: Que, según consta del 
petítum del escrito de foja sesenta y cinco, la parte de Scala de- 
dujo los recursos de apelación y nulidad para ante esta Suprema 
Corte, pidiendo que ellos 1c fueran concedidos libremente y en 
ambos efectos. 

tjue el Juez a r/i<u, por auto de foj:¡ .sesenta y nuevo vuelta, 
sólo otorgó esos recursos en efecto devolutivo, expresando que, 
por la naturaleza del asunto, no procedía la apelación en fe* 
efecto suspensivo, 

t¿ue no siendo aplicable en los Tribunales Federales, las leyes 
que rigen el procedimiento en la Capital de la República y no 
estableciéndose nada en las leyes de procedimientos para la jus- 
ticia federal, que autorice la ejecución de las sentencias recu- 
rridas en el juicio de desalojo. 

Por esto, se declara mal denegado el recurso en cuanto al 
efecto suspensivo y se concede en relación (artículo doscientos 
veinte y cinco, ley de Procedimientos) y en ambos efectos, de- 
biendo, en i'onsecuencia, suspenderse el lanzamiento ordenado 
á foja sesenta y dos, á cuyo íiu ae librará el correspondiente 
oficio; y estando ya los autos apelados en esta Corte, pasen al 
líelator, á los efectos de ley. Hepóngase el papel. 

LUSV. VARELA.— ABEL BA- 
Z4N. - OCTAVIO PUNfiE. 
— JIJAS E. TOHRENT. 
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4 AUNA XV 



Ü. Teléifüro l'clast/uez contra i). Federico Pessale y José 
Cuore ; sobre rescisión (le nn contrato de locación y daños y 
perjuicios. 




io.— La falta de pago de dos períodos consecutivos, 
ís de requerido el locatario al efecto, da direcbo al loca- 
dor para pedir la rescisión de! contrato de locación, y la indem- 
nización de danos y perjuicios, sin que pueda impedirlo la con- 
signación de los alquileres hecha con posterioridad á la de- 



Caso* — Resulta del 



rallo del Juei Vm*ml 



Tucumau, Oclubreb de 1894. 

■ 

Y tistos : Estos autos seguidos por don Telésforo Velasquez, 
argentino, contra don Federico Pessale y don José Cnore, ex- 
tranjeros, sobre rescisión de un contrato de arriendo, de las 
que reinita: 



KA L LOS DE LA SUI Itt.HA CUllTE 




del corriente año, 



ez y expone: Que 
>or tres anos 





A foja l" se 
echa 1° 

i loa señores Pesaale y Ctmre el 
nientodesu casa calle Mendoza número 187, por el preciode 
130 peso-* moneda nacional mensuales. 

Que sus locatarios no le han pagado lo* alquileres de los me- 
ses últimos de Junio y Julio, á pesar de haberles cobrado. 

Que usando del derecho que le atribuye el artículo 1579 del 
Código Civil, entabla formal demanda contra sus locatarios y 

condenándolos á los danos y perjuicios consiguientes y Alas 
costas del juicio. 

Corrido truslado, el apoderado don Augusto E. Mosmi, en 
representación di- los demandados, 

dos hayan rehusado .1 pago de los alquileres áque la demanda 
se relien.-; 

Que los hechos han ocurrido del modo siguiente; En una vi- 
sita que hizo Velasquez A la casa de negocio desús poderdantes 
i-on el objeto de probar uu vino, manifestó á estos la convenien- 
cia de poner cielo-ra&o á la espresada casa; 

Que sus poderdantes contestaron que lo pondrían siempre 
que su costo se dedujera de tos alquileres; 

Que Yelasquez asintió en ello y autorizó ú sus mandante* 

mandantes el importe de este mes, menos el valor de lo gasta- 
do en el cielo-raso; 

Que Velasquez se negó \ recibir el alquiler < ou la deducción 
que se le hacía, alegan lo nn haber autorizado el gasto de la co- 
locación del cielo-raso por cuenta de los alquileres; 

Que algunos dus después ocurrió al Juzgado de Pnz, 
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Que estos, a^í que tuvieron conocimiento deque se les 
pi>r Yelasquez juicio en rebeldía, mandaron por conducto del 
exponento, que cousíynú auto el Juez de Vaz á disposición de 
Velasquez, los Alquileres correspondientes al mes vencido y al 
de Julio, reservándose á su vez demandar á Yelasquez por los 
gasr «a hechos en el cielo-ra.o; 

que si Yelazqu?z no ba recibido, pues, los alquileres que es- 
tán a su disposición, es porque no ha querido, y no porque sus 

Que según lo relacionado el fundamento de la demanda no 
existe, y que por consiguiente la rescisión del contrato de infe- 
rencia no procede. 

Recibida la causa á prueba, las partes han producido la que 
corre en autos, de que se hace mérito tu seguida. 

Y considerando : Que comu se ve, por la exposición que uu- 
tecede del demandante y demandados, se trata de rescindir un 
contrato de locación por haber el locatario dejado transcurrir 
dos períodos consecutivo* sin pagar los alquileres; acción que 
está expresamente acordada por el artículo 157Í) del Código 



Qin> dad* la naturaleza de la acción intentada, el hecho 
vestigarse es, saber si lo> locatarios Pessale y Cuore, han 
dejado de pagar dos períodos consecutivos de alquileres. 

Que examinados sobre el particular los testigo^ que corren de 
foja 21 vuelta á 29, declaran uniformemente ser verdad que en 
du Agosto, oí actor hizo cobrar ú los deman- 
alquileres de Junio y Julio anteriores, contestando 
éstos que no pagarían, loque dicen saber, por haber presencia- 
do el cobro y la contestación. 

Que los demandados so han eieepenmado alegando queeu vir- 
tud de haber sido autorizados por el señor Vdazquez para po- 
ner cielo-razo en laca' a alquilada, pretendieron pagar la men- 
sual ¡dad de Junio, deduci. ndo el importe de dicíio cielo-raso y 
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que el señor Velazquezse negó á recibir el alquiler así dismi- 
nuido; pero resulta de los autos que tal excepción no ha sido 
justificada, y que, por consiguiente, la negativa del actor, de re- 
cibir menos que lo que importaba el alquiler que debía entregar- 
se, era legal, por cuanto el di-udor no pttedBob igaral acreedor 
á que le reciba por partea el cumplimiento de la obligación (ar- 
tículo 743 del Código citado) . 

Que el informe de foja 33 presentado pnr los demandados, 
como defensa, carece de efi acia para inutilizar la acción inten- 
tada, por cuanto cualquiera que sea su mérito probatorio, apa- 
rece de él que la consignación alegada ante el Juez de Faz, fué 
hecha con posterioridad a la fecha de la demanda de rescisión, 
y cuando ya ile ella tuvieron conocimiento los locatarios (posi- 
ciones de fojas 49 a 51) ; lo que por si sólo basta para estable- 
cer la legalidad de la acción intentada, dado que ella debo ser 
juzgada al tiempo que fué instaurada, 

Foresto-; fundamentos, fallo: haciendo lugar á la rescicton 
demandada, condenando á los demandados a la entrega de la fin- 
ca arrendada en el término de veinte días, al pago de los daños 
y perjuicios ;í que hubiere lugar y á lis costas del juicio. 
Hágase saber y repónganse los sellos. 

Delfín Oliva. 



Fulla «le I* ttuprem* Corte 

Buenos Aires, Febrero 19 de ltíftj. 

Vistos: Considerando: Quede autos «mista, por la prueba 
testifical producida por el locador, que éste ha cumplido con la 
obligación de requerir del locatario el pa¿<> del arrendamiento 
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, y nu satisfecho después de vencidos dos pi-riodos de 



Que ol derecho del locador para pedir ia rescicion del con- 
trato, nace del hecho mismo de la falta de pago de dos períodos 
consecutivos, habiendo sido previamente requerido al efecto, y 
no de la deuda por alquileres devengados, que el locador puede 
ó no reclamar, así como abandonarla ó cederla, sin que esto 



tos setenta y nueve del Código Civil . 

Qttc tampoco altera esos derechos la consignación de los al- 
quileres adeudados, efectuada con posterioridad á la iniciación 
de lademauda, como lo ha sido la verificada por los demanda- 
dos, según resulta del cargo puesto al escrito de foja una y del 
informe de foja treinta y tres vuelta. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
sesenta vuelta, se confirma esta, eon costas. Repuesto los sellos, 




LUIS \. VARELA,— ABEL BA- 
ZA». — OCTAVIO BUKGE. 
— JUAS E. TORRENT. 



. ■ L 



KAI.LOS l>E I.A SUI*RE»A COKTE 



Los herederos de I). Justo Carmelo ironiza timtra. el coronel 
iL Siman A. Sania de Cruz, ¡lordiliijcttciamicnto de exhorta: 
sobre recurso de hecho rí la Suprema forte contra el auto 
denegatorio de la Ej-ma. Camam de tu Viril de tú Capital. 

- 

Sumario. — lil auto por ul cual la Cámara de A poluciones de 
la Capital niega el cumplimiento de uu exhorte de un Juzgado 
iie Provincia, sin desconocer su autenticidad, no es contrario á 
la ley nacional de 20 de Agosto de 1803; y no importando dicho 
auto un caso de contienda, ni de los previstos por la ley de 3 de 
Setiembre de 1878, la Suprema Corte carece de jurisdicción 
para conocer en ¿1, y no prucede el iccursuik* apelación. 



Caso. — Lo explica el si guien ti- 



RECURSO Dt HECHO 

Bueno* Airo Kirie j. Un- lfík- lHft-1. 



Suprema Corte: 



Andón Zabala, por los herederos deU. Justo Carmel» L'rouizn, 
me presento ante V. E. ínt 
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eion de la rt-soluí-iuii dictada por la Kjtma, Cámara de Apela- 
clones en lo Civil de la Oapttftl en los autos solin* cüligt'iiriíi- 
itiiento de un exhorto fiara inhibir al coronal I). Simo» *l 
Santa Cruz. 

Los antecedentes son fatos; el señor Juez en lo Civil de la 
''oncepeion dfl Uruguay deeret*. inhibición contra el t- spresu-Jo 
coronel Santa Cruz, y para «un- se hiciera cferti va d iridió ex- 
horto al Juzgado Civil en turno di* esl.i Capih.) . 

Despui>de trabada la inhibición, id coronel Santa Cruz d>- 
ilu jo contra «lia loa recursos di- revocatoria y apela- ion, qm- 
ftieron resueltas, reeha zándodtí el primero y eievándase los autos 
¡í ta Kxma. Cámara ñu virtud del secundo. 

Kti segunda instancia fué n-wicadu .-1 auto de primera y yo 
interpuseapidacum uutr V. K.. di- aeiierdu con el artículn 14, iu- 
cisuíí", de la ley deHíde Setiembre de 1H(i;i y fundándome 
tu f]ue la resolución de la Kxma. Cámara er;i contraria ¡í la ley 
d.d t!t» de Aguato de Í8li3. 

Rumo aatecéáente di- jurisprudencia invoqué también el fallo 
de V . K„ publicado . n la LomoS", página 280. en cuyo 

considerando primero se resuelve la procedencia líe una opera- 
ción exactamente igual á la interpuesta por mí. 

No oblante todo -sto, me lia sidu denegado por auto que s<- 
me lia notificado en el dia de ayer, por lo rual interpongo direc- 
tamente a Y. K. el recurso ée apelación y solicito im- sea con- 
cudido i*n relanon. 

Ks jll>lirj¡i. 

.htuifuin 1/. falten \hiiuh ÁahaUt. 



\. >ui. 
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VISTA DEL SESOII MtOCUIUIIOR GENEHAL 



Buenos Aires, Diciembre áu de 1H 1 H 



Suprema Curte : 

I urina la materia de cate incidente el exhorto dirigido por el 
Juez de lo Civil de Kntre-Hios íi! de igual clase de esta Capital, 
sobre inscripción de una inhibitoria. VA Juzgado mandó cum- 
plimentarlo á foja 20; pero la Cámara de Apelaciones revocó 
aquel maudiito. 

De esta resolución revocatoria procede el recurso directo que 
per denegación del interpuesta se trae ante V. E., apoyado en 
el artículo 14, inciso íl", de la ley de 14 de Setiembre de 18G3. 

El auto de primera instancia hizo suyas, á foja 20, las consi- 
deraciones del escrito precedente que invocaba á foja 16 el ar- 
tículo 7 if do la Constitución nacional y la L'jdel II. Congreso, de 
20 de Agosto de 1863, pura sostener el cumplimiento del exhorto 
con sujeción al precepto fíe esas disposiciones nacionales. 

La apelación deducida á foja 34 invoca nuevamente aquellas 
prescripciones fundamentales y la jurisprudencia establecida 
por Y. K. al respecto en la resolución que se registra en la pá- 
gina 302, tomo 8", serie 2 a de sus fallos. 

Siendo exacto que el articulo 7" de la Constitución nacional 
declara que los actos públicos y procedimientos judiciales de una 
provincia gozan de entera fé en las demás; que según ese mismo 
artículo el Congreso puede, por leyes generales, determinar cuál 
serálaformaprobatoria de esos actos y procedimientos y los efec- 
tos legalesque producirán; y, finalmente, que el artículo 4° de la 
ley reglamentaria de 26 de Agosto de 1803, ha declarado que los 
actos y procedimientos autenticados, según su mandato, surten 
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ante to-lus los tribunales de la Nación los misinos efectos lega- 
les que en la provincia que se hay¡m originado, no puede desco- 
nocerse que el incidente ¡ictual, versando sobre el mérito legal 
del exhorto procedente de una provincia argentina cíe bajo el 
régimen directo de aquellas prescripciones constitucionales. 
Y como el auto recurrido niega autoridad á ese exhorto contra 
lo prescrito en esa* disposiciones, según la expresión del recurso, 
cate ha debido concederse por la Cámara h i/iío, según lo dis- 
puesto en el artículo 14 de \-\ ley de competencia nacional y lo 
resuelto <*n análogo caso por la decisión citada de V. K, Pido por 
ello i V. K. se sirva así declararlo. 

So hutía n<> kier. 



rallo de 



Róenos tire*, Febrera ;'l .!•■ 1895. 



Vistos en el acuerdo: Considerando que el recurso directo 
traído ante esta Suprema Corte se tunda en que se ha negado 

le Agosto de 1863, 
Que según resulta de las constancias de autos, estos sólo con- 
tienen las actuaciones y resoluciones relativas al diligencia- 
miento de un exhorto dirigido --^r la autoridad judicial local 
de la provincia de Kutre-Rios á la de igual clase de ta Capital 
de ta República, cuya autenticidad no se ha desconocido j que 




j, ¡>ui uua ii»rm t vi pivwauw ciiau uua contienda 
de competencia en juicio universal entre tribunales de dife- 
rentes provincias, á las cuales están 
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Capital, ni versando sobre las materias á que se limitan las dis- 
posiciones de la ley de tres de Setiembre de mil ochocientos se- 
tenta y ocbo, la Suprema Corte carece de jurisdicción \>arn co- 
nocer en este asunto, como lo tiene resuelto en el caso análogo 
que se registra en la série segunda, tomo diez y ocbo, página 
ochocientas doce. 

Por esto, se declara bien denegada la apelación interpuesta ¿ 
improcedente este recurso directo. 

Kn consecuencia devuélvase- jiI Tribunal de su origen el expe- 
diente remitido como informe, al cual deberán agregarse estas 
actuaciones. Repóngase el papel. 

LUIS V. VAHELA. — AUfcL BA- 
ZAS. — OCTAVIO BLNGE. — 
JtAW 6. TORUEST. 



< Al KA XVII 



Et f'tsral tfet tprrttnrui nacional efe IJtxiatws, ¡wr denuncia 
>ir emilrahnniio ; sahrc tTras<trto)i 



Sumarió. — Losjuec+s letradas de los territorios nacionales 
no pueden ser recusados siu justa cau*a, y *jo probándose ésta 
debe rechazarle la reeusanon . 



Caso. 



I)K JLST1CIA SAClOÍUt 

— Resulta «lelos siguientes antecedentes* 
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Aillo del Jue* Letrada 

liados, Ocliibn Í5 d* 1894. 

■ 

Vistos y considerando : Que si bien ai infrascripto sería en 
extremo satisfactorio inhibirse de untender en el juicio que se 
promueve, legalmente no le es dable hacerlo, en vista de no fun- 
darse la recusación en causa legítima. 

Kn afecto ¿cuál es el fundamento del Hseal para deducá 
este recurso? Un decreto del Ministro de Hueie D da, doctor 
Terry, jior el cual con menoscabo del respeto debido ú la magis- 
tratura)' á la seriedad del cargo que él desempeña trata de afec- 
tar la consideración del .luez refiriéndose :i denuncias de voz 
pübtica que motivarán esclarecimientos ordenados por el Eje- 
cutivo. 

Estar ó haber sido denunciado ó acusado por alguna de las 
partes *>mo autor, cómplice ó encubridor de un delito ó de una 
falta, es, ni duda, tino de los casos legales de recusación; mas. 
en el presente río rcstítá ftiH el infrascripto haya sido denun- 
ciado ni acusado por el Fisco, interesado en este asunto, pues 
si el Bjecutívu orden-'' esclarecimientos de aquellas denuncias, 
esos mismos esclarecimientos le habrán demostrado la falsedad 
de ellas, como así debió serlo cuando sin formular la más leve 
insinuación contra el Juez, pasó los antecedentes, conforme éste 
lo solicitó, A la Cámara de Diputados, única autoridad que pu- 
diendo deducir acusación ha estado muy lejos de tomarlos en 
.■onsideracion. 

La actitud irregular dehs miembros del Incentivo que orde- 
naran e*os esclarecimientos no puede envolver una denuncia ni 
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mucho menos uua acusucion, y en cuanto ai decreto del ministro 
Dr. Terry, que carece de toda signibcaciou ante los procedi- 
mientos judiciales, tiene su natural explicación en el error á 
que ha sido indudablemente inducido por empleados de la admi- 
nistración de este territorio, interesado en ello y que lo ha 
llevado hasta ¡.firmar ante el Senado de la Nación, el hecho 
incierto deque existen tabacos paraguayos estancados en Po- 
sadas, cuya resolución está sometida al Juez, al mismo tiempo 
qitCK- dirigía al Fiscal para que promov iese la venta de esos ta- 
bacos, error que se explica también por fus vinculaciones dé 
amistad del .señor ministro con alguno de esos empleados, según 
es notorio, que mucha confianza ha debido inspirarle para cti er 
en la verdad de los dalos que le trasmitieran. 

Ks de notar que ese señor ministro que expidió aquel decreto 
fué el ruismo que creaba y confería empleos al autor de Las ca- 
lumniosas iniputaciuues que pretextaron los esclarecimientos á 
que ¡>e refiere, pu átenlo juzgarse del criterio de ese proceder 
recordando la resolución del H. Congreso que acabade suprimir 
por inconvenientes esos empleos. 

Kn cuanto á la segunda causa en que id Fhsca I pretende 
basar la recusación no mereee tomarla en consideración; pero 
es oportuno recordarle que hay recursos legales establecidos 
contra los proredimientos del Juez, y que si se cree con derecho 
a entablar alguna queja, falta á u deber callándola . 

Kn consecuencia, no considerándose el infrascripto en el caso 
de t-xeusarse de conocer en <d juicio entablado, pase al señor 
juez de sección de Corrientes para que resuelva lo correspon- 
diente, 

tjuiroga. 

Ante mí: 



I injusto \\ Ittanrn, 
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tallo dpi Juca Federnl 



Oum-nh's. lliriflMlin- ¿H KM. 



Vistos y considerando : IJue loa jueces letrados de los terri 



y pregársela causal establecida poTta ley, no siendo suficiente 
para establecer sti constancia, la simple afirmación del recu- 
sante, máxime cuando ella es negada por el recusado; que el 
decreto del señor Ministro de Hacienda de la Nación, invocado 
por el Agente Fiscal, como fundamento de la recusación que 
deduce, no tiene otro carácter y más importancia que el de ins- 
trucciones trasmitidas al señor Agente Fiscal, según las que 
debía proceder eu el asunto que en el mismo se menciona, y que no 
es el que motivó esta recusación; pero de ninguna manera debe 
considerársele como la prueba de loa hecbos en él enunciados, 
los que era necesario que hubiesen sido plenamente justiGcados 
por los medius dn prueba que la ley señala, para que la recusa- 
ción fuese procedente, lo que no se ha hecho, ni se ha intentado 
siquiera; que en cuanto al hecho de uo haber contestado el 
señor Juez Letrado algunos nlicios que le fueron dirigidos por 
el señor Fiscal, solicitando copias de actuaciones en expedientes 
sobre contrabando, es indudable que no constituye una causal 
de recusación. Por esto, no se hace lugar á la recusación de- 
ducida; y en su consecuencia, ejecutoriado que sea esta resolu- 
ción, devuélvase el expediente al señor Juez Letrado de Misio- 
nes. Hágase saber al señor Fiscal. 




Lujambio. 
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Fallo de la Auprem» Corte 

Hurtos A i reí. Febrero 21 dé 1895. 

Vistos: No habiéndose probado en autos la causal de recusa- 
ción del Juez Letrado de Elisiones, deducida por el Proeu-ador 
Fiscal de aquel territorio, y por los liindamentog de derecho de 
la sentencia apelada, se confitóla ésta y devuélvanse. 

LLIS V. VARELA — AHEL BA- 
ZA Pi.*— OCTAVIO flUNGE, — 
JUAN E. TORRBNT. 



tiUSA XVIII 



IK Gartm Bieüwki contra fh Uregorio Itonex, /mr cubro ttr/tcnu*: 

sobre prueba de testigos 



Stuttnno. - La ¡nasi&teueía de los testigos, ruya citación 
"purtunaiu-iite pedida y ordenada dejó de hacerse, in? puede 
perjudicar ú la parto ¡jue los» presentó. 
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Caso.— Don JuauBusnelli. porliianchi, entabló dem inda cou- 
tra Dones, cobrándole 5000 pesos oro, ó lo que fijaran peritos, 
eomo importe de obras de albaftilerfa. ejecutadas en una casa 

del demandado. 

Don L'edro Larrosa. porDoue*, contestóla demau<la. soste- 
niendo principalmente 0fi nada había convenido con Dianchi, 
que la ejecución de las obra- la había convenido con el ingenie- 
ro Martin, y, fin al mente, que las dichas obras no ascendían á 
la suma que se pretendía. 

Con estos antecedentes, se recibióla causa a prueba por el 
término de diez días, que fué pror^ado después por el déla 
ley, indicándose que la prueba t"4imonial debía versar sobre 
los siguientes punto*: si liianchi contrató con Dones la cons- 
trucción de la obra: si por razón del contrato, le quedó debien- 
do una cantidad ; y á cuánto asciende ésta, 

Kl Secretario informó en oportunidad que el término de prue- 
ba había rendido el 24 de Setiembre de 1890. 

Kl 10 del eipresado m-'s de Setiembre se presentó la parte 
de Bíanchi, pidiendo que se mandara citar, para que declarasen, 
& los testigos Bautista lümoldi, d»pen<Ueute de comercio, Ra- 
fael Caleagno, olicial alhamí, Antonio Montegaíza, albañil, y 
Juan Lattuada, carpí otero. 

Con focha Ifi de Setiembre, el -hw proveyó, como se pide, 
y designó el día 22 de Setiembre para la recepción de las decla- 
raciones. 

Kl ISdeS- tiembr. pidió la misma parte de lüauchi se se- 
ñalara dia y hora para que declarase el testigo don .Jacob" A. 
Martin, ingeniero; y con lecha 16, el Juez señaló el dia 22. 

Kl día 22 ¡no comparecieron los testigos ni tampoco Uparte 

de li señalada. 

Kl 24 de Setiembre la parte actora pidió que se señalara nuor o 
dia par a que los testigos declarasen, debiendo citar seles en forma. 



Aid 



FALLOS l.K LA Sl'l'llKMA COKTt: 



Con ferliü !25, el Juez no Imo lugar, por hallarse vencido el 
término de prueba, según se Jo man ¡fus tuba ti Secretario. 



tollo del Jun Federal 

Buenos Ain-s. ovinun- IT d» ikihi. 

^ vistos: Teniendo en cuenta que los testigos presentad-»* 
]>or1a parte de Itianchí, lu fueron con mucha anterioridad al 
señalado para la rece pe i mi de sus declaraciones, y que esta cir- 
cunstancia puede baber inlluido, como se alega, ú fine faltando 

los testigos -I ilia señalado hubiera tiempo para practicar hi7< 

diligencias conducentes á su mova citación, por equidad, el 
Juzgado revoca por contrario imperio el auto recurrido y acép- 
tese la declaración de los testigos presentados, l^s ijue deberán 
ser citados por Secretaria ;i la audiencia -¡el día 28 del corriente 
á la una de la tarde. 

indréi 



Fallo de 1* üiiprnim Corte 

Hoeiio* Aire*. Febrero i"» d«- 

Vistos; Constando del pedimento de foja cuarenta y cinco y 
del proveído de foja cuarenta y eiuco vuelta, que la parte de Hian- 
ehi. al presentar sus testigos, pidió y el Juzgado dispuso, que 
ellos fueran citados en furnia de ley, en cuyo caso la omisión 
de la citación de dichos testigos y su falta de comparecencia 
por tal motivo, no ha podido perjudicar á La p;"-' , 
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Foréstese coiUirma con costas el unto apelado de foja se- 
tenta y nueve vuelta, debiendo el Juez de Sección designar el 
dia en que aquellos deben prestar declaración, y mandar que se 
les cite, con arreglo á derecho. Uepnesto* los sellos, devuél- 
vanse. 

LUIS V. VARELA.— ABEL BA- 
ZA N. — OCTAVIO BCNCE.— 
JOAN K. TOHRENT. 



I AI HA AI A 



Wim§Pñétt tf nutfru IK iliu-Utr tic tilia, ftor ntítm i(e pSSOS; 
sobre incumftetfncia y rustas 



Sumaria. — Ueln- eargar cun las costas ik'l incidente de iu- 
coijipetmicia, id actor que ocurrió sin dereclio ¡í los Tribunales 
Federales, 



Caso.— Hn la demanda de Wiengreen y<"\ contra lílía, en 
que aquellos ocurrieron al Juzgado Federal, por razón de dis- 
tinta nacionalidad, se declaró la incompetencia de éste por ha* 
ber resultado que las dos partes eran ciudadanos extranjeros. 
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fr'.tio del Juti F«der«i 

Bomm Aírrs, Mario WÚB 1H!í3. 

Autos y vistos; Se declara que las costas del ¡acídente sobre 
competencia, son á cargo do Ion di-mandantes. 

./. i . htlnnne. 
Fallo de Ir Suprem» Corle 

Vistos: Siendo inimitable al demafldante ul hecho de habur 
ocurrido ante Juez incompetente, se continua, con coatas, el au- 
to apiado de foja ciento diez y nueve. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 



M IS V. VARELA . — ABEL BA- 
ZAS. — OCTAVIO BUfiGB,- 
JUAN E. TORRKNT. 



di: justicia nacional 
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c aí;» a vi 



IK Benito MQPaM C&Mrfñ ñ» Itnrofeo Calisaya, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre apelación 

Sumario.- - DuIk-ii declararse mal concedida los recursos tu- 
le r puestos fuera de término. 



1m$o.— Con fecha 5 de Piciomhre de 1893, sedi^tú sentencia 
de remate en la ejecución seguida por Morales contra Calisaya. 
Kste fué notificado du dicha semencia en siete del misino mes y 
año, y con fecha quince, esto es, el sexto día hábil después de 
la notificación, dedujo los rccursits di- apelación y nulidad que 
fueron concedidos. 

Fall* de Im Suprema Corte 

lliH-no» Aires, h'hrrrrt ÍH di- 1895. 

Vistos: Resultando que los recursos de apelación y nulidad 
han sido interpuestos fuera del término señalado por el artícu- 
lo doscientos ocho de la ley de Procedimientos, se declara mal 
concedidos dichos recursos; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LWS V. VARELA. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO DUNGE. — 
JUAN E. TOftBENT. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



li. Satuniiw* ílilotte contra ios ttmchents Massultn y Ititttajotu, 
por entrega, 't> un rajón >lc mercaderías ó ¡mrfft ite su importe; 
sobre rostas. 

f 

Suiuurin. — líe be cargar con la* costa -i del juicio, él «ii-man- 
diinti' que no ha tenido razón para litigar. 



t 'aso. — Resulta (M 



tullo del Juvx t>d«rrtl 

lÍLH'in^ Aires. Julio de IHH;», 

T vistos : Los presentes autos promovidos por 1). Saturnino 
Bilotte (hijo) contra ion eneres M asnal i n y liuttafoco, por en- 
trega dr un cajón mercadurías y < n su defecto el pago de su 
importe, «-stimado enciento rincuepta y ocho libras esterlinas, 
con muslos daños y perjuicios y castas del juicio. 

Resulta de autos: 1 tjucen -1 vapor cSioillian- .llegado á este 
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| t.ueve, 
i. íi. ynú- 

I, según resulta del conocimiento presentado ¡i faja 
una, do cuya descarga fueron encargados los lanche ros señores 
Massalin y Huttafoco. 

2" Que habiendo solicitado el consignatario el despacho del 
referido cajón en la Aduana, mnnifestóselc allí no haber sido re- 
cibido por dicha repartición, en vista de lo cual se presentó re- 
clamándolo á los señorea Johnston y Compañía, agentas dej 
vapor «Sicillian», quienes le justilicaron, con el recibo expedido 
por loa lancheros, que había sido entregado del vapor á las 
lanchas. 

3" Que en vista de lo expuesto. Ililotte dirigió su rcelamo á 
loa lancheros, quienes le manifestaron haber entregado en la 
Aduana un cajón con la misma marca S. B. y m'im. 3875, mos- 
trándole el correspondiente recibo, y habiendo recurrido ¿i 
aquella repartición á averiguar si existía allí ese bulto y ver si 
su contenido correspondía al del número 3871, resultó que tam- 
poco listaba en los depósitos fiscales, viéndose por esta razón en 
la necesidad de deducir formal demanda contra los lancheros 
por la entregarle) cajón ó pago de su importe. 

4 o Que estos contestaron la demanda A foja veinte y una ale- 
gandu en su defensa: primero, que no habían tenido con el de- 
mandante relación alguna de derecho respecto del cajón en 
cuestión, pues recibieron directamente de los agentes del buque 
la comisión para hacer la descarga en sus lanchas, no teniendo, 
por consiguiente, nada que ver con el demandante ; segundo, 
que éste no manifestaba haber hecho, con motivo de la pérdida 
del bulto de que se trata, la pericia judicial en el tiempo y 
forma que prescribe el Código de Comercio; y tercero , final- 
mente, que habían entregado fielmente en la Aduana todos los 
bulus que recibieron del vapor tSicillinn», entre los cuales figu- 
raba nno marca S. B, miro. 3875, el cual no podía ser otro que 
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el que reclama el demandante, puesto que en todo el cargamento 
del cSicilliaoi no venia ningu» otro bulto con la expresada 
marca S. B. , pidiendo en consecuencia el rechazo de la demanda . 

Y considerando: í fl Queyaseaqueel lanchaje se baya efectuado 
por órden directa de los agentes del vapor, ó por encargo de los 
consignatarios de la carga, to que no se ha establecido en este 
juicio, es evidente que los lancheros están sujetos á las responsa- 
bilidades que nacen del trasporte para con tos dueños de la carga, 
del mUmo modo que están para con aquellos para el pago de los 
lanchajes ja sea directaú subsidiariamente, ^eguo el caso. 

2 l Que según el artículo ciento ochenta y tres del Código de 
Comercio, no hay lugar á reclamación alguna contra el conduc- 
tor acerca del estado de los efectos porteados después de las 
veinte y cuatro horas siguientes á su recibo, disposición que 
is aplicable á los trasportes pnr lanchas, en virtud de lo dis- 
puesto en el artículo doscientos seis del mismo Código. 

3 U Que según el artículo mil setenta y nuevedel Código citado, 
para conservar el derecho de reclamar indemnización por pér- 
didas avería et» los efectos trasportados es requisito esencial é 
indispensable que se haya pedido el reconocimiento judicial do 
la carga dentro de veinte y cuatro horas después de efectuada 
la desearga, ó cuarenta y uchú horas si se entregaren sin el re- 
ferido examen ¿bajo recibo en que se declare la falta ú avería, 
disposición que la jurisprudencia de ta Corte Suprema ha hecho 
extensiva á la falta completa de entrega de bultos, y que tieno 
su razón de ser en la rapidez de las operaciones comerciales que 
exigen la constatación del daño en el momento preciso para des- 
lindar las responsabilidades de los diversos intermediarios, y 
de las reparticiones üscales que intervienen en las operaciones 
del comercio marítimo. 

4" Que, por consiguiente^ no habiéndose practicado ni insi- 
nuado siquiera haberse solicitado en tiempooportuno el referido 
xáinen, el demandante ha perdido su derecho a deducir reclamo 
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:ügunt> contra los lancheros, ú los lies meses de efectuada la 
descarga, cuando es ya difícil sin ó imposible determinar con pre- 
cisión quién es el culpable de la pérdida, así como el contenido 
del bulto extraviado. 

5* Que además éstos lian justificado concluyentcmente haber 
entregado en la Aduana, procedente del vapor «Sicillian», en el 
viaje que motiva la demanda, un cajón con la marca S. B. nú-nero 
3875, como también que en todo el cargamento de ese buque 
no había ningún otro bulto con la misma marca, lo que induce 
lijamente que la diferencia de la última cifra de la numeración 
procede probablemente de un error en las papeletas correspon- 
dientes, cuto cajón si bien no s<* encuentra en la Aduana tam- 
poco aparece despachado por fila ni retirado por interesado 
legítimo, lo que constituye una nueva presunción de que es el 
mismo cajón reclamado y pone al mismo tiempo en evidencia 
la necesidad del reconocimiento judicial en tiempo oportuno. 

<> Que no puede atribuirse valor alguno al informe d<- foja 
cuarenta y seis vuelta, en el que se llega á la conclusión de que 
no deben haber tenido entrada en los depósitos láscales ni el 
cajón 3871 ni el 3875, porque está en mata tiesta contradicción 
con los documentos fehacientes expedidos por la misma repar- 
tición, que comprueban la entnida y recibo en sus depósitos del 
cajón número 3875, apareciendo perfectamente visible el propó- 
sito de eludir la responsabilidad délos empleado* pe; la desapa- 
rición de un bulto de considerable valor sin documentación al- 
guna. 

Por estos fundamentos y demás concordantes del escrito de 
foja cincuenta y una, fallo absolviendo á los señores Massalin 
y Buttafoco de la demanda de foja once, imponiendo a su res- 
pecto silencio al actor, con costas. Notifíquese con el original 





I Mil, 



I irgilüi tf. Tedin. 

r. 
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FkIIo ilr lft»uprewi« €ort* 

Vistos: Resultando de autos que el demandante no ha tenido 
razón para litigar, so confirma, con costas, la sentencia de foja 
cincuenta y seis en la parte apelada. Repuesto* los sellos, 
devuélvanse, 

LUIS V. VARELA.— AREL RA- 
ZAN. —OCTAVIO HLNGE.— 
iVKX E TiHlHEKT. 



4-AL'NA 



I 

Contra Arzeno >/ ¡todero * sobré eamiw 



Sumario. — Por la s<da declaración del empleado denuncian- 
te, no putde darse por demostrado t[ne las mercaderías no 
manifestadas, vinieron encubiertas en otro artículo manií'e-ta- 
«lo, y declararse e) comiso de éste. 
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Caso. — Aparre»- de las .siguientes piezas : 
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iiesom 'vaos nt: aihjai»* 

Hui'rm> Aircü, Agosto • I < isft ;. 

Visto lo íi.-tii uif, v restiltAinto : Que sesoJieitó «I despacito ¿e 
los (4) cuatro eajone-, «le que m- da rúenla niel parí" de luja 1', 
declarando que contenían peb. -1- conejo y que de ta verificación 
practicada n-sultó que cu e| centro «le «aila una <i>- los paquetes, 
ronlí'iiii'jÉilo p« k Io de conejo, tjne fes libre tfa dwrlm, existían, 
perfectamente acondicionados otros pequeños paquetes, conte- 
niendo las mercaderías denunciadas ;i lo ja 1 1 vuelta. todas las 
cuales pudieron ser introducidas clandestinamente con facili- 
dad, no sólo porque si la vi.sla de cada paquete. bien aprehen- 
dido en forma de fardo, no .ra da lile imaginar que ron tu viera 
en su centro, otras mercaderías, sino también, porque, siendo 
libre «le derechos el pelo de rom-jo, no pudo b»ber>e hecho el 
despacho, liiff en confianza á la síittple vista de lo- paquetes 
de pelo, sin practicarse una verificación prolija como lo ha lie- 
<dio «l autor del parte, >-ti mérito de lo cual se ha descubierto el 
contra bando. 

'¿iie en virtud dé la forma cuque han venido acondicionados 
los paños fieltro que están afectados al derecho específico «le «SO 
centavos oro cada uno; las cintas y tiras de seda á un 40 por 
ciento y así, sucesivamente, las demás mer ra derías, es fuera 
de toda duda que lian sido preparadas así expresamente, para 
contrabandearlas, habiéndose hecho serrir ¡i este bu el pelo d«- 
conejo que ocultaba aquella-, y por consiguiente, la pena de- 
he comprenderá dicho pío. conforme á lo establecido pur el 
artículo 1045 de las Ordenanzas «le Aduana. 



J 
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Y considerando : 1" Que al manifestar pelo de conejo simple- 
mente, su ha puesto en evidencia la preconcebid n idea di* de- 
fraudar la renta fiscal, haciendo servir de medio eíiciente una 
mercadería libre de derechos y que por uo especializarse en ta 
ley, con formas contorneadas, el delito cometidg se encuentra 
en la sanción general del artículo 1026 de las Ordenanzas de 
Aduana, que dispone: < que todo hecho que tienda á disminuir 
indebidamente la renta, aunque oo tenga en estas Ordenanzas 
una sanción especial, .será penado con la pena de comido, si la 
defraudación se intenta sobre la cantidad ú la especie de las 
mercaderías, etc., etc., desdi 1 que es á todas Jures evidente, que 
el móvil del acto delictuoso uo ha sido introducir clandestina- 
mente el pelo de conejo, que no abona derechos, sino por medio 
de éste y sirviendo de pretesto, mercaderías que pagan fuertes 
rentas al Kstado. 

1* Oui si no se penas-* esta nueva forma de contrabando, no 
prevista especialmente per la ley aduanara, resultaría que esta 
clase de delitos se encontrarían en mejores condiciones que los 
casos df sustitución ¡i que se refiere el articulo 900 de las Orde- 
nanzas, dejando de esta manera una puerta abierta al fraude, 
mucho más ptdigiosa qm* aquella, por cuanto, los medios con 
que se ha realizado, son de aquellos que no inspiran descun- 
lianzas, por tratarse du mercaderías á ias cuates el liseo no les 
exigí; renta y, por lo tanto, no hay especial interés en poner 
«n juego la estricta y severa localiza-ion que se practica con 
las demás. 

3' V, por ti ii, que en los casos de contrabando, realizados 
por sustitución de bultos y el presente, por importación clan- 
destina de mercaderías, son iguale- en el fin, y si en el prime- 
ro >-> castiga lus medios (^artículo %0), en el segund o debe ob- 
servarse el m ¡sai «camino, para proceder con la lógica, que es 
la mente de la ley. 

JVr estas consideraciones y de acuerdo con lo dispuesto por 
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los artículos citados y los artículos 31 1,312, 1025 y 1026 do 
las ordo lianzas citadas, resuelvo: declarar caído en comiso el 
pelo de conejo mencionado, así como también las mercaderías 
á las que servía de einase j que no han sido manifestadas. Há- 
gase saber, y fecho pase ¿Contaduría á sus efectos, reponiéndose 
previamente los sello?. 



Y vistos: Considerando: Que en el acto del despacho, a! pro- 
ceder a la verilicarion de los bultos de que hace mención el 
parte di- foja I a , el vista encontró, además del pelo de conejo 
manifestado, diversos artículos que no estaban incluidos en la 
manifestación; artículosque estaban acondicionados dentro de 
los paquetes de pelo de conejo, de manera que pudiesen pasar de- 
sapercibidos. 



han encubierto las mercaderías no manifestadas, han sido el 
instrumento de la defraudación, y ai tal concepto, corresponde 
que sea declarada en comiso, tanto la mercadería no declarada 
como la declarada en la parte de esta última, que se empkó en 
la comisión del fraude. 

Por esto, se confirma la resolución apelada, debiendo enten- 
derse que caen en comiso, de los paquetes de pelo de conejo, 
únicamente aquellos que contenían los artículos no declarados 
eu el manifiesto. Repóngase el papel y , en oportunidad, devuél- 
vanse los autos á la Aduana. 



S. fiaibirm: 



tallo ilr( Juct Federal 



Bueno* Aices. (k'lubrc :il di; IKH, 




,l. v. Latanne. 
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VISTA I1EL SE>OR i'ROtlLTUiíOll (¿LKEIUL 

Suftrcma * urír: 

La expresión ik agrarios objeta la sentencia de foja 32 vuelta, 
en cuanto declara caído vn comiso el pelo <Je cuii'jo, que servía 
de envase ¡L la-i mercaderías introducidas sin manifiesto; por 
no fundarse en ey expresa y ser contradictoria con [os térmi- 
nos del artículo 1*30 de ordenanza-. 

La prescripción peual de ese artículo, al declarar caídos ru 
comiso tas diferencias que resulten demás en la verificación del 
despacho directo, se relien- al procedimiento general de una 
mercadería en trámite de despacho, en qtie resulta exceso en 
especie, calidad ó cantidad ; pero supone siempre, según .sus 
términos, que lia mediado el manifiesto de la mercadería. 

El caso de. la sentencia es un cuso típicu de defraudación pre- 
meditada, que no se nianiÜestu por ¿imples intenciones, sinó 
que se expresa por hechos de ¡Tiia significación inequívoca, v si 
bien el hecho de envolver y encubrir mercaderías productoras 
de renta fiscal, con otras libres de derechos, no esta inscripto 
en ana disposición especial, cae bajo el régimen do artículos de 
la ordenanza, de rigurosa aplicnbilidad . 

Las operaciones de importación ó exportación, ejecutadas 
clandestinamente, son consideradas contrabando, por h orde- 
nanza, y fraudulentas, las practicadas en infracción de la iey, 
que no apercibidas puedan disminuir la renta liscal (artículos 
lUSliy 1037). 

Consecuente con cs<> principio, etndo hecho, prescribe el artí- 
culo 1026, que tienda á disminuir indebidamente la renta fiscal. 
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aunque no tenga en esta ordenanza una sanción espacial, será 
penado cun la pena do comiso, si la defraudación se intenta so- 
bre la cantidad ú la especie», y por ello, ce! comerciante 6 perso- 
na que en los depósitos sostituyá unu mercadería por otra» pres- 
cribe el 9(10. perderá (oh mertmlrrias cambiadas y tas alte sir- 
vieron para el cambio*, 

Kl espíritu y letra de las diaposiciones fiscales, responsabili- 
za e» todos los casos, no sólo á l.w gentes. Binó también á los 
artículos)' transportes que hubiesen intervenid.) directamente 

en el contrabando. 

«T-as Aduanas retendrán únicamente, die • el articulo 1015, las 
mercaderías, buque», lanchas, carros, utensilios, instrumentos y 
otros objetos, respecto de los cuates, ú con los que se lia preva- 
rioado>. 

Ante esta legislación justa y esplícita y armónica con los 
principios generales del derecho penal» la sentencia que conde- 
na á comiso la especie que sirv de instrumento para perpetrar 
A delito, resulta incontestable, y por ello, pido a V. E. se sir- 
va confirmarla. 

Satñuiana kicr. 



Falte d* la Suprema Vort* 

Humus Airví, Febrero ¿x uV tíWi 

Vistos y considerando; Que los consignatarios de las merca- 
derías de que se trata en esta causa, han desistido de su oposi- 
ción a" la sentencia apelada, en lo que se retiereá las que no fue- 
ron manifestadas, según se ve en la eiprecion de agravios, 
corriente á foja cuarenta 
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Que en cuanto al pelo fie conejo cuja introducción declara li- 
bre de derechos la ley de la materia, no resulta demostrado en 
autos que t-ste artículo viniera encubriendo las mercaderías no 
manifestadas, pues no existe á este respecto si nú la declara- 
ción del empleado denunciante (• interesado, por tanto, en el 
comiso; declaración que carece, por lo mismo, de valor le^al, 
coino lo tiene resuelto esta Suprema Corte entre otros casos, en 
<d délos mismos señores Nava y compañía, fallado con fecba 
catorce de Agosto de mil ochocientos noventa y cuatro, 

For estos fundamentos, y oido el señor Procura lor General : 
se confirma la sentencia apelada de foja treinta y dos vuelta, en 
cuanto declara caídas en comiso las mercaderías no manifesta- 
das y se revoca en lo demás que contiene. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

LUIS V. VARELA.— ABEL M \ - 
ZAM. — OCTAVIO BLXGE. — 
JUAN E» TOUHLHT. 
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t'anfm H, Luis fao hittPtli ; xohn* minian 

Sumario.— Caen en . omiso las mercaderías introducidas rn 
baúles con ropa de uso, no manifestadas con las debidas forma- 
lid h des. 
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Caso. — Kesulta de los siguientes antecedentes ; 



RESOLUCION UE ADUANA 

llm'uos Airrs, Agosto 11 Je m\. 

Visto lo actuado, de to i[ue resulta comprobada que= no cons- 
tan en el manifiesto general del vapor conductor, loados baúles 
mercaderías que se denuncian en i! parte de foja. . en con- 
travención álo estabtacido en el artículo 838 de las Ordenanzas 
de Aduana, con arreglo á los artículos 905 y i05i de las mis- 
mas, declaro: caídos en comiso los trnuieionados (2) dos baub -g 
mercaderías, debiendo manifestar el interesad», en el actodeU 
notificación, si está conforma im alionar el importe del comiso ó 
hace abandono de la mercad.-ría. Hágase saber. A sus efectos 
pasea Contaduría y repúnganst' los sellos por el interesado. 

tfa<ln<iupz. 



Fallo a>l Jurx Federal 

Huhhi> Ain^. N-nifiiiliri! ü« 1BHI. 

Y vistos: Considerando : Que se encuentra debidamente es- 
tablecido que los dos baúles á que se refiere el parte d* foja V, 
contenían, además de algunas ropas de uso, gran número de 
mercaderías, según sedetallaá fojas "2 vuelta y 3, por la Ofici- 
na de vistas, mercaderías que no constaban manifestadas en el 
manifiesto general del buque y lian sido, por tanto, introduri- 
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das en contravención ú las disposiciones de las Ordenanzas de 
Aduana, relativas á la importación y descarga de merca- 
derías. 

Que la inteligencia que se pretende dar al artículo 218 de Jas 
Ordenanzas, conduciría á la conclusión de que el empleo de 
baúles como envase de las mercaderías, sería bastante para elu- 
dir las formalidades? responsabilidades legales Jo que es inad- 
misible. 

Por esto, de conformidad con los artículos ÍH15, 1035 y 1037 
de las Ordenanzas de Aduana, y el falto de la Corte Suprema, 
inserto cu la página 403, tomo 3 a de la 8* séri.', se confirma U 
resolución apelada de foja i, con costas, Notifíquesc con bu 
original y en su oportunidad devuélvanse los autos á la Aduana 
á íos efectos que correspondan, lie póngase el papel, 

./. I . Lainmu*. 



VISTA MU. StSüK PUOnulAhOR GENERAL 

Un >i Air*'.*. nii'ifinltri-¿i tte lífcti, 

Sitpremú Curte: 

Las impugnaciones de la cipreston de agravios no destruye»! 
los fundamentos que apoyan la pena de comiso en la sentencia 
recurrida. Porque no se trata de equipajes, muestras ó enco- 
miendas, siuó de bultos dt mercaderías para el comercio, sin la 
debida inscripción eu el manifiesto general de carga. 

Es un hecho innegable la introducción al resguardo do dos 
baúles de mercaderías, encubiertas por ropas de uso del intio- 
ductor. 
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Y que esas mercaderías a» habían sido manifestadas al Ca- 
pitán de) buque conductor, ni incluidas por tal omisión, ¡m|iu- 
tablti al propietario, un A manifiesto general. 

til artículo 838 «te las Ordenanzas, prescribo la inscripción 
detallada en ese rouniíiesto; el 5)05, impone pena decomiso, á 
lo manifestado de menos, ¡iun tratándose de simples errores. 

Ajustada la sentencia ti esa3 prescripciones, y á la que con- 
digna el artículo 1025, respecto ¡i toda falta de requisito, toda 
falsa declaración, ó todo bocho q .e despic-hud.* en conliauza ¿ 
que si pasara desa percibido, perjudicara la renta, pido á V. 
su roniinuacion. 

Snhi 'mano Kit-'r. 



Fallo de I» Supreni» Corle 

Bueno* Aires. P.«ltrt;rr> ; J H dte 

Vistos y considerando : i¿tie las mercaderías de que se trata 
t a >;ütos autos, Tenían un un baúl entre ¿os objetos que compo- 
nían id equipaje de' recurrente . 

Que las disposiciones legales citadas cu el corito de foja tre- 
ce y la del artículo doscientos diez y ocho Je las Ordenanzas de 
Aduana, en cuanto ordena que « cuando se presenten á despa- 
cho eoiuu muestras, encomiendas ó equipajes, bultos de merca- 
derías que no debatí considerarse como tales por estas Orde- 
nanzas, se anularán los permisos y se obligará ábs r.teresados 
á descargarlos y despacharlos como mercaderías, con sujeción á 
las formalidades y penas establecidas para estas operaciones», 
no son de aplicación cu el presentí- casu, por no tratarse de 
bultos sueltos y distintos, presentados il la verificación que 
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nunca pueden escapar á la inspección fiscal, y que por su sola 
forma Ó exterioridad, puedan servir ¡i ios efectos que m il iclio ar- 
tículo se indica, sínodo inerearderías venidas dentro de las ro- 
pas de uno propio y privado del introductor y en el baúl mismo 
deésUe, hecho que Bin eiámeu ó inspección liscal, pudo en el 
caso y puede en general hacer imposible el conocimiento de su 
existencia é impracticable las rundidas prescritas por la dispo- 
sición de dtebo artículo. 

Por estos fundamentos, atento lo pedido por el señor Proenra- 
dor General y lo resuelto por esta Suprema Corte en el caso que 
se registra en el tomo cuarenta y uno (i), página ciento veinte 
de sos Fallos, se conlirma con costas la sentencia apelada de 
foja diez y ocho vuelta; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VAHELA. — ABEL RA- 
ZAS. — OCTAVIO MJSGE. — 
Jl AS K. TOKllEST, 
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íi, Guillermo firintzeiiskold cotí (ni ¡i. Ignacio Comas, /toe 
*>ulre<ja de mercaderías ó su valor ; sobre, competencia 

Sumario, — Después de concluido el juicio por sentencia con- 
sentida, no puede impugnarse la competencia del Juzgado; 
máxime si la causa era de fuero federal por razón de la ma- 
teria. 

1, Sírie ;i\ tomo XI. 
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ÍW - Lo explica la vista «Icl señor Procurador General. 



tullo drl Juez federal 



';..>ario. Abril ii áe tt»li 

(ousidcrando: 1" QüeU||rwwt» causa fui- llevada opiirtu- 
uamenH' ante la administración de Aduana de éste puerto, ta 
aje pronunció la resolución liscal de foja 3, dándose cumplimien- 
to así, por partí; de don Guillermo l'riutzenskold, ú Indispuesto 
en las Ordenanza' de Aduana. 

2 yu«> di-spues d" e>a sentencia administrativa, en que se 
condenaba al señor Comas al pago d.t los artículos extraviados 
en los depósitos aduaueros de su propiedad y á mérito de no 
haber abonado el scüor Comas ti valor de esas mercaderías, es 
que rucien se trajo por el WMfiot esta cuestión al Tribunal, á 
ubjeto, principalmente, de hacer efectivo el cobro ordenado por 
ja sentencia administrativa; siendo en tal concepto viable y 
procedente este litigio ante esta jurisdicción, la que á su vez, 
por la sentencia de foja 32, orden-i se hiciese por el señor Co- 
mas el pafío referido dentro de los diez días posteriores al de la 
ejecutoria de diclio fallo. 

3 o Que la enunciada sentencia fué notificada al señor Comas, 
como consta á foja 35, aceptando éste la resolución mencionada 
T pasando así la misma a la estabilidad de la cosa juzgada y 
consentida. 

A' 1 Que ante tales antecedentes, y el que arroja la causa per- 
fectamente análoga de los señores aluzzio é hijos contra el se- 
ñor Comas, que fallada en igual sentid » que la actúa', fué en 
apelación á la Suprema Corte, siendo allí continuada sin obser- 
vación alguna referente á la competencia que los tribunales 
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nacionales tienen en esta ríase (Je cuestiones: se impone la cot;- 
secutnciade ser esteTrilmnal competente para entender en e! 
presente litigio, en la forma que lo ha hecho. 

Portante, no se hace lugar | la excepción interpue ta y s-'u 
concédela apelación subsidiariamente deducida, debiéndose ele- 
var los autos d la Suprema Corte, con la nota do estilo. Xoti- 
líquesecon el original y repónganse loa sellos, 

ti. fina Ir m tf Zttrtria. 



VISTA l)E|. SESOI» ntOCMlAtlOK (iENEKAl. 

fíiiiMio- \¡n-. Julio 13 «Ir- IHBft. 

Sufimnu Corte: 

i;i señor Printzenskold ocurrió ¡í la Adtnitiistráctóii de Adua- 
na del Rosario, provocando el juicio administrativo u,lo- corres- 
pondía, según los artículos 288. "2HÍ* y Ü9ü di- las ordenanzas, 
sobre la devolución j el pago de mercaderías desaparecidas do 
los depósitos del señor Comas. La administración resolvió fa- 
vorablemente el reclamo á foja 3. 

No habiéndose ejecutado esa resol ueimi, t>| reclamante ocurrió 
entablando demanda ante el Juzgado Federal del Rosario. El 
demandado no desconoció la jurisdicción ni el derecho al re- 
clamo, opuso excepciones de hecho, que no siendo prohadas rn 
oportunidad legal, fueron desechadas por la sentencia de f v ja 
32. Esta quedó consentida y ejecutoriada. 

Es después de esos hechos que se dedujo la excepción de in- 
competencia, desechada por la resorción de fnja JJ|. y motivo 
•leí recurso traído ante V. K. 
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Estando equiparados los depósitos del señor ('ninas \ los lis- 
calcs de la misma Aduana, no se ha negado la responsabilidad 
que !e incumbe en el ca¿.o, con sujeción á las prescripciones ci- 
tadas de las ordenanzas. Deducida la acción para e) cumpli- 
miento de esas respetabilidades, ya declaradas en el juicio 
administrativo, la jurisdicción del Juez Federal resulta délos 
justos considerandos de ta resolución recurrida, de las disposi- 
ciones de las mismas ordenanzas de Aduana, en lo relativo á la 
apelación di- las resoluciones de sus administradores, y de lo 
prescrito en el artículo 2* de la f"V de cmn petate, i & de la Jus- 
ticia Nacional. 

Si ¡i ello se agrega qic la excepción de incompetencia se de- 
duce- después de haber aceptado la jurisdicción, y de seguir y 
concluir el juicio por sentencia pasada en autoridad.de cosa juz- 
gada, la conclusión qoe se impone á mi juicio, es tnooniirma- 
eínn del auto recurrido, que solicito de V. E. 

Sabiniftn» h'irr. 



r«ilo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, M¡ir/-* -.' .!•> me. 

Vistos j considerando : <¿ue el recurrente acepto la jurisdic- 
ción dr U justieia federal para entender en estos autos, habien- 
do seguido unte ella el juicio que terminó por la resolución de 
foja treinta y dos, senteucia que fué consentida y pasú en auto- 
ridad de cosa juzgad si. 

Que los asuntos referentes á tas Aduanas déla República, asi 
como los depósitos particulares que han sido equiparados á his 
de aquellos, corresponden a! fuero federal por razón de la ma- 
teria. 
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Que la excepción de incompetencia del Juez Federal, lia sido 
deducida sólo después de terminado el juicio on que la parte de 
''ornas intervino y consintió el fall í. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lu pedido por el se- 
ñor Procurador Genera) , se confirma, con costas, el auto apelado 
de fujü cuarenta y una. Repuestos \m sellas, devuélvanse. 

U'IS V. VARELA. — AUF-L RA- 
ZAN. — OCTAVIO llUNCL. 
JUAN K. TORNEN!'. 



El ih- . lt. flainon Febn\ romo vcstouarm de ÍK Carlos Castay- 
im, runf/'ü ÍK Josf Murta Crespo, por danos y perjuicios; softrt* 
compéiettcw. 



Sumario.— No corresponde á la justicia federal por razón de 
las personas, la cansa entablada por un argentino contra otro 
argentino, vecino de la misma provincia, aunque el actor obre 
como cesionario de un extranjero. 



de justicia Nacional ¿33 

Caso, — Resulta del fallo de la Suprema Corte y deí 



titilo del Juez Federal {od hor) 

Paróos, Kovii-mbrc l dt 

Y vistos: Kn el incidente de incompetencia de este Juzgado, 
.surgido de Ja oposición que hace el demandado, contentando á 
la demanda, de someter.»- á la Justicia Federal, por creerla ex- 
traña al caso promovido, incidente que por su naturaleza ba de- 
bido tramitarse y se La tramitado como de previo y especial 
pronunciamiento, 

iiesulta : tjuc la parte demandada alega en apoyo de su (.po- 
sición, que el ac tor es argentino y que también lo es el deman- 
dado en el juicio de dañas y perjuicios, que se dicen ocasionados 
al cedenle de los derechos qiir' ejercita el actor, bastando la 
eimple enunciación uV la nacionalidad de las partes, para que 
quede justificada la incompetencia del Juzgado de Sección, para 
entender en el pleito promovido. 

Expone, ademas, el demandudo, que en el caso nada tiene que 
ver la nació na lid, id de don Carlos Castugno, cedente del ductor 
don Ramón Febre, en el den-clm que ejereitu en la acción ins- 
taurada, jorque ambos litigantes, el doctor Febre y el señor 
Crespo, son argentinos, de manera que no procede el fuero fe- 
deral, siendo ¡n api i m Me al caso mib-judicc el precepto del ar- 
tículo H de la ley de 14 de Setiembre de 18C3, sobre jurisdic- 
ción y rom peleona de los Tribu miles nacionales, por cuanto 
dicha dispo ieion se reíiere á Las causas entre una provincia y 
vecinos de otra, o entre una provincia y un extranjero, o entre 

vecino* de diversas provincias. 

t. viii. n$ 
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Coocluye esta parte, sosteniendo que en las causas entre* dos 
argentinos, no hay para qué Lomar en consideración la ner tenen- 
cia originaría del d cree lio, sinú la pertenencia actual. 

Corrido el correspondiente trar-ladn al demandante, é*te con- 
testa que debo desestimarse la incompetencia deducida, bajo 
cualquier aspecto que se considere la rüestion, esto es, por la 
razón de la materia y por razón de las personas. 

Por razón de la materia, porque consta de las copias agre- 
gadas á (os autos p;ira acreditar el fuero, que contra el deman- 
dado recayó condenación de pagar daños y perjuicios, como 
consecuencia dt-l despojo lieclio á * asi ¡ijíuu, según sentencia pru- 
nuueiadapor c-te Juzgado, continuada por la Curto Suprema, 
habiendo el demandado reconocido en escrituras públicas que 
liguran en autos, lu <d>ligacnm en que estaba, de satisfacer esos 
daños y perjuicios, siendo el pósente j ti icio nada nás que la 
consecuencia directa é inmediata de lu sentencia referida. 

Expresa que existen decisiones de la Suprema Curte de ia 
Nación, tales como la contenida en el fallo de la serie *1\ tomo 
15, página 198, que establecen que la acción [de danos y per- 
juicios, que se rei'laman coniu procedentes de un desalojo urde- 
nado por un juez ordinario, e< ¡R el dente de ese juicio y corres- 
ponde á dicho JuftZ; y que no.se puede dar un caso más seme- 
jante al que con>ideramos, debiendo tenerse pres-nte que la 
misma Corte ha resuelto que, encaso* idé-m n-us, deben dictarse 
idénticas resoluciones. 

Expone, además, que reconocida por Crespo La obligación de 
indemnizar daños y perjuicios, en loa términos de la semencia 
que lo condenaba, el juicio entablad-- no máa que la ejecu- 
ción de aquella sentencia y que lu Suprema ''orte ba resuelto 
que corresponde al Juez de Sección mandar ejecutar lo juzga- 
do y sentenciado; así como que el dcsp.ijado debe ser integrado 
en la posesión é indemnizado de lus purjafriwi y costas, debien- 
do liquidarse toda» e-tas ind''mnizaeiuiies en Juicio separado, y 
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que entóneos, raturnt* materm\ era fuera de discusión, que el 
Juzgado era el único competí nte para conocer el asunto en 
cuestión . 

Agrega qu* 1 rationvjiersünarum, nada más erróneo que soste- 
ner, como lo Lace, su contrario, que. habiendo concluido definiti- 
vamente el juicio dedespajo, el Tribunal Federal no fuera el com- 
petente para conocer de cualquier demanda sobre cobro de costas, 
siempre que et demandante no fuera extranjero, siendo, como 
t»Sj argentino ¡# 1 demandado señor Crespo, pm*>lo que estemisnio 
había sido anteriormente demandado por las costas del jumo 
dr despojo, y no dedujo, tmim ahora, la excepción de inenm* 
pete icia; que en idéntico caso ><■ encuentra el juicio para el 
cobro di- daños y perjuicios. 

Sostiene también, que hay otra consideración poderosa para 
defender la competencia del .Juzgado de Sección, aun siendo 
efectiva la ciudadanía nacional del doctor l'ebre y del señor 
Crespo, que esa consideración se desprende del articulo X de la 
ley de jurisdicción y competencia de b>> Tribunales Federales 
y de Jo que tiene resuelto la Suprema Corte, en el fallo de la 
s críe 2 a , tomo 8", pagina 325, en que expresamente se con Urina 
que el cesion-irio debe seguir la jurisdicciói del cedente: que 
en el caso utb-judire, hay i*x;.cta igualdad con lo resuelto por la 
Curte en el caso invocado, pues si bien es cierto que el doctor 
Febre y el señor Crespo, s ni argentinos, no lo es menos que el 
derecho originario eorre&pondia ú don Carlos Castngno, que es 
extranjero y que como tal, sostuvo el pbito deque es inciden- 
dente el en que estaban. 

Y considerando: I o Que aun cuando la excepción de ineom- 
petencKi se dedujo contestando la demanda, con tas demás de- 
fensas contenidas en el memorial presentado p-. r el procurador 
Carió, debe tratarse sola, formando artículo de especial pro- 
nunciamiento, ya sea porque se t ntabló dentro del término en 
que deben deducirse las excepciones dilatorias, ya porque de su 
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resolución depende que elJuzgado resulte habilitado ¡ara se- 
guir conociendo del asunto principal . 

2 o Que el principio escrito en la Constitución Nacional y en 
las tejes orgánicas, que se tatuca por el exeepoiotiante, do que 
no corresponde a la Justicia Federal el conocimiento de las 
causas que se ventilen entre cuidada;. >s argentinos, vecinos de 
la misma provincia, es exacto en tesis general; perú reconoce 
como excepción, entre otros, aquellos casos en que el apunto ha 
llegado á discutirse entreargenüuos d causa de cesión del dere- 
cho gestionado, hecha por un extranjero á un nacional, puesto 
que entonces, según el fallo Je la Corte Suprema que se regis- 
tra en lasérie^*, tomo 8*\ página 325, dele atenderse á la na- 
cionalidad del cedeiite ó dueño originario del deieeho y no á la 
del cesionario, 4 fin do establecer la competencia del Jue?. que 
debe entender eu el juicio. 

3* t¿ue lúes, puesto que está perfectamente de acuerdo con 
la letra y el espíritu del artículo 8" de 1a ley do jurisdicción y 
competencia invocado por el demandante y por el demandado, 
que estatuye, que pura que surt;i <1 íni-ro federa! en ios casos 
que enumera, es preciso que el derecho que so disputa, perte- 
nezca originariamente y no por cesión ó mandato n ciudadanos, 
extranjeros ó vecinos de otras provincias respectivamente; por- 
que, como lo establecía el Procurador General, interpretando 
dicho artículo 8, dando el dictamen que sirvió de fundamento 
¡i la resolución con ten i i a «>n cJ fu ¡lo ár la M-rie 2*, tomo 8 o , pá- 
gina 3¿5, ta ley st propone evitar las combinaciones particu- 
lares, que por cesión u mandato-. Jietidos, recargarían ú la Ju — 
ticia Federal con asuntos que 110 fuerau deau competencia. 

4* Que en el caso que se trae ú resolución, un resulta combi- 
nación alguna, elaborada con el objeiode hacer surgir una ju- 
risdicción eitrañu, puesto que es precisamente la calidad per- 
sonal del dueño originario del derecho cedido, la que aparece 
produciendo el caso de Justicia Fedtíal, que vendría á quedar 
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incompetente, si hubiera que atenerse á la nacionaliza'] del ce- 
sionario, como con error lo sostiene la parte demandada; el ar- 
tículo 8", prohibe la elaboración artificiosa deK fuero federal, 
pero consagra y respeta el (¡Lie se ha originado naturalmente, 

5° Que según se desprendo de la escritura pública que figu- 
ra de foja 39 A foja 41 . el subdito extranjero don Carlos Cas- 
taguo, cedió al ciudadano argentino doctor Ramón Febre, las 
acciones y derechos que tenía contra don José SI, Crespo, y que 
se desprendieran do la sentencia dictada por la Suprema Corte, 
en el juicio que había seguido y terminado, referente al campo 
que también traspasaba at doctor Febre, siendo el juicio de que 
se trata, entablado por este señor, para cobrar los derechos 6 
entablar li»s acciones cedidas, y entonces son perfectamente 
aplicables al caso las consideraciones anteriores, apoyadas no 
sólo en la ley citad;», sino en la interpretación que de ella hizo 
la Corte en los fallos contenidos en la série 2*, tomo 8 y 15, pá- 
ginas 325 y 498. 

6 U Que hay acuerdo entre los litigantes, en que el cadente 
del derecho, señor Castagno, es extranjero, y ciudadanos argen- 
tinos, el ceBÍon »rÍo doctor Febre, demandante, y el demandado 
señor Crespo, debiendo, por consiguiente, servir estos hechos 
como justificados para fuudaren ellos la resolución, que por de- 
recho corresponda dictarse; así como también es circunstancia 
probada en autos y aceptada por ambos litigantes, que la ac- 
ción entablada por el doctor Febre, cobrando daños y perjui- 
cios al señor Crespo, es dependiente y accesoria del juicio prin- 
cipal seguido por Castagno contra Crespo, de suerte que Ta su- 
misión del nuevo juicio al fuero del principal, importa una de 
tantán aplicaciones en el dereoln 
cido principio jurídico acecsarium naluram 
ha, que seguramente es el aplicado por la 
establecer la jurisprudencia á que se subordina este Tribunal, 
y que invoca en su favor el demandado, 
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Por estas consideraciones, el Juzgado Federal os competente 
para conocer en el juicio entallado por el dvctoi Ramón Pebre» 
como cesionario de don Tirios íastagno, ronlra don Jusé M. 
Crespo, por cobro de dañas y perjuicios: hágase saber y si éste 
no fuera apelado, vengan Jos autos par.i proveer lo que en i-s- 
tado corresponda, con el cargo de las costas á la parte vencida 
en este incidente, Repónganse lo> sellos y transcríbase en el 
libro correspondiente. 

Uitfitft i/, ttum. 



VIVIA UEL SttfOll L'HimXJuUüH (.LNKIlAl. 

Iim-tn» viro, Fuero ind.* iwj. 

Sujirwtt'i i'nrtr; 

Ño se luí insinuado causal alguna de la nulidad invocada en 
el recurso de foja H7, ni en el procedimiento del incidente, ni 
en la forma del auto que desecha la excepción de incompeten- 
cia. IM examen y estudio de esos antecédanles, tumpocci sr 
desprende omUiou •> iransgvfsion -pn inJuaca ;1 presumirla. 

Estando el auto de foja 79 fundado «u e i rou minucias de he- 
cho i ucont estadas, cu prescripciones de ia ley de competencia 
de la justicia federal, bu-n esplíciUs y aplicadas, y en decisio- 
nes de Y. K., consignadas en los jallos eitjdos, nada encuentro 
de fnndament.il que citar en su apoyo. L'relieru entonces, á re- 
peticiones fa&tidiosas, u invocación de los sólidos fundamentos 
di auto recurrido, para concluir pidiendo i V. K. su confit- 
maciou. 



Sattittttiti') kier. 
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l itll» «le la fiupmunl nrt*» 

BurntiH Aire-. Marzo i ■)«! l*ff*5. 

Vistos y considerando : Que el actor doctor don Uamou Fe- 
ote, ¡tígentiiSoy tmlW íeí* provincia de Kntre-liíos, deduce 
la demanda de foja tros, contra don José M iría Crespo, ¡gtífrl* 
mente argi-ntim* y veeiuo de la iiii»m;i rroviuda, fundado on la 
ceshn que d-.n Parios <".i*ta;:iio U- hizu por la escritura <lc 
foja treinta y nueve, de la acción de danos y perjuicios, que pa- 
ra ser ventilada en el juicio correspondiente, s,e le reservó en la 
sentencia que testimoniada corre á foja veintiséis. 

Que siendo ambas partes d-' la misma nuciiinalidad y vvrin- 
dad , el conoeiinieu t -> de la cansa no < orresponde á la justicia 
federal, <¡n que el demandante pueda invocar el carácter deei- 
Iranjerode su ced ute, pue- cuu arreglo al artículo octavo de la 
ley de jurisdicción y competencia d« Jos Tribunales Federales, 
y jurisprudencia de esta Suprema 'orle, para surtir el fuero 
federal, por razón de las personas, en caso de cesión, <•» necesa- 
rio que tanto el rédente como el cesionario, se bailen en condi- 
ciones de pod<r demandar al deudor unte la justicia federal (Fa- 
llos, serie secunda, torno catorce, página setecientos veinte i 
seis). 

Que tampoco es de tomarse en consideración lo afirmado por 
el demandante, de proceder la competencia de los Tribunales 
Federales, por tratarse de la ejecución de una sentencia dieta- 
da por ellos, pues, según se desprende del texto de la sentencia 
invocada, ^ se espresa en el escrito de demanda, los daños y 
perjuicios que se reclaman no han sid<» hasta ahora reconoci- 
dos ni estimados por Tribunal alguno, habiéndose limitado 
aquella, á dejar a salvo las acciones que pudieran tener, tanto 
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el demandante como el demandado, para que fueran ventilados 
en el juicio y ante la jurisdicción correspondiente. 

Por estos fundamentos, bc revoca el auto apelado de foja se- 
tenta y ocho vuelta, declarándose que el conocimiento de esta 
causa, no corresponde á l;i justicia federal. Repuestos los sellos, 
uVvurlvansc, podiendo notificarse con el original. 

I.HS V. VARELA. AHEL BA- 
ZAS . —OCTAVIO BUNGE,— 
JUAN E, TORBEIST. 
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fi . Eduardo Daract contra ta Hinprcsa del Ferrocarril tiran 
Oeste Argentino; sobre cobra (tcprcüio de un terreno ocupa- 
>h> par hi rht [erren. 



Sumario — Opuesta, entre otras, la excepción de prescripción, 
y dictada sentencia sin substanciar y resolver di^ha excepción, 
proceda ta devolución de los autos al Juez a ijuo, para que subs- 
tancie y resuelva la excepción mencionada. 
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f'um. — * Resulta del 

Fallo del Jues Federal 

Sata Luis. Octubre de Ih9Í. 

Vistos y considerando : Que la Empresa demandada reconoce 
la propiedad M demandante sobre el terreno en cuestión, así 
como que ln ocupa 0011 la vía, por sí y sus anteriores t ra ti-- f fren- 
tes, desde hace doce años, sosteuiendu empero, no estar obli- 
gada al pago do la indemnización que se pretende, porque él 
l-Yrrocarril Oran Oeste Ar^fiitini», construido y . xpl-dndo pri- 
mitivamente por el Gobierno Nacional, éste lo vendió, sin el 
gravamen que alirma d seiior Uaract, á don Juan Clark, A>- 
quien ella la hubo por igual título j sin cargo algimu: hecho 
<|uc ha debido justificar y que ni loba intentado; estando, ade- 
más, él en oposición con la ley nacional de 18 de Setiembre de 
1877, introduciendo algunas m<> iilkacinnes al contrato celebra- 
do con don Juan K. rhirk, sobre el ferrocarril Trasandino. 

Kl representante de la Empresa, después de decir que este 
juicio versa sobre expropiación (foja 4), asevera en el acta de 
foja 20 vuelta, que no se trata en < 4u caso de una expropia- 
ción A realizarse, sinó del cobro de cantidad de pesos, valor de 
una expropiación ya consumada, doce anos atrás. Esto no es 
exacto, por cuanto no ha habido juicio alguno al respecto, ui 
ao ha entregado el importe de la indemnización, como lo reco- 
noce implícitamente la misma empresa, ni menos lia sido decla- 
rada tiausferida la propiedad, según disposición del artículo 8 o 
de la ley de expropiación de bienes de fecha 13 de Setiembre 
de 1866. 

La propiedad es inviolable y nadie puede sit privado de ella, 
sino en virtud de sentencia fundada en ley, y la expropiación 
por cansa de utilidad pública debe ser calificada é indemniza- 
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da previamente, consignan el aTticulo 17 de la Constitución y 
el artículo 2511 del Código Civil. Asi es que ni la Ie| nacional 
de 5 de Noviembre de 1872, ni ta provincial de 31 de Octubre 
de 1878, qih- cita y transcribe el demandado en apoyo de sus 
pretensiones, han podido afectar ó desconocer en manera ¡ilgu- 
na los derretios particulares, garantido:, por la Constitución. 

En efecto, la disposición pertinente de la primera, establece 
qur t-l I\ I!, solicitará de los gi^i- nms de lu> provincias, por 
cuyo territorio cruzara?! vstas líneas, la - esion gratuita del te- 
rreno necesario para la vía y estaciones, y le expropiará por 
cuenta tí- la ero cresa respectiva, donde no fuere posible obte- 
nerlo» (artículo 24), y lu> do la segunda, que «quedan sujetos 
tí expropiad- ni por caus;i de utilidad pública, tos terrenos parti- 
culares que se necesitasen p ira efectuar las concesiones de que 
habla el artículo 1'», y que «queda facultado el l\ E., para 
hacer las expropiaciones y demás gastos que demande el cuin- 
plimientü de la presente l«j (artículo* 3 rt j 1% lo que signíli- 
ca, que sólo podían ser cedidos gi atritamente los terrenos ba- 
cales ó los particulares que su< propietarios donaran, debiendo, 
en caso contrario, mr estos indemnizados, por cuenta de la em- 
presa, segitu la ley nacional, y por el IV E. de la Provincia, de 
conformidad á ta disposición local. 

La pretensión de ta empresa, de que el Juzgado la declare 
no parte, ei¡ este juicio, porque la expropiación del terreno del 
señor Daract, no lia sido por ella, sinó por el Gobierno de la 
Provincia, no es fundada, por cuanto no existe tal expropiación, 
•*n el sentido legal, y el interesado dirige su acción contra el 

Por estas consideraciones y de acuerdo con lo solicitado por 
el demandante, *e resuelve: que la Empresa del Ferrocarril 
Gran Oeste Argentino está obligada á abonar la indemnización 
correspondiente por e| terreno que ocupa, de propiedad de aqutl; 
para cuyo efecto, j á hn do determinar el valor del inmueble y 
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de tos gravámenes ú perjuicios que indica la ley de expropia- 
ción, comparezcan las partes a juieio verbal, designándose la 
audiencia del día viernes 28 del corriente ¡i las 3 pagado meri- 
diano, dejándose á la empresa sus derechos a .salvo, para repetir 
Contra quien viere conveniente. Hágase saber y repónganse 
los sellos. 



Fallo de I» Suprema C orte 

llie-nos Airo, Maro* > Je INhTi. 

Vistos: líesultando : Que la sentencia apelada de foja vein- 
te y sois vuelta no ka tomado en consideración la exdpciun de 
prescripción o [tuesta en el juicio verbal de que instruyen las 
actas de fojas veinte vuelta y veinte y cuatro vuelta, devuél- 
vanse los autos al .fuez de Sección, para que resuelva dicha ex- 
cepción, préf ia la substanciación que corresponda : y repónga- 
se el papel. 

LUIS V. VA HELA. -ABtL KA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORREKT. 
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€ AI SA XXVII 



ti. Manuel Fernandez contra D. Luis ,"\aon t por robra de pesos, 
sobre recurso t't ta Suprema Corte de un auto de !a Cámaro 
en fo Criminal de la Capital. 

Sumario.— No procedo el recurso ;ila Suprema Corte de au- 
tos cíe los tribunales locales, que bou meramente interpretati- 
vos iie >u lev de procedimientos. 



Caso. — Ln explici el siguiente 



RECURSO 

Suprema Corte ; 

Carlos üiWa Garretou, con domicilio legal eu la calle San 
Martín número 132, escritorio número 55, ante la rectitud de 
V. E, parezco y expongo: 

Que por ante el Juzgado de f* instancia en lo comercial, á 
caigo del doctor don Luis Peyret y Secretaría de don Eugenio 
Blanco, se sigue un juicio ejecutivo por don Manuel Fernandez, 
contra mi representado don Luis Naon. 
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Llegado el momento de uacer publicaciones de importancia 
en los periódicos, el Juez de la causa viola la forma legal, fun 
dado en un decreto inccnstitucioniil del P. E de fteba i i de J li- 
nio de 1894, referente á la suspensión del diario «Boletín Judi- 
cial^ Pido al Juez revocatoria di su procedimiento por estar 
incüiistítucionalmente fundado, ó en su defecto la apelación de- 
bidamente interpuesta de subsidio, y me es negada una y otra 
cosa. 

Recurro, entonces, dentcna ante la Lxcma. Cámara respec- 
tiva, y este Superior Tribunal, M obstante ta justicia de mi 
causa, i dará bien denegado el recurso por d inferior y se me 
niega también el que ínterpaiigí» en debida forma para ante V. 
K., no obstante estarse discutiendo un punto de inconstitucio- 
nal idad maviiliesta. 

Kn tal virtud, pues, rae í|0 obligado, eomo )<> hag«>. á recurrii 
ante V. K., ajelando de herbó por denegación de justicia en la 
Excma. Cámara de lo Comercial de la Capital, pidiendo que en 
el día se libre oiicio al señor Presidente de la Excma. Cámara 
citada, para que, suspendiendo Lodo procedimiento, se eleven á 
V. E. los autos de mi referencia, á efecto de que en Oportuni- 
dad y declarándose mal denegado el recurso interpuesto, so pre- 
nuncie V. E. sobre las revocatorias y nulidad que tengo promo- 
vidas, con especial condenación es costas á quien haya incurri- 
do en ellas. Dígnese V. E. proveer coron lo dejo solicitado, por 
ser justicia. 

Carlos Silva fiar rr ton. 



... - I^V>; - ■- " ; 



KALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo de la fliippemtk Corte 

Huimj.i> Aírt-'s, Marro "> di* líflíii. 

Vistos en el acuerdo: Resultando de la propia exposición de 
la parte que la providencia de que se queja es meramente in- 
t -rpretativa d< I rúdjgo de Procedimientos de los Tribunales de 
la Capital, en cuto caso m procede el recurso autorizado por el 
artículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia, y artí- 
culo noventa de la ley de Organización délos expresados Tribu- 
nales, se tli-dura no baber lugar al recurso intuí puesto, y ar- 
chívese. 

U£NJA»1|?¡ Vh¿. — U!K V. VAHE- 
LA. — AlíEl. HAZA». — OIITAVIO 
HlNr.h, — JUAN K. TOKKEYr. 



CALMA VA* III 



El flan™ \tmunat mnira IK Felipe IK Martin tj h' Gertrudis 
Llavalht, por cobro ejecutivo de pesos; Mitre tasación de 
bien embargado. 

Sumario. — Desde qut¡ existe sentencia que manda llevar 
adelante l;i ej ■< iK\on pura el \nv¿» de lo< intereses venridos, lo 
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que corresponde es man «lar tasar el bien embargado, sin irnce- 
nidail de practicar previamente la liquidación de dichos inte- 
reses. 



Caso. - Dictado ol fallo tle tT da Marzo de I HO t {>érie 4*, 
tomo 5°, página 159), *e -nandú proceder ;í l.i ta-acion de la 
finca embargada . 

Los arriares Llavallol pidieron ge declarara nulo lo obrado 
respecto de la tasaeiqn* alegami" que no podía si-guirse ejééll- 
cion sinú sobro cantidad líquida, y que los intereses, para cuyo 
pago se mandó llevar adelante, no toaban aún liquidados. 

Fallo fiel Juez l>der»l 

buenos Aires, Aposto IH ife ímíU. 

Atento lo manifestado por tos demandados, en su escrito de 
foja 140. déjase sin efecto td ;mti> do feelia,íi de J inio último, 
debiendo el Hunco presentar la liquidación tor respondiente á 
los intereses y amortuaeiou.s devengadas, y pedir en su méri- 
to lo que corresponda. 

Juan tiel VampiUu. 

Fftllo de I* Muprcm* Corte 

Hilónos .Vires. Marzo 7 ile lKHá. 

Vistos: Cousideraudo: Que por sentencia ejecutoriada se 
ha mandado llevar adelante la ejecución para el pago de ¡os io- 
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tereses vencidos que se adeudan, quedando así resuelto que, á 
ese efecto, el título presentado por el acreedor funda bastan- 
temente el procedimiento ejecutivo, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artí Jo doscientos cuarenta y ocho de la ley de la ma- 
teria. 

Que contal antecedente, correspondía, en el estado de la cau- 
sa, proceder al justiprecia del bien inmueble embargado, con 
arreglo á la disposición de Jos artículos doscientos ochenta y 
tres y doscientos ochenta y cinco de la citada ley, la que ¡lsí lo 
previene cipriamente, reservando para ulteriores tramitacio- 
nes Ja liquidación del crédito ejecutivamente demandado (artí- 
culo doscientos noventa y tres). 

Que, en consecuencia, no lia podido declararse la nulidad del 
procedimiento, en cuanto ordenaba la tasación de Ja finca em- 
bargada, porque ese procedimiento se ajustaba á la ley. 

Tor estos fundamentos, se revoca eUuto apelado de fuja cien- 
to treintay nueve vuelta ; y repuestos los sellos, devuélvanse, 

I!F,nj.\hi> v\¿. i.iis v. vare- 
La. — AREL HAZA*. — OCTAVIO 
BUHCE. — JUAN K. j01\RE>T. 



